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PLAN DE LA OBRA. 



La dificultad que presenta el examen de los 
puntos comprendidos dentro de la esfera en 
que se desenvuelve el Derecho internacional 
principalmente privado, no proviene, en ver- 
dad, de que falte fijeza en sus principios fun- 
damentales; resulta más bien de jla contra- 
dicción que las opiniones de sus tratadistas 
produce, de las antitéticas ideas sobre la 
.apreciación dé lo que son las nacionalidades 
ante las distintas sectas en que se hallan frac- 
oionados los políticos, y más principalmente 
de la reciprocidad, círculo de hierro que apri- 
sionará esta parte de la ciencia haciéndola de- 
pender casi exclusivamente de los tratados 
establecidos, y que detendrá siempre el vuelo 
de los jurisconsultos, hasta que cada nación 
•se convenza de que no lastima su dignidad, 
oumpür con lo que el derecho y la justicia de- 
manden, sin cuidarse para nada de si ese de- 
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hev está del mismo modo entendido por los^ 
países de donde procedan los actos jurídicos ó 
las personas que los ejerciten. Que si la sobe- 
raníay régimen político de las naciones, campo 
propio del Derecho internacional público, exi- 
ge, para que sea posible la vida independiente" 
de aquellas, grande circunspección, á fin de no 
andar en el camino de las condescendencias,, 
más'trecho que aquel que con seguridad ha de 
encontrar contestación recíproca en su caso^ 
dudamos mucho que, examinado con frialdad 
este punto, haya razones bastante poderosa^ 
para que pueda negarse el agita y el fuegoy ea 
decir, la justicia que asista á un hombre que 
demande el auxilio de los tribunales, bajo el 
especioso motivo de que no seria atendida la 
voz de nuestros compatriotas, si acudieran pi- 
diendo lo mismo ante los que se hallen esta- 
blecidos en la nacionalidad de su origen. 

No desconocemos que la ciencia está llama -i- 
da á desempeñar aquí un papel inportantísi- 
DIO, ya que no de consecuencias inmediatas,, 
como las que nos proponemos a]i escribir este 
libro, de majestuosos resultados en lo porve- 
nir. Los clamores unánimes de los jurisconsul- 
tos pidiendo que se ensanche ese mezquino y 
raquítico criterio que hoy preside la aprecia- 
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cion de las cuestiones relacionadas con los 
puntos del Derecho internagional privado, 
creyendo que cada paso de avanx^e en el cami- 
no que tiende á que pierdan sus tintes exclu- 
sivistas, es un peligro que permite escuchar á 
lo lejog. el estridor de cañones enemigos, ó un 
motivo que lastima la dignidad de los pueblos, 
si no llega el caso de que encuentre el acto 
debida correspondencia, quizás vaya poco á 
poco tomando otro aspecto distinto, y quién 
sabe si llegará dia en que en vez de son- 
rojar el rostro el carmín de la vergüenza por 
no hallar en algún pueblo la debida recipro- 
cidad, será un motivo hasta de legítimo enva- 
necimiento el no hacerse cómplice de una ini- 
quidad ó injusticia. Porque inicuo es que ha- 
ciendo alarde de generosa hospitalidad se 
abran las puertas de las naciones cultas para 
dar entrada á las personas, industrias y capi- 
tales extranjeros, y se nieguen después ó cuan- 
do menos se cercenen los derechos, que ese fe- 
bril movimiento de expansión, distintivo ca- 
racterístico de la presente época, hace preci- 
sos para que no sea un sarcasmo y un verda- 
dero peligro la libre comunicación entre Ijis 
naciones; siendo además injusto que esos vín- 
culos de hermandad que tan solícitos hace á 
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los pueblos por mantener sus relaciones diplo- 
mátioas, sean al mismo tiempo casi totalmente 
desconocidos en cuanto á la mayor parte de 
los actos referentes al derecho privado, pro- 
porcionando asilo á la mala fe del que, ampa- 
rado por las fronteras, más allá de las cuales 
muy pocas veces llega la acción de los tribu- 
nales , si no es en materia penal, puede muy 
bien desconocer impunemente el cumplimien- 
to de sagradas obligaciones. 

Acostumbrados á escuchar por todas partes 
y á leer en multitud de escritos, que la época 
presente se distingue por una tendencia más 
marcada que nunca á hacer perder esa fiso- 
nomía exclusivista, infranqueable, que cons- 
tituía la manera de ser de las antiguas nacio- 
nalidades, creíamos estar próximos, si no era 
que tocábamos ya la verdadera meta de las 
aspiraciones de la ciencia, y que se hallaba 
reconocido el hombre, legalmenteconsideradp, 
en todas las manifestaciones de su manera de 
ser particular. Pero el estudio que para escri- 
bir esta obra hemos hecho de las doctrinas del 
Derecho internacional privado, nos demues- 
tra que todavía falta andar tanto, como que 
casi nos inclinaríamos, mejor que á la situa- 
ción en que hoy se encuentran los pueblos con 
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relación á este puntos á la franca rudeza del 
romano que 'negaba toda participación en los 
derechos exclusivamente civiles á los extran- 
jeros, y que hasta llegó á crear magistraturas 
{prestar peregrimcs) encargadas de adminis- 
trar justicia con arreglo á las prescripciones 
del Derecho de gentes, á los que no podían in- 
vocar el augusto título de ciudadanos. 

No queremos decir con esto que nuestras 
leyes y las de los demás pueblos desconozcan 
en absoluto los principios del Derecho inter- 
nacional privado; pero los muy pocos que con- 
signan, están señalados con tal vacilación y 
timídezj y se hallan tan empequeñecidos por 
su aplicación en los tribunales, que con difi- 
cultad se conseguirá hacer que prosperen los 
derechos que deban su origen á actos legalfes 
ejecutados en el extranjero, y principalmente 
á sentencias dictadas en otro país. Por está ra- 
zón, al observar el completo vacío que entre 
nosotros existe con relación á este ramo de la 
ciencia> cada vez más importante, por lo mismo 
que descansa en las crecientes necesidades de 
los pueblos, hijas de los fáciles medios de co- 
municación que en la actualidad existen, á 
merced de los cuales la contratación y el co- 
mercio, rebasando las fronteras, han llevado 
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los efectos de la actividad humana hasta los 
puntos más apartados del mundo; hemos pro- 
curado para el auxilio de jueces, fiscales, au- 
toridades administrativas de toda clase, agen- 
tes diplomáticos, letrados, notarios, escribanos, 
secretarios judiciales y de ayuntamientos y co- 
merciantes, entresacar aquellas disposiciones 
de Derecho internacional en sus relaciones con 
el Derecho civil, mercantil, penal y de proce- 
dimientos, que existen esparcidos en nuestras 
leyes y códigos, así como en las doctrinas 
sancionadas por lajurispíudencia del Tribu- 
nal Supremo, añadiendo aqueUo que, sin estar 
apoyado directamente en ninguna da dichas 
fuentes de derecho, ó es lógica deducción de 
ellas, ó tiene su fundamento en los principios 
propios de esta ciencia, según nuestro modo 
de apreciarla. 

Mas como no nos hemos propuesto escribir 
un libro doctrinal ni de controversia, sino 
más bien un trabajo esencialmente práctico, 
por esto, sin descender á pormenores que qui- 
zás harian perder la utilidad que la obra pue- 
de tener, hemos optado por darle la forma de 
un código á fin de presentar más condensada 
y concreta la doctrina, despojándola por tanto 
en sus puntos más esenciales, del insondable 
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<iáos y eterna discusión en que gastan sus 
fuerzas los más eminentes jurisconsultos. De 
-este modo y con la Exposición de motivos que 
precede al Código, por medio de la que expli- 
>camos aquellos artículos principalmente que 
no son repetición ó copia de fuentes de nues- 
tro Derecho, suponemos que han de encontrar 
las personas á quienes dedicamos este trabajo, 
un importante mentor, en el que hallarán in- 
dicado el camino que deben seguir tanto en 
los actos judiciales 6 administrativos referen- 
tes á materias del Derbgho internacional pri- 
vado, como al otorgamiento de documentos y 
xíelabracion de contratos que pueden relacio- 
narse con estos puntos, para los que hoy no 
tienen guía alguna de carácter propiamente 
español. 

La forma adoptada para la conÍBCcipn del 
trabajo que damos á luz, hace que tenga una 
redacción afirmativa y hasta preceptiva en la 
parte que comprende el Código, no obstante 
<5arecer de autoridad legal todo cuanto en él 
se consigna si no trae su origen de leyes es- 
pañolas. Para que no se cojafptdan,. pues, unos 
y otros artículos, tenemos cuidado de indicar 
por medio de notas los orígenes de dónde to- 
mamos los que son copia más ó menos fiel de 
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disposiciones legales, no teniendo más fuerza: 
que la procedente de nuestra opinión, aquellas^ 
que no aparezcan con indicación alguna. 

No se nos oculta que nuestra obra no res- 
ponde á las exigencias de un método riguroso > 
puesto que siendo su objeto principal el estudia 
del Derecho internacional privado, com- 
prendemos también una parte que más bien se 
se refiere al público^ cual es la relativa al De- 
recho penal y de procedimientos. Prescindien- 
do, pues, de este punto, al que no damos la 
importancia que tendría ciertamente si el tra- 
bajo que publicamos fuera doctrinal y no 
esencialmente práctico, bueno es, sin embar- 
go, tener presente, que nosotros dejamos á 
un lado las elevadas cuestiones que sobre am- 
bas ramas constituyen la materia propia del 
Derecho público, como el conocimiento de la 
naturaleza del delito, la jurisdicción y organi-r 
zacion de tribunales, ocupándonos tan solo, 
en cuanto al penal, de los casos en que la ju- 
risdicción de un Estado se extiende á conocer 
y castigar algunos crímenes cometidos en el 
extranjero, y la parte relativa á la extradi- 
ción; así como en lo referente al derecho pro- 
cesal estudiamos únicamente el valor que de- 
ben tener los actos judiciales que han tenido 
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lugar en un país fuera del alcance de sus 
fronteras; con lo cual conseguimos que la 
obra responda á la necesidad que deseamos sa- 
tisfacer al llegar á las manos de las personas 
para quienes la escribimos. 

Hemos tomado como norma de nuestro tra- 
bajo la obra de Derecho internacional privado 
de Fiore, traducida al francés y anotada por 
Pradier-Fodéré, no sólo por ser la más moderna 
que conocemos y hallarse acomodada al mé- 
todo que en nuestras escuelas se sigue para la 
explicación de las materias que comprende el 
Derecho civil, sino también, por exponerse en 
ella con grande erudición las opiniones más 
culminantes de los más acreditados escritores 
tanto antiguos como modernos, cuya crítica 
se hace con un notable sentido práctico. Las 
pequeñas alteraciones que aparecerán en nues- 
tro libro, comparado con el de aquel juriscon- 
sulto italiano, tienen escasa importancia, y es- 
tán hechas sin otro objeto que el de acomodar 
más esta obra á la forma que generalmen- 
te adoptan nuestros tratadistas siguiendo las 
Instituciones de Justiniano; método que aun- 
que defectuoso, ni nos atrevemos á alterar, ni 
deja de ser respetable aunque sólo sea por te- 
ner á su favor la sanción de tantos siglos. 
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Hechas estas indicaciones sobre el plan de la 
obra y tendencias que nos hemos propuesto al 
formarla, tiempo es ya de dar principio á su 
desarrollo. 



CÓDIGO 



DE 

DERECHO INTERNACIONAL 

IN BVB SXLA0I0KE8 

CON EL CITIL. MERCANTIL, PENAL T DE PROCEDIMIENTOS. 



EXPOSICIÓN 

DE LOS MOTIVOS T PüNDAMBNTOS QUB SB HAN TENIDO 
PRESENTES AL ESCRIBIR ESTA OBRA. 

Unidas en estrecho vínculo la religión, la propie- 
dad y la familia, tanto en Grecia como en Roma, nada 
más natural que los extranjeros se hallasen alejados 
de toda participación en los derechos de carácter pú* 
blico ó privado, ya que no era posible relación algru- 
na jurídica entre los que no tenian el mismo culto, por 
ser el derecho una de las fases que tomaba la religión, 
de la cual eran excluidos aquellos, hasta el punto de 
ser necesaria la purificación de los templos, y apagar 
y volver á encender el fuego de los hogares, que por 
la presencia del extranjero tan sólo, habían quedado 
manchados. ¿Qué mucho que así sucediera, si ni reli- 
gioso era el lugar en que llegaba á ser enterrado su 
cadáver como si no tuviera manes que cuidasen 
de su sepulcro, cuyo consuelo ni aun á los mismos 
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esdavos se negaba? Por esta razon^ aunque desde el 
pxinciiúo abrían francamente sus puertas aquellas po- 
derosas naciones para dar entrada á toda clase de per- 
sonas, sirviéndose de ellas como base para el comercio 
y las industrias, principalmente entre los romanos, que 
no sabian más que empuñar las armas y batirse con 
valor, toda su benevolencia hacia los hombres proce- 
dentes de pueblos extraños, hubiera chocado ante la 
imposibilidad de prescindir de las antiguas leyes, que 
por las causas indicadas hacian incompatible su ma- 
nera de ser con la religión y por tanto con el de- 
recho. 

La idea de la nacionalidad se hallaba entonces re^ 
ducida á los estrechos limites de las ciudades, pasa- 
dos los cuales de grado ó por fuerza, se perdían todos 
los derechos de un modo tan absoluto, como que ni 
familia, ni religión, ni propiedad, eran ya posibles* 
De este modo se explica que la patria fuera ün resor- 
te vigoroso, á cuyo impulso se agitaban con vehemen- 
cia las fibras todas del corazón, y en cuyas aras ofre- 
cía el ciudadano frecuentemente con valor y hasta con 
entusiasmo su propia existencia; porque morir por 
eUa {pro aHs et/ocis) equivalía á perder la vida por la 
dignidad y honor propios, por la mujer, por los hijos, 
por los sepulcros de los antepasados, y hasta por man- 
tener el derecho de levantar el espíritu á los dioses 
cuándo en dias de amargura se halla el hombre nece- 
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sitado, lo mismo hoy que en la antíg^üedad, del bálsa- 
mo consolador de la oración. 

Las ideas cambiaron poco á poco; salieron aque- 
llos pueblos del recinto que ya les oprimía, y al ex- 
tender su acción á más apartadas regiones, del mis- 
mo modo que colocaron sin inconveniente en el Olim- 
po á nuevos dioses, dieron también entrada á ideas 
y principios que hicieron perder á la legislación su ca- 
rácter exclusivista en muchas instituciones, dando al 
derecho un aspecto de mayor generalidad, cuyo des- 
arrollo se habia de producir á impulsos del cristia- 
nismo, que haciendo iguales á todos los hombres, pre- 
paraba un cambio trascendental en este punto. Así hu- 
biera quizás sucedido, si al romperse hecho pedazos 
el imperio romano, cediendo al violento empuje de las 
hordas salvajes, no se hubieran constituido naciones 
dentro de las que hasta era desconocido el principio 
de unidad, y que por nacer en el derecho de conquis- 
ta, miraban además con' desconfianza á todos los pue- 
blos extraños; pues aunque no tardaron por regla ge- 
neral mucho tiempo en fundirse aquellas nacionalida- 
des tan opuestas en su manera de ser, les aguardaba 
en el momento de presentar esta nueva fese, el feuda- 
lismo, que desorganizando la propiedad y creando pe- 
queños estados en cada uno de los puntos á que llegaba 
la acción del señor sobre los que consideraba sus va- 
sallos, quebrantaba nuevamente los vínculos de unión 
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alcance de numerosa artillería, en peijuiclo casi siem- 
pre del más débil y de lo que la justicia exige. 

La Iglesia no llevó sin embargo su influencia & las 
esferas del Derecho internacional privabo; era me- 
nos sentida que hoy la necesidad de dar ¿estaparte de 
la ciencia un aspecto universal por ser entonces muy 
poco frecuente el que el hombre abandonase su hogar; 
y aunque la humanidad presentaría un carácter mucho 
más perfecto el dia en que uniesen á todos, vínculos de 
verdadera hermandad, como la existencia de las na- 
ciones robustece virtudes que la religión aplaude y la 
sociedad ensalza, no és de extrañar que sin fomentar 
rivalidades siempre nocivas, no haya procurado des- 
terrar por completo las diferencias que ala sombra de 
aquellas se mantienen, que son no sólo explicables, si 
no que también plausibles, puesto que las fomentan 
motivos tan poderosos como la diversidad de recuer- 
dos á que tiene el hombre unidos frecuentemente los 
primeros años de su infancia, la propiedad que guar- 
da los esfuerzos de su trabajo, las ramiñcaciones de 
la fiimilia que vivifica los tiernos afectos del cora- 
zón, sentimientos todos que harán hasta honroso ya 
que no dulce^ morir por la patrian asi lo patentizan 
hechos históricos repetidos en diferentes pueblos, y 
en ninguna parte tan elocuentes como en la tierra que 
por sentimientos de heroico patriotismo, vio desapare- 
cer á Sagunto y Numancia. 
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Asi se explican esas disposiciones que en los siglos 
medios encerraron á los pueblos dentro de tan estre- 
cho circulo, como que era imposible que los hombres 
otorgasen acto alguno importante fuera de su patria, 
llegando por medio del derecho llamado de aubana ó 
ülHnoffio á entorpecerse de tal modo su Ubre comu- 
nicación, como que hasta invocando sarcásticamente 
el derecho de hospitalidad, se apropiaban los reyes ^ 
los señores feudales del punto en que moria un ex- 
tranjero, de todos los bienes que dejaba, siendo digno 
de notarse que no le era permitido otorgar testamen*^ 
to fuera de su país, con lo que se aseguraba más tan 
inicuo como injustificado despojo; lo cual unido á las 
trabas y dificultades que existían para la contratación, 
el comercio y la comunicación entre los hombres por 
multitud de errores económicos que diferentes causas 
fueron alejando, producían la consecuencia del abso- 
luto desconocimiento del Dbbbcho intbbnacional 

PSIYABO. 

No es España, ciertamente, la nación que m&s ha 
exagerado estas doctrinas tan contrarias & lo qué la 
misma conveniencia de los pueblos exige; pues pres- 
cindiendo de que, según opinión de algunos autores, 
el derecho de auiana ha tenido escasísima importan- 
cia entre nosotros, las leyes del Fuero Real ya permi- 
ten que el extranjero disponga de sus bienes, tanto en 
sanidad como en enfermedad, lo cual marca un impor- 

2 



18 DERBGHO INTERNACIONAL PRIVADO. 

m 

tante paso en el derecho que examinamos, cuyo prin- 
cipal desarrollo, preparado por la creación de consu- 
lados j por el mayor ensanche que el comercio Uegd 
á adquirir desde el tiempo de los Reyes Católicos, no 
habia de tener lugar, sin embargo, hasta la época 
presente, en que pareciendo estrecha & la actividad 
humana la órbita que señalan las nacionalidades, 
traspasa frecuentemente las fronteras de la patria, 
para adquirir propiedad ó ejercer su industria en las 
más apartadas regiojies. 

Mucho hay que hacer todavía hasta que esta cien^ 
cia, casi desconocida en España en el terreno práctico, 
llegue á ocupar el lugar preferente que de justicia le 
corresponde. Pero como tiene principios cuyo cono- 
cimiento previo interesa para comprender mejor su 
desarrollo en las disposiciones quQ nuestros códigos^ 
consignan, y los que siguiendo las opiniones más res- 
petables hemos considerado dignos de ser aceptados, 
vamos á exponer estas doctrinas por medio de las si- 
guientes bases, ó 
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PRINCIPIOS FUNDAMENTALES. 

L 

Reconocida la existencia de los Estados , es impo- 
sible negarles las manifestaciones de su personalidad 
jurídica, en cuyo concepto les pertenece del mismo 
modo que & los individuos, el derecho de propiedad, 
el de libertad y el de la dignidad y honor, de los que 
proceden, su coexistencia armónica, su soberanía res- 
pectiva, su absoluta independencia en la manera de 
reírse, y la consideración y respeto que por tanto se 
les debe. 

Por esta razón, aunque es inconcuso el principio 
de que las leyes correspondientes á cada pueblo 
pierden su fuerza al atravesar las fronteras, hasta 
donde llegan sin debilitar su eficacia por grande 
que sea la extensión del territorio, ya que general- 
mente proceden de las necesidades, costumbres y 
tradiciones de las naciones á cuya sombra se desar- 
rollan su constitución y organismo, en todo aquello 
que por no tener asiento en los principios eternos de 
justicia , ó de la naturaleza que todo pueblo culto . 
apreciará del mismo modo, puede ser de distinta ma- 
nera considerado, también es no menos exacta la 
imposibilidad que hoy principaln^ente existe^ de que 
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las nacionalidades vivan en el aislamiento, confian- 
do su vida moral 7 material tan sólo & sus propias 
fuerzas, y queriendo contrariar á la Providencia, que 
al dar distintas producciones á los climas , diferentes 
propiedades á los terrenos 7 hasta condiciones diver- 
sas á loa hombres, ha hecho necesaria la mutua co- 
mumcacion entre los pueblos. Y si esto es asi, para 
que el hombre pueda satisfacer sus necesidades de 
toda clase, es también natural que por reciproca con- 
Teniencia pueda traspasar la ley los límites del país 
de que proceda, siempre que no hubiere motivo al- 
guno para suponer que por esta causa haya de quedar 
herida la dignidad é soberanía de las naciones, alte- 
rada su constitución social, su organismo político ó sus 
creencias y régimen económico , que son considera- 
dos como los verdaderos y fundamentales elementos 
de la asociación que constituy^i las nacionalidades. 
Héaquí la causa. que ha inclinado k que los autores 
modernos, abandonando la clave de los antiguos esta- 
tutos personal^ real j/omuüf hayan creído que podia 
desarrollarse todo el mecanismo científico del Deeb- 
CHO I19TBBNACI0NAL PBivAno, por medío de dos gran- 
des principios; el del estatuto personal y el del local 
[loeus regit actum) . 

La capacidad y fines jurídicos de los extranjeros, 
y por tanto los derechos y obligaciones relativos á 
las personas, y aan & las cosas que son consecuencia 
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de instituciones relacionadas con las primeraSi debe- 
rán regirse por las leyes del país á que cada uno per* 
tenezca, siempre que no haya algún motivo grave 
que impida el que los derechos personales puedan ser 
ejercitados en otra distinta nación^ de la misma manera 
que se hallan regulados por aquella de que procedan; 
asi como los hechos deberán apreciarse según las le- 
yes del pueblo en que hubieren tenido lugar, y la 
propiedad referente á las cosas inmuebles» por las 
disposiciones del país en que se hallaren; puesto que 
forman parte integrante del suelo que constituye el 
territorio nacional. 



n. 



Una de las bases más capitales para el estudio de 
las disposiciones que debe consignar el Dbrbcho iñ- 
TBRNACioMAL PRIVADO, tiene SU fundamento en una 
idea sencilla. Aunque las tendencias modernas pare- 
cen inclinarse á borrar las diferencias que proceden de 
las nacionalidades, dirigiendo sus esfuerzos á que las 
fronteras pierdan su actual colorido, y pretendiendo 
estrechar fuertemente los vínculos de hermandad 
que existen entre los hombres, desconocidos más de 
una vez hasta por frivolos aunque necesarios moti- 
vois, es lo cierto que esas utópicas doctrinas se en- 
cuentran en abierta oposición con los sentimientos 
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que la oíayor parte de loa hombrea experimentan k 
impulsos de loa afectos que la idea de la propia na- 
cionalidad vigoriza, nunca m¿a fuertes que cuando 
por hallarse en pais ajeno, toma proporciones im- 
petuoaaa, lo que pisando terreno propio casi pasaba 
desapercibido. 

La diferencia en las costumbres; la separación 
que crean los idiomas; la diversidad en las tradicio- 
nes j hechoa históricos, que más de una vez consti- 
tuyen títulos 7 recuerdos de antiguas glorias ; su 
distinta posición topográfica ; sus climas; la distan- 
cia que & loa pueblos separa ; la interposición entre ' 
ellos de inacceaiblea montañas, y otraa muchas cau- 
aas; ¿quién aabe si no aólo son motivos de divergen- 
cias entre las naciones que impedirán para siempre 
su deseada fusión, sino hasta estímulos de implaca- 
ble rivalidad? Por esta razón los que pretenden bor- 
rar tan fuertes vínculos de cohesión entre las nacio- 
nalidades, no han procurado limitar sus tendencias á 
desarrollar el amor, verdadero lazo de hermandad en- 
tre loa hombres, sino que han creado eternas ene- 
mistades entj^ las clases sociales; odio á la propíe- 
Lque tanto nos une al suelo regado con el mAca 
nuestro trabajo; despego á los lazos de la familia 
ichas sangrientas contra los poderes conatítui- 
, paia que al buscan el hombre au emancipación 
toda traba, sea cual fuere su carácter, se halle 
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quizás colocado en degradante igualdad, sin tierra 
propia én que poner su planta, y hasta sin hogar á 
cuyo vivificante calor, crezcan y se desarrollen los 
m&s encantadores afectos del corazón. 

Si en este confuso vaivén y vertiginoso oleaje de 
ias pasiones públicas modernas, verdadero caos de la 
<;ivilizacion actual, se encuentra el camino del pro- 
greso, renunciamos á seguirlo; nos fidtan fuerzas 
para presenciar tanto desastre sin fruto, y ruinas tan 
repetidas £án nada que se mantenga en pié. Mas si 
la ciencia, humillando su altiva frente ante ios desig- 
nios de Dios, que al esparcir los hombres y confundir 
sus lenguas, echó el cimiento de las nacionalidades, 
reconoce, que si bien no destruyó la naturaleza hu- 
mana, tampoco quiso la reunión de todos los hom- 
bres en un solo pueblo, suceso desde entonces impo- 
nible, y procura armonizar ambas tendencias, sin 
duda habrá llegado al mayor grado de cultura, her- 
manando prudentemente estas dos corrientes del Db- 
&BCH0 INTERNACIONAL PRIVADO, de cuya armoula resulta 
ja clave principal de sus cuestiones más importantes. 

Encamando, pues, las condiciones de la persona- 
lidad en la propia naturalezi^, es lógico que los lazos 
y relaciones que por su permanencia imprimen un 
sello, si no siempre perpetuo, al menos de larga dura- 
ción en los periodos de la vida, acompañen al ciuda- 
éano, cualquiera que sea el punto en que se hallare; 
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siendo p(V'taiito natural, que;, las naciones reconoz- 
can ea los extranjeros esos derechos personales de 
BU procedencia, que forman la coodicioa jurídica, del 
mismo modo que se distinguen las razas por su color, 
y los que proceden de regiones diversas, hasta por su 
constitución orgánica, por su idioma, pronunciación^ 
giros ó modismos, que con dificultad perderán, pcnr 
larga que sea su permanencia en otro pimto dife- 
rente de aquel que los retuvo en su reciato hasta que 
su personalidad se hubo formado. Por esta razón los 
derechos constitutivos de la personalidad humana» 
deben haUarse adheridos el individuo y regirse por 
las leyes del pais de su origen, mientras no contra- 
ríen la manera de ser del pueblo en que se hallare 
el extranjero, ó fueran incompatibles con la organi- 
zación del país en que se encontrare. Y como forman 
parte de la personalidad, no sólo su propio ser, sino 
también sus derechos y obligaciones relativos k las 
personas y & las cosas relacionadas directamente 
con ellas, hó aqni por qué no sólo se rige el indivi- 
duo por su legi^cion originaria, sino también esas 
"*-"i instituciones que pueden considerarse como 
extensión de aquel , del mismo modo que los dé- 
os que de ellas emanan. La &milia, por ejemplo, 
i derechos y obligaciones que produce, se hallaa 
Intimamente relacionados con cada uno de los 
A constituyen, que todos considerui como jsxk 



JEUBCHO INTERNACIONAL PRIVADO. 85 

piD lo que á sus diferente individaoB pertenece, par- 
ticipando lo mismo del honor quede la infamia, de 
la fortana qi^ de la desgraeia, que nunea llegan ¿ 
particularizarse en el que directamente experimenta 
tan contrarias consecuencias, sin venir á producir 
al^un resultado con respecto é los demás que inte-^ 
gran en dicha entidad. 

La mayor edad, la autoridad del marido sobre su 
mujer, la patria potestad, la tutela y la curaduria, 
instituciones que á la sombra de aquellas germinan, 
tienen que regirse, v. gr., por las leyes vigentes en 
la nacionalidad de origen, á no set que oonngnflrra 
&cultade8 que nosotros coiisiderásdmos inmorales, ó 
que repugnaren á la Índole y carácter peculiar de 
nuestra legislación; ya que ni los elevados intereses 
que dan vida al Dbbxgho isTBBXACio^Ah puevaho, ni 
la reciprocidad justamente debida entre los pueblos 
cnItóB, exigirán jamás que por mantener tan necesa*^ 
rías relaciones, caigan los pueblos en la indignidad 
de convertir á los tribunales en instrumento ciego de 
lo que según el criterio social, sea considerado como 
una innu»alidad ó como prueba de barbarie. 

ni. 

« • 

£s una conseeoencia de la base anterior, la impor- 
tancia^que, según nuestra opinión, deben tener Iúb 
lasos de la &mflia en el Dbsboho intbbnacional pm* 
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VADO. Ckmstituida esta como una necesidad impres* 
cindible par» la vida moral, intelectual y física del 
hombre, faeth de la qae no sólo sería imposible la 
educación que perfecciona sus sentimientos y pone 
en actividad constante sus fiícultades procurando su 
desarrollo, sino hasta la vida física, se encuentra tan 
adherida á la personalidad humana , y forma parte 
tan integfrante de su {«opio ser, como que cuando el 
hombre no tiene padres porque la muerte se los arre- 
bató en edad temprana, ó porque el crimen ó la cruel- 
dad de los que le engendraron les impulsó á ocultar- 
se in&memente, la sociedad cumple tan forzosa mi- 
sión, recibiendo i los huérfanos en establecimientos 
que la caridad sostiene, ó proporcionando institucio- 
nes supletorias de la patria potestad, por medio de 
las que es reemplazada esta autoridad tan necesa- 
ria para el perfeccionamie nto índividuaL Si es, pues, 
imprescindible la &milia, como que cuando faltan 
sus simpáticos lazos hay que suplirios, no estra- 
fiará que inspirados &í esta consideración, hayamos 
procurado robustecer sus vínculos, no para dar al 
padre la -autoridad material y g^rosera que, como la 
legislación del pueblo rey, pone en sus manos la es- 
pada con que podía matar irresponsablemente á sus 
hijos— derechos que 4 la verdad no le hacen falta — 
sino para vigorizar sus relaciones morales, haciendo 
cuanto esté de nuestra parte porque no se introduz- 



\ 
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ca dentro del hogñi nada que destruya su unidad. No 
noB explicamos cómo podrían compaginarse de otro 
modo, Ia3 divergencias en los derechos y obligacio» 
nes del marido y la mujer ó de los padres yaus hi- 
jos* Suponer que los unos por tener una determinada 
nacionalidad, ostentan derechos que no hallan su de- 
bida correlación en deberes & que los otros se en- 
cuentren.obligadospor ser dist^ltasu patriares no 
sólo destruir la organización de la familia, sino trun- 
car el concep to de la relación jurídica, haciendo que 
haya derecho sin deber, ó este sin aquel, lo cual con- 
sideramos imposible. 

Por esto aplaudiendo nosotros las declaraciones 
que encontramos en la ley del Registro (ñvU, basadas 
en el ideal que teneínos de lo que es la &milia, sos- 
tenemos siempre la misma doctrina, :á merced de la 
cual conisideramos, que tanto el poder del marido 
como la patria potestad, 3ra sea el padre ó la madre 
quien la tenga segrun los casos, deben reflejar eñ las 
personas sometidas, la nacionalidad procedente de 
aquellos en quienes radicare la autoridad, verdadero 
centro alrededc»? del cual gira toda la admirable or- 
ganización del hogar doméstico . Y aunque de está 
manera se dimina, en cierto modo, la personalidad in- 
dividual de los que constituyen dicha entidad , otdiga- 
dos como se hallan k seguir la naci<malidad de su 
jefe, yae ocasionan alteraciones quizás frecuentes 
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en su condición jurídica por las modificaciones que 
alg'una vez, aun sin motivos plausíbies, se produjera 
en la de aquel, es lo cierto que no concediéndoles las 
legislaciones modernas autonomía ni en el orden po« 
Utico ni en el civil, cuya personalidad nunca tiene 
vida independiente y debe estar completada con la 
intervención más ó menos directa de aquel de cuya 
autoridad dependieren, lejos de haber violencia al^ 
guna en la doctrina que indicamos, se halla perfec- 
famente de acuerdo con estos principios que podemos 
considerar fundamentales de toda sociedad. 

La constitución de la familia romana había hecho 
más expuestas á dificultades las máximas que deja- 
mos consignadas, á consecuencia de las repetidas 
ficciones que modificando su primitivo rigor, supo*» 
nian que el hijo de familia era persona sui jurU\ 
entonces hubiera sido diñcil resolver el conflicto que 
habla de producirse necesariamente — á no haberse 
desconocido el derecho internacional — ^para conciliar 
la fuerza atractiva de la familia con la legal indepen* 
dencia que debía reconocerse en determinados casos 
en alguno de sus individuos. Mas como los pueblos 
modernos , procurando alejarse de las ficciones que 
acusan imperfección en las leyes, han venido á hacer 
inútiles estas complicaciones, y la patria pote-stad, por 
ejemplo, no tiene mayor latitud ó intensidad que la 
necesaria para que pueda cumplir la misión que la 
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Gñgba&j hé aq[ui la razón por qué el hijo debe eatar 
fliqeto.á la autoridad de su padre, mientras aquel 
vinculo Bubflistaj sin que james pueda haber motivo 
para emanciparle de su poder protector. &, este es el 
derecho á que los pueblos se inclinan, es lógico que 
respondamos & dicha tendencia, haciendo impenetra- 
Ue el hogar doméstico para ninguna otra legislación 
que la de su jefe, de la cual deben arrancar los dere- 
choa 7 las obligaciones de todos ; y si resulta que 
tanto la mi^jercomo los hijos, no tienen una nacio- 
nalidad independiente y exclusiva, no hay en estas 
consecuencias nada que no sea muy natural, ni cree- 
mos que puede hacerse otra cosa, si han de conser- 
varse incólumes los fueros de la familia que tanto in- 
teresa mantener. 



IV, 



Complemento de la base anterior, es sin duda al- 
gima la que pasamos & exponer. 

Gasi puede asegu;rarse que si bien la ley funda- 
mental del Estado establece varias causas producto- 
las de la nacionalidad, á las que añadiremos en su lu- 
gar oportuno la que proviene de la estrecha cohesión 
que existe entre los individuos que componen una 
funilia y su jefe, del que parecen irradiarse los de-r 
techos que constituyen la condición jurídica de aque- 
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lloS) segrun hemos demostrado, es lo cierto que lüidie 
tieoe aqud carácter más rectamente adquirido, como 
el que nace dentro del territorio ó fuera de él, de pa- 
dre y madre que se hallan en el pleno dis&ute de su 
calidad de españoles. Pues nada más natural que al 
formarse él corazón del hombre por medio de la edu- 
cación ^e en la familia recibe, se vaya tomando ape- 
go é inclinación á la patria que los padres comunican, 
á la que irán reunidos más tarde recuerdos grabados 
para siempre ennuestra memoria contal fuerza, como 
que sdo en casos excepcionales se podrá comprender 
que haya quien se empeñe en arrancar la nacionali- 
dad asi adquirida, como si pretendiera borrar la hue- 
lla que dejaron impresas tan estimadas afecciones. 

Por esta razón, todos los demás modos de adqui- 
rir nacionalidad que no sean este á que nos referimos^ 
tienen cierto carácter accidental que fácilmente des- 
aparece con muy ligeras formalidades y más princi- 
palmente mando cesan ks causas que los originaron; 
ya que en la mayor parte de los casos háse dado una 
patria determinada á peigscnas que inspiran descon- 
fianza desde el principio, de si rechazarán la naciona- 
lidad ajai otorgada cuando llegue ocasión en que el 
individuo, al hallarse en la plenitud de sus derechos 
y fuera además de la simpática atracción de la Amilia^ 
pueda manifestar libremente su propósito de táoier 
otra ciudadanía diferente. Asi se explica, que si bien 
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la ley fundamental del Estado, declara españoles á los 
que nacen en España siquiera sean extranjeros sus 
padres, y hace perder la ciudadanía la naturalización 
en otro país ó el servicio á distinto gobierno^ debe en 
d inrímer caso seg^un la ley de Registro civil^ mani- 
festarse que se desea disfrutar de aquella nacionali* 
dad al llegar á la mayor edad, asi eomo ni los que se 
hallan en el segundo ni tamipoco la mujer casada con 
un extranjero, necesitan pedir naturalizaeían en su 
primera patria para recuperarla, mío sólo hacer cons-^ 
tar su deseo de readquirirla, renunciando á la protec- 
cion del pabellón extraño. 

Si esta es la legalidad consignada en, muchos có- 
digos y única admisible en este punto, no extrañará 
que al desenvolver sus aplicacioneSiSe produzca cier- 
ta ñuctuacion en la nacionalidad de las personas so- 
metidas al poder de otro, viéndolas seguir las oscila- 
ciones que aquellos de quienes dependieran experi- 
menta, lo cual no hemos tenido inconveniente en 
consignar, no sólo porque damos mis fuerza, á los 
vínculos que tiene el hombre con la familia de que for- 
ma parte, que á los que le ligan á la nacionalidad que 
le considera como ciudadano, sino porque con arreglo 
á los principios indicados ya, este car&cter jurídico de 
la persona no tiene vida propilt, ind^i^diente y esta- 
ble en el hombre hasta que llega el momento en 
que adquiere una legalidad autonómica* 
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Bs induduble que cada Bstado debe ser consideta- 
do Boberano dentro del territorio que señalan sub 
fronteras, en el coal níngfuna otra nación tiene dere- 
cho & inmiscairpey pudiendo determinar por imúOj 
todo aquello que crea conveni^ite con rdación á la 
forma de utilizar la propiedad inmueble que por su 
agrupación con la dmiás y por su adherencia al sue- 
lO) constituye el territorio nacional; entidad cuyo con - 
tacto con ei derecho público de cada pueblo, es impo- 
sible desconocer. Prescindir de esta naturaleza de la 
propiedad inmueble y negar á las naciones el derecho 
de organizaría, seria producir la más profunda per- 
turbación en la manera de ser de los pueblos, negar- 
les los medios de sostener su independencia y de aten* 
der á sus necesidades por los tributos que tengan por 
conveniente fijar, haciendo poco & poco hast^t impo- 
sible su vida, aun en las cosas de más insignificante 
importancia, cuales son v. gr., en las disposiciones re- 
ferentes al ornato ó de poücia municipal. Ea este sen- 
tido, es sin duda alguna incuestionable el principio de 
que las cosas inmuebles debe regirse por las leyes 
del país en que se hallaren. 

Mas como el esLtranjero que fuere propietario en 
Bspaña, ti^ie una determinada nacionalidad, y con 
arreglo á ella su capacidad, de la cual emanan di ver- 
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«OS derechos, y los actos que se ejecutaren en país ex- 
traño deben atemperarse, por otra parte, á las leyes 
del pueblo en que se originan, por esta razón, aunque 
consideramos la propiedad sobre las cosas inmuebles 
^omo una institución que en su manera de ser, 
^em el ejercicio de los derechos que de la misma 
proceden ó que puedan afectarla, entraña cues- 
tiones del orden social, político y económico de la 
mayor importancia cuya resolución corresponde in- 
negablemente á la nación de cuyo territorio forma 
parte, creemos que tampoco puede ser desatendido el 
carácter privado de la misma en todo cuanto se rela- 
cione con la capacidad del propietario, ya que su per- 
sonalidad se encuentra modificada por razones exclu- 
sivamente personales ó de familia que á ninguna ley 
se hallan sujetas más que á la de su propia nacio- 
nalidad. Que no por ser propietario en España un ex- 
tranjero deja de ser persona á la manera de como lo 
es en su patria, ni pierde los derechos de familia que 
le pertenezcan según la condición jurídica que en to- 
das estas fases del hombrg legalmente considerado, 
imprimen las leyes de la propia nacionalidad. 

Más duda han tenido los autores con relación alas 
cosas muebles; pues siguiendo algunos el principio 
de que estas, por no formar parte del suelo, se adhie- 
ren á la persona, han sostenido que debían regirse 
por las leyes del domicilio del propietario, de lo cual 
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resultaría la íaáyor confusión y desorden en los dere^ 
chos que se refieren á las mismas, quitándoles la faci^ 
lidad que hoy ofrecen para la contratación. Por esta 
causa, aceptando el dictamen de modernos escritores^ 
creemos que por la misma razón de que no forman 
parte de ningpun territorio, no pueden tener otra le^ 
gislacion que regule su manera de ser, que la corres- 
pondiente al punto en que se hallan; pues aun pres- 
cindiendo de que la misma movilidad de los objetos 
impide darles un carácter fijo que rechaza su natu- 
raleza, es preciso considerarlas por la situación en 
que se encontraren al tiempo de ser sorprendidas por 
una relación jurídica determinada. Si no sometiéra- 
mos el régrimen de la propiedad mueble á la legisla- 
ción de la nacionalidad en que se hallase, quedaría 
en el desamparo que era natural se produjera por su 
emancipación de las leyes del punto en que se encon- 
trase, al cual por otra parte tampoco llegaría la efi- 
cacia de las que procedieran de otro país extraño. 

El accidente, quizás imprevisto que llevara cosas 
muebles á un punto detOTminado ó el tránsito por 
una nacionalidad determinada para ser conducidas á 
otra distinta, no puede ser motivo suficiente para dar- 
les un carácter tan fugaz, pareciendo más natural 
que sean regidas por las leyes del país ¿ que van des- j 

tinadas, que es donde han de hallar mayor fijeza * 

relativamente. * 



LIBRO PRIMERO. 

Del Derecho intehiadonal en sos relaciones 
con el Derecho cítíI. 



TITULO I. 

DE L.Aa RER60NA6n 



CAPÍTULO PRIMERO. 
B^pañoles.-^JExtranjeroe, — Modificacume* de nacúmalidad. 

Articulo 1.^ Los tres primeros números de edte 
artículo, lo míBqio que la primera parte del cuarto^ 
están copiados literalmente dé la Constitución de 30 
de Junio de 1876, por lo cual omitimos toda explica- 
ción; y aunque la redacción del precepto constitucio- 
nal, por su misma latitud en el último de dichos nú- 
meros, nos obliga á adicionarlo coii uña aclaración 
confirmatoria que de acuerdo con las leyes recopiladas 
creemos oportuno consigrnár, es tan notoria su oportu- 
nidad, que beistar&n muy pocas frases para qué resulte 
juatifícado lo que es obra nuestra en este precepto. 

. Ni el art. 4.^ del Real decreto de 17 de Noviembre 
de 1852, ni la ley Municipal de 2 de Octubre de 1877, 
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declaran cuériidi^ deben ser considerados los extranje- 
ros como vecinos, por cuya rázon, no hallando nada 
dispuesto en el Derecho novísimo para hacer com- 
prensible el precepto constitucional que declara espa- 
ñoles á los extranjeros que sin haber obtenido carta 
de naturaleza, hayan ganado yepindad en cualquier 
pueblo de la monarquía, hemos acudido ¿ las leyes2.*, 
título 5.^ Ub. 7.*»; l.% tít. 11, lib. 6.^ y 1.% 2.» y 3.% 
título 14, lib. 1.** de la Novísima Recopilación, en las 
que hemos encontrado entre otras causas, que conside- 
ramos inadmisibles, para que un extranjero pueda ser 
considerado vecino, la de pedir y obtener vecindad en 
algún pueblo del territorio español, que suponemos ha 
de producir forzosamente la necesidad de fijar en él su 
domicilio y la de figurar qon dicho carácter en el pa- 
drón del mismo pueblo, ya que el español también ha 
de cumplir jCQU estos dos requisitos, parajsercomiide* 
rado como vecino de un término municipal, : según 
los aiTtíoulos 12 y 13 de la ley de 2 de Octubre de 1877. 
La unidad de la familia, y laque en otras naciones 
se halla establecido, nos ha hecho. añadir al artícu- 
lo 1.^ el número qm^tOj que la Constitución no men* 
clona, con arreglo al que deberá ser considerada como 
española la mujer extranjera casada legítimamente 
con un español; caso que consideramos adunas im- 
plícitamente comprendido en el art. 109 de la ley del 
Registro civil* i . . . • • 
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Art. 2.** Una consideración de método en la expcí- 
sicion de la doctrina que comprende nuestro trabajo, 
es la causa que explica este artículo, pues no sólo es 
lógico que sean considerados extranjeros, todos los 
que no son-españoles, sino que es tan racional esta 
doctrina, que cualquiera baria la misma deducción, 
aunque nosotros no la hubiéramos consignado. 

Artículos 6.^ y 7.^ No podemos decir otro tanto de 
las declaraciones consignadas en estos artículos, pues 
aunque la índole déla óbranos obliga á redactarlos 
en forma categórica y como si no ofrecieran duda al- 
guna las cuestiones que en eUós se reáuelven, no 
ocultamos que es materia dificilísima por las dudsi'S á 
que da origen principalmente, la inteligencia de la 
ley 11 de Toro. Suponemos, sin embargo, que la doc- 
trina del primero de dichos artículos, dará á conocer 
la clave que hemos tenido presente para consignarlo^ 
Dando por resuelta la cuestión que divide á nues- 
tros tratadistas, en el saatido de que el padre no pue- 
de reconocer á otros hijos que los naturales, supone- 
mos lógico, con arreglo á este criterio, ya que su reco- 
nocimiento, si bien no origina la patria. potestad, es 
causa de que pueda llevar el mismo apellido y recla- 
mar el cumplimiento de determinados deberes, el que 
sea también motivo sufíóiente para comunicarle su na- 
cionalidad; así como la certidumbre que siempre pro- 
duce la maternidad , es lo que nos hace creer proce- 
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dente, que tanto <:on relación & los hijo» naturales loiO:, 
reconocidos por el padre , como con respecto ¿ los 
demás ilegítimos, sea ella la causa de la nacionalidad, 
le^ cual no puede aplicarse cuando uno y otro ocul^ 
tan tras .del abandono, los deberes y derechos de^ 
padres* 

Consideramos, no obstante, que el reconoeímientOv 
que él padre ó la madre hicieren con posterioridad á 
la inscripción del hijo en el registro con un car&cter 
ó condición determinados, ó con el de no iiener padrea 
conocidos, no debe tener ñierza suficiente para ar- 
rancar al hijo la personalidad que tuvo en un prin- 
cipio, por más que el padre, la madre ó aml>os, segfun^ 
los casos, deben tener las obligfaciones que cualquiera 
de estos sucesos implica. La legitimación qu^ se hu- 
biere hecho por subsiguiente matrimonio, deberá cor 
municar al hijo la legitimidad de su padre, ya. que. 
con- arreglo alas leyes civiles, produce este medio de- 
subsanar la falta cometida por los que se han unida 
ilícitamente, todos los efectos de una filiación legiti- 
ma; y si alguna vez resultase perjudicado el hijo por 
dicha causa, justo es que sufra esta consecuencia á 
trueque de que también borra hasta el recuerdo de:su 
ilegitimidad^ ; 

Art. 8.^ £1 deseo de mantener incólumes los anti- 
guos principios, hizo que el Derecho romano diera 
importancia suma á las ficciones, de las que procuran 
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-apartarse poco & poco y con sobrada rtizon los pue- 
Uos znodemós. 

Si nuestro objeto al escribir esta obra fuera el de. 
examinar en el terreno expeculativo los problemas del 
DtfBBcnao INTERNACIONAL PBiYABO, no hubiéfamos re- 
dactado el art. 8.^ en la fonna que aparece, al obser- 
var que la adopción, tan importante en Roma, haper- 
^do completamente suinterés en la actualidad, tan- 
to, que un motivo de condescendencia es más bien la 
-cansa de haberse conservado en el proyecto del Gó- 
^di^ civil. Mas como se hallan vigentes las leyes de 
Partida que, copiando la legislación romana, trajeron 
^•nuestro derecho todas las disposiciones vigentes en 
4iempo de Justiniano, nos* vemos precisados á conci- 
liar ambsB tendencias en cuanto sea posible. Por esta 
lazou daínos, como el Derecho civil, todos los. efec-^ 
tos de la patria potestad verdadera con relación & la 
iiaei(Hialidad, en la adopción plena, y mantenemos 
estos derechos en: el padre natural en la menos plena. 

No desconocemos que la arrogación tiene que cons- 
ttítmr una patria potestad más débil que la creada 
por el matrimonio: mas como resulta hijo, aunque 
ficticiamente el que de este modo entra á formar 
jmrte de una &m-lia, y no se halla además relacio- 
jiado con otro poder, pues el arrogado es persona 
•xni yiím como decian los romanos, no hay incon- 
veniente alguno que deba, impedir el efecto, que con 
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respecto á la nacionalidad, es natuxsrl produzca estef 
modo de constituirse la patria potestad. 

Art. 9.** La doctrina consignada en este articula 
la hemos tomado de la legislación recopilada. Se halla 
justificada por el deseo de cortar los abusos que se ob- 
servaban, concediendo cartas de naturaleza á extran-^ 
jeros & fin de habilitarlos para obtener prelacias^ 
dignidades y beneficios eclesiásticos, lo cual ha per^ 
dido mucho de su antiguo interés, porque las reser^ 
vas pontificias han quedado reducidas á muy con- 
tados casos, según el Concordato y con determinadas-' 
condiciones. Y como por otra parte, la adquisición de 
la nacionalidad por carta de naturaleza, reconoce por 
fundamento el libre derecho en que todos nos ha* 
llamos de renunciar la de origen, cuando nos encona- 
tramos en disposición de manisfestar nuestra volun- 
tad de tener por patria otra diferente, en la que por 
cualquier causa suponemos que hemos de conseguir 
más perfectamente ó con mayor libertad el desarrolla 
de los fines de la vida, hé aquí por qué consideramos 
inadmisibles estas distinciones y tendríamos como 
más justificado que el español por naturalización, fue- 
ra ciudadano como otro cualquiera, ya que debe su- 
ponerse que hasta aceptó voluntariamente y porque 
asi lo deseaba, otra patria diferente que la anterior á 
que perteneció. 

No se nos oculta, sin embargo, que hay casos ea 
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los que tina plausible prudencia aconsejaría alg'uiia 
limitación; y en este sentido conformes con elproyec-i 
to presentado á las Cóítes el 26 de Febrero de IStó, 
exigiríamos una ley para que un extranjero natura- 
lizado pudiera ser Ministro, Senador, Diputado, Em- 
bajador, Capitán general. Gobernador, etc., pues bien 
se comprende, que aun aparte de que hiere el amor 
propio de los demás el ver ocupados los más altos 
puestos por quienes con sus nombres y aun quizá con 
defectos de pronunciación acusan un origen extraño, 
existe además otro inconveniente, cual es la natural 
sospecha que infunde para confiar cargos de tanta 
responsabilídáft, á quien puede hacer dudar de si será 
sincero, 6 por el contrario, interesado el deseo que 
le impulsó á recibir otra madre patria. A este crite-¿ 
rio obedece sin duda el último párrafo de la ley re- 
copilada antes citada. 

Con el fin de poner término á la explicación de este 
artículo, diremos, qué no obstante las tentativas hechas 
paraarmonizar esta parte de nuestro derecho con lo 
que exigen los principios de la ciencia moderna, es la 
ley recopilada que forma nuestro art. 8.° con todos 
sus defectos, la única que regula, hasta ahora, las na- 
turalizaciones, según puede verse en las que se conce* 
den algunas veces y aparecen én el periódico oficiaU 
Art. 12. La Constitución del Estado, al mencionar 
las causas porque se pierde la nacionalidad eápañola^ 
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oonsigna los casoaque nodotros señaliunos en I09 nú-*- 
meros primero 7 seffundo del art. 12, que hemos «di- 
cicmado con tres más , es decir, el tercerOi cuarta y 
quinto. El ^^«ro, quizás se considere como tma re- 
dundancia innecesaria, en vista de lo que se establece 
en el anterior, pues declarándose como causa iMtra 
peider la ciudadanía, admitir empleo de otro g-obierno 
sin licencia del Rey, es evidente que el mismo efecto 
ha de producir el servicio militar en igualdad dé con^ 
diciones. Mas como es muy general considerar á los 
militares en otra categoría diferente que los emplea- 
dos, hemos hecho esta declaración expresa para evi- 
tar toda clase de dudas con relación á este punto. - 

Forma al número cuarto del artículo citado, la 
pérdida de la nacionalidad por casarse una mujer 
española con un extranjero, lo cual consignamos pcH^ 
las mismas razones indicadas al explicar el núme<- 
ro5.*>delartlA 

£1 caso quinto i -por medio del que declaramos qtie 
pierden su nacionalidad la mujer é hijos menores de 
edad, no emancipados, si por cualquier causa la hu- 
biera perdido el marido, padre ó madre de quien de- 
pendieren según los casos , reccmoce por fundamento 
un principio an&logo al anterior, la unidad de la fa- 
milia; pues es cuando menos inconveniente v que 
haya dentro de una misma casa, personas con dístm-^ 
tos derechos constitutivos. Nos confirma en esta opi- 
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nicísi: la sentencia del Tribunal Supremo de 1^ de Ju- 
lio de 1860, en la que se establece que los hijos de ex- 
trai^erps sigraen la condición de su padre mientras 
est&n bajo su potestad. 

Notse nots oculta que este punto ofrece dificulta- 
des muy graves, ya que algfuna vez una determina- 
ción quizás caprichosa del marido, padre ó madre— si 
esta tttviere patria potestad-^será la causa de que la 
mujer ó hijos respectivamente pierdan la naciona-' 
lidadque les corresponda ó que ya hubieren adquiri- 
do ; pero no hallamos solución en. otra forma al con- 
flietOi y consideramos que pudiendo desaparecer dicha 
calidad en el jefe.de la familia, no es legalmente po-^ 
sible evitar que deje de producir igfual consecuencia 
en los que de él dependieren. Si con arreglo al texto 
expreso del art. 108 de la ley del Registro civil, el nar 
cÜ0 en ei extnmjero de padre ó madre españoles, 
pierde esta calidad cuando sus padres la hubieren 
perdidd también, no es de extrañar que tomando por 
base este precepto y por guia la opinión de escritores 
distinguidos , hayamos generalizado su doctrina, su- 
poniendo que la misma razón existe para decir que 
la pierden igualmente los que hallándose en el mismo 
caso hiibieren nacido en territorio español. Creemos, 
sin embargo, que muy bien puede alejarse este in- 
conveniente cuando ausentándose el marido, padre ó 
madve que pierde la^ nacionalidad, continuasen la mu- 
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Jer, loa hijos ó cualquiera de ellos en algTin pueblo su- 
jeto á los dominios españoles: asi lo creen autores 
respetables, ya qué ésta división material de la fami- 
lia permite, siquiera sea en este supuesto, la atenua- 
ción de los efectos legales que en otro caso tiene que 
producir la pérdida de la nacionalidad de su jefe. 

Art. 15. Si por las razones indicadas ya, la mujer 
perdió su nacionalidad al casarse con un extranjero, 
justo es que la patria la reciba en su seno el día que 
por disolverse el matrimonio, pueda manifestar su 
propósito de adquirir la ciudadanía. ¿Pero los hijos que 
hubieren resultado de aquel matrimonio, que todavía 
fueren menores de edad y no se hayan ya emanci- 
pado, seg'uirán á la madre en ese cambio de ciudada- 
nía? Creemos que hay que distinguir. Si son legíti- 
mos ó legitimados por matrimonio, no están eman- 
cipados y las leyes de la nación á que hasta entonces 
pertenecen los considera sujetos á la autoridad de 
su madre, deben perder la ciudadanía" de oríg-en y 
adquirir la que esta recupera: pero si sucedieíé lo 
contrario, deberán continuar con su anterior nacio- 
nalidad, sin perjuicio del derecho que les correspon- 
derá á elegir la de su padre en el primer caso, ó ía de 
su madre en el segundo, al llegar á la ínayor edad ó 
ser emancipados, como por analogía se deducé del ar- 
tículo 103 de la ley del Registro civil. 

Art. 16. Nonos ocupamos délos efectos produ- 
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cidos por el xaatrimomo |HitatÍ70^ imientras pQ llegue 
á de&cubrirse el impedimento que un&delos cóia;ug>es 
ó ambos ignoraban; pueaesunánísñe la opinión 4e que 
deben xeconocérs^e todaa las consecuencias del rna^ 
trimonio y¿lidQí.tn aquel que lo hubiere celd[)rado de 
buena fé, lo mismo que ciofa respecto, á los hijos: ni 
ante I)ios ni, ante^.Lef rleyeis ha coinetidafa]¿fea<alguna 
el que mis bien obró por ignoran oia de. hecho j Cuan- 
do tiene, pues, importancia lia cuestión, es al dedi^* 
rarse nulas 4ícb&s nupcias, yaque es muy interesante 
averiguar, cu&t;d$be ser Ja ciudadana que tengaide- 
recho ét ostentar .1^ mujer desde aquel instante. 

81 la muj^ ignoraba el impedimento j como para 
ella debió producir el matrimonio 'todos los efectos 
del legitimOr ^ evidente que si m hubiera casado 
con extpanjero^ debia perderila nacionalidad de ori^ 
genj según lO: que yt^ h0mos dichíO anteriormente; 
pudiéndose añadir, que ;esta Sné en realidad su inten- 
cipn: por lo que^ §1 dia en. que por descubrirse el im- 
pedimento sq anulara el matrimonio, debelr& pedir 4a 
recuperación de la ciudadania^ dej) mismo modo i que 
lamujer.lj^timamente joasadaf al discdyeraa eL vin- 
culo ppy muerte de su marido- i« . 

Mas si la mujei; supiera. el impedimientoy es.isvii- 
dente q^ue al descubrii^o el fraude .empleado, quedó 
nulo todQ ilp que referente ¿ eUa debia haber produ- 
c\<^Q d.matrimonip bajo la. base falsa de . su legitir 
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mldad^. par esta rq£soñy asi^omoiuo retendrá mu- 
g^o>de los^ derechos que como esposa ó madre le bu- . 
bipraui correspondido, del mismo modo deberá resul- 
tairinula su oalidad de extranjeray continuará disfru- 
tando ios derechos de ciudadanía anterior^ sm nece- 
sidad .de pedir su repupenaoion;, pero como la mala fé 
emp][eada no autoriza queso origine peijuicio alg^u^o . 
porsuioausá, por esto añi^imQS que debe euidarsexle 
que no se ocQfiione ningrun daño á los hijos, al marido^ 
si:él hubiera procedido de bqena fé^ ji á las demto 
personas que , ignorando el impedimento , hubiesen 
otorgado algún acto legal en la equivocada preencia 
de que la mujer tenia una nacionalidad que realmente 
note pertenecía.' 

Nos parece por último natural, que la anulación 

« 

del matrimonio en cualquiera de estos casos, sea un 
suceso que ningún efecto produzca. en la nacionali- 
dad de; los hijos, por el derecho que siempre tiene la 
patria á retenerlos, n^^itras no llegare el momento 
iq^ehaya de ser posible su derecho dé elegir con co- 
ncKsimiento de lo qué desean^ 

Art. 18. No es posible desconocer la importancia 
y trascendental consecuencia de este* aurticulo, que 
tiene por objeto determinar los efectos de la presun- 
ción de mueiite de una persona ' ausente . (Considera- 
mos, desacuerdo con muy respetables escritores, que , 
las cuestiones relativas' á este .punto, como que inflti^ 
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yen de tm modo directo en la personalidad, deben re* 
solverse por la ley del país & que se halle sujeto A 
individuo ausente. T á la verdad, ¿qué han de hacer 
las demás naciones? ¿Han de considerar vivo á quien 
su patria tiene ya por muerto, empeñándose en matt^ 
tener una fEímilia que las leyes de su constitución tie- 
nen como disuelta? Creemos que no, y antes por el 
contrario suponemos, que cuando la nacioQ de donde 
arrancan los derechos personales del individuo con* 
sidera que este los ha perdido absolutamente por 
creerlo muerto, los demás pueblos deben tomar esa 
declaración como base de las consecuencias que son 
resultado lógico de dicho suceso. En otro caso la mu* 
jer, por ejemplo, que perdió la nacionalidad española 
por sa matrimonio con un extranjero, no podria re- 
cuperarla el dia en que, ausente este á lejanas tierras 
y cuyo paradero se ignorase, fuera considerada via«> 
da, aunque lo solicitase presentando el documento ó 
ejecutoria que con arreglo á derecho declarase la pre- 
sunción de que su marido habia fallecido, si no se ha- 
llasen conf ornies los requisitos exigidos por las leyes 
de aquel país, con los que señalan las nuestras para 
que sea procedente dicha declaración. Esta perplegi- 
dad en el estado de las personas que se encontraren 
sujetas á la potestad de quien se considerase en unas 
partes como vivo y ea otras como muerto, sólo puede 
desaparecer reconociendo todos los países 1% omnipo- 
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tencia de cada uno para declarar las condiciones de 
la aufeeaoia que ha de producir la presunción de 
muerte, aceptando las declaraciones que en este sen- 
tido se hicieren en forma legal, y reconociendo por 
tanto los efectos que con arreglo á la legislación par- 
ticular de cada pueblo hayan de producirse por dicha 
hipótesis. 

Hemos creido, sin embargo, que si á pesar de esta 
doctrina existiera alguna institución de carácter per- 
petuo, cuya disolución sólo se produjera con arreglo 
á nuestras leyes, por haber descendido al sepulcro 
realmente alguna persona, no nos consideraremos 
obligados & extender los efectos de aquella presun- 
ción á todas sus consecuencias, sino que procurare- 
mos dejar ilesos los vínculos y relaciones que tengan 
aquella naturaleza ó al menos las consideraremos 
subsistentes mientras no haya llegado el momento de 
su extinción legal. La mujer que fuere tenida por 
viuda con arreglo ala legislación de su país, la debe- 
mos reconocer con tal carácter para los efectos civiles ; 
pero no podrá contraer matrimonio conónico apoya- 
da en dicha presunción, ni aun podría reconocérsele 
aptitud para casarse civilmente, si no habia llegado el 
caso que la ley de Matrimonio civil señala en su ar- 
tículo 9.^ párrafo 2.^ 

Art. 19. Hemos considerado conveniente adicio- 
nar esta^ disposición, tomada hasta donde aparece el 
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paréntesis del art. 2.^ de la ley fundamental del Es- 
tado, con la excepción que en el lugar oportuno pue- 
de verse. 

Porque si es natural que los pueblos celosos dé su 
dignidad , no consientan que un extranjero tenga en 
^Uosjurisdicion, no es menos lógico que los países 
católicos, como España, se hallen obligados á recono- 
<5er el derecho esencial eñ la Santa Sede de mandar 
legados ó delegados á todas las naciones, para que 
en sü nombre ejerzan la autoridad que tenga ^or 
-conveniente encomendarles; y si bien añadimos 
que deberán cumplirse en este caso los requisitos que 
las leyes exigen, es por que dada la naturaleza prác- 
tica de esta obra,, tenemos presente, no tanto las de- 
<5laraciones de la Iglesia, respecto al Exequátur que 
como católicos veneramos, como las leyes recopiladas 
de cuya observación es imposible prescindir. 

Art. 20. El art. 110 de la ley de Registro civil que 
es de donde está tomado el que explicamos, se funda 
en la necesidad de que el Estado determine ciiál es 
la condición jurídica que debe ser reconocida en 
aquellos que, con alguna constancia al menos, viven 
dentro de su territorio, pues es natural que su insta- 
lación en un pueblo de la Monarquía, aunque no 
abandone el pabellón de su procedencia, le ligue al- 
gún tanto á nuestas leyes de toda clase, á cambio de 
lá hospitalidad y protección que recibe. 
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Convendrá consultar para esto la ley de 17 de No- 
viembre de 1852, la Constitución del Estado, y la ley 
Municipal, pues aunque esta situación del extranjero 
no influya directamente en sus derechos de carácter 
privado, interesará conocer en algunos ^casos esta 
doctrina por sus aplicaciones indirectas. 

Creemos que su permanencia de hecho más que 
de derecho en país que el mismo no considera propio, 
es insuficiente para darle participación en los cargos 
públicos y derechos políticos, si bien de acuerdo con 
el autor de los Estudios sobre nacionalidad, Tiatura- 
Umeion y ciud(tdaniay creemos que deben reconocér- 
sele las mismas garantías generales que á los espa- 
ñoles con relación á su persona y bienes y cuanto 
hubieren establecido además los tratados con la na- 
ción á que pertenezca. 

Art. 21. El extranjero que por causa accidental 
se hallare en España sin ánimo de permanecer , es 
natural tenga todas aquellas garantías que fueren 
precisas, para que su personalidad y derechos sean 
respetados, á fin de que la hospitalidad dispensada 
generalmente á cuantos pisan, hasta por motivos de 
mera curiosidad, un territorio distinto que el de su 
nacionalidad, se halle garantizada : en cambio, ellos 
por su parte están obligados á no interrumpir la vida 
normal del país en que se encuentran, siquiera sea 
accidentalmente , observando los reglamentos de po- 
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licía y buen orden, así como deben respetar los actos 
jurídicos que ejecutasen, y aceptar sus consecuen- 
cias, según veremos más extensamente en el lugar 
oportuno de esta misma obra. 

CAPÍTULO II. 
Dd mcxtrimonio y stis efectos.-— Leffitirnacion.'--Ádopcion. 

Artículos 23, 24, 25 y 26. Uno de los puntos más 
difíciles de resolver en el terreno del Debecho inter- 
nacional PRIVADO, es sin duda alguna el referente á 
las relaciones que produce el matrimonio; lo cual de- 
pende, no sólo de que es la piedra angular en que se 
apoyan las sociedades civiles, y los derechos más 
trascendentales entre las personas, sino de que es 
una institución, cuyas bases toman origen en tan 
diferentes como respetabilísimos fundamentos. Por 
fortuna no son muchas las discrepancias que existen 
en los diferentes pueblos cultos con relación á esta 
materia tan capital; pero en cambio las que median, 
constituyen con frecuencia doctrinas tan diame- 
tralmente opuestas á su naturaleza sustancial, según 
cada imo lo aprecia, como que es de todo punto im- 
posible suponer, que las consideraciones de deferen- 
cia, justamente observadas entre las naciones, obli- 
^en á prescindir del criterio de cada una para juz- 
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gar de sn moralidad y licitud. T es^ que ai bien se 
I considera dicha unión, eomo una institución que cae 

dentro de los poderes de cada país para legislar sobre 

ella, se halla interesado el orden público unas Teces, 

el derecho natural otras, y aun las creencias religío- 

( sas de los hombres (1), que sino miran todos con 

i igual interés, no por eso es plausible su desprecio. 

) En estas ligeras consideraciones nos hemos i^o* 

yado para consignar la doctrina que aparece en los 
I artículos 23, 24 y 25. Tenemos presente que si la ca- 

pacidad para contraer matrimonio es un derecho na- 
tural, no hay razón que justifique la aplicación á los 
i extranjeros de otra ley con relación á este punto, que 

¡ la de su propia nación, ya que esta es la que regula 

I la personalidad, no permitiendo por tanto, que lo 

j celebren aquellos que tuvieren alguna incapacidad ó 

j prohibición, según las leyes de su país, sí bien por 

¡ motivos de dignidad y quizás hasta de moralidad 

pública establecemos, que tampoco pueda autorizar- 
se en España el matrimonio de los extranjeros que 
tuvieren según nuestras leyes algún impedimento di- 

(1) Santo Tomás en el libro IV, contra los gentiles, capí- 
tulo 78, dice: «/n quantum igvtarordinatur ad bonum natw 
rcB , quod ed perpetuüas egpeciei dirigüur in fhiem a natura 
inclinante in hunc finemy et sic dicitur e9se naturcfi offidum: in 
qtiantum vero ordínatur ad honum politicum subjacet ordiim- 
tioni legis dvUis; in quantum autem ordinatur ad bonum Ede- 
sias cportet quod subjixdat regimini ecdesiastico. 
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rímente; pues ningún motivo prudente puede acón- . 
sejar que un pueblo abdique de sus convicciones y 
modo de ser en materia tan capital, convirtiendo ade- 
más á sus autoridades en instrumento ciego de lo que 
quizás sea considerado en el país como una inmora- 
lidad. Creemos haber salvado, no obstante, las exi- 
gencias del derecho internacional, reconociendo los 
efectos civiles del matrimonio contraído por extranje- 
ros en su país, sin investigar en este caso otra cosa, 

t m 

que el hecho de haberse verificado con arreglo á la le- 
galidad establecida en el punto en que se celebró. 

La doctrina que consignamos enelart. 26, no es 
otra cosa que una aclaración de la del anterior, y un 
medio de impedir que al verificarse algún matrimonio 
en el extranjero con el propósito de que produzca 
sus efectos en España, se eludan las leyes sustantivas 
de nuestro país , lo cual podrá conocerse principal- 
mente cuando sus consecuencias se han de tocar 
desie luego por cualquier causa en nuestra patria. 

Art. 27. El primer párrafo de este artículo está 
copiado, segtm en él se indica, de la ley de Matrimonio 
civü, por cuya razón siguiendo nuestro propósito, no 
debíamos comentarlo sino pareciera contradecir la 
doctrina que hemos consignado en los números quin- 
to y ctULrto de los artículos 1.^ y 12 respectivamente. 
Nosotros creemos que examinada atentamente la dis- 
posición, que, tomándola de la citada ley hemos coló. 
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cado en este número, resulta confirmado el principio 
deque el matrimonio de española con extranjero, ha- 
ce que la mujer adquiera la nacionalidad del marido, 
como que se hace preciso que esta manifieste de un 
modo ostensible, su propósito de conservar la propia 
nacionalidad para que no se produzca tan natural 
efecto. 

Su párrafo segundo obedece á la doctrina que el 
legislador ha tenido presente para establecer la dis- 
posición anterior, y es además lógica consecuencia 
de la situación que tiene la mujer casada en la fami- 
lia; pues siendo natural que corra á cargo del marido 
el cumplimiento de las formalidades exigidas para la 
legalidad de los actos, que á uno y otro cónyuge in- 
teresan, si no obstante la intención en la mujer de 
conservar la nacionalidad española, hubiera de per- 
der irrevocablemente esta condición por no haberse 
inscrito en el registro del agente diplomático ó con- 
sular correspondiente su matrimonio celebrado en el 
extranjero, seria hacerla responsable de una falta que 
en realidad no cometió, sino que más bien fué debida 
á negligencia, alguna vez intencionada de su mari- 
do. Por esta razón somos de opinión, y así lo con- 
signamos, que no necesitará la mujer casada para re- 
cuperar la nacionalidad perdida cuando enviudare, 
solicitar la naturalización, sino inscribir el matrimo- 
nio y el documento que acredite su disolución. 
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Art. 28. Las cuestiones que suscitan los autores 
«obré el punto de que trata el artículo á que nos refe- 
rimos, creemos que no pueden resolverse de otra ma- 
nera, que la consignada en el mismo. Si los derechos 
familiares han de tener la debida fijeza, y según la 
naturaleza del matrimonio, corresponde al marido 
ejecutarlos, no hay otra solución práctica menos ex- 
puesta á inconvenientes, que aquella que consiste en 
poner en manos de este las facultades que su propia 
legislación le reconoce. Mas como puede darse el 
caso, aunque no parezca probable, que algunos pue* 
blos concedan derechos, tanto al marido como al pa- 
dre, que la conciencia social de otros repifgne, la re- 
sidencia en estos será motivo bastante para impedir 
fiu ejercicio, por el aspecto de institución de orden 
público, que sin duda alguna caracteriza al matrimo- 
nio. Nuestra novísima legislación (ley de 26 de Ju- 
iió de 1878)," prohibe que los padres puedan expo- 
ner sus hijos en equilibrios ó ejercicios gimnásticos 
-que pongan en peligro su vida; los extranjeros ten- 
-drán, pues, que someterse á esta disposición, siquie- 
ra procedan de países que les reconocieran dicha fa- 
cultad. 

Hemos creído conveniente fijar una vez más en el 
•segundo párrafo de este artículo, que los cambios en 
la nacionalidad de los padres no perjudican los dere- 
chos que hubieren radicado en los hijos como conse- 
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cuencía de su condición jurídica anterior. Es decir^ 
que si bien podrán perder la nacionalidad que tenian^ 
no les habrá de producir lesión en los derechos adqui- 
ridos, este acto para ellos involuntario. 

Art. 29. Lo dispuesto en el art. 42 de la ley de 
Matrimonio civil, dando á la mujer el medio de con- 
servar su nadonalidady cuando contrae matrimonia 
con un extranjero, destruirla los lazos de la familia j 
la unidad que le es característica, si no se procurasea 
vencer estas dificultades de alguna manera, como por 
ejemplo, se consigue en cierto modo, con lo que es- 
tablece el artículo, cuya explicación hacemos en este 
lugar. 

Suponemos que el legislador no habrá querido- 
ponerse en contradicion consigo mismo en tan cerca- 
nas disposiciones como la ley del Registro civil de 17 
de Junio de 1870, y la de Matrimonio civil del si- 
guiente dia; por esta razón aunque con arreglo á la. 
primera pierde la mujer casada su nacionalidad para 
adquirir la que correspondiere á su marido, y seguiL 
lo dispuesto en la segunda, esta alteración no se pro- 
ducirá cuando inscribiera su matrimonio en el regis- 
tro de los agentes diplomáticos españoles acreditados 
en el extranjero, sostenemos, á fin de mantener incó- 
lumes los vínculos del hogar doméstico, que en ningún 
caso deberán regirse las relaciones de familia entre loa 
cónyuges por otra ley que la del marido^ sin perjui*» 
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cío de que los derechos que la mujer pudiera te- 
ner independientemente, y que no hayan de sufrir 
alteración algnna porque se halle ó no casada, le deben 
pertenecer y puede ejercitarlos con absoluta libertad, 
según la ley nacional que le correspondiera; así, por 
ejemplo, las disposiciones del testamento que otor- 
gare se acomodarán á las prescripciones establecidas 
por la legislación que le sea propia, independiente- 
mente de lo que se hallare establecido en las leyes 
que regularen sus derechos familiares. 

Art. 30. Mucho han disentido los tratadistas acer- 
ca de cuál debe ser la legislación que haya de regu- 
lar el régimen de los bienes entre los cónyuges. Creen 
unos que deben convenir los esposos sobre este pun- 
to, lo cual consideramos Inadmisible porque este acto 
trascendental y tan íntimamente relacionado con la 
esencia del matrimonio, no puede depender de la vo- 
luntad de los que lo celebran; otros afirman que debe 
regirse por la ley del domicilio del marido, opinión 
que tampoco consideramos aceptable, por la sencilla 
razón de que el matrimonio, que es como la manifes- 
tación más amplia de los derechos civiles del ciu- 
dadano, y la institución que encarna de un modo más 
completo en su personalidad y en las ramificaciones 
de esta, seria im modo de emanciparse de las leyes 
~trias ; otros dicen que deben reglamentarse los de- 
rechos familiares por la ley del lugar en que se ha- 
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Uan los bienes, lo cual produciría grande heterogre- 
neidad enla manera de ser el hogar doméstico en 
cuanto á los derechos, obligaciones y garantías que 
fijasen las respectivas legislaciones, siendo en núes- 
laro dictéimen más aceptable la opinión de los que su- 
ponen, que debe regular las relaciones económicas 
de los cónyuges entre si, de los padres y de los hijos, 
la ley correspondiente á la nacionalidad del marido, 
lo cual responde á la doctrina que hemos consignado 
con relación á los efectos del matrimonio referentes 
á las personas. Y en verdad, que si hemos sentado 
anteriormente, que el marido imprime su nacionali- 
dad en la mujer y los hijos, como cosa necesaria y 
natural para conservar la unidad en la familia , no 
hay razón para librar de esta tendencia y suponer que 
tienen vida independiente los bienes familiares, que 
máfi de una vez sirven para complementar aquellos 
derechos. ¿Habían de perder las personas su autono- 
mía para fundirse en la del jefe, y no habia de pro- 
ducirse igual efecto con relación á los bienes, que de 
un modo más evidente son ruedas de la misma má- 
quina? Creemos, sin embargo, que esta doctrina, por 
virtud de la que sujetamos todos los bienes familia- 
res á la ley de la nacionalidad del marido y padre 
respectivamente, aimque justa, no puede autorizar 
el que se alteren los principios constitutivos de la or- 
ganización del Estado ó de la propiedad en cuyo 



/^ 



DERECHO LNTERNACIONAL PRIVADO. 59 

territorio se hallasen las cosas que constituyeren di- 
cho patrimonio. 

Artículos 31 y 32. El matrimonio celebrado en el 
extranjero, cuya legitimidad fuere conforme con lo 
que nuestras leyes establecen, es indisoluble ante los 
tribunales españoles, y por tanto no será posible que 
estos acuerden su nulidad, ni aun la separación legal 
de los cónyuges, sino por causas idénticas á las que 
nuestro derecho establece , ó que si bien diferentes 
de un modo accidental, concordaren sustancialmente 
con sus prescripciones, sin contrariar por tanto la na- 
turaleza de esta institución ; de cuyos principios hay 
que prescindir en parte para apreciar el efecto de la 
nulidad ó separación decretada en el extranjero de 
cónyuges no españoles, ya que ni por razón de las 
personas, ni por el lugar en que se movió el litigio, 
tuvieron los tribunales que lo sustanciaron y deci- 
dieron que atemperarse á los principios y disposi- 
ciones de nuestro derecho. Esto no será, sin embar- 
gt), causa bastante para considerar roto el vínculo y 
tener por libres para poderse casar en España, á aque- 
llos que con arreglo á nuestras doctrinas, se hallan 
lijaos por un matrimonio anterior. 

Artículos 33, 34 y 35. La claridad de las doctrináis 
consignadas en estos artículos, nos. evita dar expli- 
cación alguna que justifique estos preceptos, que 
aunque muy distintos en sus prescripciones, demues- 
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tran sin esfuerzo alguno sus motivos, dados los prin- 
cipios ya explicados. Diremos, no obstante , para 
aclarar el párrafo 2.*^ del art. 33, que si se hubie- 
se decretado la nulidad ó separación de los Cónyu- 
ges españoles, naturalizados en país extraño con pos- 
terioridad á la celebración del matrimonio, por alguna 
causa que nuestro derecho no admitiera^ por más que 
no consideremos legal la determinación', hay que 
tomar como un hecho la separación y abandono del 
marido. Dada, pues, esta situación anormal nos ha 
parecido camino legal para colocar á la mujer en la 
situación relativamente expedita que dicha declara* 
cion crea, considerar el caso como si su marido se ha- 
llare ausente ignorándose su paradero. 

A.rt. 36. Consecuencia del principio consignado 
en el art. 25, es el que ahbra explicamos. No encon- 
tramos razón alguna satisfactoria que pueda autori* 
zar el que se desconozca la legitimidad de los hijos 
habidos por extranjeros en matrimonio contraído coa 
arreglo á las leyes de su nacionalidad, siquiera resulte 
en algún caso, que no debiera ser esa su condición 
con arreglo á las leyes de nuestro país; pues es evi- 
dente, que para nada debieron tener presente nues- 
tras disposiciones al celebrarlo. Y como pudiera suce- 
der qué fueren distintas las nacionalidades que al 
casarse tuvieran los cónyuges, creemos que la legiti- 
midad debe ser regulada por las leyes de la patria del 
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marido, no sólo porque según nuestro dictamen la 
mojer, desde el momento de casarse, pierde su perso- 
nalidad propia, si no porque el marido es la persona 
que imprime la condición jurídica á la familia de que 
es jefe. 

Artículos 37 y 38. Estos artículos entrañan gra- 
vísimas cuestionas que no nos ha parecido conve- 
mente resolver, dada la generalidad de los puptos que 
abraza esta obra, por cuya razón están redactados 
con cierta vaguedad, para dar cabida á las diferentes 
opiniones que los autores sustentan sobre la califica- 
ción de los hijos y sus distintos derechos por tanto. 

Nosotros creemos que si bien es natural que ,el 
marido imprima el sello de su personalidad en la fami- 
lia que constituye, no hay las mismas razones para re- 
conocerle igual prerogativa con relación á los hijos 
ilegítimos, ya que en muchos casos oculta sus debe- 
res tras del misterio en que los ha engendrado; por 
esto somos de opinión, que tan solo cuando el padre 
sea legalmente conocido, podrá tomar el hijo la con- 
dición de este, pues en otro caso la madre será la que 
le comunique la personalidad y con ella la naciona- 
lidad que proceda. 

Los mismos motivos hemos tenido presentes para 
considerar que el reconocimiento de los hijos ilegíti- 
mos hecho por el padre ó por la madre, con arreglo á 
lás leyes de la nación á que imo ú otro pertenezcan, 
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surtirá en España los efectos correspondientes^ pues 
que produciéndose por este acto distintos resultadt» 
en la personalidad de los hijos, es evidente que estos 
derechos deben regularsef por la legislación á que 
hayan de obedecer aquellos que los practican. 

Art. 39. Cuando un padre desconoce los deberes 
que la naturaleza y las leyes le impoaen, y coloca' por 
esta causa al hijo en la necesidad de acudir á los tri- 
bunales para sacar á aquel del cruel abandono en que 
le tiene, pues que le niega el consuelo de llevar su ape- 
llido y de poder ostentar en la sociedad al autor de su 
existencia, es natural que si consigue ver coronados 
sus esfuerzos con un resultado favorable, sea recono- 
cida en todas partes la sentencia que se dicte en el 
país en que se utilizó el recurso, ya que esta resolu- 
ción imprime un carácter deterfninado en su perso- 
nalidad. Mas como creemos que el padre que há dado 
lugar á esta reclamación, es justo tenga los deberes 
que el hecho de haber engendrado al hijo implica, 
pero no los derechos que la ley hace depender del 
mismo por suponer un entrañable cariño de que ño 
ha dado en este caso prueba alguna, creemos que 
aunque llegase el hijo á demostrar su legitimidad, 
no debe entrar á formar parte de la misma familia, y 
por tanto, no hay razón que justifique el que se modi- 
fique la nacionalidad que tuviere. 

Art. 40. £1 articulo que explicamos, reconoce i^ 



DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO. 63 

la legitimación verificada por subsiguiente matrimo- 
nio ó por r^mji^to con arreglo alas leyes de la naciona- 
lidad del padre, los derechos que nuestras leyes con- 
ceden á estos actos modificativos de la personalidad, 
en cuyo sentido es por tanto justo que sea estimada 
su eficacia. Mas como por las discrepancias que algu-. 
na vez se observan en las naciones relativamente & la 
apreciación de estos hechos, ó por las extralimitacio* 
nes del poder público en la concesión de gracias en 
favor de determinadas influencias, pudiera suceder que 
se legitimasen personas en cuya generación se hubie- 
ren desconocido las condiciones esenciales del matri- 
monio, ó las relaciones que la moral y el derecho na- 
tural sancionan, hé aquí por qué consideramos que 
no hay razón alguna satisfactoria para que en estos 
casos sean reconocidas dichas declaraciones que de 
tal modo contrarían lo que todo pueblo se halla obli- 
gado ¿ respetar. 

Axticulos 41 y 42. Al redactar este articulo resol- 
vemos diferentes cuestiones muy debatidas por los 
tratadistas del Derecho internacional privado. 

En primer lugar afirmamos, que las formas extrín- 
sicas de la adopción deben atemperarse á las leyes del 
lugar en que se verificare; y en segundo establece- 
mos, que la' capacidad tanto activa como pasiva de los 
que intervienen en este acto, debe hallarse regida por 
la nacionalidad á que pertenezcan respectivamente el 
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adoptante y el adoptado. Consecuentes, no. obstante, 
eon el principio de que las relaciones entre los puebiop 
cultos no pueden exigir que abdiquen ninguna de sus 
convicciones y modo de ser, principalmente en estas 
instituciones que por referirse & la familia, pueden 
ser consideradas como la base de la moralidad públi- 
ca, añadimos que estos efectos se producirán siempre 
que las disposiciones consignadas en país e&traño no 
se hallaren en contradicción con los principios esen- 
ciales délas nuestras. Asi, por ejemplo, permitiremos 
que un francés adopte en España á uno & quien tan 
sólo excediere en quince años, por más ^ue nuestro 
derecho exija diez y ocho, ya que la adopción, aun en 
aquel caso, no deja de ser imitación de la naturales; 
pero no podremos autorizar la adopcionque preten- 
diere hacer un sacerdote catóUco, francés ó italiano 
aunque en su respectiva patria le fnera permitida , 
porque sucedería en ese caso, que la ficción tendrÍB 
más fuerza que la realidad, lo cual ni aun en el ter-^ 
reno de la lógica, es admisible. 

La doctrina del art. 42 tiene una explicación 
sencilla. La adopción aunque crea la patria potestad 
no rompe por completo, y tanto más si no es plena, 
las relaciones que corresponden no obstante, al adop- 
tado en la familia natural. Es por tanto natmral que 
los derechos que se originan sean regidos por la ley 
de la nacionalidad de quien principalmente los pro- 



DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO. 65 



éxxóe, y los que se cotiservto, m regulen por las dis- 
píosiciones á cuya sombta existían. 

CAPÍTULO III. 

De la patria potestad y guarda de los menorefk 

Articulos 43, 44 y 45. La necesidad de dar fijeza á 
k» derechos que crea la existencia de la familia/ 
coya unidad, carácter personal de su constitución y 
maoí^pa de ser, no es posible poner en duda^ nos ha 
decidido á abandonar por completo la doctrina de los 
qpie opinan que debKÍ^irwr »¡^r la ley del domicilio 
de esta, lo cual^^'ino se coi, prende fácilmente, ha- 
bía de exponer sus deitechos á una interminable y 
peijudicíal oscilación; por esta razón hemos acepta- 
do, por el contrario j la teoría de aquellos, , que con me- 
jor criterio en dictamen nuestro, suponen, que la ley 
fiuniliar debe provenir de la legislación que imprima 
carácter jurídico en la persona que ostenta su jefa- 
toia, ya sea el marido ó la mujer según los casos, si 
bien procurando que los cambios que algunas veces 
se produjeren por esta causa en la personalidad de 
los que componen dicha entidad, se hagan sin perju- 
dicar los derechos adquiridos. 

Por motivos fáciles de comprender, no hemos po- 
dido inspiramos, siu; embwgo, en las misiíias doctri- 
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ñas al tratar de la ftimiliá Ultima en la quíeni- bify 
muchas veces hogar ni domicilio, ni existe dépeft« 
dencia entre las personas, ni quizá son conocidos lofet 
progenitores y engendrados; tal es la variedad de ca* 
, sos que puede ofrecer en los múltiples aspectos que 
toma, desde el concubinato hasta la fugaz y pronto 
olvidada satisfacción de una pasión carnal, ó desde la 
unión de dos personas de distinto sexo aptas- pan car 
sarsé, ha^ta la gran maldad qué supone la existenoia 
de hijos nefarios. Cotno los deíechos que lá ley saa- 
ciona entre loi( padres é iiijos ilegítimos dependen, 
pues , en la Inayoi^ pal-fe dé los casos de un reeottoei* 
miento más ó menos ta^diá^énte ejecutado, hemoB 
considerado conveniente leneí' en cuenta la doetañina 
consignada en él att. 6.^ para que haya algttna fijesa 
en su (condición jurídica, ^ que la paternidad ó ma«- 
ternidad ilegítimas son causa ánté la ley, de deberes 
que casi no pasan de üñ caráctef natural, y i^ nüoi*- 
ca constituyen motivo bafftatite para crear pcn* d solaa 
los ¿erechos déla potestad pÉiMa; 

Consignados dichos precedentes^ y dada esta nsla^ 
raleza personal á la institución que examinamos, ya 
sea la patria potestad ó qualqtíier otro poder qóe, pro* 
cedente de la filiación ilegítiíoa, dea considerado bí* 
milar á aquella, es natural qiie el ascendrebte pueda 
ejercitar las fecultádes qlie la^egii^eioñ familiar le 
autolrice según los isáaos^ 'Steffi^re^ue estas seTofie* 
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Taai la tutela ó deberes de asistencia, que caastitu- 
yeu.el principal yjinás importante aspecto de lá mi-' 
sion ^e en la sociedad cumple ei que continúa ei 
deb^ qoe contrajo al engendrar á un ser, alizaentiui- 
dole y dándole la educación que corresponda. 

Ifaa cuando la persona en quien se reconoce esta 
aTi^torjidad, tiene que vestir, la toga propia del ma^is- 
tradOy.para emplear los medios coercitivos ó de cor- 
regañón necesarios, entonces, considerando el punto 
como ^^uestion de orden público, no puede el extran- 
jero ejercitar en país extraño otras &cidtades que 
aqadias que estuvieren autorizadas en el punto de sü 
residenoia, evitándose de este modo la complicidad 
en que aparecería envuelta la nación que tolerase el 
ejeoroicio de actos, quizá de crueldad, que otras legis- 
laciones permitiesen, ó que permaneciera indifepeate 
anie laimpresion dolorosa que en la conciencia so- 
cial te produja^ Ea estos principios se halk fun- 
dada, en gran parte, la ley de S6 de Julio del ano 
próximo pasado, dictada para la protección de los 
malares* 

Art. 47. Mucho se discute entre los tratadistas de 
Dbsbgho tNTBBNAOiONAL PRIVADO, sobre cu&l debe Ser 
la legiriacion á que hayan de atemperarse las reía- 
ciodes de los padres con respecto á los bienes de los 
hijos; pero ninguna opinión nos parece tan razona-* 
ble,iComo laque hacedepender el ejercicio de éstos 
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derechüfi^, de las leyes que reg^uian las relaciones tie 
familia^ siquiera se encontraren en país extraño^ los 
bienes pertenecientes á los hijos. Con arreglo, pü^^ á 
esta doctrina, el padre español ejercitará los derechos 
que nuestras leyes permitan , aun no obstante refe- 
rirse á;los bienes que tuvieren los hijos en el extran- 
jero, así como el jefe de una familia extranjera podrá 
ejecutar los actos que sus leyes consientan, con rela- 
ción! á los bieuBS que sus hijos tuvieren en ¡ Españét. 
Los autores que suponen . que estos derechos ' deJben 
ajustarse á las regalas de la nacionalidad en qué las 
fincas estuvieran situadas, no se ñjan, se^n nuestra 
opinión, enque la familia constituye una agrupación 
ó personalidad moral, que no es conveniente fraccio- 
nar sin perjudicar gravemente su organización y 
manera de ser, y prescinden de que los derechos- qaé 
la ley concede sobre los bienes> son un complemi^ito 
de la autoridad, paterna, y constituyela tina de ^us 
más importantes manifestaciones. 

Art. 48. La condición jurídica de los hijos como 
formando parte de una familia, y la de los meno^:^ 
de edad, cuya personalidad por su origen ilegítñno ó 
por la* horfitndad en que se quedaren, á la muerte de 
sus^ padres les diere cierta independencia, será^regu- 
lada;porlaley,,que en cada uno de estos caisíos deba 
reg^. su personalidad, con arreglo á las doctrinas* ya 
-consignadas;' en cuyo concepto es lógico les aeaa re- 
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conocidos los beneficios que dispertsan las leyes de su 
respectiva Mcionalidad, con arreglo á la que' se' debe 
jui^r de la plenitud de sus derechos, y por tanto de 
su mayor edad. 

Ifos como pudiera suceder, que las legislaciones 
de los diferentes pueblos discreparen sustanciálmen- 
te en la manera de apreciar la capacidad de unos y 
otros, según se observa principalmente con xelaeion 
á la mayor edad— sobre cuyo punto existe tan grande 
discrepancia— creemos que por motivos de orden pú- 
blico y hasta para «vitar defraudaciones, debe apre- 
ciarse la capacidad del extranjero que ejecuta actos 
en España y cuyos efectos se han de producir dentro 
del territoriOj con arreglo á las leyes de nuestro país; 
no sólo porque de otra manera, ni aun sería posible la 
vida del extranjero á causa de la desconfianza que 
podría inspirar el desconocimiento de su capacidad, 
obligándosele á acreditar constantemente la naciona- 
lidad quele fuera propia y los derechos que en esta ífe 
le reconocieren, sino porque sería además injusto obli- 
gar al cumplimiento de leyes, que por estar dictadas 
por pueblos extraños no es fácil conocer; á todo lo 
cuál puede agregarse, que no es inoportuno suponer 
que los extranjeros al ejecutar actos que no sólo na- 
cen, -fiino que también han de morir en una deter- 
minada nación distinta de. la propia, abdican en su 
beneficio de los derechos que les son personales pa- 
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n iK^eptar las leyes del país en que se encuentran. 
. Su los demás caao9 no comprendidos en esta' ex- 
oepcion, creemos qjiela c^acidad del hombre debe 
s^r regpida por las leyes de su nacionalidad, pues 
jE^moadp los actos jurídicos revisten cierta importan- 
cia, ptox^rfindose, por ejemplo, escritura pública, ó 
faaii de producir sus efectos total ó parcialmente en 
otra aa^ionalidad distinta de aquella en que se ejecu- 
tan, nada tiene de estraüo que el que hubiere de con- 
tratajr procure cercio^rse de cuanto sea necesario 
para conocer la perfecta legalidad de la perdona con 
q^ien seiobligra, 

i Artículos 49 y 50* Como para que pueda darse el 
easade la tutela y.curatela, es necesario suponer que 
el m^Uor ó incapacitado no forme parte integrante 
de ningruna familia en el sentido jurídico,, no puede 
arrancar . la legalidad de estas instituciones de otro 
origen, que el de la nacionalidad de la persona que 
motiva la constitución de cualquiera de estos cargos. 
Con esta ligera indicación, y con añadir que estas 
Institiiciones son supletorias de la patria. potestad, 
quedan explicados los artículos á. que nos referimos, 
pues la doctrina en que se funda el segundo párra- 
fo del 49,. se comprende que se halla basada en un 
casp e^C^pcifOnal, que las circunstancias anormales 
en qm se hallarían los,.i^encire^ ó incapacitados, jus- 
tifican* 
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Art. Si. Lá teottWt de^ esteartíctilo demoatrapá 
que es importoiitíaima pai^q» el de^eqho la dadl7ÍBa.que 
éesairólIiBL^ jme^ sm. 409 páirr&^os ti-altan puátoia de 

La capacidad del. ^lítraBqera y 1^^ pondicíQfte^ de 
9Q edtado, ae r^ig^aiQk por laa le jea di^l país 4 q^je per- 
tenezca; nada es» por tanto» xn^^ statiiral/ qu^; el que 
tengan la misma procede^Cfia 1$^ ÍQcapacida4ps 6 las 
circ»Uistaiicia£( tOjOdificativa^^ de su, coQdicÍ0xi jwí- 
dica; j naí lo vemos recQi^cido pc^ la ley HipQtwa- 
ria en el art. 5.^ en si* i^laQiQ^ Qm: ^ 2.°, y > gqij la- 
«eccion 2.* del tít. 18 d^ te ley ^ de Enjuiqiatffii^to 
cítü. Para proceder eon algwa QOQsecuencia, bremos 
ereido, no obstaootte^ que los parii^ípios del Qie^Eisoi^o 
mxBBHAJc;! ONAL pRiYADQ^ i^Iaman la modifieacicoi de 
que no produzeiaiat en España sps efecto^ ni láSc le- 
yes ni las sentencias ei^tiranjeipas, que descouiocie- 
•Tan la perpetuidad 4^1 yi;QbCula matrímop^al en la 
finrma y con las limitaciones ñoi^esarias» ^egxm se ín- 
dica en él capítulo II de es^te misnjto libiro ; ^pues no 
lia¡¡r raaon algn^^a suficiei\te paw ¿ustificar el qi^e por 
deferencia y consideTacion;, abdiqu;^en al)SQluto un 
dcffcenninado país de síu criterio para ju^r de la. nio- 
validad y licitud de los actos, c<^' i^esp^cto^ á. cuyos 
pimtQ», por tener su asientQ ^ pi;lQcipip9 m^. eleva- 
dos qae los qu^ sirven p«^ e^ax lasi iiaclwali4B>des 
fiolitioas;. podemos as^^urar que es inap^,9lile,«l jui- 
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cío. de los pueblos. La ley de Enjuiciamiento, oivü^ 
desarrollando las tendencias del derecho modenK)v6» 
todas sus ramas, exige en su art. 925^ para dar cumr- 
pUpQÍiento á las ejecutoria» dictadas por tribunales 
extranjeros, que la obligación sea licita en España, , 
cuya prescripción se halla enteramente conforme coa 
la doctrina que defendemos y hemos consignado. 

Si las incapacidades provinieran, sin embargo, de 
sentencia dictada en causa criminal, ó de leyes de 
carácter político, no hay razón para* que estas cues*- 
tienes y resoluciones de policía y de. orden interior 
sean respetadas y se ejeéuten en todo ó en parte en 
tierra extraña ; y asi como ningún pueblo hará subir 
al patíbulo al que no hubiere delinquido en el país 
que haya de castigarle, limitándose á hacer entrega 
en determinados casos y circunstancias del supuesto 
criminal, á los tribunales ó autoridades de la nacictn 
cuya manera de ser perturbó, del mismo modo no; 
podrá producir efecto alguno de carácter p^nalen 
España la medida política ó sentencia judical tomada 
ó dictada en el extranjero. Creemos, sin embargo, 
queestasdoctrinás no impiden el que todo pueblo re- 
conozca como un hecho, la modificación déla capada : 
dad que las leyes ó sentencias de dicho carácter pro- 
duzcan en la persona d^l extranjero; pues es evidente 
que por muy rígidos que nos mostrempsen este punto, 
no.es posible -prescindir de que la legalidad paca I09 : 
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actbd que el exi^ranjero ejecute en du. pais^ sea la que 
yieiieá resultar de la situación en que: aquellas le co* 
locan. ¿Qué condición seria la del extranjero, si tenien* 
da qáe respetar las leyes ó sentencias de su nación, 
no. «e cumpliesen en otra lois actos que ejecutase de 
conlormidad'con las leyes que debía obedecer? 



TITULO 11. 

DEL. A6 COBA 3 



CAPITULO PRIMERO. 
Derechos reales. 

Examinada la doctrina relativa á las personas, si 
bien de un modo general, corresponde que nos ocupe* 
móff en igual forma de las Gosas que, desde los roma- 
nos, son considera4Ías como el seg^undo de los objetos 
sobre que pueden recaer las leyes. 

No son menos importantes los motivos que pue* 
den ofrecerse en este titulo, que los examinados en el 
anterioi^; basta decir que se comprenden en él, no sólo 
el dominio y sus derechos similares ó limitativos, sino 
la importiante materia de los contratos y las sucesio ^ 
ne»> tanto testada como intestada, para que quede in-^ 
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dicádo 6l interés de los puntQS que abnusa y la tiascen- 
dental conseotiencíai de la dcnetiina que heisíos de ej^ll- 
45hti pu6»«i oon^iene qm el litombre sepa €u6^. es su 
suerte personal, liaMndose^eitpaís extrafi^ no le hn* 
po]H» menos conocmr<teB Hmltes de sus «trechos, cuaur 
do su actividad ha traspasado M línea délas fronteras 
que forman su nacionaUdad. 

Artículos 52 y 53. La doctrina consignada en es- 
tos dos artículos, ei^cuentra explicación cumplida en 
la baseVde la exposición de motivos, en la cual ha- 
llan además su razón la mayor parte de las diappsi- 
oiones de este capítulo. 

Como las cosas inmuebles forman parte integrante 
del territorio, y las muebles no pueden tener otya na- 
cionalidad que aquella en que se hallan, hé aquí la 
causa por la que opinamos que unas y otras deben 
regirse por las leyes del lugar en que se eneontraren; 
paréeenos, sin embargo, natural, que el pasoaeclden- 
tal por nuestro territorio de cosas que van destinadas 
á otro país, no las sujete & nuestras leyes^ ya que es 
más natural se hallen bajo el amparo de la naciona- 
lidad para donde son, que es el punto que las ha de 
retener de un modo más constante, evitándose de este 
lüodo complicaciones y dificultades, que en otro .caso 
surgirían,^ todo lo cual debe ^ntwderse, sin peQiúcio 
délas precauciones que la prudencia acomcjci para 
evitar- fraudes- ú ocaltaciones. 
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. £(pfto SbO obistante, loa^ acto9 ó contratos por IcüS que 
aé btlbi^re de adquirir ó trasmitir la propiedad de las 
coaaa muebles ó inmuebles, se atemperarán en cuanto 
álos requisitos internos y extemos, á las. leyes del 
país en que sé otorjraren, hecha excepción de losik re- 
lativos á la capacidad de los interesados, que ser& re- 
gida por la ley de la nación ¿ que estos perten^can, 
que ea la que debe regir su personalidad. Deberíi tener- 
le en cuenta, sin embargo, lo que con respecto ¿con- 
tratos sobre bienes muebles, se establece en el si- 
guiente artículo. . 

Diremos, por último, para dar más claridad á 
nuestra doctrina con relación á estos dos artículos, 
que si bien damos ¿ las cosas muebles que acciden- 
talmente pasan por nuestro país, la nacionalidad, sí 
así puede decirse, del pueblo á que van destinadas, las 
sujefemos á nuestras leyes, en caso de verificase eon 
respecto & días aígun contrato dentro dd territorio 
nacional. 

Art. 54. Razones fáciles de comprender, nos han 
movido á consignar la doctrina de esté artículo. Así 
como el que contrata objetos muebles, no exije justi- 
ficantes que alcrediten el derecho que sobre ellos pueda 
tener el que se los v^de ó cede, y toma el hecho de la 
posesión como prueba de que son suyos, del mismo 
modo jiizsga dé la capacidad' de este aunque le re)C(^oz- 
CM como extranj^o por las leyes del país á que 61 per - 
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tenece, ya que no es extraño suponer que ignora las 
prescripciones de los demás pueblos que no son el 
suyo. La doctrina contraria, quizás llegase á imposi- 
bilitar la vida del aquel en otro país que el d^ su nar 
cionalidady por la natural desconfianza que produ^ 
ciría el desconocer las condiciones de su personali- 
dad jurídica, y no saber por tanto, cuál pudiera ser 
la suerte del contrato celebrado con personas no nar 
cionales. No necesitamos extendernos más para justl* 
ficar este artículo, pues que el buen sentido, la buena 
fé y el interés de los mismos extranjeros lo hace pre? 
ciso hasta como cuestión de orden público* 

Artículos 55 al 60. La teoría que desarrollau estos 
artículos es uniforme, por cuya razón puede darse .4 
todos igual explicación con muy ligeras variantes. 

Recordando los precedentes establecidos en la 
base V de la exposición de motivos' y consideran- 
do además lo que se establece en los artículos 52j 
53 y 54, es fácil explicarse cuanto disponen los aU 
guientes de este título. 

El dominio, y la posesión que guarda con él gran- 
de semejanza, así como los demás derechos limitativos 
de la plena potestad sobre las cosas y los diferentes 
modos de adquirir que el derecho civil examina, es 
lógico se regulen por la ley rei sita, como una con- 
secuencia de los derechos de soberanía de los pue- 
blos, i dentro de cuya demarcación son - sin duda omr 
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wpoUntes al establecer las prescripciones que cada 
ima considera m¿s á propósito para cumplir los fíhes 
de sa organización política y civil, atendiendo asi al 
mantenimiento del orden social. Si la propiedad ó po- 
sesión sobre las cosas había de ser de diverso modo 
ejercida, segrnn fuera ó no de la propia nacionalidad ^ 
él que ostentare estos títulos á la consideración j res- 
peto de los demás ; si el derecho de apropiación, ocu- 
pando los objetos que á nadie pertenecen , habia de 
ser-tambien distinto por la misma causa , (v. gr. la 
caza, el hallazgo); si la participación que se concede 
á determinadas personas en los aprovechamientos que 
las cosas proporcionan, á pesar de no ^er sus dueños 
(usufructo, uso, habitación) ; si los derechos limita- 
tivos del dominio que completan la manera de ser de 
la propiedad por medio del auxilio reciproco que se 
prestan entre sí, fincas generalmente próximas [ser- 
vidumbres reales) ; si las garantías que ofrecen estas, 
por la confianza que inspiran los^ derechos á ellas ad« 
besados, y que proceden principalmente de la mayor 
ó.menor firmeza que en cada nación tiene el crédi- 
to territorial (hipoteca) , no tomaren su fisonomía 
de las; leyes en cuya demarcación se hallaren las co- 
sas sobre las cuales recayeran estos defechos, se 
TBrian obligados los'pueblos á tener que pasar por la 
liumiHacioñ, que no por ser derecho que la recipro- 
cidad compensare seria menos ofensivo^ de permitir 
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que laa.leye» de nsMsiones estradas ateave^aaea IM 
frosiíieiM pam producir bu» afectos iateg^raiiieiite 
fuera del punto en que se dictar<m» ¿Jor eual debe 
agrregrftrde kt grande beteiH^raeidad que. reeultar 
na «n la manera* de ser la pr(q)i6dad y su adquisi* 
cion, á la cual imprimÍFian distinto, ; y aun ajgruna» 
veces, aúUtético aspecto, las diferentes tegis]Ad0áes 
de sus dueños^ ó de aquellos que tuvieren deisechos 
sobré •ellas. 

No obstante esta doetrina, la personalidad que 
para poder ^ercitar estos derechos sea necesaria, debe^ 
rá apmciarse según las prescripciones de la nacíonali^. 
dad á que pertenezcan aquellos en quienes se recooo- 
ciere, dicha atribución, sobre las cosas, si bien no 
podrá hacer uso de otras facultades que aquéllas que 
consientan las leyes de la tenitoriaiidad. La mayor 
edad, las facultades que el pa(h*e ó el marido tengan 
sobre los bienes de los hijos ó mujer respex^ivtaauen*» 
te, los derechos, en una. palabra, referentes á la pisir- 
sonalMad del individuo-, ó & la organización particalaar 
de la fannlia cuya unidad conviene conservar com^ 
pacta y uniforme en su • manera de ser , exigen que^ 
sin alterar la esencia de la propiedad ni su régimen, 
se acomoden á las' leyes de su nacionalidad con arre-» 
glo á los principios indicados, por más que al produi^ 
cir sus efectos, con relación:, á los bienes de toda <c]a<- 
se, se tenga ,tsii sólo en cuenta la legislación que re-» 



j 



DERECHO INTBRNACfOiVAL PRIVADO. '^ 

« II n I I ■■ II lili» I I— ..y , f lili II I I I ^ 1 ■ ■ 

gcdalafoaiiiÉ exterior de los dereobes sobre lja.scoBas^ 
Salos priifecipáos élLB BatoraleSr que ainníqgiin itv-: 
c(mvenieiite hémod aplicado al demimo y sus de^e^ 
chos similares y limitativos, sin dístlneion entre. cosas 
inmuebles ó muebles^ presentan alguna ¥acilacioi3. con 
respecto: á. la manera de adquirir el dominio de es-^ 
tas últimas por. el uso; lo cual depende d,^ (jaeno 
conástiendo la prl^eripcion en un acto único» siup 
más bien en la posesión continuada durante un iét^ 
mino: de la cosa e^ya pro|^dad se gana^ puede 4arse 
el caso de que esta no se haya hallado siempre ea un 
mismo territorio tmcioaali y de aqui la duda acerca 
de ciíál hibia de ser la ley que regulase dicha adqui* 
dicion. Nosotros ¿hemos ticeptado el criterio de «scri.^ 
teres respetables/ considerando que la propiedad se 
ha creado por prescripción en la persona que posee la 
cosaiüueUey desde el momento que hubiere cumplido 
el plazo exigido para que ed produjera este efecta^ la 
legjfllaclonr del punto en. que . se encontrare la cosa, 
fiiánpre que se haUar^ observados los demás requi* 
sitos establecidos en el país ea Que tal hecho suoe* 
diese. Una vez: constituida asi la ^propiedad sobre I^ 
cosas muebles, deberá rei^etacse este dei?echo en tor 
da9 pta-tes, siquiera» fuesen después trasladadas á oti;a 
naoicoi en la que se exigiere uin plaza ino^y^r ú otros 
requisitos < para ganar su propiedad poír este lUiediPf 
sino re^Hase haberse procedido fraudulentamente. 
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ArtícaloB 61, 62 y 63. Los derechos limitativos del 
dominio en cuanto modifican la manera de ser de 
este, se rigen por las leyes de la territorialidad pro-r 
pia de las cosas sobre que aquellos recaen, ya que sí 
de otra manera se procediera, quizás de este modo 
indirecto se modificaría alguna vez de un modo sus*- 
tanciál el régimen de la propiedad, aun considera- 
da como institución social y poUtica; pero su cons- 
titución y extinción, que en la mayor parte de los 
casos son consecuencia del ejercicio de derechos de 
carácter personal, deben atemperarse á las leyes del 
país én que dichos actos nacen, siempre que no se 
opusieren á la organización de la propiedad ó á la 
naturaleza esencial, sobre todo, de los derechos y pres- 
taciones que sobre las cosas permitieran las leyes del 
país en que hubieren de producir sus efectos, y que 
al exteriorizarse en este, se cumplieren las reglas en 
él prefijadas para su conocimiento y publicidad. 

Imposible seria por tanto, reconocer su efecto en 
España á las prestaciones reales de procedencia ju- 
risdiccional ó feudal, aimque fueran conocidas en 
el país de donde tomase origen el acto que las pro-^ 
dujera, asi como tampoco surtirán sus efectos las hi- 
potecas ocultas ó privilegiadas que otras legislacio- 
nes admitieran, y que la nuestra rechaza, en cuanto 
destruirían los principios que sirven de fundamento 
al crédito territorial. 
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• ' Esta doctrina no será obstáculo, en nuestra opi- 
nión, para que las relaciones de carácter personal qué 
-existieren entre aquellos á quienes interesare el dere- 
-cho real limitativo, se regulen por la legislación de 
q^e este procediere: así v. gr., el usufructuario ejer- 
cerá los derechos que por tal concepto le correspon- 
datí, según las disposiciones españolas, sin que ten- 
ga obligación de prestar caución, aunque niiestras le- 
yes la exigieren, si en el país de donde procediese 
este derecho no se impusiera en ñigun caso aquella 
obligación. 

CAPÍTULO 11. 
De la herencia. 

Artículos 65 y 66. Inútil es encarecer la impor- 
tancia que tiene este capítulo. Con soló observar que 
trata de la herencia, institución complementaria de la 
Inropiedad, y sin laque, por lo precaria que es la vida 
del hombre, no se comprendería como una prueba 
de cariño la constancia en el trabajo, ni como virtud 
la prudente economía, ni como un consuelo el ha- 
ber llegado á adquirir un patrimonio, que libre á los 
que nos han de reemplazar del desamparo y triste 
hor&ndad en que á no ser por la herencia queda 
rían, se comprenderá el interés que tiene esta mate- 
ria, y con cuánta razón constituye un tratado im- 

6 
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portante del Derecho tNTEBNACiONAL privado. Porque 
si hubo tiempos en que adherida la familia & la pro- 
piedad é identificadas una y otra con la religión ex- 
clusiva dé su nacionalidad, ó más bien de su propio 
hogar, no era posible que extendiera su dominación 
más allá del término á que llegaba el calor vivifican- 
te de aquellas instituciones hermanas, hoy por el 
contrario, inspirándose el hombre en principios má& 
generales, lleva su actividad á todas partes; y ante 
la idea de lucrar, ni el cuma, ni el distinto idioma, 
ni la diferente religión, ni obstáculo alguno, en fin, 
detienen su paso, para llevar su genio, sus capitales, 
y aun el sudor de su frente á diversos países, siquera 
sean rivales, politicamente considerados. 

No nos proponemos estudiar esta tendencia de los 
hombres en los actuales tiempos, ni bajo el punto de 
vista social, ni según su aspecto político; pues aun- 
que sospechamos mucho que la tan ponderada frater- 
nidad universal á que pretenden algunos encaminar 
sus pasos para completar la obra principiada en un 
suplicio antes infame, y á cuyo pié tenemos adquirido 
el verdadero título de hermandad, ya por la fusión de 
las aspiraciones de todos los pueblos al fuego de las 
hogueras producidas por las teas que llevan, ó por 
medio de la sangre que á torrentes verterían los pu- 
ñales que centellean en sus manos, ó á merced de re- 
des de hierro que acorten las distancias, pero nunca 
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por medio de los simpáticos lazos del amor, que ni 
los gobiernos, ni los formidables ejércitos desarro- 
llan y despiertan; no es objeto de nuestras investiga- 
ciones el examen de este asunto importantísimo del 
derecho internacional moderno que los filósofos ó los 
políticos estudiaran desde el punto de vista, quizás 
candente, de sus respectivos campos, y nosotros de- 
bemos tomar como un hecho tan impetuoso como 
^^ascendental. 

Al observar, pues, que muy frecuentemente es el 
hombre propietario en país extraño al suyo propio, y 
que ostentan además los que han de adquirir bie- 
nes hereditarios, caracteres de distinta nacionalidad, 
se comprende que pueda ser objeto de duda el averi- 
guar con arreglo á qué ley deba sucederse. ¿Será 
aplicable la ley del que produce la herencia , tanto 
testada como intestada, 6 la del lugar en que se ha- 
llan los bienes, ó la de la nacionalidad del que haya 
de adquirirlos? 

De acuerdo con el carácter que tiene la propiedad, 
que nosotros consideramos como una extensión de la 
personalidad del hombre y de sus relaciones de fa- 
milia en todo aquello que no sea propio de su orga- 
nización política, y robustecida esta opinión al apli- 
carla al conjunto de bienes que constituyen la univer- 
salidad de la herencia, cuya especie de entidad, si se 
quiere moral, la pueden constituir tantas y tan di- 
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Tersas clases de derechos , creemos que la sucesión 
testada é intestada, debe ser regulada por la ley de 
nacionalidad perteneciente á la persona que la pro- 
duzca, sea cual fuere la clase dQ bienes de que sé 
forme el patrimonio hereditario, y el lugur en que 
estos se hallaren; opinión que consigpnamos con tanta 
mayor seguridad, cuanto que se halla confirmada ex- 
presamente por varios fallos del Tribunal Supremo, 
y en especial por la sentencia dictada en 6 de Junio 
de 1873, en la que terminantemente se indica, que si 
bien la adquisición singular de la propiedad inmue- 
ble, debe regirse por la ley de la territorialidad, la 
trasmisión de la universalidad de los bienes heredita- 
rios, debe ajustarse á las leyes referentes al estatuto 
personal. 

Si todos los pueblos estimasen del mismo modo 
las tendencias del corazón, para deducir de ellas las 
relaciones de familia, y los deberes y derechos que 
recíprocamente pudieran mediar entre los individuos 
que constituyen esta importante 'base de la consti- 
tución de las sociedades, poco importarla la discre- 
pancia sobre este punto: pero como unas naciones 
aprecian de un modo la facultad de testar, dando 
absoluta libertad para disponer de los bienes , y otras 
establecen restricciones, ya fijando legítimas, ya li- 
mitando al menos el ejercicio indiscrecional de aquel 
derecho, lo cual trasciende de un modo directo en la 
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organización de la familia, convirtiendo esta institu- 
ción en planta exótica para el país en que se hallare 
constituida, si las relaciones recíprocas entre padres 
é hijos hubieran de apreciarse de distinto modo por 
el solo hecho de tener propiedades en otro país, por 
esto creemos que deben regir la sucesión las leyes 
correspondientes á la nacionalidad de aquel por cu- 
ya muerte se ocasiona, pues ningún pueblo puede 
pretender legislar sobre la personalidad de los que no 
son sus subditos, ni con respecto á los intereses de las 
familias que constituyen, siempre que por el respeto 
á la omnipotencia de los demás estados, no se haya 
de producir la más ligera perturbación en la organi- 
zación política ó económica de la propiedad, en cuyo 
concepto tiene fuerza superior á la idea de que aque- 
lla constituye el patrimonio de una persona ó familia, 
la de que forma parte integrante de una nacionalidad, 
cuyo régimen no es posible alterar , y cuyos recur- 
sos no hay razón para disminuir sin detrimento de su 
dignidad ó de los elementos con que cuenta para su 
vida y desenvolvimiento. 

La doctrina opuesta produciría además una conse- 
cuencia perjudicial, quitando la conveniente unidad 
á las sucesiones, tanto testadas como intestadas, si 
componiéndose el patrimonio relicto de bienes que 
radicaren ó se hallasen en diferentes países, se hu- 
bieren de aplicar las leyes que rigieran en cada una 
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de dichas nacionalidades. Que no es razonable por 
grande que sea la deferencia con los demás pueblos, 
que aceptemos, por ejemplo, las inmunidades y fran- 
quicias que nuestras leyes no consientan con rela- 
ción á la propiedad ó su régimen especial, proceden - 
te, V. gr.y de vinculaciones que tampoco admitimos. 

Art. 67. Esta disposición es una consecuencia ló- 
gica del art. 65; porque si como hemos demostrarlo 
la ley que regula la sucesión testada ó intestada, es 
la correspondiente á la nacionalidad del testador, es 
también indudable que la misma legislación debe ser 
atendida al reconocer la capacidad de testar; la exten- 
sión de la facultad para disponer de los bienes mor - 
tiscausay y demás derechos que en el indicado ar- 
tículo se expresan, cuyas materias forman parte inte- 
grante de la naturaleza esencial del testamento, ya 
que 8u ejercicio constituye otras tantas manifestacio- 
nes de derechos personales ó de familia. 

Articules 68 y 69. Si bien la herencia debe regirse 
por la ley nacional del testador, la personalidad del 
heredero y su capacidad para suceder, deberán ser 
apreciadas por la ley nacional de este, puesto que de- 
biendo considerarse como un derecho del individuo, 
liasta el punto de fundirse en él la personalidad del 
4if unto, no hay razón para suponer que por esta cau- 
«a deba abdicar de su propia nacionalidad, siendo por 
tanto natural, que sea reconocida la capacidad del 
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heredero tal cual es considerada por la leg'islacion de 
su pais, á no ser que por algún motivo particular, re- 
sultare, por el reconocimiento de estos derechos, algu- 
na consecuencia que abiertamente se opusiera á las 
r^las fijadas en el punto en que se produjese la suce- 
sión. Por esto, si algrma razón especial proviQiente de 
pena, de motivos políticos ó religiosos, declararen in- 
capacitadas para heredar á determinadas personas, cu- 
yas causas no fueren reconocidas en el país en que hu- 
biera de sucederse, no serán obstáculo dichos motivos 
para que puedan adquirir la herencia que haya de 
ser deferida en la nación que no reconociere aquellas 
incapacidades. 

Por igual motivo, la capacidad y derechos here- 
ditarios de los hijos legítimos, legitimados, ilegíti- 
mos ó adoptivos, deberá apreciarse por la legislación 
nacional de que procediere la legalidad de los actos 
que les diere su respectiva cualidad, que es sin duda 
la que imprime el sello á su condición jurídica, y á 
los derechos que de ella proced«i. 

No será obstáculo, en dictamen nuestro, que difi- 
<;ulte la aplicación de esta doctrina, la idea de que 
pudiera presentarse algún pueblo en el que no fuera 
reconocida la legitimación ó determinada forma de 
legitimar, ó que nó se diere importancia legal á la 
adopción; pues aparte de que esta discrepancia no 
debe ser inconveniente para que los derechos perso- 
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nales, sean reconocidos universalmente en la fornia 
que los establece la ley que los regula, según los prin-- 
cípios indicados ya repetidamente, se tendrá presénte- 
lo consignado en el cap. 1." del tít. 1.®, en el que se en- 
contrarán armonizados, en cuanto es posible, lo£k 
justos respetos que se deben las naciones entre si con 
relación á la manera de apreciar los derechos familia- 
res, á cuya idea van extrechamente unidas cuestiones 
de moralidad, en las que* es imposible desconocer el 
criterio exclusivo de las ¿aciones. 

Artículos 70 y 71. La imposibilidad material que 
existe para que el testador emplee los requisitos exi- 
gidos en su patria al otorgar testamento, cuando la 
necesidad le obliga á hacerlo en país extraño, y la 
consideración natural de que es lógico, que el acta 
tome al exteriorizarse las formas señaladas en el pun- 
to de su nacimiento, son las causas justificantes de que 
revista las condiciones extemas del lugar en que se 
otorga, á no ser que por razones de un exclusivisma 
inadmisible, se hubiera de preferir que el hombre na 
hubiera de poder testar en otra parte más que en su 
patria, lo cual por razones importantísimas, fáciles 
de comprender, ningún pueblo culto establece . Na 
hay legislación alguna fundada en principios tan es- 
trechos, que se atreva á repetir la doctrina de los. 
romanos, que no permitían el ejercicio de este dere- 
cho más que dentro de los muros de la ciudad. 
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Pero si rechazando el extranjero los medios que la 
nación en que se halla pone á su (Ksposicion para que 
otorgue testamento, emplea alguna forma de testar 
que, admitida en su patria, no es reconocida en el pue- 
blo en que dispone, podrá, si se quiere, producir todos 
los efectos que correspondan en el país de su nacio- 
nalidad, aunque se desconozca su eficacia en los de- 
más, y con tanta más razón en aquel en que lo hubie- 
re hecho, no sólo por haber íaltado á aquella regla 
que por todos los pueblos se halla admitida, sino por- 
que en cierta manera despreció la nación en que se 
originó dicho acto, al no emplear los requisitos y for- 
malidades exigidas para su otorgamiento legal, y 
de que pudo valerse sin inconveniente alguno. 

Las cláusulas y disposiciones consignadas en los 
testamentos y la interpretación de las mismas, debe* 
rén no obstante ajustarse á las leyes de la nacionali- 
dad del testador, pues que ya no pertenecen á las 
condiciones extrínsecas de la disposición testamenta- 
ría, sino á su contenido; siendo además evidente que 
las frases que emplea el que testa, que son los medios 
de que se vale para hacer saber su voluntad, sean 
comprendidas y aclaradas con arreglo á los giros, ma- 
nera de ser de el que las usa, constitución de su familia 
y derechos, pues es natural que todas estas causas y 
otras muchas, sean las que determinen sus disposicio- 
nes y sirvan para precisar su intención. 
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Art. 72. Si los principios indicados en los artícu- 
los anteriores declaran quiénes son los que tienen 
derecho á heredar, las mismas reg-las deberán decir 
cuándo no existe sucesor y por tanto quedan Yacan- 
tes los bienes; no será, sin embargo, eéta doctrina mo- 
tivo suficiente para que el pueblo, con arreg-lo á cuyas 
disposiciones quedare sin dueño deterjninado dicha 
herencia, adquiera la propiedad de todos los bienes 
que la constituyen, sino que deberán pertenecer á la 
nación en que se hallaren aquellos: pues si bien fué 
respetado el dominio particular como una continua- 
ción ó extensión de la personalidad individual, este 
reconocimiento se hizo sin que abdicase el país del 
territorio, sus derechos de soberanía que algunos 
llaman dominio eminente, pues parece que el Estado 
no adquiere en este caso, según algunos opinan, el 
carácter de heredero, sino que más bien reinvindica 
sus omnímodas facultades sobre el territorio y sobre 
las cosas que en él existen á no interponerse el dere - 
cho de los particulares. 

Una grave dificultad puede resultar de esta doc- 
trina, cual es, la de averiguar el modo de hacer efec- 
tivaí las responsabilidades que pesaren sobre el pa- 
trimonio que quedare sin dueño. Los que creen que 
al desaparecer la propiedad particular por no haber 
quien la reclame, la adquiere el Estado por derecho 
de ocupación como cosa nullius^ sostienen que debe 
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extingfuirse toda responsabilidad que afectare al pa- 
trimonio que por no tener sucesor conocido, suponen 
deshecho; pero los que opinan, por el contrario, que 
utiliza la nación un derecho sucesorio igual al que 
hubieran ejercitado los parientes que pudieron ha- 
berse presentado á reclamar la herencia, afirman con 
mejor acuerdo, en nuestra opinión, que se mantienen 
las obligaciones que pesaban sobre el haber relicto, 
evitándose de este modo las injusticias que en otro 
caso se ofrecerían de hacer ilusorias las responsabili- 
dades anteriores, desatendiéndolas sin más razón que 
una sutileza doctrinal. 

No podemos dar solución completa y satisfactoria 
á la dificultad que naturalmente tiene que surgir de 
nuestra manera de apreciar esta cuestión; pues si no 
hubiera sinceridad por parte de la nación en que ra- 
dique el abintestatOy quizás se harían ocultaciones 
para perjudicar y hacer más gravosa la situación de 
países extraños interesados, ó se deducirían reclama- 
ciones desproporcionadas. No obstante, estos incon- 
venientes, que de buen grado reconocemos, somos de 
opinión que si fueren de naturaleza real las cargas de 
que se tratare, es indudable que dichos gravámenes 
continuarán afectando á los bienes, sin perjuicio de 
que la responsabilidad de la deuda personal que en 
su caso garantice pese sobre la totalidad de lo que 
constituyó el patrimonio vacante: pero si fueren 
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obligaciones de carácter únicamente personal, es 
justo suponer que la responsabilidad se repartirá 
proporcionalmente á los bienes que cada Estado ad- 
quiriera, lo cual, sin embargo de ser lo proceden- 
te, no ocultamos que puede hallarse expuesto á di- 
ficultades prácticas. La prudencia de las autoridades 
encargadas de la ocupación de bienes vacantes ó mos- 
trencos, evitará que se causen perjuicios al hacerse 
cargo el Estado de estos bienes, por medio de las re- 
clamaciones que les sugiera su celo para que se cum- 
plan en la debida proporción las obligaciones en ge- 
neral que pesaren sobre ellos, sin que resulten más 
gravadas de lo que sea equitativo, ninguna de las na- 
ciones interesadas. 

Artículos 73 y 74. El respeto que, con arreglo á las 
disposiciones mencionadas en los artículos 65 y si- 
guientes, deba tributarse á las leyes de la nacionali- 
dad del testador, ó á aquellas en que se ortorgare el 
testamento, no impide el que para ratificar la legali- 
dad del acto, se presente ante los tribunales de Espa- 
ña, si sus disposiciones han de producir efecto en 
bienes que se hallen dentro del territorio nacional; 
pues además de que es natural que este hecho tras- 
cendental tenga dicha sanción, que le dará autoridad 
inegable, es conveniente que las cuestiones á que 
puedan dar origen pequeñas discrepanci&s que siem- 
pre agrandan las exageradas pretensiones de los que 
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tienen intereses encontrados, sean decididas por quie- 
nes tienen la misión de dirimir tales controversias, 
dando al mismo tiempo, de este modo, una prueba de 
consideración al respeto con que es justo se traten 
entre sí los pueblos cultos: porque si bien es cierto 
que las naciones deben ser celosas de su dignidad, 
procurando mantener ante todo su prestigio, no obs- 
ta esta consideración para que hag'an cuanto sea po- 
sible por guardar á las demás naciones toda clase de 
deferencias dentro de límites prudentes. 

La claridad del art. 74, que en nada modifica los 
preceptos anteriores, nos evita hacer comentarios 
para explicar su concepto. 



CAPITULO in. 

De las obligaciones. 

Art. 75. Consideramos que todo cuanto se refiera 
á la aptitud de la persona para verificar actos jurí- 
dicos, debe regirse según los principios indicados, por 
la ley de su nacionalidad, con arreglo á los que es na- 
tural que pueda ó no disponer de sus bienes ; y si la 
facultad de contratar, es una de las manifestaciones 
de los derechos personales , y un medio á su vez, de 
atender con más ó menos independencia á la satisfác. 
clon de las necesidades materiales y aun jurídicas, 
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evidente esfambien que la capacidad para obligarse 
deba ser apreciada según las leyes de la nacionalidad 
á que respectivamente pertenecieren los contratantes. 
El carácter menos formulario por una parte, y 
mis generalal mismo tiempo de los contratos que 
recaen sobre bienes muebles ó acerca de servicios que 
se prestan en un país determinado, nos hace consig- 
nar la excepción de suponer sometidas las personas 
quQ los celebraren á las leyes del lugar en que el acto 
se consumó ó quedó al menos perfecto ; pues en otro 
caso resultaría dificultada hasta la permanencia acci- 
dental del extranjero en otro país distinto del propio, 
si dudándose de cuáles fueren sus derechos persona- 
les, por la ignorancia de las leyes de su nación, no se 
quisiera contratar con él sobre cosas muebles, más de 
una vez necesarias para la vida, ó se les negaren ser- 
vicios que deben ser retribuidos. En interés de los 
mismos extranjeros, consignamos esta doctrina que 
además nos parece racional. 

Art. 76. La aptitud de los objetos sobre que han 
de recaer los contratos, deberá ser regida por las le- 
yes á que se hallara sometida la cosa que los moti- 
vare, que es sin dúdala que regula su condición jurí- 
dica; admitir otra doctrina, equivaldría á producir 
una perturbación perjudical en la manera de ser de 
cada pueblo eri punto tan importante. Las cosas no 
existen únicamente de un modo material en el sitio 
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en que radican si son inmuebles^ ó dónde se hallan si 
son muebles; tienen determinada condición legal que 
el derecho aprecia, según el criterio de cada pais: y 
como ninguna nación puede, legalmente hablando, 
imponer á otra sus leyes territoriales, de aquí el que 
la declaración de la naturaleza de aquellas, si están ó 
no en el comercio de los hombres, v. gr. , no debe 
provenir de otra fuente, que de la legislación del país 
en que se encontraren. 

Cuando la obligación tuviere por objeto la presta- 
ción de algún hecho, este deberá ajustarse del mismo 
modo á las leyes del p^s en que se hubiere de ejecu- 
tar; pues como nadie se halla obligado á lo imposible, 
no tendría efecto alguno el contrato que consistiere 
en practicar lo que no tolerasen las leyes del país en 
que hubiera de tener lugar el acto. 

Art. 77. Nada diriamos para justificar este artí- 
culo, aplicación literal de lo consignado en los áos 
anteriores, si no fuera por su segundo párrafo, en que 
cambiamos la doctrina, aunque por muy fundadas 
razones. 

Guando dos individuos de una misma nación se 
hallan en un país distinto del propio, parece natural, 
que recordando su igual procedencia, teniendo idén- 
ticas costumbres, y hasta el mismo idioma para co- 
manicarse, se olviden del punto accidental en que se 
hallaren, y sea su intención la de obligarse con arre- 
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glo & las leyes del lugar que les son . conocidas^ tíiás 
bien que con sujeccion á las de la nación en que es- 
tán, que es posible ignoren. La buena fé que hoy se 
considera como la base principal de las obligaciones, 
autoriza sin duda alguna esta doctrina , de la que tam- 
poco podrán deducirse más consecuencias, que aque- 
llas que sin alterar el orden público ó económico, y 
las leyes de la territorialidad, puedan producirse. 

Art, 78. Las reglas consignadas en los artículos 
anteriores no son, sin embargo, inflexibles más que 
con relación á cuanto pueda tener carácter esencial 
según las doctrinas del derecho civil; no habiendo 
por tanto inconveniente en que relativ amenté á lo que 
no tenga dicha condición, puedan los contratantes 
pactar lo que juzguen más conforme á sus deseos, 
sometiéndose á las leyes del lugar en que celebraren 
la obligación ó á las del punto en que el contrato ha- 
ya de cumplirse. En este criterio descansa la redac- 
ción del art. 77. 

Artículos 79 y 80. El carácter universal del Dere- 
cho mercantil, nos ha decidido á admitir integramen- 
te la doctrina que nuestro Código establece en el artí- 
culo 243, para los convenios que se celebran por medio 
de la correspondencia epistolar, y que consignamos 
en el art. 79. 

Más difícil es fijar cuál es la ley á que debe ha- 
llarse sujeto el contrato celebrado, valiéndose de este 
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medio, por cuya razón proponemos que los otorgan- 
tes manifiesten expresamente su voluntad relativa- 
mente á cuál ha de ser la norma que regule sus re- 
laciones jurídicas. Pero si, despreciando este conse- 
jo, nada hubieran pactado sobre este punto, se regirá 
■el contrato por las leyes que fijen la condición ju- 
lídicadel particular, sociedad ó empresa que propu- 
siere el negocio por anuncios 6 edictos, con arreglo á 
lo» que hayan de concurrir por medio de cartas 6 pro- 
posiciones los que' hubieren de tomar parte en el con- 
trato; pues parece que aquellos que de este modo acu- 
den al llamamiento, se valen de dicho medio para evitar 
su presencia personal en el punto en que tiene su do- 
micilio la empresa ó sociedad proponente. Pero si el que 
hiciera la propuesta, se dirigiese directamente á la 
<;asa ó particular residente en el extranjero, y fuere 
íiceptada, deberá r^irse el contrato por las leyes de la 
nacionalidad del aceptante, yaque la carta que el pri- 
mero remitió, ha tenido por objeto evitarse el viaje, 
en otro caso necesario, para encontrar en su domicilo 
ala persona á quien ofrecía el negocio. Creemos que 
de este modo se evitarán perjuicios y, vacilaciones^ 
que tanto conviene desaparezcan. 

Artículos 81 y 82. Kn perjuicio de los derechos 
respectivos, que puedan regir las relaciones entre el 
mandante y el mandatario, nos parece lógico consig- 
nar, que cuando se celebrara un contrato por medio 
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de dicho intermediario en lugar diferente de aquel en; 
qué residiere el mandante, se deba regir aquel por las 
leyes del lugar en que se hubiese otorgado, ya que el 
mandatario reemplaza completamente á su represen- 
tado, y sirve para considerarle como presente en el 
país en que se halla aquel, sin que pueda oponerse^ 
obstáculo á la aplicación de esta doctrina, por el hecho* 
de no haber llegado á conocimiento del mandante, la 
aceptación del encargo ó comisión conferidos, pues 
sabido es, que este contrato se considera perfecto 
desde el momento en que el comisionista da principio 
¿ la ejecución de su cometido. 

Si d que contratare con el apoderado, conociese* 
las facultades de este, y pudiera por cualquier causa 
suponerse precisa la ratificación del mandante, bul 
cuyo requisito hubiere de ser nulo el acto, deberé* 
mos aplicar en este caso las leyes de la nacionali- 
dad del comitente, ya que entonces no puede ser con- 
siderado como mandatario , ni tiene im carácter legal 
determinado, apreciándose su intervención tan solo, 
como medio á propósito ,para que puedan enten- 
derse mejor uno y otro, y como si el acto hubiera de 
tener lugar en el punto de residencia del que recibe 
la propuesta, cuya aprobación perfecciona el con- 
trato» 

Art. 83. Cuando las obligaciones penden de con- 
diciones cuyo cumplimiento entraña hechos que se 



DERECHO INTERNACiONAl. PRIVADO. 99 

han de ejecutar fuera del punto en que los contratos 
se hubieren verificado, deben ser practicados y apre- 
ciados dichos actos, según las leyes del pais en que 
hayan de tener lugar, aunque la obligación á que se 
refieran las condiciones ó hechos expresados, deba con- 
tinuar rigiéndose en todo lo demás por las leyes cor- 
respondientes al punto de su otorgamiento, ó en que 
hubiere resultado perfecta. Imposible es sustraerse al 
cumplimiento de las leyes del pais en que se han de 
ejecutar determinados actos, siquiera sus efectos 
principales reflejen consecuencias jurídicas en otra 
nacionalidad. 

Art. 84. La doctrina que aquí consignamos se 
halla ajustada extrictamente á los artículos 2.°, y 5.^ 
de la ley de Enjuiciamiento civil, por cuya causa 
evitamos toda clase de comentarios. Únicamente 
añadimos, que cuando el deudor no cumpliere la 
obligación en el lugar que corresponda, ó hubiere 
que demandarle en otro punto distinto del que se- 
gún los casos proceda, responderá de los perjuicios 
que por esta causa irrogase al acreedor, lo cual 
consideramos, tanto más preciso señalar en el De- 
BBCHO INTERNACIONAL PRIVADO, cuauto que cs casí se- 
guro, que sigue inútilmente un litigio en la nación 
correspondiente, si no hallándose en ella el deudor, se 
ve obligado á sustanciarlo en su rebeldía, pues que ha- 
biendo de producir sus efectos en otro pais diferen- 
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te, la sentencia que recaiga es probable que se en- 
cuentre imposibilitado de conseguir su ejecueioupor 
haberse seguido sin la presencia personal deL de- 
mandado^ según puede verse en la circunstancia se- 
gunda del art. 925 de nuestra ley de Enjuiciamiento 
civil. Por esta razón consideramos imprescindible, 
que en muchas ocasiones el acreedor siga al deu- 
dor donde se hallare ó tuviese su domicilio, y justo 
es en este caso que se le indemnicen los pequicíos 
que por dicho motivo se causaren. 

En el libro IV de esta obra, tendrá mayor amplia- 
ción la materia que aqui dejamos indicada. 

Artículos 85, 86 y 87. La doctrina consignada en 
estos artículos, exige para comprenderla un recuerdo 
previo, que nosotros no vamos á hacer sin embargo, 
de lo que en derecho civil se estudia extensamente 
acerca de los requisitos y efectos esenciales, natura- 
les y aócidentales de los contratos. Nada más oportuno 
dados estos precedentes, que consignar los principios 
que hemos procurado condensar en estos artículos. 

La naturaleza esencial de los contratos , ya para 
conocer los derechos, tanto activos como pasivos de- 
signados en favor ó en contra de los contratantes, 
así como los efectos y beneficios que pudieran resul- 
tar, no de las relaciones familiares que mediaren ^i-^ 
tre los que se hubieren obligado, sino de la índole de 
las obligaciones, debe ser apreciada por la ley de la 
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nacionalidad en que nace el vinculo jurídico, ósea la 
del lugar en que el acto fué otorgado, no sólo porque 
esto es lo legal y lógico, teniendo en cuenta que en 
él toma origen el hecho que lo motiva, sino porque 
de la doctrina que en cualquier otro sentido se con- 
signare, resultarla un verdadero caos en esta materia 
importante» y se favorecería además la mala fé. Pero 
como la legalidad del acto no es obstáculo para que 
se juzgue de los medios que hayan de ponerse en 
práctica, á fin de llevar á ejecución lo pactado, según 
la ley del lugar en que el contrato debe cumplirse, 
por esto hemos considerado que esta debe regular los 
medios de ejecución, pues no debiendo suponerse que 
los contratos son actos indeliberadamente convenidos, 
parece natural que los otorgantes tendrían en cuen- 
ta las leyes del país para el cual se obligaron, y que 
no pueden razonablemente culpar á nadie su irre* 
fleidon, si en otro conceptoae hubieren comprometido. 
Siendo los requisitos naturales, lógica consecuen- 
cia de la obligación á que se refieren según su ín- 
dole, aunque sin llegar á encamar en su propia esen- 
cia, los derechos, efectos ó beneficios de dicha clase, 
deben ser apreciados por la ley del lugar en que se 
hubiere contratado, si ordenaren su celebración,, ó por 
la del país en que hayan de cumplirse, si se relacio<- 
nasen con su ejecución; á no ser que los contratan- 
tes hubieren pactado otra cosa ó fuesen de una mis- 
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ma nación, distinta de aquella en que se obligaron/ 
y debiera suponerse por esta causa, que quisieron 
obligarse é interpretar sus respectivos compromisos 
de esta clase, en la forma prefijada en su propia le- 
gislación. Asi,' por ejemplo, creemos que la tardanza 
en el pago de una cantidad reclamada, produce la 
obligación de abonar sus intereses, según las reglas 
del país en que se hubiere otorgado el contrato: 
pero la apreciación de estos, si nada hubiesen pactado 
los contratantes, deberá hacerse según la ley en que 
haya de cumplirse la obligación. 

Guando, los derechos, efectos ó beneficios de los 
contratos provinieren de sucesos ó circunstancias ac- 
cidentales á los mismos, se atenderá prinóipalmen- 
te á lo que las partes . hayan tenido por conveniente 
fijar, con respecto á la ley que deba regularlos; y si 
nada hubieren pactado, serán regidos por la ley del 
contrato, si el suceso accidental se hallase relacio- 
nado con él, ó por la de la nacionalidad en que el he- 
cho se produjere, si es que procediese de actos poste- 
riores al otorgamiento de la obligación. 

Téngase en cuenta, por último, que ninguna de 
estas doctrinas tendrá aplicación en otro país dife- 
rente, cuando se relacionaren con el orden público, 
que nunca, ni por ninguna razon^ pueden alterar, las 
leyes de países extraños. 
Art. 88. Aunque no se puede prescindir de las re- 
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-glas generales señaladas por el derecho para la inter- 
pretación de los contratos, que por ser la aplicación á 
-esta materia de los principios de sana crítica , deben 
-servir del mismo modo para fijar la inteligencia de 
las obligaciones de que el Derecho internacional 
íBrvADO se ocupa, consideramos conveniente añadir, 
'que cuando dichos preceptos sean insuficientes para 
resolver la duda que se ofreciere, es conveniente 
atender á lo que fuese costumbre en el lugar de la 
obligación, del cual parece tomar principalmente su 
fuerza el vínculo de derecho, y á lo que se^n los 
«asos aconsejase la presunta voluntad de los contra- 
tantes, ya que por no serles fanúliar el idioma emplea- 
do, 6 por no conocer bien las prácticas del país en 
que se obligaron, quizás no tendrían intención de 
obligarse en la forma y con la extensión. ó intensidad 
que á primera vista parezca. Nunca con tanta razón 
como en estas circunstancias podrán considerarse 
obligados los tribunales á interpretar los contratos, 
'dando más ancho campo á la equidad, dulcificando 
-de esta manera una aplicación rigurosa de las pala- 
bras y texto literal de las obligaciones. 

Art. 89. Esto no obstante, creemos conveniente 
^ejar consignado que, si bien las razones indicadas 
exigen grande latitud en la interpretación de los con- 
tratos celebrados por extranjeros, ó por ciudadanos 
fuera del territorio nacional, no habrá razón alguna 
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que justifique el que las acciones y excepciones que^ 
correspondan, sean regidas por la ley á que deba ha- 
llarse sometido el contrato, ni podrá alegarse motivo 
bastante poderoso que autorice la fuerza de aquellas^ 
obligaciones que fueren contrarias á nuestras institu- 
ciones, al orden público ó á las leyes prohibitivas que 
regulasen el acto: pues aunque no hubiera otros moti- 
vos que los de dignidad y decoro, serian estos sufi- 
cientes, para impedir la validez de tales contratos. 

Art. 90. Nonecesitamos explicar este artículo, por-^ 
no ser otra cosa que una repetición de la doctrina 
consignada en la ley de Enjuiciamiento civil , con 
relación á la ejecuciion.de sentencias dictadas por tri- 
bunales extranjeros, materia cuya explicación será 
objeto del libro IV. 

Artículos 91, 92 y 93. La suprema ley de la nece- 
sidad justifica el precepto que consignamos en el pri- 
mero de estos artículos, ya que ni aun posibilidad 
existe de que se verifiquen los contratos con otraís* 
formalidades que las establecidas en el país en que se 
otorgan, siendo por tanto natural que se consideren 
auténticos los actos que reunieren los requisitos de- 
signados en la nación de su otorgamiento, aunque 
nuestras leyes exijan otros diferentes para darles va- 
lor. Mas si alguno se obligara en país extraño á ha- 
cer ó á prestar algún servicio en el propio (art. 92)^ 
no será obstáculo que impida la eficacia del compro- 
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miao el que no se hayan oteervado las reglas exigi- 
das en el país de sü residencia, quizás accidental^ 
si lmbi<0ren iáido cumplidas las prescritas en la nación 
en que deba ejecutarse, que es lo que dado este caso, 
importa más. 

Sin embargo, la obligación celebrada por dos ó 
más personas de tina misma nacionalidad (art. 93), 
con arreglo á las leyei^ de su país, deberá ser eficaz; 
aun ante los tribunales de aquel en qué se hubiere 
otorgado, si la diferencia que existiera entre las for- 
malidades extemas exigidas por las leyeá de uno y 
otro, no afectare á la orgttnízaeion de la propiedad so- 
bre cosas inmuebles, ó á la manera de hacer públi- 
cas sus trasmisiones ó derechos limitativos. 

Art. 94. La reciprocidad que debe existir en todo 
eontrato bilateral, es la causa de que supongamos 
que es justo considerar obligados á ambos contratan- 
tes Aunque uno sea ciudadano y el otro extranjero, en 
el pais en que celebraren la obligación, si se hubiese 
empleado la forma exigida por las leyes del punto en 
que deba ser cumplida, sin atender por tanto á la na- 
cionalidad de ninguno de los dos otorgantes, ya que 
debiendo quedar obligados ambos, no hay razón para 
que la ley nacional del uno pueda imponerse á la del 
otro. Mas cuando el contrato fuere mulatera!, no ex- 
tráñala que le consideremos válido si se hubiese otor- 
gado según las l0yes de aquel qué resultare compro- 
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metido, que es quien imprime carácter jurídica al 
actOy y en quien es además legfalmente obligatorio. 

Art. 95. Si se hubieren obligado indistintamente 
en un contrato varias personas, ya nacionales ó ex- 
tranjeras, y por esta causa fuese ineficaz para unos la 
obligación que para otros debiera ser válida, es natu- 
ral produzca, en cuanto á los segundos, los efectos que 
correspondan, según la índole del contrato, si es que 
el compromiso de cada uno pudiera considerarse in- 
dependientemente ; mas si estuvieren tan estrecha- 
mente unidas las relaciones jurídicas de los contra- 
tantes, que envolvieran obligaciones y derechos cor- 
relativos ó constituyeren sociedad, la nulidad que á 
unos afectase invalidará la obligación con respecto á 
los demás. Así al meno s, lo aconsejan, tanto la reci- 
procidad de los contratos, como la equidad . 

Art. 96. La buena fé y el deseo que siempre debe 
suponerse en los contratantes de que han querido ob li- 
garse, justifican el que se conceda cierta latitud para 
apreciar la eficacia de los contratos entre las mismas 
personas obligadas, cuyos compromisos es natural 
sean interpretados ampliamente, sobre todo en todos 
aquellos convenios, que por referirse á cosas mue- 
bles, ó á determinados actos que no tienen una locali- 
dad propia para que sobre ellos se contrate, atienden 
con frecuencia á la satisfacción de necesidades que el 
hombre puede sentir en cualquier parte, facilitan la 
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comunicación entre los pueblos, ó avivan las tenden- 
cias mercantiles de los actuales tiempos. Mas cuando 
las obligaciones han de producir sus efectos contra 
terceros, ó con relación á la propiedad inmueble, es 
justo que un deber de protección á los derechos de los 
primeros, y una razón de orden público relativa & la 
manera de ser de la sesuda, exijan, que en ambos 
casos, sean cumplidas las formalidades que la le^s- 
lacion de cada país exija, para la legalidad de dichas 
convenciones- 

Art. 97. La importancia de la doctrina consignada 
en el artículo que explicamos es notoria; tiene por 
objeto fijar la legislación á que deben atemperarse 
los contratantes al cumplir sus obligaciones res- 
pectivas. 

Sin vacilación afirmamos que deben ajustarse en 
primer término á la del punto que se haya fijado para 
ello. En caso de no haberse señalado este, podrá soli- 
os' ^rse la paga con sujeción á las reglas establecidas 
en las leyes del domicilio del deudor, ó del lugar en 
que se hubiere celebrado la obligación, si es que pu- 
diera deducirse de la forma y condiciones del contra- 
to, que se habían comprometido los que le celebra- 
ron, en la creencia de que había de ser cumplido el 
compromiso en el mismo punto en que se contraía, 
ya que el orden indicado está conforme con ló que 
expresa ó tácitamente parece haber pactado los con- 
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tratantes, y es además justo que se haga lo posible 
porque lias obligaciones se cumplan en la forma que 
estén celebradas. Si hubiere de aceptarse la paga de 
otra manera que la correspondiente á cada uno de 
los casos anteriores, tendrá derecho el acreedor, en 
nuestra opinión, á que se le indemnicen los perjuicios 
inferidos; pues aunque no sería esto, motivo bastante 
para alterar la legalidad existente en el sitio en que 
se Plagare, nos parece equitativo sean abonados los 
daños que por esta causa se irrogasen á aquel. 

Art. 98. La primera parte de esté artículo, reco- 
noce por fundamento el principio de que si es nece- 
sario para constituir los derechos capacidad personal, 
igual aptitud debe existir para renunciar los ya exis- 
tentes; la cual, como es natural, debe apreciarse con 
arreglo á la ley nacional del que renunciare, y em- 
pleando para hacerlo las formalidades exigidas por 
las leyes del lugar que rijan la obligación, en cuyo 
caso la renuncia extinguirá esta en su raíz, ó los xe- 
quisitos establecidos por la legislación del punto en 
que debía verificarse el pago, entendiéndose enton- 
ces como abandonada la deuda. 

Considerando que la quita ó espera acordada en 
concurso, es como una renuncia total ó parcial de los 
créditos, y teniendo en cuenta el carácter universal 
del juicio que con este motivo ha de instruirse, cree-, 
mos que todo acreedor, citado legalmente, se halla 
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oblig«ido á respetar los acuerdos que en forma legal 
se hayan tomado, según se dispone en la ley de En- 
juiciamiento civil, sea cual fuere la nacionalidad de 
aquellos, y la naturaleza de los créditos. Toda otra 
doctrina podría hacer ineficaz con la mayor facilidad 
los concursos, y atentaría contra el carácter uni- 
versal de las operaciones de comercio, que general- 
mente motivan estos juicios. 

Art. 99. Como la novación consiste en la extin- 
ción denlas obligaciones por la celebración de un con- 
trato segundo, que tiene por objeto reemplazar el an- 
terior, nos parece evidente, que la nueva obligación 
se ha de celebrar con arreglo á las leyes vigentes en 
^1 país de su otorgamiento, para que pueda producir 
el efecto apetecido con relación á la anterior; por tan- 
to, cumplidas estas, es indudable que no podrá tener 
fuerza el contrato que de este modo resulte novado. 

Art. 100. La extinción de las obligaciones por pres- 
cripción, reconoce por fundamento la idea, general- 
mente admitida, de que su falta de ejercicio duran- 
te un plazo más ó menos largo, las hace desaparecer. 
Cemo la ley del lugar que rige la naturaleza y fuerza 
legal de los contratos, es la que determina y sanciona 
su eficacia, es natural que su extinción por prescrip- 
ción sea regulada por la misma ley, ya que de un 
modo directo atenta contra la subsistencia del vínculo 
creado. 
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Art. 101. Cuando se hiciere imposible el. cumpli- 
miento del hecho pactado, ;a sea físicamente ó por- 
que lo prohibiesen las leyes dictadas con posteriori- 
dad á la celebración del contrato, se podrá exigir del 
deudor moroso la indemnización correspondiente al 
valor de la cosa ó hecho que debió prestar, ó los per- 
juicios inferidos directamente, si se probare que habia 
procedido fraudulentamente; pues si bien no puede 
hacer lo que la naturaleza ó las leyes del lugar en 
que debió cumplirse la obligación han hecho imposi- 
ble, es justo responda de su tardanza ó mala fé. 

Si el contrato se hubiese celebrado cuando el he- 
cho que se pactare era ya imposible, física ó legal- 
mente, la obligación seria nula desde ¡el principio, 
debiendo en nuestra opinión, responder de los per- 
juicios que irrogara el contrato, el que se haya obli- 
gado sabiendo la imposibilidad que existia en el país 
en que correspondiese cumplirlo, siendo distinto del 
de la nacionalidad de aquel que resultare defraudado; 
porque si bien es natural que conozcamos lo que es 
posible con arreglo al clima, y demás condiciones de 
nuestra patria, ó según sus leyes, que ni aun podemos 
ignorar, nada tiene de extraño que desconozcamos las 
circunstancias, productos y legislación de otros paí- 
ses, obrando por tanto de un modo fraudulento, el que 
se aprovecha de esta ignorancia. 



LIBRQ SEGUNDO. 

Del Dereclio interoacional priyado en sos reladones 
con el Derecho mercantil. 



CAPITULO PRIMERO. 
Capacidad de los extranjeros. 

La tendencia & la libre comunicación de los pue- 
l)lo6, en todo aquello que puede referirse á la contra- 
tación comercial, da al Dereclio mercantil un carác- 
ter cosmopolita, para cuyo desarrollo y progreso son 
barreras opresoras las fronteras que separan unas na- 
cionalidades de otras, viéndose constantemente, en 
prueba de la importancia grande que dan al mutuo 
auxilio que por medio del tráfico se prestan las in- 
dustrias y las diferentes producciones, marcado un 
^llo de generalidad, ante el que, en cuanto es posible, 
desaparecen las diferencias que en otros terrenos di- 
viden las naciones, convirtiendo en pueblos herma- 
nos, si bien por los lazos del bienestar material y de 
las transaciones interesadas, á los que en otro campo 
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quizás midan sus armas con implacable odio ó con 
insistencia jam&s rendida. Por esta razón todas cuan- 
tas dificultades ofrece en el terreno de la ley que seña- 
^ la los derechos constitutivos de la personalidad civil 
del ciudadano, la distinta nacionalidad á que cada 
uno pertenece, desaparecen en el Derecho mercantil, 
cuyo carácter universal se observa muy acentuado 
en los modernos tiempos, como puede verse en el ar- 
ticulo 2.^ de la Constitución ¡de 1876, que permite 
á los extranjeros ejercer libremente en territorio es- 
pañol sus industrias , entre las cuales consideramos 
comprendida de un modo incuestionable la mercan- 
til. Y si después de consig^nado este principio funda- 
mental, parecen antitéticas algunas aparentes limi- 
taciones que consignamos, tomadas del Código de 
comercio, el respeto que por una parte nos merecen 
leyes que no han sido derogadas, aunque procedan 
de épocas en que no era tan impetuosa la corriente 
generalizadora de esta rama de la legislación, y el 
convencimiento por otra, de que las limitaciones á 
que nos referimos son justas y defendibles, ó más de 
ima vez aparentes, nos han hecho conservar dichas 
disposiciones que consignaremos con muy ligeros 
comentarios. 

Art. 102. Por respeto al art. 18 del Código de co- 
mercio hemos copiado su precepto, aunque en verdad 
no hacia &lta; porque nada más natural que permitir 
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SU libre ejercicio á los españoles, ya que esta es la 
condición en que se hallan los extranjeros que se 
han naturalizado ó ganado vecindad. 

Art. 103. Este articulo como puede verse, se halla 
tomado del 2.^ de la Constitución de 1876, que permi- 
te á los extranjeros establecerse libremente en terri- 
torio español y ejercer en él su industria, en cuya pa- 
labra, sin inconveniente alguno, consideramos com- 
prendido el comercio, que según las doctrinas econó- 
micas universalmente admitidas, es una de las prin- 
cipales industrias á que el hombre puede dedicar su 
actividad. 

Quizás se crea que hemos podido omitir el párra- 
fo 2.° que tomamog' del art. 19 del Código de co- 
mercb; pues que sLSs libre el tráfico mercantil' con 
arreglo al precepto citado de la ley fundamental, los 
tratados son innecesarios. Mas como pudieran existir, 
y no sólo seria justo respetarlos, sino que hasta podría 
darse el caso de que consideraciones de decoro obli- 
gasen á modificar, restringiendo, tan amplia declara- 
ción si se limitase en otras naciones el ejercicio del 
tráfico mercantil á nuestros compatriotas, creemos 
que ningún inconveniente existe en mantener el ar- 
ticulo 19 de dicho Código, aun después de lo dispuesto 
en la Constitución del Estado. "* 

Art. 104. Natural es que el extranjero al hacer 
uso de la libérrima facultad que se le reconoce para 

8 
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ejercer en nuestro país el comercio como sí mera es- 
pañol, se considere sujeto á los tribunales naciona- 
les y á las leyes que rigen en España los- actos^ 
mercantiles; no de otro modo puede ser entendida lá 
libertad que se le otorga, es decir, con sujeccíon k 
las leyes establecidas. 

Artículos 105, 106 y 107. Los cargos en cierto mo- 
do públicos, que tienen los corredores, intérpretes de 
navio, agentes de cambio ó de bolsa y los arbitros (ar^ 
tículo 105), pues que los primeros además del carácter 
de intermediarios, tienen el de funcionarios reveBtidos^ 
de fé pública, y los segundos ejer-cen funciones judi- 
ciales, son la causa que el Código de comercio ha te- 
nido en cuenta para negar á los extranjeros el dere- 
cho de desempeñarlos. 

Por razón análoga, no puede tampoco ser capitán 
de una nave española, el que no sea natural y vecina 
de España (art. 107) , ya que la autoridad que ha de 
ejercer en aquella, amparada como se halla por la 
bandera que en sus velas lleva, y los perjuicios y pe- 
ligros que por dicho medio y carácter pudiera originar 
á la nacionalidad que laproteje, serian justos motivos- 
de sospecha y lina constante amenaza contra los má& 
elevados intereses; por esto, ni aun permite el Códíg'O' 
de comercio capitanearla al extranjero que tuviere car- 
ta de naturaleza, si no presentare una fianza equiva- 
lente á la mitad, cuando menos, del valor de la nave. 
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Por anáiog^os motivos no podían ser propietarios 
de una nave española, los que no fueren españoles; 
mas por decreto de 22 de Noviembre de 1868 se ha 
modificado esta doctrina, según puede verse en el lü- 
grar oportuno (art. 106}. 

CAPÍTULO II. 
De la letra de cambio. 

Artículos 108, 109, 110 y 111. El deseo de evitar 
por una parte la complicación que resulta de las doc- 
trinas consignadas por los autores en la materia rela- 
tiva á las letras de cambio, y por otra- la necesidad de 
inspirarse en un criterio equitativo para todo aquello 
que marca una fase de la vida mercantil, cuyo carác- 
ter cosmopolita es evidente, nos ha hecho condensar 
la solución de los problemas que sobre este punto se 
acostumbran á {)lantear, en muy cortas afirmaciones, 
que además de resolver concretamente los puntos que 
abrazan, procuran concilisir los intereses de los co- 
merciantes, cuyas operaciones deben ser interpreta- 
das, no tanto por medio de reglas ó quizás sutilezas de 
jurisconsultos, como por la buena fé de los que con- 
tratan. 

En consonancia con estas afirmaciones, consig- 
namos en el art. 108, que las letras de cambio debe* 
r&n. ser Ubradas, endosadaa, aceptadas ó protestadas 
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de la manera que preaoríban las leyes del lugar en 
que haya de verificarse cada uno de estos actos, pues 
parece lógico que su legalidad externa se acomode & 
las reglas encarnadas en la legislación del pais en 
que se otorgan, sin que haya, no obstante, inconve- 
niente alguno, en dar validez legal á los hechos jurí- 
dicos de esta clase, que por acuerdo de* las partes se 
hubiei:^» atemperado á las formalidades establecidas 
en el punto designado para el pago, ó en que haya de 
producirse cualquiera de los efectos propios de las le" 
tras de cambio. Esta doctrina, que sin inconveniente 
alguno hemos condignado para otros muchos actos, 
tiene una aplicación más incuestionable en el dere« 
cho mercantil, que por su carácter menos exclusivista, 
exige que se dé validez á los contratos, sea cual fuere 
el punto en que se otorgaren, y con tanta más razón, 
cuanto que se ha adoptado como norma páralos rela- 
tivos á las letras de cambio ^ la legislación del pais en 
que han de pagarse ó producir cualesquiera otros de 
sus efectos; porque si los pueblos pueden proceder con 
alguna parsimonia para dar validez á sucesos de la 
vida civil, como el matrimonio, v. gr., si otorgados 
con sujeción á leyes extrañas falseasen los preceptos 
de las propias; pues muchos de ellos producen efectos 
trascendentales y permanentes en la manera de ser 
ulteriores de aquellos que los celebran, la vida fugaz 
por el contrario, de cuantos se refieren al comercio, 
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permite obrar con mayor latitud, con lo cual se en- 
fiancharán las relaciones mercantiles de los pueblos^ 
favoreciendo por tanto su mutua comunicación. Ya 
que no hay un derecho comercial único como seria 
conveniente, es justo que todos admitan la leg'alidad 
de los actos otorgados según las reglas vigentes en 
el país de sut)rigen. 

Por esta misma razón consideramos (art. 109), que 
si alguno girase una letra de cambio contra una pla- 
za extranjera, según las leyes del país en que fuere ex- 
pedida, se deberá responder de ella con arreglo á la 
l^islacion del punto en que se giró, del mismo modo 
que relativamente á los actos como endosos, afianza- 
mientos, etc.^ que tuvieren lugar en el territorio del 
de su origen; pues es natural, que dado el punto del 
otorgamiento, de cuya legislación toma su funda- 
mento el aspecto jurídico que sin duda le correspon- 
de, sea así apreciada la validez de cuanto se hiciere 
dentro de la nación en que tuvo principio. Mas como 
al expedirse la letra, el librador y los demás por cu- 
yas manos pasó, obraron ya bajo la base de que habia 
de producir sus efectos en una plaza extranjera, nos 
creemos autorizados para suponer que, no obstante 
las diferencias que es j^osible existan en las respecti- 
vas legislaciones, d^an hallarse obligados á recono- 
cer la legitimidad ¡y eficacia de todos cuantos paso& 
legales diere en el país en que hubiese de hacerse efec-^ 
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tiva, hasta su pago ó protesto correspondiente, según 
los casos; asi como por el contrarío, su entrada inopi- 
nada en otra nación diferente, quizás por una cau- 
sa accidental, no suponemos (art. 110), pueda ser 
motivo bastante para producir responsabilidad al- 
guna en los que anterior ó posteriormente hubieren 
negociado ó intervenido en cualquiera da las opera- 
ciones de la letra de cambio verificadas ó que se eje- 
cutaren en otra nacionalidad distinta de aquella en 
que fué expedida ó deba pagarse; pues que los endo- 
sos, afianzamientos, intervenciones, pagos y protes- 
tos, es natural que surtan siempre entre aquellos que 
los verifican, los efectos que les correspondan como 
contratos perfectos, según las leyes del país en que 
tuvieron origen (art. 111), sin que deba, no obstan- 
te, modificarse la responsabilidad de los que con an- 
terioridad ó posterioridad se hubieren obligado, se- 
gún las reglas de la nación que rigiere el acto, de 
acuerdo con lo establecido en el art. 103. Esta doc- 
trina no sólo nos parece racional, sino que se halla 
confirmada por la respetable opinión del Tribunal Su- 
premo, que en sentencia de 18 de Marzo de 1875 esta- 
bleció, «que los endosos de los que sucesivamente va- 
yan adquiriendo la propiedad de una letra de cam- 
bio, comprenden dentro de si, otros tantos contratos 
perfectos, entre el respectivo endosante y aqud á 
qui^i la trasmite, independientemente del contra- 
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to primitivo celebrado entre librador y tomador, y 
jcbúb, uno de estos contratos se rige, no solamente en 
cuanto ¿ sus efectos jurídicos, sino aun en cuanto 
é, su forma, por las leyes del lugar en que se cele- 
bran y redactan, » lo cual creemos aplicable á los de- 
más actos, que con motivo de las letras de cambio 
tienen lugar. 



CAPÍTULO III. 

De las quiebras. 

Es uno de los puntos más importantes del Debecho 
iNTEBNAOiONAL PRIVADO CU SUS rclacioues coii cl Mcr- 
<»ntil, el que se refiere á las quiebras; no sólo por las 
graves consecuencias que han de producirse el dia en 
que hubiere motivos fundados para sospechar, que van 
á quedar sin satisfacerse los créditos contra un comer- 
ciante, sino porque extendiendo este las operaciones 
de su tráfico á distintos países, en los que puede ser di- 
ferente el criterio con que sean apreciados los efectos 
y garantías de los derechos creados al amparo de su» 
Tespectivas legislaciones , es inminente el riesgo de 
que surjan conflictos, tanto más tenazmente defendí- 
-dos, cuanto que les da vida el empeño de disputar 
jpalmo á palmo el único asilo que un acreedor encuen- 
tra para cobrar, librándose de que su crédito figure 



1 20 DE RECHO INTERNACIONAL PiU VADO. 

en el concurso, frente al interés que los demáa tíeneu 
de compartir con él la desgracia, distribuyendo entre 
todos la que constituya la fortuna del deudor. 

Si á esto se agrega la gran divergencia que existe^ 
entre los escritores que se ocupan del Derecho inter- 
nacional, sobre las complicadas cuestiones que pue- 
den originar las quiebras, principiando por poner en 
duda cuál el la fuerza y alcance que debe tener la de- 
claración hecha en un país, y. qué personalidad haya- 
de ser reconocida á los síndicos en otro diferente, se- 
comprenderá cuan espinoso es el camino que tene- 
mos que recorrer en los cuatro artículos que abraza^ 
este título, pequeña síntesis que, á nuestro entender,, 
condensa los principios cardinales de la materia, y 
con cuánta más razón nos inspira desconfianza nues^ 
tro trabajo, al procurar la conciliación de las opinio- 
nes más encontradas, y al aceptar principalmente el 
criterio que hemos considerado menos expuesto á- 
inconvenientes. Porque ni los mismos autores siguen 
siempre la clave que una vez aceptaron, ni los tribu- 
nales han resuelto siempre de igual manera las cues- 
tiones que eran llamados á decidir; siendo por tanto 
imposible encontrar base bastante segura para dar- 
una solución que haya de ser uniformemente adopta- 
da, que sólo la existencia de tratados, de que hoy ca- 
recemos, pudiera proporcionar. Explicaremos la opi- 
nión que creemos más aceptable. 
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Artículos 112 y 113. Todas las legislaciones estáw 
conformes en señalar como punto para fijar la com- 
petencia del juez que ha de entender en las quiebras^ 
el domicilio del comerciante que se declara en con- 
curso; porque tratándose dé un juicio en que ha de- 
ser residenciado todo el haber activo y pasivo del 
deudor, como universal que es, era imposible adoptar 
otro criterio, dada la heterogeneidad de las acciones 
y la multitud de personas que pueden estar interesa- 
das en el mi^mo, si es que la cuestión siempre grave 
<ie la jurisdiccion,^ no había de ser causa de compli- 
caciones y dificultades; esto, aim aparte de que en el 
domicilio tiene su fundamento la personalidad del 
comerciante, y en él hallan sus pruebas los actos^ 
metcantiles y su conducta, por medio de los libros de 
contabilidad. ^ 

Sí es por tanto juez competente para conocer de 
la quiebra el del domicilio del concursado, es también 
natural, que á no fraccionar lá unidad del juicio, su 
declaración, sustanciacion, calificación y demás efec- 
tos que procedan, se regulen con arreglo á la legisla- 
ción vigente en el mismo punto, sea cual fuere el 
lugar en que residieren los acreedores ; por esto son 
citados para que puedan comparecer, aun los que se 
hallaren eil el extranjero: y como el Derecho mercan- 
til tiene, según hemos dicho, un carácter universal^ 
que es lo que constituye su vida y manera dé ser. 
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nada tiene de extraño suponer , que los tribunales 
ante los que se sustancie una quiebra, dicten fallos y 
determinaciones que en todas partes hayan de ser res- 
petados, aun sin necesidad, diriamos nosotros, de 
su presentación en el tribunal de justicia que en cada 
nación exista establecido, para dar cumplimiento á las 
sentencias dictadas en el extranjero, pues esta doctri- 
na fayoreceria al comercio, desligándole de trabas,, 
que si no se hacen tan sensibles en la vida civil, yo- 
que muchos de sus actos ostentan, sin duda, una 
fase de mayor perpetuidad, ó más persistente al me- 
nos, dificultarla el tráfico entre comerciantes de> di- 
versas nacionalidades, si pensasen en las complica- 
ciones qne podrá producir un mal entendido exclusi- 
vismo en las operaciones mercantiles. Mas como la 
ley de Enjuiciamiento civil en sus artículos 922,923, 
^24 y 925, terminantemente preceptúa las reglas ái 
que deberán atemperarse las reclamaciones que ten- 
gan por objeto pedir el cumplimiento de las senten- 
cias dictadas por tribunales extranjeros, creemos que 
no se podrá prescindir de la observancia de estas 
disposiciones, aunque no las^ consideramos muy con 
formes con la naturaleza del comercio, ni con la ín- 
dole del juicio universal sustanciado con motivo de 
las quiebras. Opinamos, sin embaído , que no habr4 
el mismo inconveniente para que las providencias 
dictadas durante la tramitación de un concurso, con 
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el objeto de asegurar interinamente el caudal y la 
interdicción de bienes que necesariamente produce 
en el deudor, ^ean atendidas y respetadas en todas 
partea de ig^iial modo que si procedieran de sus pro- 
pios tribunales; pues reconocida la competencia para 
entender en la sustanciacion, declaración y califica- 
ción de la quiebra, es natural sean admitidas sus con- 
secuencias, entre las cuales consideramos como una 
de las principales, la de reconocer además la persona- 
lidad de los síndicos, y su derecho para obrar y dis- 
poner de los bienes, tanto muebles como inmuebles 
del deudor, sea cual fuere el punto en que se hallaren 
estos, pues no altera el orden de la propiedad, ni 
ofende la soberanía de los Estados, el que los derechos 
que una persona pueda tener, y su representación le- 
g^l se reflejen en la forma que proceda sobre los ob- 
jetos que tenga en distintas nacionalidades, siempre 
que los tribunales que entiendan en el concurso, y 
los síndicos nombrados, se acomodaren para su tras- 
misión y venta á las leyes del punto en que aquellos 
se hallaren. ¿Se habían de producir tantas quiebras, 
cuantos fueren los lugares en que tuviere bienes el 
comerciante jq[uebrado? ?. Quién podrá sostener una 
doctrina tan contraria á la naturaleza del comercio, 
tan dispendiosa, y que de un modo tan grave perjudi- 
caría los derechos de los acreedores? ¿No se adivinan 
los repetidos fraudes, que sin duda causarían los 
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comerciantes, si prevalidos de este asilo, qaeen el ex- 
tranjero hallare su fortuna, contra las justas reclama- 
ciones de los acreedores, llevaren en cuanto lea fuera 
posible sus capitales ¿ regiones extrañas parA sus- 
traerlos de una quiebra más ó menos probable? Nos- 
otros creemos, que si una razón de dignidad y de so- 
beranía adhiere á las paredes del hogar doméstico la& 
relaciones y derechos que en la familia se crean ó 
que viven asidos á la propiedad, considerada coma 
institución civil, no hay razón alguna que justifique 
el que los efectos de una quiebra se hayan de locali- 
zar en el punto de su nacimiento; pues lejos de haber 
interés en que el comercio se oprima dentro de la» 
fronteras de las naciones, tiende á rebasarlas y & ex- 
tender su vida por todos los países civilizados. 

El respeto que merecen los derechos garantizados 
con hipoteca, nos hace consignar que no alcanzarán 
los efectos de la quiebra á modificar ni á obligar á 
que entren en el concurso los créditos garantizado» 
con hipoteca, ni los derechos que afectaren directa- 
mente bienes sitos en el extranjero, procedentes de 
actos no comerciales, y cuyo origen sea anterior á la 
declaración de la quiebra, á no ser que resultare ha- 
berse procedido con mala fé por parte del concursa- 
do, y tuviere conocimiento del fraude la persona en 
cuyo favor apareciera hecho el contrato, ó participa- 
se á título lucrativo. 
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Si por consideraciones de nacionalidad^ ó por esas 
«temas cuestiones que producen entre los tratadistas 
de Dbbbcho internacional privado^ los ll^imados es- 
tatutos personal y real, se niegfan las naciones á re-^ 
conocer tan naturales efectos de las quiebras, á true- 
que de sostener un mal entendido derecho de sobera- 
nía, inaplicable en este caso por el carácter universal 
que nadie desconoce en el comerciante, se proporcio- 
nará, sin quererlo, escudo inexpugnable al que pro- 
ceda de mala fé, y procure sacar sus capitales del país 
en que se dedica al tráfico» parapetándose inicua- 
mente tras del patrocinio injustificado que le presenta 
la nación en que llegare á ser propietario. Pues con- 
viene observar, que nuestro objeto por medio de estos 
artículos, se reduce á consignar los efectos que en 
nuestra opinión debe producir la quiebra decretada 
en ún país, en otro ú otros, en que el concursado tu- 
viere bienes ó derechos de cualquier clase, con los 
que se pudiera pagar á los acreedores. 

Artículos 114 y 115. La doctrina consignada en 
los dos artículos anteriores, no es obstáculo para 
reconocer que, si el comerciante concursado tuvie- 
^le, V. gr., en España, y en otra nación dos estableci- 
mientos mercantiles, regidos independientemente y 
sin relaciones entre sí, no habrá motivo en este caso 
para que la quiebra declarada con relación al uno de 
los dos, comprenda la vida y manera de ser del otro, 
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á no ser que cualquiera de aquellos pudiera ser con- 
siderado como sucursal; pues parece justo, no obs-« 
tante el carácter cosmopolita del tráfico comercial, 
que cada uno de dichos establecimientos tenga un 
punto de origen de donde parta, asi su determinada 
legalidad, como el crédito que disfruta; y aunque no 
se nos oculta, que alguna vez podrán originarse per- 
juicios por la mala fé de un comerciante, si pretende 
en determinados casos hacer vivir un comercio esta- 
blecido en país extraño á expensas del que tenga en el 
propio ó viceversa, algo podrá aminorar sus efectos el 
temor á la grave responsabilidad que pesará sobre el 
que obrando de este modo, patentizase al ser decla- 
rado en quiebra, su fraude ó alzamiento de caudales. 
Para aminorar en cuanto sea posible estos perjui- 
cios, sin lastimar, no obstante, los derechos de los 
acreedores del establecimiento no concursado, reco- 
nocemos por medio del art. 115, el derecho que les da 
la quiebra, representados por sus síndicos, de recla- 
mar lo que creyeren conveniente para asegurar sus 
créditos, y aun para pedir la quiebra por la parte que 
resultare sin cubrir, ó no hubiere sido objeto de con- 
venio alguno; entendiéndose, sin embargo, que Id^ 
efectos de dicha declaración, se limitarán al sobrante 
que resultase, después de atendidas las obligaciones 
afectas á la casa establecida en el extranjero de un 
modo independiente. 



LIBRO TERCERO. 



Del Derecho internacional en sus relaciones con el Derecho 

penal. ^ 



TITULO ÚNICO. 

Artículos 116 al 124. La ley orgánica del Poder 
j'adicial, ha quitado las dudas que pudieran existir so- 
bre la ftierza y alcance de las leyes penales, ya dentro 
del territorio con relación á delincuentes que no sean 
españoles, ó ya fuera para perseguir y castigar he- 
chos perpetrados por nacionales en algunos casos , ó 
por extranjeros en determinadas circunstancias; bi^n 
es verdad, que era casi unánime el parecer de los es- 
critores, confirmado por repetidas sentencias de los 
tribunales, de que las leyes penales por cuanto san- 
cionan los más importantes derechos relativos al or- 
den público y privado, y dan seguridad á la persona 
en su vida, en su honor, en su propiedad, etc., debian 
tener fuerza suficiente para imponerse á todos los 
que se hallan en un país, siquiera sea accidentalmen- 
te. No seria posible mantener de otro modo las na- 
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cíonalidades, y es además justo y perfectamente con- 
forme á la reciproca consideración que los hombres 
deben guardarse entre si, el respeto á las disposicio- 
nes que mantienen el orden y organización de los Esta- 
dos, por ninguno con tanta menos razón infringidas, 
como por aquellos que deben su permanencia en uu 
país distinto del propio, á motivos de generosa defe- 
rencia ó delicada hospitalidad. 

El carácter de las leyes penales es, pues, esencial- 
mente territorial; no pudiendo prescindirse de esta 
fisonomía, sino cuando aplicándola con exageración, 
í4e hubiera de proporcionar medios fáciles para herir 
desde naciones extrañas los más importantes elemen- 
tos de vida en otras, alentando al criminal la iDipnni- 
dad con qu6 en tal caso podría delinquir, ó si motivos 
de respeto á elevadas instituciones ó á quienes desem- 
peñan determinados cargos públicos, representando 4 
otra nación distinta de aquella en que delinquiesen, 
obligaren á entregar al culpable á las autoridades de 
la nación de su procedencia, absteniéndose de impo- 
nerle castigo alguno. Fuera de estos casos, la perse(Ju- 
cion y castigo de los crímenes de toda clase, aunque 
se hayan perpetrado por extranjeros, es natural cor- 
respondan á las autoridades del punto en que se hu- 
biere delinquido, sin que deba entorpecer la acción 
de los tribunales, la razón de no ser el supuesto reo 
de la nacionalidad que pretende tener derecho á juz- 
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^rle y castigarle en su día. El pabellón nacional cu- 
bre en verdad á los subditos de un país, para librearles 
de los atropellos de que pudieran ser victimas en otro 
pueblo; pero este patrocinio tan natural como opor- 
tuno, no puede llegar hasta convertirse en causa de 
impunidad: que si el desamparo en que parece ha- 
llarse el hombre cuando pisa un territorio extraño, 
podria alguna vez perjudicarle en naciones que des- 
oyeren cuanto la^ civilización exige, tampoco debe 
desconocer la circunspeccioi^ con que está obligado á 
obrar en el pueblo que le recibe, siquiera sea de un 
modo accidental, cuya tranquilidad, derechos y or- 
ganización bajo ningún pretexto puede lesionar, al 
menos impunemente. 

Aunque nada hallamos establecido en la ley orgá- 
nica del Poder judicial, ni en la de Enjuiciamiento 
criminal, exigiríamos que se mandase testimonio de 
toda sentencia dictada en las causas seguidas contra 
extranjeros ó contra españoles por delitos cometidos 
•en el extranjero, con arreglo á los artículos que ex- 
plicamos, á los gobiernos ó agentes diplomáticos de 
la nación del reo, ó del territorio en que se hubiere 
delinquido, como satisfacción de haberse procedido 
con justicia y legalidad; de este modo no ocurrirían 
conflictos que conviene alejar á todo trance, y po- 
drían hacerse, por los respectivos gobiernos, las recla- 
maciones que se considerasen oportunas, antes de 

9 
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tener las sentencias el carácter de ejecutorias, evitán- 
dose al mismo tiempo gravísimas é insolubles dificul- 
tades prácticas. 

Siempre es necesario, que los jueces y tribunales 
procedan con grande respeto á las leyes de toda clase; 
pero si alguna vez conviene grande comedimiento, e& 
sin duda en los casos á que hacen referencia estos li- 
geros comentarios. La nimia observancia de los pre- 
ceptos de la ley, será siempre escudo fuertísimo que 
libre á los funcionarios judiciales de toda responsabi- 
lidad y disgustos. 

Estas doctrinas tan claras, y el respeto que siem- 
pre es debido á las sentencias dictadas por los tribu- 
nales establecidos, que ya han juzgado sobre la de- 
lincuencia de la persona que se supone responsable de 
un acto criminal, son la úniCa aclaración que hemo» 
considerado oportuno consignar, para justificar los 
artículos comprendidos desde el 1 16 al 124, ya que 
con arreglo á la índole de nuestra obra, cumplimos 
con decir, que no hemos hecho otra cosa que copiar 
el 333 y siguientes hasta el 341 de la ley orgánica 
del Poder judicial. 

Es posible se nos critique el haber colocado los an- 
teriores preceptos en esta parte de la obra, suponien- 
do que tendrían cabida más oportuna al tratar en el 
libro IV de los procedimientos criminales, ya que se- 
ñalándose en aquellas disposiciones los casos en que 
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los laribunales españoles, pueden ó no entender de 
determinados delitos, parece que más bien desarrollan 
pimtos de competencia judicial. Así lo hubiéramos 
comprendido en verdad, si los artículos de la ley or- 
gánica del Poder judicial á que nos referimos, no tu- 
vieran, en nuestra opinión , otra consecuencia más 
grave y trascendental. 

No determina dicha ley las causas qué hacen com- 
petente á uno ú otro tribunal español para conocer 
y sustanciar \m proceso criminal; más bien creemos 
ver determinado en ella cuándo es delito, legalmente 
considerado, el hecho que en condiciones.ordinarias es 
siempre apreciado con dicho -carácter, ó los casos en 
que no puede tener ante la ley española aquella con- 
dición, por haberle perpetrado determinados indivi- 
duos: pues siendo el delito, no tan solo el quebranta- 
miento voluntario é intencional de un derecho, ni la ac- 
ción intrínseca ó extrínsecamente mala, sino en cuan- 
to se halla penada por la ley, deja de ser crimen para el 
derecho común, por más que lo sea ante las prescrip- 
ciones del derecho internacional, el acto que ejecuta- 
ren Príncipes de familias reinantes ó las demás perso- 
nas que enumera el art. 334 de la citada ley, ya que 
no es posible castigarlo; así como tiene aquel carác- 
ter ante los tribunales españoles el hecho practicado 
en el extranjero, supuestas las circunstancias que la 
misma ley indica en los siguientes artículos; razón 



132 DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO. 

por la que hemos considerado que aquellas disposieio- 

nes tienen aquí lugar más oportuno^ que en la parte 

que destinamos á tratar.de los procedimientos crimi- 
nales. 

Artículos 125 y 126. Los tribunales de justicia al 
sustanciar las causas que instruyen, y calificar la res- 
ponsabilidad que corresponda en los delitos cometidos 
fuera del territorio nacional por españoles puestos & dis- 
posición del Gobierno, seg-un lo consignado en el ar- 
tículo 117, ó por razón de los delitos que comprende 
el 119 y los demás relacionados con él, no podrán apli- 
car otra legrislacion, que la señalada en nuestros códi- 
gos; ya que se hallan investidos de potestad para admi- 
nistrar justicia, de conformidad con las leyes estable- 
cidas en la nacionalidad en que ejercen jurisdicción, y 
no con arreglo á las que se hallaren vigentes en cual- 
quier otro país. Graves pueden ser, algunas veces, las 
discrepancias que por esta causa se produjeren, pues 
hasta pudiera suceder que la legislación de un Estado 
deje en la impunidad hechos que se hallen castigados 
severamente por la de otro pueblo, ó cuando menos 
es posible y aun frecuente el caso de que sea distinto 
el criterio de cada país para apreciar la diferente gra- 
vedad de los delitos, y aun el carácter y naturaleza de 
las penas. 

Si estos inconvenientes parecen de importancia, 
imposible es evitarlos, pues reconociéndose facultad 
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en ciertos casos para que los autoridades judiciales de 
uñ país conozcan de crímenes cometidos en otro, estas 
no pueden aplicar leyes, que ni deben conocer ni están 
obligadas á respetar. 

Guiados algunos autores, no obstapte , por senti- 
mientos más plausibles que acertados, defienden que 
cuando fuere más benigna la legislación penal del 
punto en que se hubiere delinquido, que la del país en 
que haya de juzgarse del hecho criminal, se deba cas- 
tigar el delito por la penalidad señalada en el prime- 
ro de dichos pueblos; doctrina que es más bien hija de 
nobilísimos deseos que de principio alguno jurídico. 
Deseando ajustar nuestra opinión á la legalidad más 
estricta, consignamos que podrá considerarse como cir- 
cunstancia atenuante, el haberse perpretado el hecho 
en un país que diere menor importancia al delito de 
la que tuviere ante las leyes patrias, la cual guardfl. 
cierta semejanza con el número 3.° del art. 9.^ del Có- 
digo penal, pues en cierto modo parece que en este caso 
no ha tenido el ;delincuente intención de cometer un 
delito de tanta gravedad como el que produjo. Esta 
doctrina no siempre sera, sin embargo, aceptable, por 
cuya causa encomendamos su apreciación á los tribu- 
nales de justicia, pues si bien la consideramos admisi- 
ble cuando fuese extranjero el criminal, no nos pa- 
rece que merece estimarse si fuere español, y tanto 
menos ejerciendo algún cargo público, pues que 
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en estos casos, además del escándalo mayor produ* 
cido por haberse cometido el delito fuera de la madre 
patria, quizás quiso prevalerse, de su alejamien- 
to de ella para conseguir más fácilmente la impu- 
nidad. 

No consignamos artículo algfuno que teng^ por ob* 
jeto el reconocimiento en las naciones, del derecho que 
les pertenece á negar á ciertas personas la hospitalidad 
que desean, y la facultad de expulsarlas del territorio 
aunque se hallaren investidas de carácter diplomático, 
pues no creemos que esta materia pueda caber dentro 
del objeto de nuestro trabajo, 

Art. 127. Si como consecuencia de la penalidad 
impuesta á un reo tuviera también la interdicción ci- 
vil, con arreglo á los principios indicados, deberían 
desconocerse sus eftectos fuera del territorrio hasta 
cuyas fronteras llega la jurisdicción criminal del tri- 
bunal sentenciador. Pero esta doctrina tan natural 
con relación á las demás penas, no puede aplicarse 
inflexiblemente con respecto á la que motiva este ar- 
tículo; porque como la interdicción no tanto elimina* 
Ó limita las manifestaciones constitutivas de la perso- 
nalidad, cuanto modiñca la capacidad del individuo 
para poder ejercitar determinados derechos, creemos 
que aunque no se aprecie dicha penalidad de otro 
modo que como un hecho, no hay medio de evitar que 
>sus efectos civiles se produzcan, y en tal concepto 
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«ean reconocidos en todas p^^rtes de la manera en que 
los coloca la ya citada pena. Porque si los derechos 
individuales y las relaciones de familia están regidos 
por la legislación persoi)ial en la forma que hemos 
demostrado y consignado en el libro I, no puede apli- 
4saTñe otzra legislación para el ejercicio de los dere- 
chos que sean su consecuencia, más que aquella que 
les sea pertinente, y del modo admitido por su propia 
legalidad originaria, sea cual fuere la procedencia de 
donde puedan venir sus cambios y modificaciones. 
¿Cómo se ha de consentir, que el padre ejerza los de- 
rechos da patria potestad, si la legislación que ordena 
las relaciones de familia no se los reconoce? 

Art; 128. La restitución, reparación, indemniza- 
ción de perjuicios y el pago de las costas procesales, 
cuando son consecuencia de la sustanciacion de un 
procedimiento criminal, ya sea con el carácter de ac- 
cesorias de otra? principales, ó como únicas que se 
imponen á personas que no han delinquido, no pue- 
den producir sus efectos fuera de la nación á que per- 
tenece el tribunal sentenciador ; porque si bien es 
verdad, que las privaciones que producen son pura- 
mente civiles, su relación con la jurisdicción criminal 
es esl^echislma, y sin modificar la personalidad del 
individuo á quien se imponen, á diferencia de lo que 
sucede en la interdicción, afectan de un modo directo 
su propiedad, no limitando tan sólo la facultad de dis- 
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poner de ella, sino arrebatándola de sus manos» si^- 
quiera sea justamente. 

Nos separamos al consignar esta doctrina de la. 
opinión de respetables tratadistas, entre ellos F<e1íx^ 
que suponen la posibilidad de que dichos fallos sean 
ejecutados de la misma manera que las sentencias- 
dictadas por tribunales extranjeros en materia civil 
lícita, si además reunieren la circunstancia de haber- 
las origmado el ejercicio de acción personal; requi- 
sitos que sin duda alguna ^reúnen la reparación del 
daño, indemnización de perjuicios y el pago de las. 
costas, pues la restitución más bien consiste en el 
ejercicio de una acción real, es decir, la reivindicato- 
ría. Pero si como veremos después al comentar el ar- 
tículo 625 de la ley de Enjuiciamiento civil, que co- 
piamos en el capítulo I del libro IV, dicha declaración? 
produce graves inconvenientes prácticos, no obstante 
resultar de reclamaciones meramente civiles y sin 
contacto alguno con la materirf criminal, con mucha. 
más razón habrían de originarse si se pretendiera de- 
mandar ante los tribunales el cumplimiento de eje- 
cutorias dictadas como consecuencia de delito», aun- 
que tan sólo fueren con relación á efectos civiles. 

Opinamos, sin embargo lo ya dicho, que las dili- 
gencias judiciales instruidas con motivo de una causa, 
criminal, de la cual resulte la procedencia de las re- 
clamaciones civiles antes mencionadas, podrían ser 
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apreciadas como documentos fehacientes para aere* 
ditar los hechos de que hubieren de resultar dichas 
responsabilidades, las cuales seria posible demandar 
ante los tribunales civiles españojles, si procediere el 
juicio civil del ejercicio de algfuna acción que los 
haga competentes, s^gfun lo dispuesto en los artícu- 
los 2.^, 3.^, 4.<>, 5.*> y 6.<^ de la ley de Enjuiciamiento 
civil. Negarse aun en esta forma á hacer efectiva la 
responsabilidad civil porque proviniera de un delito, 
seria inspirarse en principios exclusivistas inadmisi' 
bles, y conceder injustificadamente una protección á 
criminales, que no se dispensarla á deudores. £1 que 
recibiere algún perjuicio por consecuencia de delito, 
puede intentar dos caminos para resarcirse del daño; 
uno acudiendo á la causa criminal, que como acceso- 
ria ha de producir la responsa bilidad civil , y otro 
demandando judicialmente la subsanacion de los per- 
juicios por medio del pleito que corresponda : así lo 
confirma la ley provisional de Enjuiciamiento crimi- 
nal en su art. 3.**, al declarar que las acciones que 
nacen de un delito ó falta, podrán ejercitarse junta ó 
separadamente, y es evidente que no puede negarse 
en este segundo concepto el auxilio que se demande 
en los tribunales españoles, según su respectivo caso 
y lugar. 

Artículos 129, 130 y 131. Estos artículos están casi 
literalmente copiados de la ley de 26 de Julio de 1878, 
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dictada pata evitar los actos que pudieran ejecutarse 
con niños & quienes se les hace tomar parte en ejer- 
cicios arriesgados, abusando sin duda algruna del po- 
der que la ley ha confiado á sus padres ó guardado- 
res. Los artículos de dicha plausible disposición, que 
tibien relación con el objeto de nuestro trabajo» son 
los que hemos tomado para hacerlos fígfurar en este 
lugar. 



•" « 



LIBRO CUARTO. 

Del Deredio iiitenitci<mal en sus relaciones con los proce- 

dimienlos judiciales. 



TÍTULO I. 

DE L-OS PROCEDIMIENTOS ClvrL.ES. 



CAPÍTULO PRIMERO. 

Jurisdicción contenciosa. 

Es sin duda inherente & la idea de la soberanía de 
los Estados, y conforme con la independencia de los 
mismos, el que los actos de jurisdicción, cuya eficacia 
es imposible desconocer dentro de la nacionalidad en 
que los tribunales se hallan establecidos, carezcan de 
fuerza para atravesar las fronteras, más allá de las 
cuales no tienen valor. Porque ejerciéndose la juris- 
dicción en nombre del poder público constituido , no 
puede exigirse á las demás naciones la obligfacion de 
obedecer las providencias ó resoluciones judiciales 
dictadas por tribimales del extranjero, á no ser que 
ae pretendiese que la autoridad sea también obedecí* 
da fuera del territorio en que ejerza su cargo. 
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Art. 132. Por cuya razón establecemos en este ar- 
ticulo, que los juicios de toda clase que se interpu- 
sieren en los tribunales españoles, tanto por extranje- 
ros como contra ellos, se sustanciarán con arregla 
á lo dispuesto en nuestras leyes de procedimientos,, 
que es el único camino legal para que aquellos pue- 
dan ejercer su jurisdicción. Dentro de estos tramites,, 
las diligencias judiciales tienen grande respetabi- 
lidad, y las sentencias llegan á adquirir el carácter y 
santidad de cosa juzgada: fuera de ellos, por el con- 
trario, tiene asiento la arbitrariedad y la nulidad en 
todo la actuado. 

Siendo, pues , imposible dejar al capricho de los 
particulares la decisión de cualquier clase de contro- 
versia, en la que se hallen interesados extranjeros 
como demandantes ó demandados, no hay más solu- 
ción á esta dificultad que, ó decidir que los tribu- 
nales no tuvieran competencia para entender en 
.dicha clase de asuntos, lo cual perjudicaría á los ex- 
tranjeros, cuyos derechos estarían á merced de hom- 
bres protervos, por la seguridad de que no hablan 
de ser demandados á juicio, inspirando al mismo 
tiempo desconfianza á las personas que hubieran de 
proceder con ellas de buena fé al reflexionar que ca- 
recían sus derechos de la garantía que siempre origi- 
na el poder acudir á los tribunales, ó es imprescindi- 
ble abrir las puertas de la administración de justicia, 
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«n tales casos, y reconocer por tanto la competencia 
de las autoridades judiciales españolas para entender 
«n los juicios en que algfuna de estas personas tuvie- 
ran interés bajo cualquier concepto; lo cual, como es 
natural, produce además la consecuencia de que di- 
<5btó juicios se hayan de sustanciar con arreglo á los 
trá^nites establecidos en nuestras leyes procesales, 
ánicas que "pueden tomarse como norma para que los 
tribunales cumplan su misión. 

El artículo que explicamos, demuestra que nosotros 
}iemos resuelto el dilema en el segundo sentido, con 
tanto más motivo, cuanto que el decreto de unifica^ 
cion de fueros de 6 de Diciembre de 1868, no reco- 
noce la jurisdicción especial de extranjería, que nin- 
^gnna razón justifica ya. Las reg-las del procedimiento 
^ivil inspiradas principalmente en preceptos genera- 
les de crítica, no reflejan ya el exclusivismo y la aus- 
teridad formularia que hizo precisa en Roma la crea- 
ción del pretor peregrino para administrar justicia á 
los extranjeros, por cuya causa no habrá inconve- 
niente algnno que impida el que, sin perjuicio de que 
los tribunales tengan presente la legislación que, se- 
gún los casos, deba ser aplicada en cuanto á los de- 
rechos que se litiguen, se ajuste la sustanciacion de 
los juicios alo dispuesto en nuestras leyes de proce- 
dimientos, cuando fuere demandante ó demandada 
-alguna persona procedente de país extraño. 
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Artículos 133 al 139. Deseando evitar la ley de ÍEn- 
juiclamiento civil, que el extranjero escudándose en 
que su presencia personal en el suelo que pisa por no 
haber de ser permanente ni tener vinculo alguno que 
le adhiera al mismo, pueda interrumpirla cuando 
quiera, sin dejar huella de ninguna clase que sirva 
de garantía, convirtiendo el acto de natural deferen- 
cia á que nos referimos en el artículo anterior, en 
arma con que moleste injustamente á españoles, 
obligándoles á comparecer en los tribunales para 
contestar demandas quizás temerarias, que más tar- 
de han de abandonar, dejando al mismo tiempo sin 
la única y posible indemnización que en estos casos 
procede por medio de la imposición de costas, por 
ejemplo, establece en elart. 238, que el demandante 
extranjero deba prestar la caución llamada arrai- 
go del juiciOy en los casos y forma exigida por la 
nación á que perteneciere, para los españoles que 
acudieran á sus tribunales, de cuyo requisito consi- 
deramos, sin embargo, libre el juicio ejecutivo, yá 
que fijándose taxativamente en el art. 963 de la mis- 
ma ley las únicas excepciones que pueden oponerse, 
no menciona laque estamos explicando (art. 133). 

Esta garantía personal por medio de fiadores, ó 
real, es decir, entregando prenda ó hipoteca, la tiene 
que constituir (art. 134), el demandante extranjero; 
por ella asegura que no eludirá los efectos de la sen- 
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tencia que fuere contraría á sus pretensiones, saliendo 
del pais sin dejar segriridad ni persona obligada al 
pag-o de las costas, intereses y perjuicios que hubiere 
ocasionadora demanda. Mas como dicha obligación, 
or ser relativa á la forma de hacer valer sus dere- 
chos en nuestros tribunales las personas pertenecien- 
tes á pueblos extraños, debe regirse finalmente perlas 
reglas de la más severa reciprocidad, por cuya razón 
consignamos en los artículos 135 y 136 los principios 
á que debe atemperarse esta materia, con relación á 
la mayor parte de los países de Europa. 

Si nuestra opinión hubiera de prevalecer, consig- 
naríamos como legislación general lo que se halla es** 
tablecido en Badén y Hannover; pues por considerar 
qué sólo el demandante que acude voluntaria y ex- 
pontáneamente al juicio está obligado á prestar cau- 
ción de arraigo del pleito, le dispensan las leyes del 
primer punto de cumplir dicho requisito si se vie- 
ra compelido judicialmente á deducir la reclamación, 
pues en este caso se alejaría toda sospecha de temeri- 
dad, así como por las disposiciones establecidas en el 
segundo, se deberá' exigir al demandado la caución 
indicada si formulare reconvención, que bien puede 
considerarse como una nueva demanda (artículos 137 

y 138). 

Por las razones á que obedece la caución de arrai- 
go del pleito, no está obligado á prestarla el extran- 
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jero que tadere bienes en España^ si fueren auficien^ 
tes para hacer frente á las responsabilidades antes 
mencionadas, ya que entonces no puede inspirar te- 
mores de que eludirá la consecuencia de ima deman- 
da temeraria; y por motivos de benevolencia no se 
hallaran imposibilitados los extranjeros de promover 
ios pleitos que considerasen justos, aun cuando care- 
cieran de bienes para prestar la caución tantas veces 
dicha, pues seria inicuo que por esta causa se cerra- 
sen las puertas de los tribunales á los extranjeros po- 
bres (art. 139) . 

Art. 140. Es siempre primera regla en las cues- 
tiones de Derecho internacional, la de que las diver- 
gfencias que pudieran existir, sobre la aplicación y 
efectos de todo acto jurídico provenientes de diversas 
nacionalidades, se deban resolver en la forma que es- 
tablecieren los tratados; que sobre ser justo el respeto 
de los pactos solemnemente celebrados entre los pue- 
blos, es más expedito que ning'un otro medio acudir 
á la voluntad manifiesta de las naciones, expresada 
por las estipulaciones explícitamente convenidas. 

De esta doctrina basada en el art, 922 de la ley de 
Enjuiciamiento civil, y de los principios que huíaos 
consig'nado al principiar los comentarios de este ti- 
tulo, resulta una vez más, que las sentencias dictadas 
por los tribunales extranjeros, no tienen fuerza en Es- 
paña, ya que únicamente procederá pedir su cumplí- 
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tniento, cuando fte hubiere así convenido en los tra- 

t 

taidos, sí es que existieren, 6 lo autorizasen motivos 
'de reciprocidad (árt. 141). 

No conocemos^ sin embargo, ningim otro conve- 
nio, que tenga por objeto la materia que examinamos, 
más que el celebrado en 30 de Junio de 1851 entre Es- 
pafia y el Rey de Cerdéña, cuyo texto copiamos inte- 
gro en los apéndices de esta obra, pues que interesa 
tener presentes sus disposiciones, cuando ocurriere 
alg-un caso que procediera de tribunales situados en 
el territorio que hoy constituye aquella nacionalidad. 

El hecho de haber desaparecido esta, monarquía 
para venir á formarse el reino llamado de Italia, no 
autoriza, en nuestra opinión, duda alguna acerca del 
valor que puede tener por esta causa dicho tratado; 
porque si bien negamos que se halle arraigada en la 
personalidad de las altas partes contratantes, la fuer- 
za de un convenio internacional, sino en cuanto se 
atiende de este modo á los intereses de un pueblo de- 
terminado, cuya suprema representación les corres- 
ponde, opinamos que el hecho de haber llegado á co- 
locar su trono en el Capitolio el Rejrantes de Cerdeña, 
no es motivo bastante para desconocer la fuerza de 
aquel convenio de 1851, con relación á las sentencias 
que se dictasen por los tribunales sitos en lo que cons- 
tituía el territorio de aquella nación en dicha fecha, 
y hasta llegamos á creer, que hay motivos legales 

10 
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para defender que las ejecutorias de los tribunales 
existentes en los lug^ares, que en la época de cele- 
brarse aquel pacto, constituían el reino de Nápcdes 6 
los Estados Pontificios^ que han desaparecido mks tar- 
de á consecuencia de sucesos por todos conocidos, 
deben ser admitidas por la fuerza de aquel pacto en 
nuestra nacionalidad, ya que la monarquía del Rey 
de Cerdeña, no ha hecho otra cosa que aumentar su 
extensión por virtud de actos que la historia juzgará, 
cuando pasado el calor de las pasiones, puedan caer 
bajo su frió é imparcial criterio, perotjue bien ó mal 
han sido reconocidos por todos los pueblos, sin ex-- 
cluir el nuestro. 

No se nos oculta que esta doctrina puede tener sus 
inconvenientes. Considerar vinculada la fuerza de un 
tratado en una determinada nacionalidad, no obstante 
los cambios trascendentales que en ella pudieran ir su- 
'cediéndose, posible es que en más de una ocasión obli* 
guen á aceptar consecuencias, que de seguro se hubie^ 
ran rechazado al tiempo de celebrarse, pues se ve fre- 
cuentemente, que las alteraciones producidas en los 
pueblos por esta causa, trastornan en su raíz k ma* 
ñera de ser anterior. Si el convenio á que nos referi- 
mos, por ejemplo, celebrado con el gobierno sardo 
en 1851, hubiera tenido lugar con quien en aquella 
fecha era Rey de Roma, y este monarca se hubiera 
visto obligado á soltar, no las llaves que en su mano^ 
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tiene, sino el cetro temporal con que regía sus esta- 
dos, cediendo al violento empuje de un pueblo infiel 
que escalase aquel trono; ^o habría sido grande el 
conflicto que por esta causa se produjera? ¿No re- 
sultaría que nuestros tribunales se verían obligados 
á cumplir sentencias que barrenasen los principios 
constitutivos de nuestra organización social? 

Esta gravísima dificultad, no puede tener imporr 
tancia, sin embargo, porque bastaría por si sola para 
demostrar la nulidad de los tratados, y para recha- 
zarlos en absoluto; y sabido es él apotegma, guod ni- 
mis probat nikil proSat No hay pueblo alguno en 
el que dejen de sufrir determinada impresión sus 
instituciones por la constante marea de las ideas po- 
líticas, cuyas impetuosas ondas cubren hoy árboles 
y edificios , que mañana dejan abandonados ; y si la 
fuerza de los pactos internacionales hubiera de pro- 
ceder de que las naciones permanecieran inalterables 
en tm modo de ser constante, quiz&s no habría nin- 
guno que pudiera resistir esta prueba: pues tampoco 
hay pueblo que tenga hoy vida tan sedentaria, á no 
ser que permanezca extraño — cosa muy difícil — á las 
corrientes que agitan las modemad sociedades. 

De todos modos la cuestión es más sencilla en el 
caso actual, según nuestro dictámen/El art. 8.^ de 
dicho convenio, establece que trascurridos los cinco 
años porque quedaba ajustado, continuaria en vigor 
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durante un año, y asi sucesivamente, mientras no 
fuere denunciado por alguna de las altas partes con- 
tratantesy con seis meses de anticipación; por esta ra* 
zon consideramos que dicho tratado por su proroga- 
cioñ, viene á ser anualmente aceptado, como si de 
nuevo se celebrare desde 1.° de Julio de 1856. 

Art. 141. Cuando no hubiere tratados especiales, 
relativos á la fuerza que deban tener las sentencias 
dictadas por tribimales extranjeros, será reconocido 
en España el mismo valor que se diere á las ejecuto- 
rias de nuestras autoridades judiciales, en el país de 
donde procediere el faUo, cuya doctrina se apoya en 
el principio de reciprocidad ; el cual, si no es siempre 
equitativo, está «tímenos más libre de complicacio- 
nes, y puede servir como de escudo á las injusticias, 
que alguna vez se produjeran por dicha causa. 

Esta regla al parecer tan racional, y á la que nos 
hemos opuesto desde la primera página de esta obra, 
descansa en la idea, hasta cierto punto grosera, — ^per- 
mítasenos la frase — de que es lícito devolver ofensa 
por agravio, como si la mala acción del que injuria, 
pudiera disculpar á quien contesta infamando* ¿Por 
qué los pueblos que se precian de cultos, no habían 
de romper ese dique que aprisiona las relaciones en- 
tre los hombres, y dar principio á una nueva era en 
el derecho internacional, cumpliendo las sentencias 
que procedieran del extranjero, cuando se observaren 
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determinadas cirounstancias, sin cuidarse de si halla- 
ba dicha conducta la natural y, por otra parte, debida 
correspondencia? ¿Si uno de esos seres desgraciados á 
cuya inteligencia no ha llegado la luz de la civiliza- 
ción, saliera de entre las hordas salvajes en que vive, 
y pisase el territorio de una de las modernas naciona- 
lidades, se le trataría de la manera inhospitalaria con 
que él habria recitódo al europeo, v. gr. , y peligrarla 
su vida, como es probable hubiera sucedido con la del 
desgraciado investigador, que, quizás por amor á la 
ciencia, písase las playas á cuya inmediación tenia 
su cabana? Sm vacilación aseguramos que nadie se 
atrevería á defender tan monstruosa reciprocidad. 
¿Qué razón, decimos nosotros, existe para que se 
crea lastimada la dignidad y soberanía de un pueblo, 
por cumplir las sentencias que provinieran de na- 
ciones en que no fuera costumbre respetar las que 
de países eitraños, penetren dentro de su territorio? 
Porque, si bien es cierto que constituidas hasta hace 
poco tiempo las nacionalidades sobre bases exclusí^ 
vistas, y encerrada la vida del hombre en el recinto, 
no tan solo de su patria, sino hasta de la misma loca- 
lidad en que vio la luz, muy pocas veces abandonaba 
su hogar , y si llegaba á tener noticia de la existencia 
de otros pueblos, á que frecuentemente llamaba otro 
mundo, con dificultad los visitaba; hoy, por el con- 
trario, la mutua y frecuente comunicación de los 
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hombres, obliga & una mayor latitud sobre estos pun- 
tos, y creemos que hay necesidad de emprender otro 
camino. 

Las naciones que como la nuestra reconocen la re- 
ciprocidad, debian, para no hacer estéril este princi- 
pio, haber comenzado por cumplir las sentencias que 
procedieran del extranjero^ y esperar que se presen- 
tare algún caso que sirviera para demostrar si esta 
conducta era desairada, ó quedaba correspondida por 
la nación de donde procediere el fallo primeramente 
observado. Porque sino é.quién principia á dar la pauta 
de la reciprocidad? Si el amor propio de los pueblos 
impide que nadie sea el primero, esa mutua corres- 
pondencia es un principio sarcástico ; y si no ha sido 
esta la intención del legislador al consignarlo en el 
articulo 923 de la ley de Enjuiciamiento civil, empe- 
cemos siquiera nosotros á cumplir las sentencias dic- 
tadas por los tribunales de todas aquellos países en 
que no se halle consignada declaración alguna expre- 
sa, que niegue la fuerza á dichoá fallos, y de esta ma- 
nera podrá llegarse, sino adonde según nuestra opi- 
nión debe irse, hasta acercar algún tanto, cuando 
menos á la verdad, la tan decantada reciprocidad. 

Tiempo es ya de descender al terreno práctico en 
aclaración del art. 141, que es el 923 de la ley de En- 
juiciamiento civil. 

Los autores de Derecho internacional, y nuestros 
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modamos tratfiwüstas de procedimientos (1), exigen, 
pal^ que las séntenciaB de tribunales extranjeros l^a- 
yan de ser cumplidas aplicando el principio de reci- 
procidad, las cuatro circunstancias siguientes: 1.^ Que 
el tribunal haya sido competente, ya por la naturaleza 
del litigio^ ya por convención expresa ó tátcita exis- 
tente entre los dos Estados. 2.* Que se haya oido al 
litigante extranjero,, según las formas prescritas por 
la ley del país en que se dio la sentencia. 3.* Que la 
causa haya sido fallada en el fondo, segnn las mismas 
leyes. Y 4.* Que la sentencia sea firme. Si nuestra 
opinión hubiera de pesarlo suficiente, modificaría- 
mos la segunda circunstancia, por las razones que 
más adelante indicaremos, diciendo : que haya, sido 
citado personalmente el extranjero ó por medio de su 
mujer, hijos mayores de edad, parientes que vivan en 
su compañía, apoderados ó demás personas encarga- 
das de la casa, sean ó. no criados, si aquel, se hallase 
ausente, y no hubiere en ella ninguna de las personas 
anteriormente indicadas. 

En los mismos autores ya citados, encontramos 
que han adoptado estos principios en general : Aus- 
Priaj el Reino Lomiardo Véneto^ la Prusia y Baviera 
no Mkmiüna, y en Babiera no siendo la sentencia re- 
lativa á quiebras, Wurtemier^ Bannover, el Reino de 



(1) Foelix Dalloz y Cararanies. 
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Sajoniaj el Cfran Dudado de Se$se dt Wámwr^ I09 
Ducados de Sajonia^ el Mectcrado deHesse delaribe* 
ra derecha del Rhin, los Grandes Ducados de Oldem* 
lurgoyMecklembv/rgo los Ducados de Brunnsmck^ de 
Nasau y de Anhalty los Principados de Hohenzoherny, 
de Sckwartiburgo y de Heuss, los Cantones alemanes 
de la Suiza y el Cantón de Vand^ los Estados Pontifi^ 
cioSy el Beino de Cerdeña^ el de Dinamarca y los Duca^ 
dos de Holstein y de Schleworg. 

La simple lectura de los anteriores nombres, de* 
muestra que esta materia ofrece hoy la dificultad de 
que algunos de dichos estados han desaparecido como 
pueblos independientes, para venir á formar parte de 
otras nacionalidades. Si esta cuestión trascendental 
puede salir de la via diplomática, á la que de un modo 
directo corresponde, y cayera bajo la acción de los 
tribunales, consig'nariamos la siguiente regla : Si al 
desaparecer un estado para formar parte de otro, ó 
al desgajarse una determinada porción del territorio 
de un país para incorporarse á distinta nacionalidad^ 
se verificare esta especie de accesión á un pueblo con 
el cual hubiera reciprocidad, seria admitido el mismo 
principio, aunque no fuera reconocido antes de tener 
lugar aquel suceso, en la parte del territorio agrega- 
do; debiendo suceder por tanto lo contrario en el caso 
inverso. 

En algunos de estos estados, y en otros que no he- 
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inos indicado, se establecen ciertas disposiciones es*- 
peciáles, que con gran precisión se indican en la obra 
de procedimientos judiciales en materia civil, del dis^ 
tingfuido escritor Sr. D. José Vicente y Caravaiites 
cuyo trabajo tomado, según expresa, de FceIíx, Mit- 
termayer y Dalloz, copiaremos en los apéndices de 

este libro. 

Art. 142. Este articulo no se lialla muy conforme 
con nuestras opiniones sobre la nmteria; pero además 
de ser copia literal del 924 de la ley de Enjuiciamien- 
to civil, por cuya razón nos corresponde respetarlo, 
es una consecuencia lógica del principio de recipro- 
cidad, que nuestra ley tiene en cuenta; y en verdad 
que admitida esta doctrina, es lógico que no se dé 
cumplimiento en los tribunales españoles á las sen** 
tencias procedentes de pueblos, que por jurispruden- 
cia no den fuerza á las que se dictaren en España, 

Art. 143. Copiado este artíctúo del 925 de la ley 
de Enjuiciamiento civil, merece elogrio por su opor- 
tunidad; pues reconoce que deben ser cumplidas las 
ejecutorias que provinieren de pueblos, con los que 
no hubiera tratados referentes á este punto, ni re- 
ciprocidad en ningún sentido, siempre que reunie- 
sen las bendiciones, que en la misma disposición se 
hallan marcadas. 

No podemos menos de aplaudir este precepto, que 
la parsimonia con que procede el Tribunal Supremo 
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en este punto, hace, sin embargo, ineficaz gfeneral- 
mente, y tan solo modificaríamos la circunstancia 
seg^unda en la forma que tenemos indicado ya, al co- 
mentar el art. lál. 

Exig-e el 143, que no se haya dictado en rebel- 
día la sentencia pronunciada en el extranjero, para 
que pueda producir sus efectos en España : cuyo re- 
quisito, á poco que fijemos la atención, se compren- 
derá que puede originar graves dificultades prácti- 
cas. El que fuere demandado ante tribunales extran- 
jeros, aunque tenga su domicilio ó residencia en el 
punto en que se siga el pleito, y hubiere sido citado 
y emplazado: en cualquiera de las formas estableci- 
das por los artículos 228 ó 229 de la ley de Enjnicia- 
miento civil ú otras análogas que en aquel país se 
hallaren establecidas, puede eludir la sentencia que 
haya de hacerse efectiva sobre bienes sitos en Espa- 
ña, no compareciendo en el tribunal, y haciendo que 
por esta causa se sentencie el pleito en rebeldía. Com- 
prendemos y aplaudimos la intención del legislador, 
que no ha sido otra, que la de evitar se siga algún 
pleito sin que llegase á conocimiento del demanda- 
do, ó en el que se le ocasionaran graves ó quizás ir- 
reparables perjuicios para la defensa ^ á consecuencia 
de la dificultad de comunicaciones ó distancia; y por 
esta razón, aunque no nos hallamos de acuerdo en 
absoluto con este precepto legal, según el que, y sin 
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distinción alguna, carecía la sentencia de fuerza en 
España, siempre que se haya seg^uido el pleito en re- 
beldía, tampoco opinamos por la completa desapari- 
ción de esa circunstancia. Nosotros la hubiéraftios 
consignado del siguiente modo : 2.^ Que no baya sido 
dictada en rebeldía, á no ser que se hallare convenido 
el lugar en que debiera cumplirse la obligación, y 
en él se hubiere seguido el pleito, ó que á falta de 
dicha condición, y teniendo su domicilio ó residen- 
cia el demandado en el país en que se sustanció el li- 
tig'io, no hubiera comparecido, sin embargo de ha- 
bérsele citado y emplazado personalmente ó por me- 
dio de su mujer, hijos mayores de edad, parientes 
que vivan en su compañía, apoderados ó demás per- 
sonas encargadas de la casa, sean ó no criados, si 
aquel se hallare ausente, y no hubiera en ella nin- 
giina de las personas anteriormente indicadas. 

No desaparecerán así todos los inconvenientes que 
ofrece esta materia del Derecho internacional pri- 
vado, y no se adopte la teoría que hemos defen- 
dido; pero habrían quedado reducidos sus efectos á 
menos casos, sin perjudicar los derechos de sobera- 
nía de los pueblos de la manera que hoy se compren- 
den. El que ha celebrado un contrato, y ha convenido 
en señalar como lugar para cumplirle una nacio- 
nalidad determinada, culpe á sí mismo, si se en- 
cuentra demandado en ella, y son difíciles las comu- 
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nicaciones ó larga la distancia ; así como el que tiene 
su domicilio ó residencia en el extranjero, es justo 
sea demandado en el país en que vive, que es el punto 
más natural y competente para el ejercicio de accio^ 
nes personales. Queremos, no obstante^ en este caso, 
que la citación y emplazamiento sea hecha personal- 
mente, y no por medio de edictos; primero, porque no 
es de extrañar, que procurando acomodarnos á laB 
doctrinas generalmente admitidas, exijamos algo más 
para el cumplimiento de sentencias dictadas por tri- 
bunales extranjeros que españoles; y segundo, porque 
el emplazamiento por edictos, si es medio de citar su- 
pletorio á los individuos de la misma nacionalidad, es 
muy ineficaz para los que no por estar domiciliados 
ó residir en un país distinto del ¡«•opio, les será ya 
familiar el idioma, y dejarán de buscar quizás hasta 
con avidez las publicaciones de su patria más bien 
que las del país en que se encuentran. 

No creemos que hace mucha falta añadir, que 
cuanto decimos en el comentario de este artículo, re- 
conoce por fundamento el deseo de consignar nuestra 
opinión, con relación á este punto importante del De- 
recho internacional; mas es evidente que el criterio 
único hoy aceptable, es el de la ley de Enjuiciamiento 
civil que literalmente copiamos. 

Un solo caso, que sepamos, registra la historia del 
cumplimiento de sentencias dictadas por tribunales 
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extranjeros, que es el que motivó el fallo del tribunal 
francés de comercio del Sena, en los autos promovi- 
dos por el vizconde de Eerveguen contra la Compa- 
ñía española del ferro-carril de Sevilla á Jerez y Cá- 
diz. Como es interesante conocer las particularidades 
de este neg'ocio al que greneralmente se acude, si bien 
inútilmente, siempre que se ha de pedir el cumpli- 
miento de cualquier sentencia extranjera, lo daremos 
¿ conocer en los apéndices. 

Art. 144. Aunque de buen grado reconocemos, 
que aparte de otras consideraciones legales que pue- 
den verse indicadas en la citada obra del Sr. Caravan- 
tes, en la que extensamente se ocupa de la opinión del 
distinguido jurisconsulto Sr. Alonso Martinez, sobre 
€i punto objeto de este artículo, hay motivos de cor- 
tesía, y hasta de la mayor importancia política, que 
aconsejan como muy conveniente, que las sentencias 
dictadas en el extranjero, y cuyos efectos se hayan 
de producir fuera del territorio perteneciente á la na- 
ción de que procedan, se presenten acompañadas de 
exhorto 6 suplicatorio dirigido al tribunal que haya 
de entender en su cumplimiento; así no quedaría 
abandonado un punto de tanta trascendencia, á la ini- 
eiatíva é interés de los particulares, y quedarían res- 
petadas las legítimas exigencias del derecho en ma- 
teria tua delicada Porque si es natural que la ejecu- 
ción de los fallos corresponda al tribunal que los dicta, 
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no es menos lógico qué cuando otro cualquiera haya 
dé cumplirlos, en todo ó en parte, reciba el encargo 
del que tiene la jurisdicción originaria; así lo esta- 
blece el art. 3.° del convenio celebrado con Cerdeña 
en 30 de Junio de 1851. Mas como la ley de Enjuicia- 
miento civil en sus artículos 922, 923 y 925, no exige 
esta circunstancia, y consideramos por otra parte, 
inaplicable el caso actual al art. 34 del Real decre- 
to de 17 de Noviembre de 1852, no tanto por supo- 
nerlo derogado por aquella ley, cuanto por conside- 
rar que se refiere más bien á las formalidades que 
deben emplearse para que sean cumplidos con arre- 
glo á las leyes, los exhortes que provinieren de tribu- 
nales extranjeros, en caso de existir dichos documen- 
tos, no nos hemos atrevido á redactar el articulo que 
explicamos en el sentido categórico que más se aco- 
modaría á la opinión del Sr. Alonso Martínez, sino en 
forma de consejo, que con gusto aceptaríamos, sí fue- 
ra posible cumplirlo. Decimos esto, porque dudamos 
que haya tribunal, dado el respetuoso temor con que se 
procede en estos asuntos, que se decida á rogar, por di- 
cho camino, el cumplimiento de la sentencia, ya que en 
estos documentos es fórmula sacramental^ la de obli- 
garse á la recíproca, lo cuál suponemos, queúiel tri- 
bunal inferior, ni el superior, ni aun el Supremo sé de- 
cidirían á consignar, mientras, como sucede con Oer- 
deña, no se consigne en alguna disposición concreta. 
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Artículos 14S al 148. Estas disposiciones se re- 
fieren á la forma que debe emplearse para pedir el 
cumplimiento k las sentencias dictadas por tribunales 
extranjeros, según lo dispuesto en los artículos 926, 
927, 928 y 929 de la ley de Enjuiciamiento civil, por 
cuya razón no los comentamos. 

Art. 149. La doctrina en que apoyamos este ar- 
ticulo, quizás descanse en que nuestras opiniones par-^ 
ticulares, tienden & dar una grande amplitud é, todo 
cuanto se relaciona con los puntos de Derecho inter- 
nacional, propendiendo por el respeto de las relacio- 
nes jurídicas que se crean entre individuos de dife- 
rentes naciones, más bien que dejamos llevar por 
esas corrientes tan estrechas como mezquinas en que 
están basados los principios de aquel derecho, cuyo 
fundamento, al parecer, es una suspicacia sistemá- 
tica que puede ser causa de graves conflictos. Ex- 
plicaremos nuestra opinión, sin ocidtar que nos sepa- 
ramos de la que Foelix defiende. 

Supone este distinguido escritor que las sentencias 
dictadas por arbitros nombrados por las partes, deben 
ser respetadas en todos los países, considerando co- 
mo un contrato el laudo que resultare homologado, 
ya que han ejercido las funciones propias del cargo 
que les fue conferido para el asunto en que (enten- 
dieron, por la voluntad de los particulares, y sin que 
recibieran investidura alguna dfícial. Mas cuando el 
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juicia arbitral fuere necesario, es decir, si forzosa- 
mente hubiera tenido que decidirse la cuestión por 
este medio, como sucede en las compañías mercantil 
les, con arreg^lo á lo dispuesto en el art. 286 del 06- 
digfo de Comercio, ó alg*uno de los interesados no in- 
dicare el arbitro que debiera designar por su parte, ó 
no se pusieran de acuerdo en el nombramiento del 
tercero en discorcia, y hubiere de ejercer el juez su 
autoridad haciendo la desigtiacion, opina el autor ya 
nombrado, que en cualquiera de estos casos, las fa- 
cultades de aquellos provienen del poder que les co- 
munica el juez á quien deben su nombramiento. 
Posible es, por tanto, que los registradores de la pro- 
piedad ó los tribunales, incluso el Supremo, descono- 
cieran la fuerza del laudo dictado por arbitros im- 
puestos por un precepto legal, ó en el que uno al 
menos hubiera sido designado por la autoridad, supo- 
niendo de acuerdo con Foelix, que el así nombrado, 
era más bien representante de los poderes públicos, 
que de la voluntad de los particulares. 

No encontramos, sin embargo, razón alguna sa- 
tisfactoria en que poder apoyar dicha distinción, de 
la cual resultaría cambiada sustancialmente la natu- 
raleza de este juicio. En nuestra opinión, una sutileza 
propia, del talento, por todos reconocido en el autor á 
que nos referimos, es tan solo el origen de esta duda; 
pues, por lo demás, ni el juez comunica autoridad al 
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arbitro ó amigable componedor que nombra, ni las 
facultades de este experimentan alteración alguna 
por proceder su designación del cumplimiento de 
un precepto legal, el cual entenderá en el asunto del 
mismo modo, y con igual carácter que si le hubieren 
nombrado expontáneamente los mismos interesad<^. 
¿Qué importa, en verdad, que la ley exija en la escri- 
tura de constitución de compañías mercantiles, la cláu- 
sula expresa de que las diferencias existentes entre 
los socios se hayan de someter á arbitros, para que el 
juicio que por esta causa se sustancie tenga otro ca- 
rácter? Pues que, ¿no ha sido un acto completamente 
voluntario la constitución de la compañía, y uno de 
sas requisitos esenciales el compromiso indicado? De 
la doctrina sustentada por Foelix, resultarla que ni 
aun los contratos en su aspecto más principal, serian 
expresión de la voluntad de las partes, porque todos 
ellos tienen requisitos esenciales que los contratantes 
no pueden alterar sin desnaturalizarlos, ó sin que en 
muchos casos se produzca inevitablemente su nulidad. 
Suponemos, por último, que hasta el tecnicis- 
mo legal responde á nuestra opinión, ya que ni es 
-costumbre llamar tribunal al de los arbitros ó amiga- 
bles componedores, ni aun sus resoluciones eran 
conocidas con el nombre de sentencias; nomenclu- 
tura que conserva y ratifica el Tribunal Supremo 
en su fallo de 6 de Abril de 1868, al afirmar que los 

11 
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laudes de amigfables componedores, son como senten- 
cias ejecutorias. 

En todas estas consideraciones nos hemos apoyado 
para redactar el art. 149, en el que sin distinción con- 
sigrnamos, que las sentencias dictadas por arbitros 6 
ainigables componedores en el extranjero, deben ser 
respetadas en España como si fueran resultado de un 
contrato, por más que no debemos ocultar, que ha- 
llándose en Foelix, que es el Ubro de Derecho inter- 
nacional PRIVADO más conocido entre nosotros, las di- 
ferencias que hemos impugnado, es probable encuen- 
tre dificultades el cumplimiento del laudo que pro- 
venga de arbitros exigidos por un precepto legal, ó 
en el que alguno de ellos, siquiera'sea el tercero, fuere 
designado judicialmente por no haber acuerdo entre 
las partes. 

Art. 150. El número 2.« del art. 931 de la ley de 
Enjuiciamiento civil, que trata de las condiciones que 
deben mediar para decretar el embargo preventivo, y 
el art. 33 del Real decreto de 17 de Noviembre de 1862, 
son los que hemos tenido presentes para redactar el 
* que ahora comentamos:\Es tan natural su doctrina, y 
tiene por objeto causas tan poderosas, que relaciona- 
das las disposiciones de uno y otro precepto, no he- 
mos vacilado en consignar, que los jueces pueden 
considerarse autorizados para acordar la práctica de 
aquellas medidas interinas y provisionales, ea los 
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bienes de extranjeros, con las cuales se haya de con- 
seguir alejar fraudes ú ocultaciones, que tengan por 
objeto hacer ilusorias responsabilidades evidentes, ó 
evitar perjuicios de otro modo irremediables; yaunque i 

no hemos creido oportuno conservar la facultad de de- j 

tener al deudor no regnícola, que intente ausentarse 1 

para eludir el pago de una deuda, según se establece j 

en el citado art. 33 que juzgamos incompatible con 
el art. 4.^ de la Constitución del Estado, admitimos 
los dem&s preceptos, y hasta nos parece que son más 
bien actos de policía judicial, que de administración 
de justicia. 

CAPÍTULO II. 

Jurisdicción voluntaria 

Art. 151. Al intervenir la autoridad en los actos 
de jurisdicción voluntaria, es indudable que ejerce 
las facultades de que ha sido investida por los pode- 
res públicos, constituidos en la nación donde desem- 
peña su cargo; por cuya razón parece á primera vista 
que la fuerza de sus determinaciones no había de ex- 
tenderse más allá de las fronteras^ en igual forma que 

se halla establecido para los actos de jurisdicción con- 

* 

téticiosa. No sucede así, sin embargo. Sí no todos los 
pueblos, la mayor parte, incluso el nuestro, reconocen 
la validez de las providencias dictadas por los tribu- 
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üales^ con relación k estds asuntos/ pues más bien se 
las considera como conñrmacíon de lo que desea acre- 
ditarse de una manera auténtica, ó practicar autori - 
zadamente, y sin contradicción de nadie; suponiendo 
además algunos autores, que la potestad del juez para 
entender en un negocio contencioso, y sobre todo 
la sentencia que dicta á causa de la autoridad que 
ejerce, es' el motivo de las relaciones, que desde el 
momento de haberla pronunciado, median entre los 
litigantes, así como defienden que los actos de juris- 
dicción voluntaria no tienen otro objeto, que dar au- 
tenticidad á lo que ya existia anteriormente de una 
manera en cierto modo legal (1). 

Si realmente mediare siempre una separación tan 
marcada éntrelos actos de jurisdicción voluntaria y 
contenciosa, ostensible fuera su diferencia, y no ofre- 
cería dificultad la doctrina explicada. Ciertamente que 
el juez no hace más que dar autenticidad á lo que ya 
tenia existencia legal, cuando por ejemplo, es eleva- 
do á escritura pública el testamento hecho de palabra, 
ó discierne el cargo de tutor al nombrado por el padre: 
¿pero se puede decir lo mismo, cuando determina la 
cantidad que deba darse por alimentos provisionales, 
ó autoriza la enagenacion de bienes pertenecientes á 
menores, ó la transacción de sus derechos? Creemos me 

(1) FoeÜx. 
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no; y por esta razón, al observar la vag'uedad de la ley 
de Enjuiciamiento civil en este punto, y que esa dis- 
tinción científica es inexacta ó incompleta en el ter- 
reno práctico, hemos aceptado otro temperamento, el 
cual consiste en admitir como diligencias de jurisdic- 
ción voluntaria á las que nuestras leyes consideran 
así, y reconocer en España los efectos que en tal con- 
cepto deban producir los actos que en el extranjero 
tengun dicho carácter, si guardaren además relación 
con alguno de los señalados en la segunda parte de la 
ley de Enjuiciamiento civil (art. 150). No es cierta- 
mente científica la solución que damos á esta dificultad 
del Derecho internacional, pero es en nuestro juicio 
muy práctica y prudente. 

Artículos 152 y 153. Según lo dispuesto en los ar- 
tículos 1207 y 1208, no sólo son actos de jurisdicción 
voluntaria los que la ley de Enjuiciamiento civil en su 
segunda parte expresamente nienciona, sino también 
todos aq^uellos en que sea necesaria ó se solicite la 
interyencion del juez, sin estar empeñada ni promo- 
verse cuestión alguna entre partes conocidas y deter- 
minadas; lo cual sirve de fundamento á los autores 
para incluir en esta misma. clase otros varios ac- 
tos, que m& bien pueden enumerarse como por via 
de ejemplo: asi se explica que hayamos consignado 
en el art. 151, que también deberán ser respeta- 
dos en España, todos los que sin estar nominalmente^ 



} 



16(5 DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO. 

^ " I * ■ -■■ ■■■11-^ I I ■! II — ■ ^^^^-V— '^"^ ■ '■' " — ^^•■•i^-I».^.*^— ^li^^.i^«^— i-^B-* 

indicados en la ley, reúnan los requisitos anterior- 
mente dichos. Mas á fin de que con el pretexto de no 
haber contradicción de parte, pudiera pretenderse el 
cumplimiento de providencias judiciales, que en rea- 
lidad procedieren de asuntos contenciosos, establece- 
mos, que si se apreciasen pruebas, y se decidiere 
algnn punto dudoso con arreglo á derecho, deberá 
considerarse el acto como de jurisdicción contenciosa 
^aunque no mediare opositor, y no se podrá pedir el 
cumplimiento de la providencia que recayere, sino en 
la forma establecida para las sentencias dictadas por 
tribunales extranjeros. 

Ño desconocemos que alg'unos de los actos consig- 
nados en la ley de Enjuiciamiento civil, entre los de 
jurisdicción voluntaria, obligan á que el juez aprecie 
pruebas, y decida puntos dudosos, con arreglo á las 
prescripciones de las leyes: pero dado el aspecto prác- 
tico de nuestro trabajo, siquiera consideremos que 
esta fase caracteriza de un modo más directo lo con- 
tencioso, nos es imposible apartarnos del criterio de 
la ley y de lo dispuesto en ella, siendo por tanto evi- 
dente, que deben tener la condición propia de jurisdic- 
ción voluntaria, aquellas actuaciones que están cali- 
ficadas así, aunque haya alguna que no debiera tener 
esta fisonomía ante los principios de derecho consti- 
tuyente, de los que no nos corresponde tratar. Otra 
cosa será que procedamos con gran cautela al dar ca- 
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l)ida dentro de esta clase, á las que no hallándose ex- 
presadas en la ley, pudieran tomar, sin embargo, este 
•carácter, y que por lo tanto, veamos más que al fun- 
cionario ú oficial público dando autenticidad, al juez 
administrando justicia cuando aprecia pruebas, de- 
«clara derechos, y crea por tanto situaciones legales 
diversas aunque no haya oposición de parte, lo cual 
-no es muy propio en verdad de los actos de juris- 
dicción voluntaria. Las providencias ó más bien sen- 
tencias que en este caso se dictaren por tribunales 
extranjeros, no se cumplirán en España sino estuvie- 
ren observadas las reglas establecidas en los artícu- 
los 140 y signientes de esta ley, siendo también preciso, 
que aquellas que provinieren de actos de jurisdicción 
voluntaria, reúnan las circunstancias tanto intrínse- 
<»s como extrinsicas que indicamos en el art. 152, que 
por su claridad y sencillez, y por estar tomadas de 
nuestros' modernos tratadistas (1), nos creemos dis- 
pensados de aclarar. 

Art. 154. Hemos tenido presente lo dispuesto en 
el art. 33 del Real decreto de 17 de Noviembre de 1852 
para reconocer en los jueces españoles el derecho de 
entender en los actos de jurisdicción voluntaria, que 
promovieren extranjeros: lo cual es tanto más natu- 
ral, cuanto que debiendo ser cumplidas en todas par- 
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tes las providencias judiciales que en ellos recayeren^ 
según queda consignado en elart. 151, es indiferente 
sustanciarlos en España, ó en otro país cualquiera; 

Mas como el derecho de reclamar alimentos, y los^ 
depósitos de personas, tienen tan íntimo contacto con 
los vínculos que crean las relaciones de familia, á los 
cuales tampoco son extrañas la tutela y la cúratela, 
pues es natural que estos actos se hallen principalmente 
influidos por las leyes que regulan dicha institución, 
de aquí el que consideremos que sean tribunales más 
propios para entender en ellos, los de la nacionalidad 
á que pertenezca el que ios motive, si bien concede- 
mos á los del país en que sé hallare el extranjero, si- 
quiera sea accidentalmente, la necesaria competencia 
para tomar aquellas medidas de carácter interino que 
aseguren la vida y tranquilidad de las personas, ó que 
eviten los perjuicios que les pudiera originar una hor- 
fandad inopinada, ó una enfermedad que perturbare 
su inteligencia. ¿Si un marido maltratase á su mujer, 
habíamos de mirar con indiferencia su suerte desgra- 
ciada porque fueren extranjeros los cónyuges? Y si 
un padre muere en país que no es el propio, ¿no es 
natural que se atienda urgentemente en caso de haber 
necesidad, al desamparo en que quedan sus hijos? Por. 
esta causa, respetando la competencia que de un modo 
más indudable pertenece en cualquiera de dichas cir- 
cunstancias á los tribunales del país á que pertenez- 
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cau aquellos que los motivan, reconocemos, sin em-* 
bargo, potestad en las autoridades judiciales de la 
' nación en que ocurrieren los sucesos á que i^os referí-^ 
mos» para dictar aquellas medidas interinas de carác* 
ter urgente por medio de las que puedan obviarse ma*^ 
yores males, hasta que normalizada la situación pueda 
acordarse definitivamente lo que proceda, y por quien 
corresponda. 

Todos los demás actos de jurisdicción voluntaria, 
expresados ó no en la ley, y cuya sustanciacion en 
España fuere necesaria ó conveniente para los intere- 
ses de algún extranjero, se podr&n tramitar en los 
tribunales españoles, siempre que no hubiera alguna 
razón que lo imposibilitare ó aconsejase otra cosa; 
asiy V. gr., el amojonamiento no puede tener lugar en 
otros tribunales, que en los del territorio en que se 
hallen las cosas que han de deslindarse; las informa^ 
clones para dispensa de ley, es más natural se hagan 
ante las autoridades judiciales de la nación, cuyos 
poderes públicos hayan de conceder la gracia; las 
habilitaciones para comparecer en juicio, es lógico se 
pidan en los tribunales del país que regule los dere- 
chos familiares, y la venta de bienes pertenecientes á 
menores, y la transacción de sus derechos, parece ló-* 
gico que vaya precedida de la autorización obtenida 
en la forma que establecieren las leyes del territorio 
en que estuvieren las fincas que se intentaren vender, 
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Ó en que hayan de ejercitarse los derechos; reglas que, 
hecha excepción, del primer caso, podrán sufrir mo- 
dificación, pues no se nos oculta que alguna vez será 
difícil aplicar los principios que señalamos. Este con- 
flicto, si se presentare, no reviste, sin embargo, se- 
gún hemos dicho, caracteres imponentes; pues ha- 
biendo de ser cumplidas en todas partes las provi- 
dencias que se dictaren en los actos de jurisdicción 
voluntaria, no habrá inconveniente en tramitarlos 
donde hubiere mayor oportunidad. Bueno será., no 
obstante, tener presente el art. 152, pues muy bien 
pudiera suceder, que en alguno de los casos á que 
este hace referencia, se tomase como de jurisdicción 
contenciosa, el acto que tuviera apariencia de perte- 
necer á la voluntaria. 

TITULO 11. 

DE UOS PROCEDIMIENTOS CRIMINAL.ES, 



CAPÍTULO PRIMERO. 
Dd jv/Rz competente é instru/cdon de los mmarios. 
Admitido el principio de que todos cuantos se ha- 
llan en un país, siquiera sea momentánea ó acciden- 
talmente, están obligados á observar las leyes de po- 
licía y de orden público, entre las que figuran las 
penales, es indudable que el poder legislativo que de- 



"v 



DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO. 171 

fine los delitos, acompañado del judicial que procura 
hacer efectiva su sanción, debe Ueg'ar sin diferencia 
de personas hasta las fronteras, dentro de las que los 
pueblos son siempre reconocidos soberanos. La doc- 
trina contraria haría imposible la existencia de las 
nacionalidades. 

Estas máximas tan naturales , si bien no tienen 
muy luminosos precedentes en el derecho patrio, eran, 
sin embargo, conocidas en nuestros códig'os como lo 
prueban las leyes 15, tít. 1.', Partida 1.*, y 8.*, tít. 36, 
libro 13 de la Novísima Recopilación, alcanzando su 
desarrollo mayor en el art. 29 del Real decreto de 17 
de Noviembre de 1852, en el que terminantemente se 
dice que <dos extranjeros domiciliados y transeúntes, 
están sujetos á las leyes de España, y á los tribunales 
españoles, por los delitos que cometan en el territo- 
rio español.» 

Artículos 155, 156 y 157. Más explícita nuestra le- 
gislación moderna, hállase consignado en el art. 333 
de la ley orgánica del Poder judicial ya indicado en 
el 116 de esta obra, que los extranjeros, al cometer fel- 
tas ó delinquir en España, quedan sometidos ipso 
Jure á los tribunales españoles competentes, á cuya 
disposición añadimos, por lo que concierne á la ma- 
teria que ahora tratamos, que la sustanciacion de las 
causas que instruyeren en estos casos, se acomodará á 
las reglas establecidas en nuestras leyes: porque si los 
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tribunales españoles han dé poder conocer en dichos 
procesos, su autoridad solo puede ser respetada atem- 
perando sus actos á las prescripciones de la ley. Las 
autoridades judiciales, por regla general, no tienen 
una jurisdicción propiamente personal, ya que toda 
la fuerza irresistible de sus actos, providencias ó 
resoluciones de toda clase, proviene más bien de que 
atemperen las actuaciones en que intervengan á las 
reglas establecidas; por lo cual si pueden los jueces 
españoles conocer en los delitos cometidos por ex- 
tranjeros, claro es que tienen que ser ajustándose 
extrictamente á las leyes del procedimiento crimi- 
nal (art. 155). 

Mas con el objeto de evitar conflictos, y guardar 
al mismo tiempo las consideraciones de cortesía, jus- 
tamente debidas entre pueblos cultos, si el reo no es- 
tuviere comprendido en cualquiera de los casos indi- 
cados en el art. 117, y sin embargo, se hallan en ge- 
rarquía social, dignidad eclesiástica ó civil idéntica 
ó correlativa con las establecidas en España, deberá 
enteuder en la causa que con este motivo se instru- 
yere, el tribunal á que con arreglo á nuestras leyes 
correspondiera, con respecto á subditos que se halla- 
ren en dichas circunstancias (art. 156). ¿Qué inconve- 
niente existe, V. gr., para que si delinquiere en España 
el arzobispo de Paris, sea procesado ante el Tribunal 
Supremo, como lo sería uno de nuestros prelados? ¿6 
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que se dé la misma prueba de consideración á la ve- 
cina república, si se hallare sujeto á responsabilidad 
criminal el prefecto délos Bajos-Pirineos, llevando al 
mismo tribunal el conocimiento de la causa, en igual 
forma que hubiera entendido si el procesado fuese 
uno de nuestros gobernadores de provincia? 

No hallamos disposición alguna en nuestro dere- 
cho, que dé apoyo á lo que indicamos en el art. 157, 
por medio del que establecemos, que el tribunal que 
deba entender en la causa formada contra un extran- 
jero, haya de dar parte inmediatamente á su supe- 
rior jerárquico, con el objeto de que este lo ponga 
en conocimiento del Gobierno; pues aunque los tribu- 
nales al proceder en estas causas no hacen otra cosa 
que cumplir con lo que la justicia exige, bueno es 
que los poderes públicos sepan que se están sustan - 
ciando procedimientos de esta clase, por si se inter- 
pusieren algunas reclamaciones más ó menos oficio- 
sas por los agentes diplomáticos del país á que perte- 
neciera el reo. 

Artículos 158, 159 y 160. No hemos hecho otra 
cosa, que copiar en ellos el 3tó de la ley orgánica del 
Poder judicial, en el cual se consigna una manera es- 
pecial de comenzar los sumarios, cuando se hubiere de 
proceder contra españoles, que habiendo delinquido 
en países extranjeros fueren entregados á los Cónsules 
de España; pues conociendo que en este caso ha de 
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interesar á la más pronta administración de justicia, 
la snstanciacion de las primeras diligencias en el lu- 
gar en que se ha perpetrado el hecho que se supone 
criminal, evitando comisiones y rodeos que dificul- 
tarían la rápida tramitación de los sumarios, facul- 
ta la ley para la instrucción de las primeras dili- 
gencias á los Cíónsules ó á quienes reemplacen su au- 
toridad, si bien cumpliendo con los demás requisitos 
que en dicho artículo se indican. 

En la última parte del artículo ya citado de la ley 
orgánica, establecemos una modificación que consi- 
deramos precisa, según puede verse en el art. 160, en 
vista de no haberse introducido la alteración en nues- 
tros tribunales, que dicha ley suponía por la creación 
de los juzgados de instrucción, que no han sido plan- 
teados todavía; lo cual justifica en nuestro dictamen, 
que tanto cuando deba conocer de la causa la juris- 
dicción ordinaria, como cualquiera especial, si proce- 
diera, sean remitidas las diligencias instruidas ante 
los Cónsules, á los tribunales inferiores para la ter- 
minación de la primera instancia. 

Para conocer cuándo el asunto criminal será de la 
competencia de la jurisdicción militar, deberán con- 
sultarse los artículos 347, 348, 349, 331 y principal- 
mente el 350 de la ley orgánica del Poder judicial. 

Artículos 161, 162, 163 y 164. Con muy ligeras 
modificaciones hemos consignado en estos, las doctri- 
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ñas que establece la ley tantas veces citada en sus 
artículos 343, 344, 345 y 346, siendo la principal al- 
teración que hemos introducido, la que puede verse 
en el primero de aquellos. 

El art. 345 supone, que nuestros agentes diplomá- 
ticos en el extranjero, podrán conocer de las faltas 
cometidas por españoles en los respectivos países en 
que se hallaren, si es que les fueren entregados por 
las autoridades de la nación; por este motivo, aunque 
consignamos que la jurisdicción ordinaria es la com- 
petente para entender y castigar las que cometieren 
extranjeros en el territorio español, creemos justo 
añadir que por reciprocidad deberán nuestras autori- 
dades entregar los extranjeros que incurrieren en fal- 
tas análogas á las que hubieren producido aquel re- 
sultado en su país, á sus respectivos CJónsules. 

Art. 165. Hallándose establecido (art. 164) , que 
serán respetados con relación á los delitos ó faltas que 
se cometieren en el extranjero, los tratados existen- 
tes ó que en adelante se celebraren, nada más natural 
que consignar la misma doctrina, cuando se hubiera 
delinquido ó cometido alguna falta por extranjeros 
dentro del territorio español; declaración que no ha- 
bría necesidad de consignar, á no ser por lo que esta* 
blece la citada ley orgánica en el art. 346 ya mencio- 
nado, de que no heñios considerado oportuno pres- 
cindir. 
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CIPÍTÜLO n. 

De la extradición* 

Artículo 166 y sigriientes hasta el 182. El princi- 
pio ya estudiado de la territorialidad de las leyes pe- 
nales, y el hecho evidente de que la autoridad de los 
poderes constituidos^o puede traspasar las fronteras, 
son las causas que sirven de fundamento al art. 166, 
según el que, si uno hubiere delinquido en un país, y 
se trasladase & otro, por regala general, no puede ser 
juzgado ni aun detenido en este, ni entregado el go- 
bierno de la nación en que cometió el delito, á no ser 
que se encontrare en alguno de los casos, que según 
la ley, pueden autorizar la extradición, que es según 
Foelix, el acto por el que un gobierno entrega un in- 
dividuo perseguido por un delito, á los poderes de otra 
nación que lo reclaman para juzgarle ó castigarle. 

Objeto de grande discusión es el averiguar si con- 
viene 6 no la existencia del mutuo servicio, que por 
medio de la extradición, se prestan las nacionalida- 
des, haciendo así más eficaz la ley penal, que es la 
máxima garantía de los derechos, ya que el delin- 
cuente no ha de hallar asilo que le permita Vivir con 
tranquilidad, ni aun pisando país extraño, ó abrazán- 
dose á su madre patria, en caso de haber cometido 
algún delito en otro pueblo distinto del propio. Nos- 
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otros damos como resuelta esta cuestión en el terreno 
práctico, y creemos además, que á la extradición de- 
ben una parte muy principal la fijeza de los derechos 
^ue las leyes penales procuran robustecer, y é la jus- 
ticia el que no sea irrisoria su intervención en muchos 
•casos. 

No nos hemos de oponer, sin embargo, á la excep- 
ción aceptada generalmente, en favor de los delitos na- 
neados políticos y sus conexos (segunda parte del ar- 
tículo 168), por la creencia que generalmente se tiene 
de que no es delincuente el que dejándose llevar de un 
ideal que acaricia hasta con entusiasmo, ataca las ins- 
tituciones existentes en su patria para procurar reem* 
plazarlas con aquellas que considera como más bene- 
ficiosas para labrar su felicidad; pues aunque alguna 
Tez será esta doctrina el manto hipócrita con que 
pretendan cubrirse actos verdaderamente criminales, 
comprendemos que este asilo, no dá ni aun complici- 
dad moral á la.naoion que abre sus puertas hospitala- 
rias á reos que al dia siguiente de su persecución 
-quizás encarnizada, pueden ser objeto de vítores y 
. aclamaciones en el mismo país que antes los conside- 
TÓ delincuentes, y libra en algunos casos del dolor 
de un tardío arrepentimiento, pues más de una vez 
hubieran ido al sepulcro, quienes conservaron su vida 
en la emigración, prestando después servicios ímpor-- 
tantes á su patria. 

u 
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No participatnos de la misma opinión, con res- 
pecto ¿ la doctrina que sostienen generalmente los 
autores del Derecho internacional, al negar la extra* 
dicipn de subditos que hubieren delinquido en otro 
país; pues aunque comprendemos la diferente condi- 
ción en que se hallan los que toman asilo en una na- 
cionalidad que no es la suya, en comparación de aque- 
llos que se encuentran en su propia patria, no hay en 
nuestro juicio, lastimada consideración alguna de 
dignidad ni de soberanía, con que pueda cohones- 
tarse la impunidad en que de este modo quedan al- 
gunos delitos, sin más beneficio que el dispensado al 
criminal. Nosotros creemos que hoy se seguiría otro 
camino, entregando el delincuente á las autoridades 
de la nación cuyos derechos y hospitalidad hubiera 
lastimado en justa vindicación de la ofensa inferida^ 
¿ no ser que todas estas consideraciones tan natura- 
les, se hayan de dejar á un lado ante las prescripciones 
de pactos ó tratados expresos; mas como la doctrina 
corriente es la contraria, se procede con tan poco des- 
ahogo en estos asuntos, y se cree además sin duda^ 
que da mayores pruebas de poder y de independencia 
la nación que tiene un criterio menos la2co, para la 
aplicación de sus relaciones con los demás pueblos; 
por estos motivos hemos consignado entre los casos 
que señalamos en el art. 182, aun contra nuestras 
convicciones particulares, el de no proceder la extra- 
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dicion cuando el delito se hubiere comeládo por na* 
cionates del Estado á quien sé reclama. 

Los demás artículos consigiiados en este capítulo, 
ó tienen indicado en ellos su origen, ó son reglas 
de prudencia, cuya oportunidad se comprende eún 
solo leerlos. 

Para miayór claridad, y con el objeto de hacer m&s 
sencilla la aplicación de las doctrinas correspondientes 
á tan importante materia, indicaremos en los apéndi- 
ces los convenios existentes con España sobre extra- 
dición. 



TtTÜIiO Ilt. 

piepoeiciONEs comunas á i_os dosti'tuuos 

AN TERIOR ES. 



CAPITULO PRIMERO. 

Ik los exhortas y oonmukaeiónes con tribwuües 6 amíoridades 

extraiiijercu. 

Bste capítulo no entraña cuéistion alguna qué me- 
rezca ser dilucidada; lo C!;Lál nó quiere indicad, sin 
embargo, que carezcan de importancia los puntos que 
en él Sé consignan. 8i las fórmulas de comunicarse 
las autoridades judiciales y tribunales esteblecidos 
dentro de un país, pueden ser materia importante y 
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expuesta á entorpecimieatos, si no se hallan obserrá- 
das las ritualidades establecidas, con tanta m&s razón 
son posibles complicaciones, si se faltare á cualquiera 
de las formalidades que hasta con prolijidad est&n 
señaladas para los exhortos y comunicaciones con tri- 
bunales ó autoridades extranjeras, cuyos documentos 
quizás, encontrarian alguna vez dificultades insupera- 
bles por cualquier Mta éxtrinsica, hija dé lad inflexi- 
bles exigencias de la diplomacia. Hé aquí el interés 
que tiene este capítulo , no obstante la sencillez áe 
sus declaraciones. 



CAPITULO II. 

De las diligencias jtididales y dúcummtos otorgados 

en el extranjero. 

Artículos 192 y 193. Aunque las autoridades judi- 
ciales, en realidad, no pueden considerarse sino como 
funcionarios revestidos de jurisdicción para todos 
cuantos actos practican en los asuntos en que entien- 
den, es de distinto carácter su intervención, seguá se 
trate .de las diligencias judiciales que autorizan , ó 
délas sentencias que dictan. En las primeras, más 
que ejercitar potestad, parecen funcionarios que au- 
tentican y rodean de mayor prestigió los acto» que 
ante su presencia tienen lugar, así como cuando de- 
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cidea loa asuntos que le« compete resolver^ qercitan 
las plenas facultades de que se hallan revestidos, por 
la jurisdicción que en nombre de los poderes públicos 
d^empenan. Por esto, aun las naciones que proceden 
con más suspicacia en el cumplimieto de las senten^ 
cias dictadas por tribunalesi extranjeros, no prohiben 
que sean aceptadas las diligencias judiciales con el 
valor legal que según su naturaleza les corresponda, 
siempre que reunieren las condiciones necesarias para 
acreditar su autenticidad, ya que tan fácil seria que 
pudieran prosperar los más torpes amaños, y las que 
según nuestras leyes deben reunir para su validez y 
eficacia (art. 192). El cotejo de un documento, cuyo 
original resultare, en archivo sito en el extranjero, 
no podrá producir, v. gr., en España sus efectos opor- 
tunos, si no se hubiere practicado con citación de la 
parte á quien pudiere perjudicar. 

Es evidente que deja de ser punto opinable, cuan- 
do existen tratados, que marquen el valor dichas ac- 
tuaciones, pues que esta es la primera regla á la cual 
hay que atender para decidir todo conflicto en el ter- 
reno del derecho internacional, así como tras de ella, 
y en segundo término, aparece la reciprocidad, que 
si bien no muy conforme con nuestras doctrinas , no 
hemos podido dejar en olvido, siguiendo en este pun- 
to (art. 193), la opinión de los escritores de Derecho 
internacional. 
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Artieulos 1^4 al 200. Los documénfos otorgrados 
en el extranjero para acreditar actos que ante nues- 
tras leyes serán considerados delitos, deberán sin du- 
da alguna admitirse en España, siempre que se hu- 
bieren observado las condiciones de legalidad exigi- 
das en el lugar de su otorgamiento, y se presentaren 
revestidos de cuantos requisitos exigieren nuestras 
leyes para cerciorarse de su autenticidad, que es el 
punto principal á que se dirigen las disposiciones con 
que terminamos nuestro trabajo, y que por su senci- 
llez no aclaramos. 

Explicados brevemente los motivos principales de 
esta obra elemental.de Dbrbcho intbbnacional pri- 
vado, es ya ocasión oportuna de exponer por artícu- 
los la doctrina indicada, cumpliendo de este modo 
con el método que nos hemos propuesto al escribirla. 



PARTE DISPOSITIVA. 



LIBRO PRIMERO. 



-Sel Derecho internactonal en sos relaciones con el Derecho 

ciyil. 



TITULO I. 

DE UAS RER80NA8 



CAPÍTULO PRIMERO. 
Htpañoles. — Extranjeros, — ModifioacionM de nacionalidcui. 

4 

Artículo 1.® 

Son españoles : 

Primero. Las personas nacidas en territorio es- 
pañol. 

Segwndo. Los hijos ^ padre ó madre españoles, 
«unque hayan nacido fuera de España. 

Tercero. Los extranjeros que hayan obtenido carta 
de naturaleza. 

Cuarto. Los que sin ella, hayan ganado vecindad 
en cualquier pueblo de la monarquía (art. 1.^ de la 
Constitución de 30 de Junio de 1876) ; lo cual se en- 
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' tenderá desde que hubieren fij ado su domicilio en él, y 
' figurasen con aquel carácter en el padrón del mismo^ 
Quinto. La mujer extranjera, que se casa con ua 
español, desde el momento que contraQ matrimonio, 
si este se hubiere celebrado con las condiciones de- 
legalidad exigidas por el derecho patrio. 

Abtícülo 2.^ 

Todos los que no se hallaren comprendidos en 
cualquiera de los casos expresados en el articulo an- 
terior, se considerarán extranjeros, sea cualquiera eL 
punto en que residieren. 

* Artículo 3.^ 

Los que hubieren nacido en territorio español de^ 
padres extranjeros, ó de padre extranjero y madre es-^ 
pañola, que quieran gozar de la nacionalidad de Es- 
paña,, deberán declararlo asi en el término de un año, á 
contar desde el dia en que cumplan la mayor edad, si 
á la sazón están ya emancipados, y en otro caso desde 
que alcancen lá emancipación, renunciOtUdo al mismo^ 
tiempo á la nacionalidad de sus padres (art. 103 de la. 
ley de 17 de Junio de 1871). 

Esta declaración y renuncia, y consiguiente ins- 
cripción eu el registro, deberán hacerse ante el Juez» 
municipal del domicilio del interesado. Si residiere eot^ 
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país extranjero, se harán ante el Agente diplomático 
ó consular de España del ^unto más próximo, quien 
inscribirá el acta en el registro de que esté encarga- 
do, remitiendo copia á la Dirección para que repita la 
inscripción en su registro, si el interesado no tuviere 
su domicilio en España (art. 104 de la misma). 

Artículo 4.*^ 

Los hijos de padre español y madre extranjera que 
nacieren fuera del territorio serán españoles, debien- 
do inscribirse su nacimiento en el registro del Agen- 
te diplomático ó consular de España del punto mas 
próximo, en la forma que establece el art. 58 de la 
ley del Registro civil. 

Artículo 5.^ 

Los hijos de padre extranjero y madre española, 
nacidos fuera del territorio, podrán renunciar la na- 
cionalidad que les corresponda, en la forma consig- 
nada en párrafo 2.^ del art. 3.^ (art. 105 de la mis- 
ma ley) . 

Artículo 6.*^ 

Lps hijos naturales que naciesen en el extranjero 
serán españoles, si el padre fuere español y los reco** 
nociese ó legitimase. 
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Si la madre los reconociere, y no el padre, ó fue- 
sen ilegítimos de otra clase, serán españoles, si aque- 
lla lo fuere, debiendo inscribirse su nacimiento, en 
uno y otro caso, lo mismo que en el anterior, ei^ la 
forma prescrita por el art. 4.*^ 

El reconocimiento hecho por el padre ó la madre 
con posterioridad á la inscripción del hijo en el regis- 
tro con un car&cter determinado, ó con el de no tener 
padres conocidos, no hará perder al hijo la naciona- 
lidad que hubiere adquirido al nacer, sin perjuicio de 
los derechos que podrá exigir del padre ó de la madre 
ó de ambos, según los casos, y que procedan de la le- 
gislación correspondiente á estos. 

Artículo 7.** 

El hijo ilegítimo nacido en el extranjero, y legiti- 
mado por subsiguiente matrimonio, adquiere la con- 
dición de español si el padre lo fuese, cualquiera que 
sea la época en que se verificare el matrimonio, en 
caso de no hallarse ya emancipado. 

Artículo 8.*^ 

Los hijos de Betmilia que fueren adoptados por al- 
gún ascendiente, adquirirán la nacionalidad pertene- 
ciente á este en la forma antes indicada : mas los que 
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filien Tecibidos como hijos por quien no reúna dicha 
circunstancia, continuarán con la condición que ter 
nian antes de verificarse su adopción. 

La arrogación comunicará, al arrogado la ciuda- 
danía propia del arrogador^ y obligará á este al cum- 
plimiento de los deberes que la patria potestad le im- 
pone^ mientras permanezca subsistente el vinculo. 

Artículo 9.*^ 

Las cartas de naturaleza que pueden concederse á 
extranjeros son de cuatro clases : 

Primera. Absoli^ta para gozar de todo lo eclesiás- 
tico y secular, sin limitación ninguna. 

Segunda. Para todo lo secular con la limitación 
que no comprenda cosa que toque á lo eclesiástico. 

Tercera. Para obtener cierta cantidad de renta 
eclesiástica en prebenda, dignidad ó pensión, sin ex- 
ceder de ella; y 

Cuarta. Para lo secular, y solo para gozar de hon- 
ras y oficios como los naturales, excepto los cargos 
públicos generales, provinciales ó municipales, para 
los que no se tiene aptitud, sino en el primer caso. 

Para las naturalizaciones de las tres clases prime- 
ras, será necesario una ley (nota 5.^ á la ley 6.^, títu- 
lo 14, lib. 1.^ de la Novísima Recopilación), las de 
cuarta dase, se conceden por Real decreto, expedido 
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por el Ministerio de la Gob^nacion» previa confliilta 
del Consejo de Estado. 

Artículo 10. 

Para que las cartas de naturaleza surtan sus efec- 
tos, será necesario inscribir esta gracia en el registro 
civil del domicilio elegido por el interesado, ó en el 
de la Dirección general, sino hubiere de fijar su resi- 
dencia en España, lo cual se verificará en uno ú otro 
registro, según los casos, presentando el decreto de 
naturalización, la partida de nacimiento del interesa- 
do, la de su matrimonio, si estuviere casado, y las de 
nacimiento de su esposa y de los hijos, jurando la 
Constitución del Estado, y manifestando además, que 
renuncia á su nacionalidad anterior (artículos 96, 97 
y 101 de la citada ley del Registro). 

Artículo 11. 

El extranjero que sin obtener carta de naturaleza, 
ganare vecindad en sOgun punto de España, con ar- 
reglo á la ley Municipal de 2 de Octubre de 1877, go- 
zará de los derechos y consideraciones de español, 
desde el instante en que se haga la correspondiente 
inscripción en el registro civil, presentando ante el 
Juez municipal de su domicilio, justificación bastante, 
practicada con citación del ministerio público, de los 
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heGlM)8, en virtud de los cuales se gana dicha vecin- 
dad, y renunciando en el acto á la que antes tenia, 
ele todo lo cual deberá hacerse mención en el asiento 
respectivo (art. 102 de la misma). 

Artículo 12. 

La calidad de español se pierde : 

Primero. Por adquirir naturaleza en país ex- 
tranjero. 

Segundo. Por admitir empleo de otro Gobierno, 
sin licencia del Rey (art. 1.^ de la Constitución). 

Tercero. Por el servicio militar en una potencia 
extranjera, sin permiso del Gobierno. 

Cuarto. Por casarse una mujer española con un 
extranjero; y 

Quinto. Pierden la nacionalidad la mujer ó hijos 
menores de edad no emancipados, si por cualquier 
causa la hubiera perdido el marido, padre ó madre de 
^uien dependieren, según los casos, á no ser que au- 
mentándose estps del territorio, nacional, continuaren 
xesidiendo aquellos en algún pueblo sujeto á los do - 
aninios españoles. 

^ Artículo 13. 

El que hubiere perdido la calidad dé español por 
«I primer motivo, podrá recobrarla, volviendo al reí- 
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nOy declarando que asi lo quiere ante elJuez monier- 
pal del domicilio que elija, ó en otro caso, ante el 
Director general del registro, renunciando & la pro- 
tección del pabellón del pai3 en que hubiere obtenido 
la naturalización, y haciendo inscribir en el regfistro 
civil esta declaración y renuncia (art. 106 de la ley 
de 17 de Junio de 1870). 

Abtículo 14. 

Si se hubiere perdido la nacionalidad, por la se- 
gunda y tercera causa, además de los requisitos indi- 
cados, se necesitará para recuperar la calidad de espa- 
ñol, una habilitación especial del Gobierno de España, 
que deberá hacerse constar en el respectivo asiento del 
registro civil (art. 107 de la misma). 

Artículo 15. 

La mujer española casada con un extranjero, po- ' 
drá recuperar la calidad que perdió por su matrimo- 
nio, después que este se disuelva, haciendo la decla-^* 
ración, renuncia é inscripción que quedan expresadas- 
En este caso, la interesada habrá de presentar el do- 
cumento que compruebe la disolución del matrimo- 
nio (art. 109 de la ley del Registro civil) . 

Los hijos legítimos ó legitimados por subsiguiente 
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matrimonio, no emancipados^ que con arreg^lo & la le- 
gislación del país á que hasta entonces pertenezcan, se 
hallen sujetos á la potestad de su madre, perderán la 
ciudadanía de origen, adquiriendo la que esta recu- 
pera; en cualquier otro caso, continuarán con la na- 
cionalidad que tenian. Podrán, no obstante, elegir la 
nacionalidad del padre, ó la de la madre respectiva- 
mente al llegar á la mayor edad ó ser emancipados, 
en la forma que prescriben los artículos 103 y 104 de 
la ley del Registro civil. 

Artículo 16. 

Si se hubiera declarado nulo el matrimonio con- 
traído con buena fé por ambos cónyuges, ó por parte 
de la mujer tan sólo, podrá readquirir esta la nacio- 
nalidad perdida, solicitando su recuperación en la for- 
ma prescrita por el artículo anterior. 

Si el matrimonio se hubiere celebrado con impedi- 
mento que la mujer no ignoraba, se considerará como 
si nunca hubiera perdido esta la calidad de española, 
pero cuidando de que no se ocasione por esta causa 
perjuicio á los hijos ó al marido, si él le hubiere cele- 
brado con buena fé, y á las demás personas, que igno- 
nxAo el impedimento, hayan otorgado algún acto 
legal, creyendo que la mujer tenia una nacionalidad, 
que realmente no le perteneciera. 
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Los hijos continuarán, en uno y otro caso, con la 
nacionalidad de su orígfen, sin perjuicio de la facul- 
tad que se les reconoce de elegfir del modo ya indica- 
do al salir á la mayor edad. 

Aktícülo 17. 

El nacido en el extranjero de padre ó madre espa- 
ñoles, que haya perdido esta calidad por haberla per- 
dido igualmente sus padres, podr& recuperarla tam- 
bién, llenando los requisitos prevenidos en el articu- 
lo 13 (art. 108 de la citada ley). 

Artículo 18, 

Las modificaciones que resultaren en la nacionali- 
dad de las personas sometidas á la potestad de otro, 
por la muerte de aquel de quien dependieren seg^un 
lo establecido en los artículos de esta ley, se produci- 
rán del mismo modo, cuando por su ausencia fuera 
admisible con arreglo á las leyes del país á que perte- 
neciere, la presunción de su muerte. 

Este efecto se producirá, sin perjuicio de la sub- 
sistencia de aquellos vínculos ó relaciones , que por 
nuestras leyes deban tener carácter de perpetuidad, 
ó siempre que estas exigieren otros requisitos dife- 
rentes para considerarlos disueltos. 
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Artículo 19. 

Los extranjeros podrán establecerse libremente en 
territorio español, ejercer en él su industria, 6 dedi- 
NCarseá cualquiera profesión, para cuyo desempeño 
no exijan las leyes títulos de aptitud, expedidos por 
las autoridades españolas. 

Los que no estuvieren naturalizados, no podrán 
ejercer en España cargo alguno, que tenga aneja au- 
toridad ó jurisdicción (art. 2.^ de la Constitución de 30 
de Junio de 1876) , hecha excepción de aquella que pro- 
cediere por delegación pontificia, si bien será preciso 
cumplir en este caso con los requisitos exigidos por 
las leyes. 

Artículo 20. 

Los extranjeros que sin adquirir vecindad quisie- 
ren fijar su residencia ó domicilio en territorio espa- 
ñol, deberán declararlo así, ante el Juez municipal del 
pueblo en que pensaren residir, quien procederá en el 
acto á la correspondiente inscripción en el registro de 
ciudadanía en la forma que determina el art. 110 de 
la ley del Registro civil. 

Gozarán en este caso los extranjeros de las mis- 
mas garantías ge^^érales que la legislación conceda 

13 
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á los naturales, disfrutaránde los fueros que le dis- 
pensen los tratados públicoe, si los hubiere, y pueden 
solicitar la protección de su soberano en todos los ca- 
sos en que se consideraren justamente ofendidos ¿ 
lesionados. 

No tendrán participación en los cargos públicos y 
derechos politicos. 

ARTÍCULO 21. 

Los extranjeros que se hallaren accidentalmente 
en España, y sean considerados como transeúntes, 
participarán de las garantías qué fueren precisas pata, 
hacfer respetar su personalidad y derechos, á no ser 
que hubiere algún tratado que aumentare su^ ñ»n- 
quicias. Deberán cumplir lo prescrito en los regla- 
mentos de policía y buen orden, y las obligacíonea 
que resultaren de sus actos jurídicos, ejecutados den- 
tro del territorio español. 

Artículo 22. 

Sí los españoles trasladaren su domicilo á pais^^ ex- 
tranjero, donde, sin más que su residencia en él, sean 
considerados como naturales, necesitarán para con- 
servar la nacionalidad de España, manifestar al Agen- 
te diplomático ó consalar .español, que esta es su vo- 



4 
1 
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Inntad, quieü deberá inscribirles, asi como también á 
su cónyuge» si fiíeren casados, y á los hijos que tU" 
vieren, en el re^stro especial de españoles residentes 
qne deberá llevar al efecto (art. 112 de la citada ley). 



CAPITULO n. 

Dd matriniomo y sus efectos. — Legitifnacion, — Adopción. 

Abtígulo 23. 

^ consideran capaces para contraer matrimonio 
en España, los extranjeros que tuvieren aquella cua- 
lidad con arregplo á las leyes de la nación á que per- 
tenezcan; para lo cual será necesario^ que cuando hu- 
bieren de casarse en el reino, se acredite por medio 
de documento expedido por la correspondiente auto- 
ridad de su país, que se hallan en libertad para poder 
contraer el enlace que tienen concertado, sin perjui- 
cio de cumplir además las disposiciones que nuestras 
leyes exijan para su celebración, prÍQCipalmente si 
hubieren de continuar residiendo en España. 

Abtígulo 24. 

No se podrá casar, sin embargo, en España, el ex- 
tracto que tuviere Impedimento dirimiente, con ar* 
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reglo á nuestras leyes, aunque esta doctrina no fuere 
conforme á la legislación del país de su procedencia; 
ni tampoco podrto celebrar matrimonio, si aunque 
pudiera ser licito en España, no lo hubiere de ser se^ 
gun las leyes del país á que pertenezca el marido. 

Si el matrimonio se hubiere celebrado por españo- 
les en país extranjero con el objeto de eludir el cum- 
plimiento de algún requisito exigido por nuestras 
leyes, producirá en España los mismos efectos qae 
hubieren resultado de celebrarlo en igualdad de cir- 
cunstancias dentro del territorio nacional. 

Aetícülo 25. 

El matrimonio contraído fuera del territorio por 
extranjeros, con arreglo á las leyes de su nación, sur- 
tirá en España todos los efectos civiles del matrimo- 
nio legítimo (art. 40 de la ley del Matrimonio civil). 

Abtícülo 26. 

Las formalidades extrinsicas exigidas para la cele* 
bracion del matrimonio, serán reguladas por Ibb leyes 
del país en que este se verificase. Deberán obser- 
varse, además, las leyes de la nación en que hubiere 
de producir desde luego sus efectos el matrimonio, si 
la formalidad, aunque «xtrínsica, envolviese alguna 
circunstancia ó requisito esencial para su validez^ 
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DERECHO 1NTERNACÍ0I9XL PRIVADO. 107 



Aktícülo 27, 

Los matrimonios celebrados en el extranjero por 
españoles, ó por un español que desee conservar la 
nacionalidad y un extranjero, se inscribirán en el 
registro civil del Afrente diplomático, ó consular es- 
pañol del lug^ar en que el acto se hubiere efectuado 9 
y no habiéndolo, en el del más próximo (art. 42 de la 
ley de Matrimonio civil). 

Si el matrimonio no se hubiere inscrito, y la mu- 
jer española casada con extranjero enviudare y qui- 
siera recuperar la nacionalidad que perdió al con- 
traerlo, no será obstáculo esta falta para que consiga 
su deseo, inscribiendo previamente en el registro la 
partida de casamiento, y el documento que acreditare 
su disolución. 

Aktícülo 28. 

Las relaciones de familia que se crearen entre el 
marido y la mujer, ó entre estos y sus hijos respecti- 
vamente, se regirán por las leyes de la nación á que 
pertenezca el marido, en cuanto no se opusieren sus- 
tancialmente á la naturaleza y carácter esencial de las 
que regulen esta institución en el punto donde los 
extranjeros residieren, ó pretendieren ejercitar sus 
derechos. 



X 
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La nueva nacionalidad que la mujer adquiriere, ó 
la que recuperase después de enviudar, no podrá per^ 
judicar los derechos que hubieren radicado en los hi- 
jos al morir sú padre. 

AuTÍOüLO 29. 

No obstante lo dispuesto en los dos artículos an- 
teriores, si uo se hubiere inscrito el matrimonio cele- 
brado por un extranjero con mujer española en el re- 
gistro correspondiente, conservará esta sus derechos 
y personalidad anteriores, en todo aquello que no tu- 
viere relación alguna con el matrimonio. 

Artículo 30. 

Los efectos civiles del matrimonio, con relación á 
los bienes de los cónyuges y de los hijos, se regala- 
rán por la legÍ3lacion correspondiente á la nacionali- 
dad del marido, á no ser que de aplicarse los derechos 
en ella sancionados, se hubieren de alterar los princi- 
pios constitutivos de la organización del Estado ó de 
la propiedad en cuyo territorio se hallasen las cpsas 
que formaren el patrimonio de la familia. , 

Artículo 31. 

Los tribunales españoles no admitirán pai^ la nu- 
lidad del matrimonio, separación ó divorcio de los que 
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<fle hubieren casado Intimamente en el esLtranjero, 
otras causas que aquellas que se hallen sustancial- 
mente conformié^ con nuestras leyes, y no se opusie- 
ren á la naturaleza esencial de estai institución, B^guif. 
los principios de nuestro derecho. 

Artículo 32. 

No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, 
'decretada por los tribunales extranjeros la nulidad, 
separación ó divorcio de Q^nyuges no españoles, de- 
berár ser respetada la nueva lenidad que en la per- 
sonalidad de estos se creare, aunque sea por causas 
ó motivos que no se hallaren conformes con lo dis- 
puesto ^1 nueslaras leyes. 

No sé considerará, sin embargo, roto el vinculp, y 
por lo tanto en libertad para contraer otro matrimo- 
nio, ¿ los que lo hubieren celebrado legítimamente, 
sino cuando según nuestras leyes deba producirse 

este efecto. i 

1 

I 

Artículo 83. 

Si el matrimonio se hubiere celebrado por españo- 
les con arreglo á las prescripciones de nuestro Derer 
cho, aunque el marido naturalizándose en país ex- 
traño perdiere la nacionalidad, no podrán producirse 
otras modificaciones con respecto á la mujer, que no 
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se naturalizase y los hijos, que aquellas que nuestra» 
leyes autorizaren. 

Si i pesar de lo establecido en éi p&rrafo anterior,, 
se hubiere decretado la separación ó nulidad pot al« 
g^na causa que no reuniere dicha condición, ae con-^ 
siderará & la mujer en el mismo caso, que si su mari-- 
do se hallare ausente, ignorándose su paradero. 

Aetícülo 34. 

Si uno de los dos cónyuges, ó ambos, se nieituráli^ 
zase en otro país con posterioridad & la celelnacioa áét 
matrimonio, "no afectarán á la naturaleza y efectoa^ 
del mismo, los acto& anteriorea á la fecha de la nato*- 
ralizacion, con respecto á los cubiles, se deberán aidi- 
car los principios de la legislación á que se hallaban, 
sujetos en dicha época. 

Artículo 35. 

Lo dispuesto en lo» artículos anteriores, se enten- 
derá sin perjuicio del derecho de los tribunales ecle- 
diásticos para juzgar déla separación de los cónyuges 
y de la nulidad del matrimonio celebrado in faci^ 
ecclesiaj con arreglo á las Sagrados Cánones, 
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Aktíoülo 36. 

Los hijo^ iuibidos por extranjeros, serán tenidos 
eomo legititnódy si esta fuere su condición, con arre* 
glo ¿ las leyes de la nacionalidad del marido; 

Artículo 37. 

La ilegitimidad de los hijos, &e apreciará y califi- 
cará, por tanto, con arreglo á las leyes correspondien- 
tes á lá nacionalidad del padre, si fuere légalmente 
conocido^ á las que deberán atemperai^e^ tanto las 
reclamaciones qüiB los hijos hubieren de hacer, como 
las impugnaciones de las personas que se considera-* 
sen peijudicadas. 

Artículo 38. 

El reconocimiento hecho por el padre ó por la ma- 
dre, con arreglo a las leyes de la nación á que uno ú 
otro pertenezcan, surtirá sus efectos en España, siem- 
pre que se acreditare aquel acto de la manera autén- 
tica que establezcan las leyes del lugar en que se 
hiciere. Conéervaráf sin embargo, el hijo la naciona-^ 
lldad que anteriormente tenia, según dispone el 
párrafo 3i^ del art. 6.<* 
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Artículo 44. 

8i la familia fuere ile^tima, se regular&n las rela- 
ciones que mediaren entre el padre, la madre y loa 
hijos, por la ley que fijare la nacionalidad de estos^ 
segfun lo establecido en el art. 6.® 

Artículo 45. 

M ascendiente que tuviere algrun poder sobre su» 
descendientes, podrá ejercitar las facultades que la 
ley de la patria que r^gfulare los derechos familiarea 
le permita, y sean relativos al cuidado^ educación 
y asistencia debida á estos; pero los que tuvieren 
por objeto el ejercicio de dicho poder, y el empleo 
en su consecuencia de los medios coercitivos ó de 
corrección que con este objeto hubieren de emplear- 
se, se regularán, ñegun los casos, por la ley del país 
en que los padres residieren, siquiera sea acciden- 
talmente. 

Artículo 46. 

Como consecuencia de lo dispuesto en el art. 43, 
subsistirá la patria potestad hasta que una causa le- 
gal, reconocida por la legislación que regulase ladre* 
laciones de familia^ la declarare extinguida» 
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Artículo 47. 

Los efectos de la patria potestad, con respecto & los 
bienes de los hijos, se regirán coa sujeccion ¿ las 
leyes de la nacionalidad que determine las relaicioñes 
de la familia de que formaren parte. 

Artículo 48. 

Los hijos y los menores de edad disfrutarán de los 
beneficios dispensados por la legislación que en este 
concepto les fuere propia^ debiéndose consideraren 
la plenitud de sus derechos^ cuando esta deba ser su 
condición jurídica con arreglo á los principios y dis- 
posiciones de la ley de su nacionalidad. 

Serán, sin embargo, válidos los actos que los ex- 
tranjeros ejecutaren en España con las condiciones 
de capacidad exigidas por nuestro derecho, si hubie- 
ren de producir su efecto dentro del territorio, aunque 
no se hallare conforme esta doctrina con lo que esta- 
bleciere la ley de su propio país. 

» 

Artículo 49. 

La tutela y la cúratela, se regirán por las leyes del 
pueblo á que perteneciere el menor ó incapacitado. 
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tanto con relación á los casos en que hubiere de ser 
procedente la constitución de cualquiera de estos car- 
gos, y á los derechos en las personas, como con res- 
pecto á las &cultades sobre los bienes é ínterYenüion 
de la autoridad supletoria respectiva. 

Podrá no obstante atenderáe al cuidado de la per- 
sona y bienes de los extranjeros menores ó incapaz . 
citados, según las reglas establecidas por nuestro de- 
recho, si por muerte de sus padres, ó por cualquier 
otra causa, resultaren abandonados ó no fuere cono - 
cida la persona que hubiere de cuidar de ellos y sus 
bienes. Las medidas que por esta causa se tómar^i^ 
cesarán en el momento que se presentare el que deba 
cuidar de ellos, acreditando su carácter en forma legaL 

ARTÍCULO 50. . 

r 

En consecuencia de lo dispuesto en el párrafo l.^ 
del articulo anterior, serán válidos en España los 
actos que el tutor ó curador ejecutare, con suje- 
ción á las leyes de la nacionalidad del menor 6 inca- 
pacitado, hecha excepción de las facultades que se re- 
fieran directamente á la persona; en estas deberá 
ajustarse á las leyes del país en que se hallare , si- 
quiera sea accidentalmente. 
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Artículo 51. 

Las declaraciones de incapacidad ó modificativas 
del estado de los extranjeros, provenientes de sus le- 
yes ó de una sentencia judical en asunto civil, serán 
req)etadas en Bspaña, y surtirán las consecuencias 
que procedan, exceptuando las que se refiriesen á los 
efectos del matrimonio, en cuyo caso se tendrá pre- 
sente lo establecido en el cap. n de este libro. 

Mas las incapacidades que provinieren de una sen- 
tencia criminal, ó de leyes de carácter político, no 
producirán el efecto de modificar la capacidad del ex- 
trai^fero que residiere en España. Los actos ejecutados 
en su país, con arreglo á la legalidad que crearen ya 
la sentencia ó las leyes antes dichas, serán respetados 
en nuestro territorio. 
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TÍTULO n, 

OE L-A8 coa'Ae. 



CAPÍfüLO PRIMERO. 
Derecli/08 reales* 

Artículo 52. 

Las cosas tanto muebles como inmuebles, se regri- 
Tan por las leyes del pais en que se hallaren. 

Si fiíesen muebles, y se encontraren accidental- 
mente ó de un modo transitorio, en un punto distinto 
de aquel á que van destinadas, se regirán por Jas le- 
yes del país para donde son, sin perjuicio de las pre- 
cauciones que pudieran tomarse para evitar toda clase 
de fraudes ú ocultaciones. 

Artículo 53. 

No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, 
los actos ó contratos por los que se hubiere de adqui- 
rir 6 trasmitir la propiedad, se atemperarán, en cuanto 
á la capacidad de los interesados, y condiciones in- 
ternas y externas de aquellos, á la ley de la naciona- 
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lidad á que pertenecieren los primerod, y en que se 
otorgaren los segundos. 

Artículo 54. 

Serán válidos y eficaces los actos ó contratos que, 
relativamente á cosas muebles, verificase algxm ex- 
tranjero, con las circimstancias de capacidad y demás 
requisitos exigidos en España, aunque no se hallen 
conformes con las prescripciones establecidas en el 
país á que perteneciese el que los ejecutare. 

Artículo 55. 

La posesión, tanto natural como civil, se regulará 
-por la ley del lugar en que se halle sita la cosa. 

Artículo 56. 

La personalidad y derecho á poseer, se aprecia- 
rán por regla general, según lo establecido en las le- 
yes de la nacionalidad á que perteneciera la persona 
que hubiere de hacer valer este derecho. 

Artículo 57. 

El dominio sobre las cosas que constituyen el pa- 
trimonio, la extensión de los derechos que compren- 
de, y las limitaciones que en ellos se señalan por las 

u 
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leyes, se atemperarán á las disposiciones vigentes en 
el lugar en que se hallare la oosa. 

Artículo 58. 

El ejercicio de aquellos derechos sobre los bienes 
que procedieran de condiciones personales, ó de la 
organización particular de la familia, se regir&n por 
las leyes de la nacionalidad de aquel que los hubiera 
de utilizar, ó por las que regulen sus derechos fami- 
liares , según lo establecido en los capítulos I y II de 
esta ley. 

Artículo 59. 

Los modos singulares de adquirir la propiedad, se 
regirán por las leyes del lugar en que se halle la cosa 
sobre la cual recayeren. 

En la prescripción de las cosas muebles, se aten- 
derá, á si al cumplirse el término prefijado por las dis- 
posiciones del lugar en que se hallaren, están tam- 
bién observados los demás requisitos exigidos por el 
derecho que'rigiere en el mismo punto. 

Con respecto á la tradición ó traslación de la pro- 
piedad ya constituida, se tendrá presente la misma 
regla, sin perjuicio de lo que se estableciere especial- 
mente en algún caso. 
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Artículo 60. 

Los derechos reales limitativos de la propiedad, 
se regirán en cuanto á su modo de ser, por las leyes 
del país en que se hallaren las cosas á que se refieran. 

En el caso de que, sin perjudicar la naturaleza de 
los derechos reales limitativos, ni la índole y régimen 
de la propiedad, se establecieren por medio de con- 
tratos otorgados en el extranjero, ó por personas no 
españolas, algunas facultades que restringieran, am- 
pliasen ó modificasen, no sustancialmente dichos 
derechos, se respetarán estos pactos. 

Artículo' 61. 

La constitución y extinción de los derechos limita- 
tivos del dominio, se atemperarán á las leyes del país 
que regulare el acto de que procedieran aquellos; los 
cuales producirán sus efectos en España, si no se opu- 
sieren á la organización de la propiedad, ó á la natu- 
raleza esencial de los derechos y prestaciones de 
carácter real, permitidos por nuestras leyes. 

Igual principio debe adoptarse en cuanto á las re- 
laciones jurídicas, que independientemente de los de- 
rechos sobre las cosas, se crearen de carácter perso- 
nal, entre el propietario del objeto y aquel á quien 
correspondiera el derecho real limitativo. 



'•^ 
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ABTÍCüLp 62. 

Gomo consecuencia de lo dispuesto en el articula 
anterior, deben ser atendidas las regalas consignadas 
en la legislación del lugar á que el contrato se hallase 
sujeto, para juzgar de la constitución, validez y cóndi- 
piones de los convenios garantizados por medio de 
prenda ó hipotecas, lo mismo que con respecto á la 
eficacia de los derechos que hubieren de asegurarse 
por aquellas, aunque las cosas que quedaren afectas 
& este gravamen, se hallasen en otra nación diferente; 
siempre que estuvieren cumplidos los requisitos esen- 
ciales exigidos por la ley del país en que se encon- 
trare la cosa dada en prenda ó hipoteca. 

Ariícülo 63. 

No serán reconocidas en España las preferencias 
que otras legislaciones consignen con relación á cré- 
ditos garantizados por medio de prendas ó hipotecas 
llamadas privilegiadas, constituidas sobre cosas si- 
tas en nuestro territorio, eti caso que el disfrute de 
dicha condición hubiere de perjudicar á tercero. 

Esto no será obstáculo, para que sea admitida la 
legitimidad de las hipotecas legales, sin privilegio 
alguno, aunque no fuera reconocida por las leyes 
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españolas la que tratase de hacerse efectiva sobre co- 
sas que se hallaren en el territorio nacional, si se hu- 
bieren cumplido los requisitos exigidos por nuestras 
leyes para darles publicidad. 

ABxfouLO 64. 

Las hipotecas, anotaciones preventivas y demás 
derechos reales, creados por virtud de sentencia ju- 
dicial dictada por tribunales extranjeros, surtirán su 
efecto en España, en caso de que estuvieren observa- 
das las prescripciones señaladas en la sección segun- 
da del tlt. 18 de la ley de Enjuiciamiento civil, se- 
gún dispone la Hipotecaria en su art. 5.^ 



CAPITULO II. 
De la Jierencia. 

Abtíoülo 65. 

La sucesión, tanto testada como intestada, será re- 
gulada por la ley de la nacionalidad á que pertene- 
ciere la persona que la produzca, sea cual fuere la 
clase de bienes de que se componga el patrimonia 
hereditario, ó el lugar en que se hallaren. 
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Artículo 66. 

No tendrán fuerza, sin embarg'O, en España, las le- 
yes sucesorias extranjeras, que hubieren de producir 
alteraciones en la orgfanizacion política ó económica 
de la propiedad, relativa & bienes sitos en el territorio 
nacional. 

Artículo 67. 

La capacidad para testar, la extensión de la facul- 
tad que la ley conceda para disponer de los bienes 
ipoT testamento, y como consecuencia de esto, los de- 
rechos que hubieren de ejercitar las personas que se 
consideren excluidas de la parte que les corresponda, 
del mismo modo que la apreciación de las causas que 
produjeran la nulidad ó anulación de las disposicio- 
nes testamentarias, serán apreciadas con arreglo á la 
nacionalidad del testador. 

Artículo 68. 

Se entenderán capaces para suceder, todos los que 
lo fueren según su ley nacional, en cuanto no se opu- 
siere sustancialmente dicha condición á las disposi- 
ciones establecidas por las leyes á que deba acomo- 
darse la sucesión, según el art. 65. 



\ 
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Si alguna persona, por pena ó por razones políti- 
atiS ó religiosas, fuere declarado incapaz ^ara ad- 
quirir bienes mortis causa según las leyes de su . 
nacionalidad, no serán obstáculo estos motivos para 
* que pueda adquirir los bienes sitos en otra naciónali- 
dad que no les diere igual valor. 

ARTÍCULO 69. 

Los derechos hereditarios de los hijos, ya sean le- 
gítimos, legitimados, ilegítimos ó adoptivos, serán 
apreciados según la legislación de que procediese la 
legalidad de los actos que les diere respectivamente 
aquella cualidad, con arreglo á lo dispuesto en el ca- 
pítulo !.• del tít. I. 

Artículo 70. 

El testamento otorgado en cuanto á su forma, con 
arreglo á las disposiciones establecidas en el pueblo 
en que se hiciere, será considerado en todas partes 
como legítimo. 

Surtirá también sus efectos en la nación á que per- | 

teneciese el testador, el que otorgare con arreglo á las 
leyes de su país, aunque se establecieran otras forma- 
lidades diferentes para acreditar su autenticidad, en 
«1 lugar de su otorgamiento. 



fe 
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, Artículo 71. 

Las cl&usulas de los testamentos y su interpreta- 
cion, deberán acomodarse á las leyes de la nacio- 
nalidad del testador. 

Artículo 72. 

Se consíderar&n vacantes los bienes que no ten- 
gan sucesor conocido, con arreglo á las leyes que» se- 
gún lo dispuesto en los artículos anteriores, deban re- 
gir la herencia tanto testada como intestada, corres-^ . 
pondiendo en este caso su adquision, al Estado en 
cuyo territorio se hallaren al ocurrir el fallecimienta 
de aquel de cuya sucesión se trate. 

Los derechos ú obligaciones que afectasen al pa- 
trimonio del difunto, se harán efectivos sobre sus 
bienes, según su respectiva naturaleza, y en la pro-^ 
porción que proceda. 

Artículo 73. 

Para que un testamento otorgado en el extranjera 
pueda producir todos sus efectos en España, conven*^ 
drá presentarlo en los tribunales españoles pidiendo su. 
cumplimiento, en la parte relativa á los bienes, sitos^ 
en territorio nacional; que no deberán negar su auto- 
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rizacion y decreto, si estando observados los anterio- 
res preceptos, no contuviere nada contrario al régi- 
men y organización de la propiedad^ 

Artículo 74. 

La posesión de los bienes hereditarios, y el acto de 
su entrega á los diferentes participes, se ajustarán 
á las prescripciones establecidas en la nación en que 
ge hallaren los bienes dé que se trate. 

En su virtud, los adquirentes deberán satisfacer 
los impuestos que por esta causa se fijaren en dicho 
punto, presentando además los documentos y la sen- 
tencia judicial en las oficinas ó registros establecidos. 



CAPITULO IIL 

Délas obligaciones. 

Artículo 75, 

La capacidad de las personas para obligarse, será 
apreciada según las leyes de la respectiva nacionali- 
dad á que pertenecieren las partes contratantes, á no 
aer que recayendo la obligación sobre cosas muebles, 
ó como consecuencia de actos ó servicios prestados 
en un país determinado, deban considerarse someti- 
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das las personas á la legislación del lugar en que 
aquella resultó consumada ó cuando menos perfecta. 

Artículo 76. 

La aptitud de las cosas ó hechos, sobre que pue- 
den recaer las obligaciones de toda clase, deberán re- 
gularse por las leyes á que estuvieren sometidas las 
primeras, ó por las del lugar en que hayan de ejecu- 
tarse los segundos. 

Artículo 77. 

En consecuencia de lo dispuesto en los artículos 
anteriores, si la obligación se hubiere de cumplir en 
distinta nación de aquella en que fué celebrada, se 
juzgará de su validez por las leyes de esta, así como la 
forma del cumplimiento, se ajustará á las del país en 
que hubiera de tener lugar. 

Cuando ambos contratantes tuvieren una misma 
nacionalidad ó domicilio, la obligación que celebra- 
ren en otra distinta, en que accidentalmente se halla- 
ren, será válida é interpretada con arreglo á las leyes 
de su patria ó domicilio. 

, Artículo 78. 

Las partes contratantes podrán pactar, sin em- 
bargo, libremente lo que tengan por conveniente, así 
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como someterse á las leyes del país en que celebra- 
seüla obligación, ó á las del lugar en que el contrato 
haya de cumplirse, en todo aquello que no sea de ca- 
rácter esencial. 

Artículo 79. 

El contrato celebrado entre personas que se halla- 
ren en distintas naciones, valiéndose para ello de la 
correspondencia epistolar, se considerará perfecto 
desde que la parte que ha recibido la carta en que se 
hiciere la proposición ú oferta, contestare aceptando 
pura y simplemente; hasta cuyo momento podrá la 
otra retirar su propuesta, á no ser que al hacerla se 
hubiere comprometido á esperar contestación, y á no 
disponer del objeto del contrato, sino después de des- 
echada su proposición, ó hasta que hubiere trascurri- 
do un término. 

Las aceptaciones condicionales, no son obligato- 
rias hasta que el primer proponente dé aviso de ha- 
berse conformado con la condición. 

Artículo 80. 

El que propusiere un contrato por este medio, de- 
berá manifestar en la carta que dirija, las condiciones 
con que se ha de celebrar, comprendiendo entre ellas 
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la de las leyes á quQ ha de someterse el acto; y si nada 
dijere sobre este punto, podrá la otra parte indicar 
contestando, cuál es su propósito relativamente é este 
extremo. 

En caso de no haberse dicho nada ni por uno ni 
por otro, el contrato se entenderá regido por las leyes 
del particular ó sociedad de quien provinieren las 
propuestas hechas en anuncios ó edictos, con arreglo 
á las que hubiesen concurrido por medio de cartas 
los que desearan tomar parte en el contrato; pero si 
el proponente se dirigiera expontáneamenteála casa^ 
empresa ó particular, residente en el extranjero, y 
fuere aceptada su oferta, deberá regirse el contrato 
por las leyes de la nacionalidad del aceptante. 

Abtículo 81. 

Los contratos que se verificaren por medio de man- 
datarios en otro país diferente .de aquel en que resi- 
diere el mandante , se regirán por las leyes del lugar 
en que se otorgaren, aunque fuere desconocida por 
este la aceptación del encargo, si es que se hubiere 
hecho por cartas. 

Artículo 82. 

La ratificación que los contratos celebrados por 
medio de representante hayan de tener en determi--> 
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nadas circunstancias, no alterará las leyes de la na- 
cionalidad á que el acto se haya de sujetar, que serán 
las del punto en que se verificó el convenio, á no ser 
que fueren nulos sin dicho requisito. En este caso, se 
ajustarán los contratos á las leyes de la nacionalidad 

* * * 

propia del comitente. 

ARTÍCULO 83. 

Cuando el cumplimiento de las condiciones de que 
se hiciere depender un contrato, hubiera de tener lu- 
gar en otro punto diferente de aquel en qué se haya 
celebrado , se regfirá la obligación por las leyes de la 
nacionalidad correspondientes al pueblo de su otor- 
gamiento, sin perjuicio de que los hechos en que con- 
sistan las condiciones, sehayan de verificar con arre- 
glo á las leyes del país en que hubieren de cumplirse. 

Del mismo modo se atemperarán á dichas leyes 
los diferentes actos ó hechos que sean consecuen- 
cia de contratos celebrados en otra determinada na- 
ción. 

* 

Artículo 84. 

Las obligaciones se ejecutarán en el punto ó país 
que las partes contratantes hubieren señalado expre- 
sa ó tácitamente, ó si nada se hubiere dicho acerca 
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de este extremo, en el lugar que corresponda según la 
naturaleza y circunstancias del contrato. 

Si ninguna de estas reglas pudiere aplicarse, de- 
berá ejecutarse la obligación en el domicilio que tu^ 
viere el deudor al celebrar el contrato. 

El que no cumpliere la obligación en el lugar cor- 
respondiente, según los casos, será responsable de lo& 
perjuicios que por esta causa irrogare al acreedor. 

Artículo 85. 

Los derechos, efectos ó beneficios que resultasen 
de la naturaleza esencial de los contratos, deben ser 
apreciados según la ley del lugar en que se hubiere 
verificado la obligación; y los que se refieran á los 
medios para obtener su cumplimiento, serán regala- 
dos por la legislación del país en que deba ejecutsurse. 

Artículo 86. 

Los derechos, efectos ó beneficios, que sin tener el 
carácter de esenciales, se desprendieran de la natura- 
leza de la obligación, serán regulados, si no se hubiere 
pactado otra cosa, por las leyes de la nación en que 
se haya contratado, si se refiriesen ^ su celebración, 
ó por las del país en que hubiere de cumplirse, si se 
relacionare con su ejecución; á no ser que siendo 
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ambos de una misma nación, deba entenderse que 
quisieron obligarse é interpretar sus respectivos com- 
promisos de esta índole, en la forma que en su propia 
legislación se establece. 

Artículo 87. 

Los derechos, efectos ó beneficios, que indepen- 
dientemente de su esencia y naturaleza, produjeren 
ó debieren producir los contratos, y que proviniesen 
de hechos ó circunstancias accidentales á los mismos, 
deberán ser apreciados por lo que los contratantes ha- 
yan tenido por conveniente establecer. Si nada hu- 
bieren pactado, se regirán por la ley del contrato, en 
caso de hallarse relacionado el suceso con la obliga- 
cion, ó por la ley de la nacionalidad en que el hecho 
se produjere, si es que resultase de actos posterio- 
res á la celebración de aquella. 

Artículo 88. 

Cuando las reglas generales establecidas por el de- 
recho para la interpretación de los contratos, según 
la legislación á que se hallare sometido el hecho ó 
cláusula que produjera la duda, no fueren suficientes 
para resolver el caso que se ofreciere, se atenderá á 
lo que fuere costumbre en el lugar de la obligación. 
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7 á lo que según las circunstancias aconsejare, la pre- 
sunta voluntad de los contratantes. 

Artículo 89. 

Los contratos celebrados en el extranjero, produ- 
cirán las acciones y excepciones que correspondan, 
según las reglas expresadas, si la obligación que acre- 
ditaren no fuere contraria á nuestras instituciones, al 
orden público ó k leyes prohibitivas que regularen el 
acto. 

Artículo 90. 

Las sentencias que sobre el cumplimiento de loa 
contratos se dictaren por tribunales extranjeros, se- 
rán ejecutorias en España, con arreglo á lo dispuesto 
en los artículos 922, 923, 924 y 925 de la ley de En- 
juiciamiento civil. 

Artículo 91. 

La forma de los contratos y los requisitos que se 
hubieren de emplear para darles autenticidad, serán 
regulados por la legislación del país en que se otor- 
garen. 

En su consecuencia, deberán considerarse acredi- 
tados en España, cuando se justificare su celebración 
por los medios establecidos en el país de su proceden- 
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üiñy aunque nuestras leyes exigieran otras formalida- 
des diferentes. 

Artículo 92. 

Si al^no se obligare, no obstante, en país extra- 
ño, á hacer ó prestar algún servicio en el propio, será 
eficaz el compromiso ante los tribunales de este, si, 
aunque no hubiesen sido observadas las formalidades 
extemas del punto en que fué otorgado, se hubieren 
cumplido las exigidas en aquel en que haya de pedir- 
se la ejecución. 

El contrato celebrado por los ciudadanos en su 
propia patria, deberá atemperarse á las reglas esta- 
blecidas por las leyes de su nacionalidad, aunque se 
hubiere de cumplir en otro país diferente, á no ser que 
recayere sobre cosas ó servicios que exigieran algún 
requisito especial. 

Artículo 93. 

Guando dos ciudadanos de un mismo país, contra- 
tasen en otro diferente al propio, con arreglo á las le- 
yes de su nacionalidad, será eficaz, no obstante, en la 
nación en que se hubiere celebrado, aunque exigiere 
la legislación dé esta, otras distintas formalidades. 
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Artículo 94. 

Si se hubiere celebrado una obligación entre un 
ciudadano y un extranjero en la forma prescrita por 
las leyes del país en que deba ser cumplida, será obli- 
gatoria para ambos, si el contrato fuere bilateraU Mas 
si fuere unilateral, será eficaz en caso de que «e hu- 
biere otorgado la oblig^acion, con arreglo á las leyes 
de aquel que resultare comprometido. 

Articulo 95. 

Cuando varias personas, ya nacionales ó extran- 
jeras, hubieren de resultar obligadas independiente- 
mente en un contrato, no será obstáculo para la vali- 
dez del acto, en cuanto á las primeras, la nulidad que 
que con respecto á las segundas pudiera resultar, ó 
viceversa, á no ser que se tratase de una sociedad, en 
cuyo caso, la falta de eficacia en la obligación por 
parte de alguno de los socios, será motivo suficiente 
para anularla. 

Artículo 96. 

Las anteriores disposiciones, se entenderán sin 
perjuicio de las formalidades especiales prescritas por 
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la ley de cada país, para que los contratos sean efica- 
ces en cuanto á terceros, y principalmente aquellos, 
por medio de los que se trasmita ó grave la propiedad 
sobre bienes inmuebles. 

V 

Artículo 97. 

La solución ó paj^a de las oblíg^aciones celebradas 
legalmente, se hará con arreglo á las leyes del lugar 
fijado para ello, ó en caso de no haberse señalado es- 
te, del domicilio del deudor ó en el lugar del contrato, 
si es que pudiere deducirse que esta habia sido la in- 
tención de los que lo hubieren celebrado, Si el acree- 
dor tuviere que aceptar la paga en otra forma distin- 
ta, ó en lugar diferente del indicado antes , tendrá 
derecho á pedir le sean indemnizados los perjuicios 
que por esta causa se le irrogaren. 

Artículo 98. 

La renuncia de un crédito, extinguirá la obliga- 
ción á que se refiere, siempre que fuese, capaz para 
hacerla, según su ley nacional, la persona que la ve- 
rificase, y se hubieren empleado para hacerla las for- 
malidades exigidas por las leyes del lugar que rige el 
vinculo que la obligación creó, ó las del puntQ en que 
debió verificarse el pago. 
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Sin embargro de lo dispuesto en el párrafo enterioi'., 
si* el deudor se declarase en coneurso, y faore cíHive^ 
nida por los acreedores que hubieren concurrido á él, 
la quita ó espera, la aprobación judicial que recayere, 
obligará aun á los que citados no hubieren compfire- 
cido, sea cual fuere su nacionalidad, y la índole ó na- 
turaleza de sus créditos. 

Artículo 99. 

r 

La novación de las óbligaóiones, se regirá por las 
reglas del país en que se verificase, por cuya razón si 
fuere válida la obligación segunda, otorgada en un 
punto determinado según las leyes vigentes de dicha 
localidad, desaparecerá totalmente el contrato á que 
reemplace, y cesarán los efectos que en otro caso hu- 
biere producido. 

Artículo 100. 

Para que la prescripción pueda extinguir las obli- 
gaciones á que se reñera, deberá tenerse en cuenta 
la ley del lugar que rija la fuerza legal y naturaleza 
de las mismas. 

Artículo 101. 
Si la obligación se extinguiere por hacerse f ímca 
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Ó legalmente imposible el aoto que se habia dle ejecu- 
tar, habrá derecho á exigir del deudor la indemniza^ 
cion correspondiente al valor de la cosa ó hqcho que 
debió prestar, si hubo tardanza por su parte, ó los per- 
juicios inferidos directamente si se hubiere procedido 
con mala fé. 

El contrato celebrado, cuando el hecho era ya físi- 
ca ó legalmente imposible, será nulo; deberá, sin em- 
bargo, responder de los perjuicio que se irrogaren por 
dicha nulidad, ^ que fuere del país en que el hecho 
sea imposible, si por ser de distinta nacionalidad el 
otro contratante, se pudiera suponer que ignoraba 
la imposibilidad. 



LIBRO SEGUNDO. 

Del Derecho internacional prirado en sos relaciones 

con el mercantil. 



TITULO ÚNICO. 



CAPITULO PRIMERO. 

Capacidad de los extranjeros» 

Aktícülo 102. 

Los extranjeros que hayan obtenido naturaliza- 
ción ó vecindad en España por los medios que están 
prescritos en el Derecho, podrán ejercer libremente el 
comercio con los mismos derechos y obligaciones que 
los naturales del reino (art. 18 del Código de co- 
mercio). 

Artículo 103. 

Los extranjeros no naturalizados ni avecindados, 
podrán establecerse libremente en territorio espaf^ol, 
y ejercer en él el comercio (art. 2.^ de la Constitu- 
ción de 1876). 
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Serán respetados, no obstante, los tratados cele- 
brados con sus respectivos gobiernos, para fijar las 
Teglas á que deben atemperarse para ejercer el co- 
mercio en territorio español, concediéndoles, en caso 
de no haber pacto alguno, las mistnas facutades y 
íranquicias de que gocen los españoles comercian- 
tes en los Estados de que ellos procedan (art. 19 del 
Código de comercio). 

Artículo 104. 

Todo extranjero que celebre actos de comercio en 
^ territorio español, por el mismo hecho, se sujeta en 
cuanto á ellos, sus resultas é incidencias, á los tribu* 
nales españoles, los cuales conocerán de las causas 
que sobrevengan, y las decidirán con arreglo al de- 
recho común, y á las leyes del Código mercan tü (ar- 
4;iculo 20 del Código de comercio). 

ABTÍcm.d 105. 

No obstante lo dispuesto en los artículos anterio- 
res, los extranjeros no podrán ser nombrados arbi- 
tros, corredores, intérpretes de navio, ni agentes de 
cambio ó de bolsa (artículos 76 y 730 del Código de 
comercio, 266 de la ley de Enjuiciamiento mercantil 
j 41 de la ley de Bolsa de 8 de Febrero de 1854.) 
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Aetícülo 106. 

Los extranjeros no pueden conservar en todo nt 
en parte la propiedad de una nave española; y si re- 
cayere en ellos por cualquier título, la habrán de 
enajenar á españoles en el término preciso de treinta 
dias, dándosela en otro caso de baja en la matrícula 
española (art. 584 del Código mercantil y decreto del 
Gobierno provisional de 22 de Noviembre de 1868) (1). 

Artículo 107. 

Él capitán de uña nave, ha de ser natural y vecina 
de los reinos de España, y persona idónea para con-^ 
tratar y obligarse. 

Los extranjeros no pueden serlo si no tienen carta 



(1) A no suponer qne la derograeion expresamente oonsignada en el de» 
ereto de 22 de Noviembre de 1868, del art. 602 del Código de comercio que 
declaraba nula la enajenación de una nave hecha á exiaranjeros, ha cam- 
biado toda la lefirislacion mercantil sobre este punto, lo cual no es posi- 
ble admitir por inducción, creemos que la prudencia aconseja la con- 
ciliación de lo establecido en el Código y decreto citados, pareciéndonos 
haberlo conseguido del modo que decimos en este artícalo: pues aunque 
sea ya posible y legal la venta de una nave española á extranjeros, no hay 
rftíon para suponer que estos la pueden retetier con el miamo carácter^ 
por cuya razón indicamos que, ó deben venderla á españoles dentro del 
plazo de treinta dias (art. 581 del Código de comercio), ó en otro caso haya 
áe «er dada d^ baJA en la matrícula española. Si la intención al hacerse 
esta reforma ha sido la de darl^ mayor alcance de lo qne sus palabras in- 
dican, enemluOB como somos da derogaciones virtuales^ qu6 no «q haUoL 
muy justificadas, no nos creemos autorizados para dar una interpretación. 
mAs lata al decreto d¿ 22 de Noviemt>re de 1868. 
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de naturaleza, debiendo además prestar fianza equiva* 
lente á la mitad, cuando menos, del valor de la nave 
que capitaneen (art. 634 del Código de comercio) , 



CAPÍTULO II. 
De la letra de canibio. 

Artículo 108. 

Las letras de cambio serán expedidas, endosadas, 
aceptadas, pagadas ó protestadas, de la manera que 
prescriban las leyes del lugar en que cada uno de 
estos actos haya de verificarse. 

Podrán, sin embargo, emplearse por mutuo acuer- 
do de las partes, las formalidades prevenidas en la le- 
gislación en que haya de hacerse el pago, ó hayan 
de producirse cualesquiera de los efectos de la letra> 
con relación á cada uno de sus actos. 

Artículo 109. 

En virtud de lo dispuesto en el articulo anterior^ 
si el librador de una letra de cambio contra una plaza 
extranjera, otorgare el documento con, arreglo á las 
leyes del país en que la expidiere, será responsable 
con arreglo á ellas, tanto de la letra, como de todos 
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los actos que dentro de aquel tuviesen lug^r. Deberá 
reconocerse, sin embargo, la legitimidad de cuanto se 
practicare en la nación á que va destinada la letra, 
según las leyes del punto en que hubiera de hacerse 
efectiva, cuya responsabilidad alcanzará del mis- 
mo modo á cuantos tengan participación legal en 
ella. 

Artículo 110. 

No cíLUsará alteración alguna en la responsabili- 
dad y efectos, que con arreglo á la dispuesto en el 
artículo anterior, haya de producir la letra de cambio, 
la operación ó negociación de cualquiera clase que 
con ella se practicare en otra nación distinta de aque- 
lla en que fuere expedida, ó en que deba pagarse. 

Artículo 111. 

Los actos que tuvieren lugar, ya sean endosos, 
afianzamientos limitados ó ilimitados, intervenciones, 
aceptaciones, pagos y protestos, surtirán respectiva- 
mente los efectos que deban producir, con relación & 
las personas entre quienes mediaren, según las leyes 
del país en que se ejecutasen; sin que pueda por esta 
razón modificarse la responsabilidad de los que con 
anterioridad ó posterioridad, resultaren obligados se- 
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^un lo dispuesto en la nación que reg'ulsu'e el acto á 
ellos referente. 



CAPITULO III. 

De las quiebras. 

* 

Artículo 112. 

La sustanciacion, declaración, caliñcacion y con- 
secuencias de la quiebra, tanto con respecto á la per- 
sonalidad del quebrado como á la interdicción de bie- 
nes que produce, deberán apreciarse y tener lugfar en 
los tribunales del domicilio del quebrado y con arregplo 
á la legrislacion vigente en el mismo punto. 

Al graduarse los créditos serán atendidos, sin em- 
bargo, para la prelacion correspondiente á los ga- 
rantizados con hipoteca principalmente, las leyes del 
lugar de los inmuebles. 

Artículo 113. 

Bn su virtud deberá ser reconocida la personali- 
dad de los síndicos del concurso, y su derecho para 
obrar y disponer de los bienes, tanto muebles como 
inmuebles del quebrado, sea cual fuere la nación en 
que estos se hallaran, siempre que se acomodasen en 
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lo» actos que ejecutaren, á las leyes que con arreglo 
al articulo anterior procedan, y á la legislación del 
punto en que se encontrasen dichos bienes para su 
venta y trasmisión, 

Deberán ser respetados los d erechos que afectaren 
directamente objetos sitos en el extranjero y pqr cau- 
sa de actos no comerciales, con anterioridad á la de- 
claración de la quiebra; á no ser que resultare haber- 
se procedido con mala fé por parte del concursado, 
y tuviere conocimiento del fraude la persona en cuyo 
favor apareciere hecho el contrato, ó participación á 
título lucrativo. 

Artículo 1Í4. 

Cuando una persona tuviere en diferentes nacio-^ 
nes dos establecimientos mercantiles, regidos inde- 
pendientemente y sin relación entre ambos, la quie-s 
bra sustanciada y declarada en un país, no surtirá sua 
efectos en el otro. 

Se reconocerán sin embargo, los efectos déla quie- 
bra, si el establecimiento ó comercio establecido en 
el extranjero, fuere conocido como sucursal del que 
hubiere sido concursado. 
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Aetícülo 115. 

Esto no será obstáculo para que los acreedores que 
tuviere el quebrado en un país, puedan hacer las re- 
clamaciones que considerasen convenientes en la na- 
ción en que aquel fuese dueño de otro establecimiento 
mercantil, ya para alcanzar la seguridad ó garantía 
de sus créditos, ya. para conseguir la declaración 
de quiebra, si procediere, por aquella parte que que- 
dase sin cubrir y no hubiera sido objeto de convenio 
alguno. 

Los derechos de estos acreedores, serán atendidos 
con lo que sobrare después de ser satisfechas las obli- 
gaciones que pesasen sobre la casa establecida en el 
!ext]»njero. 



LIBRO TERCERO. 

Del Derecho internacional en sos relaciones 
con el Derecho penal. 



TITULO UNIGO. 

Aetícülo 116. 

Las leyes penales producen sus efectos dentro de 
la nación para la cual se hallan dictadas, por cuyo 
motivo <dos extranjeros que cometieren faltas ó delin- 
quieren en España, serán juzgados por los que tengan 
competencia para ello, por razón de las personas ó 
del territorio» (art. 333 de la ley orgánica del Poder 
judicial). 

Artículo 117. 

Exceptúanse de lo ordenado en el articulo ante- 
rior, los Principes de las familias reinantes, los Pre- 
sidentes ó Jefes de otros Estados, los Embajadores^ 
los Ministros plenipotenciarios y los Ministros resi- 
dentes, los Encargados de negocios y los extranjeros 
empleados de planta en las legaciones, los cuales. 
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cuando delinquieren, serán puestos á disposición de 
de sus gobiernos respectivos (art. 334 de id.). 

Artículo 118. 

El conocimiento de los delitos comenzados á co- 
meter en España, y consumados ó frustrados en paí- 
ses extranjeros, corresponderá á los tribunales y jue- 
ces españoles, en el caso de que los actos perpetra- 
dos en España constituyan por sí delito, y sólo res- 
pecto á estos (art. 335 de id.). 

Artículo 119. 

Serán juzgados por j ueces y tribunales del Reino, 
según el orden prescrito en el art. 326 de la ley del Po- 
der judicial, los españoles ó extranjeros que fuera del 
territorio de la Nación, hubieran cometido alguno de 
ios delitos siguientes: 

Contra la seguridad exterior del Estado. 

Lesa Majestad. 

Rebelión. 

Falsificación de la firma, de la estampilla Real ó 
del Regente. 

Falsificación de la firma de los Ministros. 

Falsificación de otros sellos públicos. 

Falsificaciones qué perjudiquen directamente el 
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crédito ó intereses del Estado, y la introducción ó ex- 
pendicion de lo falsificado. 

Falsificación de billetes de Banco, cuya emisión 
esté autorizada por la ley, y la introducción ó expen- 
dicion de lo falsificado . 

Los cometidos en el ejercicio de sus funciones por 
empleados públicos residentes en territorio ex4;ra^je- 
ro (art. 336 de id.). 

Artículo 120. 

Si los reos de los delitos comprendidos en el artícu- 
lo anterior, hubieren sido absueltos ó procesados en 
el extranjero, siempre que en este último caso se hu- 
biese cumplido la condena, no se abrirá de nuevo 
la causa. 

Lo mismo sucederá si hubieren sido indultados, á 
excepción de los delitos de traición y lesa Majestad. 

Si hubieren cumplido parte de la pena, se tendrá 
en cuenta para rebajar proporcionalmente la que en 
otro caso les correspondería (art. 337). 

Artículo 121. 

Lo dispuesto en los artículos que anteceden, es 
aplicable á los extranjeros que hubiesen cometido al- 
eruno de los delitos comprendidos en ellos, cuando 
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fueren aprehendidos en el territorio español ó se obtu- 
viera la extradición (art. 338 de id.). 

Artículo 122. 

El español que cometiere un delito en país extran- 
jero contra otro español, será juzg'ado por los tribu- 
nales correspondientes, si concurrieren las circuns- 
tancias siguientes: 

1.* Que se querelle el ofendido ó cualquiera de las 
personas que puedan hacerlo con arreglo á las leyes. 

2.* Que el delincuente se halle en territorio es- 
pañol. 

3.* Que el delincuente no haya sido absuelto, in- 
dultado ó penado en el extranjero, y en este último 
caso haya cumplido su condena. 

Si hubiere cumplido parte de la pena, se observa- 
rá lo que para igual caso previene el art. 120 (artícu- 
lo 339 de id.). 

AbiIcülo 123. 

El español que cometiere en. país extranjero un 
delito de los que el Código penal español califica de 
graves contra un extranjero, será juzgado en España 
si concurren las tres circunstancias señaladas en el 
artículo que precede, y por los mismos jueces que en 
él se designan (art. 340 de id.). 

16 
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Artículo 124. 

No podrá procederse criminalmente en el caso del 
articulo anterior, cuando el hecho de que se trata no 
sea delito en el país que se perpetró, aunque lo fuere 
segfun las leyes de España (art. 341 de id.). 

Artículo 125. 

Si el delito se hubiere cometido en país extranje- 
ro por personas que fueren ó no nacionales, y hubie- 
ran de conocer de él los tribunales españoles con ar- 
reglo á lo dispuesto en el art. 119, será apreciada su 
responsabilidad según las leyes de nuestro país. 

Artículo 126. 

Cuando los tribunales hubieren de conocer en cau- 
sas sustanciadas contra regnícolas puestos á disposi- 
sicion del Gobierno con arreglo á lo dispuesto en el 
artículo 117, por delitos cometidos en otro territorio, 
se calificará su participacian en el crimen, y la' res- 
ponsabilidad tanto civil como penal en que incurrie- 
ren con arreglo á lo prescrito en nuestras leyes. 

Se apreciará sin embargo como causa de atenua- 
ción, á juicio del tribunal, el haberse perpetrado el 
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hecho en un país que diese menor importancia al de- 
lito de la que tuviere ante las leyes patrias. 

Artículo 127. 

No obstante lo dispuesto en los artículos anterior 
res, los actos que el extranjero ejecutare en el país 
que le hubiere impuesto la pena de interdicción ci- 
vil ú otra análoga, de conformidad con la capaci- 
dad que á consecuencia de dicha pena tuviere, serán 
reconocidos como legítimos, aunque hayan de produ- 
cir algunos efectos en el territorio español. 

Artículo 128. 

Las demás responsabilidades civiles impuestas 
como consecuencia de la sustanciacion de un pro- 
ceso, ya sea á personas que, exentas de responsabi- 
lidad criminal, no se hallan libres de la civil, ó á 
quienes se les impone esta como consecuencia dé 
aquella, no surtirán sus efectos en España. 

Los hechos acreditados en la causa instruida en el 
extranjero, y justiñcados según la forma correspon- 
diente para considerar auténticos los documentos por 
cuyo medio se hicieren constar, podrán servir de füñ^ 
damento en su caso y lugar, á la reclamación civil 
que se interpusiere en los tribunales españoles. 



2i4 DEUECHO INTERNACIONAL PRIVADO. 



Articulo 129. 

Los Agentes consulares de España en el extraa* 
jero, deberán denunciar en el más breve plazo po- 
sible & las autoñdades españolas, todo hecho ejecu- 
tado en perjuicio de sus compatriotas, procedente de 
actos que pongan en peligro la vida de niños ó ni- 
ñas menores de diez y seis años, como acróbatas, gim- 
nastas, funámbulos, buzos, domadores de fieras, to- 
reros ú otros análogos, ó á las autoridades de los paí- 
ses en que ejerzan sus funciones, si en ellos estuvie- 
ren previstos y penados los expresados actos (art. 4.° 
de la ley de 26 de Julio de 1878). 

• 

Artículo 130. 

Hállense ó no castigados los actos mencionados en 
el país en que se ejecutaren, adoptarán los Agentes 
consulares cuantas medidas les sugiera su celo, para 
que los menores regresen á España, tan pronto como 
sea posible, y sean entregados á sus padres, tutores ó 
curadores, y á falta de estos ó en caso de que no de- 
ban tener poder alguno sobre ellos, á las autoridades 
locales del pueblo de su nacimiento. 



/ . 
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Artículo 131. 

una vez recibida la comunicación que el Agente 
consular dirija á las autoridades españolas, deberán 
estas poner el hecho en conocimiento del juzg^o cor- 
respondiente, para que proceda en derecho contra los 
ascendientes, tutores, maestros ó encargados por cual- 
quier titulo de la gfuarda de un menor de diez y seis 
años, ó contra los que hubieren sido causa de que 
abandonasen el domicilio de aquellas personas, ó ha- 
yan inducido á los que habitualmente se dedicaren á 
la vagancia ó mendicidad, para seguir á las que eje- 
cutan los actos peligrosos antes indicados, si es que 
las personas responsables en este concepto, residieren 
en el reino, á fin de imponerles de la pena que proce- 
da y la privación perpetua ó temporalmente de la pa- 
tria potestad, ó su destitución como tutores ó cura- 
dores. 



LIBRO IV. 

Del derecho internacional en sus relaciones 
con los procedimientos. 



TITULO I. 

DE l_OS PROCEDIMIENTOS CIVILES 



CAPÍTULO PRIMERO. 

Jurisdicción coiitenciosa. 

Artículo 132. 

Los juicios de toda clase que se interpusieren en 
los tribunales españoles, tanto por extranjeros como 
contra ellos, se sustanciarán con arreglo & lo dispues- 
to en nuestras leyes de procedimientos. 

Artículo 133. 

Con arreglo al art. 238 de la ley de Enjuiciamien- 
to civil, si el demandante fuese extranjero, será ex- 
cepción dilatoria la del arraigo del juicio en los casos 
y en la forma que en la nación á que pertenezca se 
exigiere á los españoles. 
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Esta excepción no podrá alegarse, sin embargo, 
en el juicio ejecutivo, según se dispone en el ar- 
ticulo 963 de la misma ley. 

Artículo 134. 

Consiste el arraigo del pleito en la caución fidu- 
ciaria ó real, que debe dar el extranjero al demandar 
á un español, de que no eludirá los efectos de la sen- 
tencia que fuere contraria á sus pretensiones, salien- 
do del país sin dejar seguridad ni persona alguna obli- 
gada al pago de las costas, intereses y perjuicios que 
hubiere ocasionado la demanda. 

Artículo 135. 

Como la ley de Enjuiciamiento en el art. 238, ya 
citado, previene que el arraigo del preito se prestará 
en los casos y forma que se exigiere á los españoles 
en la nación á que perteneciese el demandante, los 
que procedieren de Francia, Polonia, Dos Sicilias, Es- 
tados Pontificios, Países Bajos, Badén, Ginebra, Ru- 
sia, Hannover y Grecia, asegurarán por esta caución 
las costas, intereses y perjuicios; los de Austria é In- 
glaterra, las costas y gastos del juicio, y los de Ba- 
viera se obligarán en esta forma á todo lo que se sen- 
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tenciare, por exigirlo del mismo modo la legrislaciou 
de dichos países. 

Artículo 136. 

La legislación prusiana dispensa de prestar esta 
caución, cuando el extranjero promueva un pleito de 
poco coste, cuyo precepto deberá tenerse presente en 
cuantas demandas propusieren los que procedan de 
aquel país. 

La cuantía del asunto para la aplicación de esta 
doctrina, será apreciada por los tribunales que hayan 
de conocer del negocio. 

Artículo 137. 

Únicamente se halla obligado á prestar caución el 
extranjero que como demandante acude voluntaria- 
mente al juicio, por Quya razón la legislación de Ba- 
dea, dispensa dé aquella en caso de que hubiera sida 
compelido judicialmente á interponer la demanda. 

Artículo 138. 

No se halla obligado, por tanto, el demandado á 
constituir arraigo del pleito, puesto que él no lo pro- 
mueve, aunque interpusiera apelaciones ó utilizase 
otros recursos para defenderse. 



DERECHO JSTERNACIO.^^AL PhIYADO. 249 

1 ■ _p. j lili I 1 ' - - '-- r -- 1 ' ■ " ' "' ^^— ^— — - ^^— — 

La legislación de Hannover exig^e dicha caución al 
demandado si formulare reconvención. 



Artículo 139. 

Tampoco tiene obligación de prestar caución de 
arraigo del pleito, el extranjero que fuere pobre ó que 
por el contrario, tuviere bienes suficientes en España 
para hacer frente á las responsabilidades antes men- 
cionadas, según los casos. 

Artículo 140. 

Las sentencias pronunciadas en países extranje- 
ros, tendrán en España la fuerza que establezcan los 
tratados respectivos (art. 922 de la ley de Enjuicia- 
miento civil). 

^lRTÍCULO 141. 

Si no hubiere tratados especiales con la nación en 
que se hayan pronunciado, tendrán la misma fuerza 
que en ella se diere por las leyes, á las ejecutorias dic- 
tadas en España (art. 923 de la ley de Enjuiciamiento 
civil). 
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Artículo 142. 

Si la ejecutoria procede de una nación en que por 
jurisprudencia no se dé cumplimiento á las dictadas 
en los tribunales españoles, no tendrá fuerza en Es- 
paña (art. 924 de id.). 

Artículo 143. 

Si no se estuviere en ninguno de los casos de que 
hablan los artículos que anteceden, las ejecutorias 
tendrán fuerza en España, si reúnen las circunstan- 
cias siguientes: 

1.* Que la ejecutoria haya sido dictada á conse- 
cuencia del ejercicio de una acción personal. 

2.* Que no haya sido dictada en rebeldía. 

3.* Que la obligación para cuyo cumplimiento se 
haya procedido sea lícita en España. 

4.* Que la ejecutoria reúna los requisitos necesa- 
rios en la nación en que se haya dictado, para ser 
considerada como auténtica, y los que las leyes espa- 
ñolas requieren para que haga fé en España (art. 925 
de la misma ley) . 
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Artículo 144. 

Aunque la ley de Enjuiciamiento civil no lo exige, 
convendrá que las sentencias dictadas en el extranje- 
ro, se presenten acompañadas de un exhorto ó suplid 
catorio del tribunal sentenciador, dirigido al que hu- 
biera de cumplirlas, y que hayan sido cursadas por la 
vía diplomática á fin de asegurar su autenticidad. 

Las mismas formalidades será conveniente obser- 
var cuando se dicten sentencias por tribunales espa- 
ñoles, cuyo cumplimiento haya de tener lugar en el 
extranjero. 

Artículo 145. 

La ejecución de las sentencias pronunciadas en 
naciones extranjeras, se pedirá ante el Tribunal Su- 
premo de Justicia. 

Este, previa la traducción de la ejecutoria hecha 
con arreglo á derecho, y después de oir á la parte 
contra que se dirija y al Fiscal, declarará si debe 6 no 
dársele cumplimiento (art. 926 de id.). 

Artículo 146. 

Para la comparecencia de la parte á quien deba 
oirse, según el artículo anterior, se librará Real pro- 
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visión, cometida á la Audiencia en cuyo territorio 
esté domiciliada. £1 término de la comparecencia será 
el de treinta dias. Pasado dicho término, el tribimal 
proseguirá en el conocimiento, aunque no haya com- 
parecido el citado (art. 927 de id.). 

Artículo 147. 

De la providencia que pronuncie el Tribunal Su- 
premo, no habrá ulterior recurso (art. 928 de id.). 

Artículo 148. 

Denegándose el cumplimiento, se devolverá la eje- 
cutoria al que la haya presentado. 

Otorgándose, se comunicará esta providencia por 
Real provisión á la Audiencia, para que esta dé la or- 
den correspondiente al Juez de primera instancia del 
partido en que esté domiciliado el condenado en la 
sentencia, ó del en que deba ejecutarse, á fin de que 
tenga efecto lo en ella mandado (art. 929 de id.) (I), 



(1) Alfirunofl opinan que la fuerza de loa tratados y las consideradonM 
de reciprocidad quedan interrumpidas, en caso de declararse la in&erra 
entre los países á quienes estrechaban tinculos de amistad. No oreemos 
que corresponde esta declaración ¿ los tribunales, .por cuya rason no nos 
hemos hecho cargro de la complicación que aquel hecho pudiera prodaoir, 
en la materia de que nos ocupamos. 



K^ 
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Artículo 149. 

Las sentencias dictadas por arbitros ó amigables 
componedores en el extranjero, deberán ser respeta- 
dos en España como si fueran resultado de un con- 
trato. 

Artículo 150. 

Los jueces españoles serán competentes para de- 
cretar los embarg'os preventivos en bienes de extran- 
jeros, ó aquellas medidas urgentes y provisionales 
que convinieren, y tengan por objeto evitar los frau- 
des que pudieran emplearse para eludir el cumpli- 
miento de obligaciones contraidas dentro ó fuera 
de España. 

Del mismo modo les será permitido acordar cuan- 
to consideraren procedente, á fin de evitar los perjui- 
cios que pudieran ocasionar á los extranjeros en sus 
bienes, ya decretando su administración ó secuestro 
interinos, hasta que su propietario pueda disponer 
lo que creyera convenirle, ó la venta de aquellos que 
no fuera fácil conservar (art. 931, párrafo 2.^ de la 
ley de Enjuiciamiento civil, y art. 33 del Real de - 
creto de 17 de Noviembre de 1852) . 
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CAPITULO 11. 

Jurisdicción voluntaria» 

Artículo 151. 

' Los actos de jurisdicción voluntaria sustanciados 
en el extranjero, que guarden relación con los que ex- 
presamente establece la ley de Enjuiciamiento civil, 
serán reconocidos en España, y producirán los efectos 
correspondientes, según su índole. 

Artículo 152. 

Mas aquellos que tuvieren dicho carácter, sin em- 
bargo, de no hallarse expresamente consignados en 
la citada ley, serán también reconocidos en Espa- 
ña, con arreglo á lo dispuesto en los artículos 1207 
y 1208, á no ser que por intervenir la autoridad judi- 
cial, apreciando pruebas y resolviendo en su vista lo 
que procediere con arreglo á derecho, deban ser conr 
siderados más bien como actos de jurisdicción con- 
tenciosa. 

La resolución que en este caso recayere, será cum- 
plida únicamente en la forma que indican los artícu- 
los 140 y siguientes de esta ley. 
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Artículo 153. 

Para que puedan ser respetados en España los ac- 
tos de jurisdicción voluntaria, sustanciados en el ex- 
tranjero, cuyo cumplimiento proceda con arreg-lo á lo 
dispuesto en los artículos anteriores, deberán reunir 
además las circunstancias siguientes: 

1:* Haberse autorizado por funcionario ú oficial 
público investido por la ley del país en que se ha- 
ya sustanciado el acto , de las facultades necesarias 
para ello. 

2.* Estar observados los trámites y formalidades 
prescritas por la misma ley. 

3.* Hallarse conforme su contenido á las disposi- 
ciones legales que deban regular el acto. 

4.* Ser lícito en España el hecho que acreditare; y 

5.* Reimir las condiciones que nuestras leyes exi- 
gren para que hagan fé en España. 

Artículo 154. 

Los tribunales españoles podrán decretar, aunque 
con carácter interino, alimentos provisionales y de- 
pósitos de personas, en los casos establecidos por nues- 
tras leyes, así como nombrar guardadores en igual 
forma cuando procedieren, aunque sean extranjeros 



I 
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los que hubieren de intervenir en dichas diligencias, 
y se hallaren accidentalmente en España. 

Las informaciones para perpetua memoria, las 
subastas voluntarias de bienes, sitos en el territorio 
nacional ó en el extranjero, el modo de elevar á es- 
critura pública el testamento hecho de palabra, la 
apertura de testamentos cerrados, la venta de bienes 
sitos en España pertenecientes á menores ó incapa- 
citados y la transacción sobre sus derechos en ellos, 
del mismo modo que los demás actos de^jurisdiccion 
voluntaria no expresados en la ley de Enjuiciamiento 
civil, se acomodarán á nuestras reglas procesales, y 
producirán los efectos correspondientes, según los 
casos, aunque fueren promovidos á instancia de ex- 
tranjeros. 

TITULO IT. 

DE L-OS PROCEDIMIENTOS CRIMINALES. 



CAPÍTULO PRIMERO. 
Dd jitez competente é instrucción de los sitmarios. 

Artículo 155. 

Cuando hubieren delinquido extranjeros dentro 
del territorio nacional, y fuesen competentes los tri- 
bunales pspañoles para conocer de los hechos perpe- 
trados, según lo dispuesto en el título único del li- 
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bro III de eate Código, se sustanciará la causa en la 
forma, yante el tribunal que corresponda, con arre- 
glo é. lo dispuesto eu nuestras leyes procesales. 

Artículo 156. 

Deberá tenerse en cuenta la gerarquía social, dig- 
nidad eclesiástica ó civil, que en el extranjero tenga 
el reo, y su correlación ó identidad con las estableci- 
das .en nuetitro pala, para que conozca de la causa el 
tribunal que por dichos motivos hubiere de ser com- 
petente. 

Artículo 157. 

£1 tribunal á que corresponda entender en la cau- 
sa, inmediatamente pondrá el-becho en conocimien- 
to de su superior ger&rquíco, para que esté lo haga 
saber al Gobierno por el conducto que proceda. Sí 
con arreg-lo á la dispuesto en el artículo anterior, se 
hubiere dé sustanciar el proceso en el Tribunal Su- 
premo, su Presidente cumplirá con esta prescripción. 
En todo caso se continuará la sustancion de la cansa 
en la forma legal procedente. 

Artícdlo 158, 

/ Los españoles que delincan en país extranjero, y 
se^n entregados á los Cónsules de España, serán juz- 
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gfados con sujeción & las leyes españolas, en cuanto 
lo permitan las circunstancias locales (art. 342 de la 
ley orgánica del Poder judicial). 

Abtícülo 159. 

Instruirá el proceso en primera instancia el Cón- 
sul ó el que le reemplace, si no fuere letrado, con el 
auxilio de un asesor, y en su defecto, con el de dos 
adjuntos, elegidos entre los subditos españoles, los 
cuales serán nombrados por él al principio de cada 
año, y actuarán en todas las causas pendientes ó in- 
coadas durante el mismo (id.). 

Abtícülo 160. 

Terminada en este caso la instrucción de la causa, 
y ratificadas á presencia del reo ó reos presuntos las 
diligencias practicadas^ se remitirán los autos al tri- 
bunal español, que atendida la naturaleza ^él delito, 
ó el fuero personal del reo, tenga competencia para 
conocer de él, y sea el más próximo al consiijado en 
que se haya instruido la causa (id.). v 



\ 



Artículo 161. \ 

i 

# 

La jurisdicción ordinaria es la competente para 
conocer de las faltas cometidas por extranjeros den^o 
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del territorio español, á no ser que por causas espe- 
ciales, entre las que podrán contarse motivos de reci- 
procidad, se dispusiere la entrega de los que las co- 
metieren álos Cónsules respectivos de su nación. 

La jurisdicción de guerra ó de marina conocerá, 
sin embargo, de las faltas á que hacen referencia los 
números 9.*^^ 13 y 14 del art. 350 de la ley orgánica 
del Poder judicial (art. 343 de la ley ya citada). 

Artículo 162. 

En virtud de lo dispuesto en el articulo anterior, 
los jueces del lugar en que se cometa una falta, son 
los únicos competentes para juzgarla (art. 344 de la 
misma ley). 

Artículo 163. 

En las faltas cometidas en país extranjero en que 
sean entregados los que las cometan á los Cónsules es- 
pañoles, juzgará en primera instancia el Vicecónsul, 
si lo hubiere, y en apelación el Cónsul con su asesor, 
si no fuere letrado, á falta de asesor, con los adjuntos 
de que habla el art. 159. Si no hubiere Vicecónsul, 
hará sus veces un subdito español, elegido del mismo 
modo que los adjuntos, al principio dé cada año. 
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Estos juicios se segnirán con arreglo á las leyes 
del reino (art. 345 de id.). 

Artículo 164. 

Lo prescrito en los anteriores articules respecto 
k delitos í/ faltas cometidos en el extranjero, se en- 
tenderá sin perjuicio de los tratados vigentes ó que 
en adelante se celebraren con potencias extranjeras 
(artículo 346 de id.) . 

Artículo 165. 

Del mismo modo se atenderá á los tratados, si 
existiesen, con la nación á que perteneciere el extran- 
jero que hubiese delinquido ó cometido alguna Mta, 
dentro del territorio español. 

CAPÍTULO II. 
De la extradición . 
Artículo 166. 

Si el que hubiere cometido un delito en un país 
se traslada á otro, no puede, por regla general, ser 
detenido ni juzgado en este, ni eütregado al G-obíer- 
no de la nación en que delinquió. 
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Artículo 167. 

No obstante lo establecido en el artículo anterior, 
procederá la extradición del que se hallare sujeto á 
un procedimiento criminal, ó hubiere sido condenado 
por sentencia firme : 

1.** En los casos que se determinen en el tratado 
que estuviere vigente, con la potencia en cuyo terri- 
torio se hallare aquel refugiado. 

2.^ En defecto de tratado, en los casos en que la 
extradición proceda, según el derecho escrito ó con- 
suetudinario, vigente ei;L el territorio & cuya potencia 
se pida la extradición. 

3.^ En defecto de los casos comprendidos en los 
dos números anteriores, cuando la extradición sea 
procedente, según el principio de reciprocidad (ar- 
ticulo 956 de la ley provisional de Enjuiciamiento cri- 
minal). 

Artículo 168. 

« 

Cuando mediasen motivos muy graves, por causa 
de la importancia y condiciones que hubieren tenido 
lugar para la perpetración de un delito, se podrá soli- 
citar ó decretar respectivamente la extradición del 
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reo aunque no se hallare comprendido el hecho, en 
ninguno de los casos anteriores. 

No serán nunca objeto de extradición los delitos 
poUticos ó los conexos con ellos (ley de 4 de Diciem- 
bre de 1855). 

Artículo 169. 

El juez ó tribunal que conozca de la causa en que 
estuviere procesado el reo ausente en territorio ex- 
tranjero, será el competente para pedir su extra- 
dición. 

Esta se pedirá por la via diplomática ó por la que 
se hubiere convenido en el tratado que se hallare vi- 
gente con la potencia á quien se haya de pedir (ar- 
tículo 957 de la ley provisional de Enjuiciamento cri- 
minal). 

Artículo 170. 

El juez de instrucción ó el tribunal que conociere 
^n la causa, acordarán de oficio ó á instancia de par- 
te en resolución fundada, pedir la extradición desde 
el momento en que por el estado del proceso ó por su 
resultado fuere procedente, con arreglo á cualquiera 
de los números del art. 167 (art. 958 de id.). 



u^^ 
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Artículo 171. 

Contra el auto acordando ó denegrando pedir la 
extradición, podrá interponerse el recurso de apela- 
ción, si lo hubiese dictado un Juez de primera instan- 
cia (art. 959 de id.). 

Artículo 172. 

La petición de extradición, se hará en forma de 
suplicatorio dirigido al Ministro de Gracia y Justicia. 

Se esceptúa el caso en que por el tratado vigente, 
con la potencia en cuyo territorio se hallare el proce- 
sado, pueda pedir directamente la extradición el juez 
ó tribunal que conociere de la causa (art. 960 de id.). 

Artículo 173. 

Con el suplicatorio ó comunicación que haya de 
-expedirse, según ló dispuesto en el articulo anterior, 
habrá de remitirse testimonio literal del auto acor- 
dando pedir la extradición, y en relación de la pre- 
tensión ó del dictamen fiscal en que se hubiere solici- 
tado, y de todas las dílig^encí^s de la causa necesarias 
para justificar la procedencia de la extradición, con 
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arreglo al número del art. 167 en que aquella se fun- 
dare (art. 961 de id.)- 

Artículo 174. 

Cuando la extradición hubiere de pedirse por con- 
ducto del Ministro de Gracia y Justicia, se remitirá el 
suplicatorio y testimonio por medio de la Audiencia 
respectiva. 

Si el tribunal que conociere de la causa fuere el 
Supremo ó alguna de sus salas, los documentos men- 
cionados se remitirán por medio del Presidente de 
dicho tribunal (art. 962 de id.). 

Artículo 175. 

Deberán observarse para pedir la extradición, lo 
mismo que para decretar la que se solicitare de ex- 
tranjeros refugiados en Efispaña, las demás disposicio- 
nes expresa ó implícitamente contenidas en los trata- 
dos respectivos. 

Artículo 176. 

Podrá accederse, no obstante, á la detención del 
reo, que hubiere cometido un delito comprendido en 
tratados de extradición, cuando temiéndose su fuga» 



^ 
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se pídieire telegráficamente ó de otra manera prot^i- 
sional por quien corresponda aquella medida preven- 
tiva, ínterin se cumplen las formalidades exigidas. 

En el caso de no haber nada pactado sobre este 
punto, no podrá durar dicha detención más tiempo 
que el preciso para formalizar la pretensión, aprecia- 
do prudencialmente. Antes de dar libertad al supuesto 
criminal, deberá darse aviso al Gobierno reclamante 
del propósito de alzar dicha detención, sino se for- 
malizare la petición para extraerle en un breve plazo. 

Si hubiere tratado sobre este punto, se estará á lo 
pactado. 

■ 

Artículo 177. 

Cuando se hubiere accedido á la extradición, y el 
gobierno reclamante no dispusiere del reo dentro de 
im plazo prudencial, podrá considerarse abandonada 
la petición, previo aviso, dado por el que tuviese dete- 
nido al delincuente. 

Si se hubiere establecido alguna cosa sobre este 
punto en los tratados dé extradición, será respetada. 

Artículo 178, 

Si el Gobierno de que fuere subdito el reo asilado 
en otro país, se opusiere á la extradición, no podrá 
decretarse esta; pero deberá hacerse saber lo resuelto 
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á las autoridades extranjeras de que procediera la pe- 
tición, exponiéndole la causa de la negativa. 

En este caso, la autoridad judicial ó administrati- 
va que hubiere solicitado, en la forma correspon- 
diente, la extradición del reo, deberá dirigirse á su 
Gobierno, dándole cuenta documentada del conflicto 
surgido, para que en la forma que considere oportu- 
na intente ttUanarle, si lo juzgra conveniente. 



Artículo 179. 

En caso de que fuere solicitada la extradición de un 
reo por diferentes gobiernos, considerándole responsa- 
ble de delitos cometidos en sus territorios respectivos, 
deberá ser entregado preferentemente á aquel de que 
fuere subdito, si se hallase este entre los reclamantes, 
ó si todos fueren de nación extraña á la propia, podrá 
ser entregado al que hubiere acudido antes, ó al que 
pidiese la extradición por el delito más grave, si hu- 
biera sido simultánea la reclamación. 

Artículo 180. 

Guando se reclamare á un reo, que se halLase en 
un país determinado, ya cumpliendo condena ó dete- 
nido por cualquier causa, no procederá la extradi- 
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cioñ hasta que resultare completamente libre de di- 
chas responsabilidades. 

Artículo 181. 

No puede procesarse á los reos extradicionados, 
por ningún delito anterior diferente al que hubiere 
motivado su extradición, á no ser que se halle tam- 
bién comprendido entre los que pudieran producirla, 
y previo el beneplácito ó conformidad del Gobierno 
que hubiese accedido á ella. 

Artículo 182. 

No procede la extradición : 

1.*^ Cuando el delito por el que se pidiere, fuera 
anterior & los tratados que la autorizasen. 

2.^ Cuando el delito, aunque comprendido en los 
tratados, se hubiera perpetrado por personas pertene- 
cientes á la nación de que se reclamaren. 

3.*^ Cuando con arreglo á la legfislacion del punto 
en que el reo se haya refugiado, estuviere prescrito 
el delito ó la pena: y 

4.® En los casos anteriormente expresados, ó que 
se hallaren consignados en los tratados. 
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TITULO IIL 

DISPOSICIONES COMUNES 
Á UOS DOS TÍTUL-OS ANTERIORES. 



CAPÍTULO PRIMERO. 

2>e los exhortas y comtmicaciones con tribunales 6 autoridades 

extranjeras» 

Artículo 183. 

Los exhortos á jueces ó tribunales extranjeros, pi- 
diendo la práctica de algfuna diligencia judicial, ó 
cualquiera otra cosa que pueda interesar á la admi- 
nistración de justicia, tanto en materia civil como en 
asunto criminal, se dirigirán siempre por el conducto, 
en la forma y en los casos establecidos en los trata- 
dos, teniendo además presente y en defecto de estos, 
el principio de reciprocidad (art. 230 de la ley de En- 
juiciamiento civil, y 51, 65 y 66 de la ley provisional 
de Enjuiciamiento criminal). 

Artículo 184. 

Los jueces y tribunales españoles, no cumplirán 
exhortes, ni darán curso á las comunicaciones que 
les fueren dirigidas por tribunales ó autoridades ex- 
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tranjeras, sino en los casos y del modo establecido 
en los tratados celebrados con las naciones respectivas, 
como aconseja la reciprocidad, ó como se hubiere es- 
tablecido por el Gobierno (art. 66 ya citado). 

Artículo 185. 

Los exhortes y suplicatorios que se despachen 
para el extranjero, se dirigirán á las autoridades judi- 
ciales competentes, expresando al encabezarlos la au- 
toridad ó tribunal á que fueren cometidos, si se su- 
piere, ó en caso contrario, empleando la fórmula: Al 
Juez ó autoridad judicial á quien por derecho corres- 
ponda (Real orden de 16 de Ag^osto, Real decreto de 17 
de Noviembre de 1852 y Real orden de 11 de Noviem- 
bre de 1854). 

Articulo 186. 

No se dirigirán nunca los exhortes que hayan de 
cumplirse en el extranjero, á los Cónsules de S. M. ó 
Agentes diplomáticos de cualquier clase que sean, á 
no ser que fuere para el cumplimiento de aquellas 
diligencias á cuya práctica en esta forma no se opon- 
gan las leyes del país en que residieren, sus costum- 
bres ó tratados, ó con respecto á los asuntos en que 
se les reconoce competencia para entender como jue- 
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ees Ó como encargados del registro civil (Real decre- 
to de 29 de Setiembre de 1848) . 

Artículo 187. 

Los exhortos que se dirigieren para las autorida- 
des judiciales extranjeras, deberán remitirse por con- 
ducto del Presidente de la Audiencia al Ministerio de 
Gracia y Justicia, de donde pasan al de Estado para 
que los haga llegar á su destino por la vía diplomáti- 
ca, y sean devueltos, después de diligenciados, por el 
mismo conducto á los jueces de que procedieren. 

Si el exhorto procediese del Tribunal Supremo, su 
Presidiente deberá remitirlo al Ministerio de Gracia y 
Justicia. 

En caso de que fuere dirigido por los juzgados de 
Hacienda ó de Guerra, los respectivos Ministerios de 
que estas jurisdicciones dependieren, remitirán los 
exhortos al de Estado, para su curso y tramitación 
ulterior (Real orden de 12 de Febrero de 1853, 30 de 
Setiembre y 1 1 de Noviembre de 1854) . 

Artículo 188. 

Los exhortos dirigidos á tribunales extranjeros, se 
redactarán siempre de la manera más cortés y digna, 
sin onütir nunca la f (^mula de ofrecer en igualdad de 
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circunstancias, el reciproco cumplimiento (Real orden 
de 25 de Noviembre de 1852). 

Artículo 189. 

Cuando los tribunales españoles, se hubieren de 
dirigir á autoridades administrativas extranjeras, lo 
harán por medio de comunicaciones respetuosas, y 
por el conducto señalado para los exhorto» (Real or- 
den de 12 de Febrero de 1853 y de 23 de Junio de 1860). 

Artículo 190. 

Los exhortes dirigidos á España por las autorida- 
des ó tribunales extranjeros, deberán ser cumplidos, 
en los casos que sean procedentes, según lo dispues- 
to en el art. 184 siempre que al remitirlos por el Mi- 
nisterio respectivo 'al de Estado, hubiere legalizado 
sus firmas el Cónsul ó Embajador (art. 55 del Real de- 
creto de 17 de Noviembre de 1854). 

Artículo 191. 

Las personas interesadas en cumplimentar un ex- 
horto en país distinto de aquel en que se sustancie un 
negocio, convendrá que tengan un apoderado que 
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se encargfue de representar al litigante en cuanto 
fuere necesario. 

Será cumplimentado, sin embargo, el exhorto que 
fuese presentado por el representante de la nación de 
que proceda, si no hubiere inconveniente en ello y 
DO resultase constituida la autoridad judicial al cum- 
plirlo, en verdadero agente de algunode los litigantes. 

Del mismo modo se presentarán en los tribunales 
extranjeros por nuestros Agentes diplomáticos los 
exhortes que procedieren de los tribunales españo- 
les, devolviéndolos cumplimentados á los puntos de 
su procedencia, y por el conducto que corresponda, 
aunque no tuviere apoderado la persona á quien in- 
teresare su despacho; pero sin que se entienda que 
esto constituye al Agente diplomático en procurador 
del litigante (Real orden de 31 de Marzo de 1845 y 
de áO de Junio de 1846). 



CAPITULO 11. 

De las diligencias judiciales y documentos otorgados en el 

extranjero (1). 

Articulo 192. 
Las diligencias judiciales procedentes de actúa- 



(1) Debe consnltarae para la aplicación de loa articnlos de este capitu- 
lo el Beal decreto de 17 de Octubre de 1851* 
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cíonéd sustanciadas ante tribunales extranjeros, serán 
consideradas como documentos públicos, si estuviere 
acreditada su autenticidad en forma conveniente, y 
reunieren las circunstancias esenciales, que con arre- 
glo á los principios de nuestro derecho, deban tener 
para su validez y eficacia. 

Artículo 193. 

No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, 
se atenderá en primer término, con respecto h este 
punto á los tratados, y no se reconocerá valor alguno 
á las diligencias judiciales, cuando provinieren de 
pueblos que no admitieren las de nuestros tribunales. 

Artículo 194. 

Los documentos otorgados en otras naciones, ten- 
drán igual fuerza que los que lo sean en España, si 
reúnen todas las circunstancias exigidas en aquellas, 
y las que además requieran las leyes españolas para 
su autenticidad (art. 232 de la ley de Enjuiciamiento 
civil). 

Artículo 195. 

En virtud de lo dispuesto en el articulo anterior, 
no se reconcerá la fuerza que en el país de su otorgá- 
is 
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miento pueda tener un documento, que acredite un 
hecho ilícito en Espada. 

Artículo 196- 

Los documentos procedentes del extranjero, que 
hayan de presentarse en los tribunales españoles, de- 
berán estar autorizados por los oficiales ó funciona- 
rios facultados para testimoniar en el país de su otor- 
gamiento. 

Serán admitidos, sin embargo, en los tribunales 
de España, los documentos otorgados por nacionales 
ante los Cónsules españoles, dentro de su respectiva 
demarcación (art, 22 del Real decreto de 29 de Setiem- 
bre de 1848). 

Artículo 197. 

Para que los documentos extranjeros hagan fé en 
juicio, han de estar legalizados por los Cónsules ó 
Agentes de España, acreditados en el país de que 
aquellos procedan (Orden del Regente del Reino de 9 
de Junio de 1849). 

Artículo 198. 

La legalización, siempre necesaria, para la auten- 
ticidad de los documentos otorgados en el extranjero, 
se acomodará á las siguientes reglas : 
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Si fuere otorgado ante Cónsules españoles, legali- 
zará su firma y carácter oficial, el Agente diplomático 
de España, acreditado cerca del Gobierno en cuyo 
territorio desempeñare el Cónsul su cargó, sellando 
la certificación que con este objeto pusiera en el do- 
cumento. 

Si el documento se hubiese autorizado por un fun- 
cionario ü oficial extranjero, legalizará la firma y 
carácter de este, la autoridad del punto en que se bu- 
biere otorgado el documento, la de este será legali- 
zada por el Ministro de quien dependa, la del Mi- 
nistro del ramo por el de relaciones extranjeras, y la 
de este por el Agente diplomático español. 

Cuando los documentos que vengan del extranje- 
ro procedan de Vicecónsules ó Agentes consulares 
que no sigan correspondencia directa con el Ministe- 
rio de Estado, deben ser firmados por el Jefe de la le- 
gación ó Cónsul respectivo (Circular de 7 de Junio 
de 1859). 



Artículo 199. 

Habiendo conformidad entre los litigantes sobre 
la inteligencia que deba darse á los documentos otor- 
gados en el extranjero, se estará y pasará por la que 
le dieren (art. 283 de la ley de Enjuiciamiento civil]. 
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Artículo 200. 

No mediando dicha conformidad^ se remitir&n por 
el juez ó tribunal, los documentos que hayan de ser 
traducidos, á la oficina de la interpretación de len- 
gnas para su traducción, sin que esta pueda hacerse 
en nin^funa otra forma (art. 284 de la misma ley). 



APÉNDICE PRIMERO. 



Real decreto de 17 de Octubre de 185i. 

Artícnlo único. Son válidos y causan ante los tribunales 
españoles los efectos que procedan en justicia, todos los con- 
tratos y demás actos públicos notariados en Francia, y en 
cualquiera otro pais extranjero, siempre que concurran en 
ellos las circunstancias siguientes : 

1 .^ Que el asunto, materia del acto ó contrato, sea lícito y 
permitido por las leyes de España. 

2.^ Que los otorgantes tengan aptitud y capacidad legal 
para obligarse, con arreglo á las leyes de su país. 

3.* Que en él otorgamiento se hayan observado las fórmu- 
las establecidas en el pais donde se han verificado los actos 6 
contratos. 

4.* Qud cuando estos contengan hipoteca de fincas radi- 
cantes en España, se haya tomado razón en los respectivos re- 
gistros del pueblo donde estén situadas las fincas, dentro del 
término de tres meses, si los contratos se hubieren celebrado 
en loe estados de Europa, de nueve si lo hubieran sido en los 
de América y África, y de un año, si en los de Asia. 

6.* Que en el país del otorgamiento se conceda igual efi- 
cacia y validez á los actos y contratos celebrados en territorio 
de loe dominios españoles. 
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APÉNDICE SEGUNDO. 



Real decreto de 17 de Setiembre de 1852 (1). 

Teniendo en consideración las razones que me ha expues- 
to mi primer Secretario del Despacho de Estado, de acuer- 
do con el parecer de mi Consejo de Ministros, vengo en decre- 
tarlo siguiente: 

CAPÍTULO PRIMERO. 
De los eíKiranjeros y su ckuifieacion en España, 

Articulo 1.^ Son extranjeros : 

l.*^ Todas las personas nacidas de padres extranjeros fue- 
ra de los dominios de España. 

2.^ Los hijos de padre extranjero y madre española naci- 
dos fuera de estos dominios, si no reclaman la nacionalidad 
de España. 

3.° Los que han nacido en territorio español de padres 
extranjeros ó de padre extranjero y madre española, sino 
hacen aquella reclamación. 

4."* Los que han nacido fuera del territorio de España, de 
padres que han perdido la nacionalidad española. 

5.^ La mujer española que contrae matrimonio con ex- 
tranjero. 



(1) Mochas de las disposiciones contenidas en este Decreto, no tienoa 
aplicación en la actualidad, como se comprende por su lectura, pero nos 
ha parecido oportuno insertarlo integro, en rista de la importancia deal- 
crunas de sus declaraciones. 
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Como parte de los dominios españoles ee considéraii los 
baques oaeionales, sin distinción alguna. 

Art. 2.° Los extranjeros que liayan obtenido carta de na- 
tural^a, ó ganado vecindad, con arralo á las leyes, son te- 
nidos por españoles. 

Art. 3.® Todos los demás que residen en £spaña, sin ha- 
ber adquirido carta de naturaleza, ni ganado vecindad, son 
extranjeros domiciliados ó transeúntes, 

Art. 4.*^ Se entenderán domiciliados, para los efectos le- 
gales, aquellos que se hallen establecidos con casa abierta ó 
residencia fija ó prolongada por tres años, y bienes propios 
ó industria y modo de vivir conocido en territorio de la Mo- 
narquía, con el permiso de la autoridad superior civil de la 
provincia. 

Art. 5.*^ Se considerarán transeimtes los extranjeros que 
no tengan su residencia fija en el reino del modo que expresa 
el artículo anterior. 

CAPÍTULO n. 

De las disposiciones que han de observarse para el ingreso 
y resid>encia en España de los extranjeros. 

Art. 6.*^ Para ingresar en territorio español deberá todo 
extranjero presentar, en el primer puerto 6 pueblo fronterizo 
á donde llegue, el pasaporte, visado por el agente del Grobier- 
n.0 español á quien corresponda: la autoridad local refrendará 
este pasaporte en los términos acostumbrados. 

Art. 7.° Ningún extranjero podrá viajar por el reino con 
pasaporte de la Legación ó Consulado de su nación, sino cuan- 
do ingrese en el territorio español ó salga del mismo. 

Art. 8.^ El extranjero transeúnte que desee domiciliarse,, 
deberá solicitar la correspondiente licencia de la autoridad 
superior civil de la provincia, haciendo constar que reúne las 
circunstancias prev^das en el art. 4.° 



^^ 
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Art. 9.*^ En los Gobiernos civiles de todae las protinidas, 
se formarán y llevarán motarlciüa» ó r^pistros en que se astea- 
ten los nombres y árdanstandais de los extranjeros que resi^ 
dieren ó vinieren á residir en el reino, con separación de laa 
dos clases de transeúntes y domiciliados. 

Art. 10. En los Consulados de todas las naciones extcan- 
jerad establecidos en España, se formarán y llevarán matri- 
culas ó registros de los subditos de la nación respectiva. 

Estas matricolas ban de confrontarse con las de los Qo- 
biemos civiles, pues solo cuando están coniformes con aque- 
llas, y arraladas á las formas presentas en España, podrán. 
Surtir efectos lógales en España. 

Art. 11. Las matriculas de los Golaemos C!;nle8, y las de 
los Cónsules extranjeros se confrontarán anualmente. 

Art. 12. No tendrán derecho á ser considerados como ex- 
tranj^os, en ningún concepto legal, aquellos que no se halleii 
inscritos en la clase de transeúntes ó domiciliados en las ma- 
trículas de los Gk>biemos de las provincias y de íos Cónsules 
respectivos de sus naciones. Las inscripciones se renovarán en 
el caso de pasar el extranjero de lá clase de transeunteá la de 
domiciliado. 

Art. 13. El extrai^jeró que, en contravención á las dispo- 
siciones que preceden, se introdujese en España sin presentar 
el pasaporte, podrá ser castigado, como desobediente á lá 
autoridad, con multa de ciento á mil reales, y expulsado ade- 
más del territorio español, si el Gobierno así lo determinase, 
en vista de lo que la autoridad civil informe por di Ministerio 
de la Gobernación, y se acuerde en consecuencia, por este 
mismo, y por el Ministmo de Estado. 

Art. 14. Cuando algún extranjero llague á un puerto 6 
pueblo de la frontera, sin el correspondiente pasaporte, seca 
detenido por las autoridades españolas, que- deberán inme- 
diatamente dar cuenta al Gobierno por el Ministerio de la. 
Gk>bernacion, expresando las circunstancias del extranjero, y 
y si es vago, ó si busca auxilio contra los procedimientOB de 
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BUS jueces Batoraks. £1 Gtobiemo con. este. GpnocLaiieato y 
procediendo siempre definivainente para estos asuntos de 
actterdo con los Ministros de Estado y Gk>bemacion, determi-. 
nará la expulsión del extranjero, designará el punto de su 
residencia, ó dispondrá lo que juzgue más conveniente. 

Art. 15. Lo mismo se practicará cuando lleguen á. España 
grupos ó cuerpos de emigrados, hasta que el Gobierno desig-, 
ne el ponto de depósito y demás que juzgue conveniente, sin 
I)eijuido de que desde luego entreguen las armas los que se 
hubiesen presentado armados. 

Árt. 16. £1 extranjero que desobedezca la orden para su 
expulsión del reino, quedará sujeto á la pena designada en el 
artioolo 285 del Código (1); considerándose al efecto la desobe* 
dienda grave, y como asunto del servicio público, la orden 
de la expulsión, sin perjuicio de que esta se lleve á efecto 
después de ejecutada la pena. 

CAPÍTULO III. 

Be la condición civü de los extranjeros domiciliados y trari" 
seuntes, sus derechos y obligaciones, 

Art. 17. Todos los oixtranjeros , asi avecindados como 
transeúntes, tendrán derecho de entrar y salir libremente de 
lofi puertos y poblaciones de España, y de transitar con igual 
libertad en su territorio, sujetándose á las reglas establecidas 
por las leyes para los subditos españoles, asi como á los re- 
glamentos depuertos y policía. 

Art. 18. Pueden también adquirir y poseer bienes inmue- 
bles, ejercer las industrias y tomar parte en todas las empre- 
sas que estén reservadas por las leyes y disposiciones vigentes 
á los. subditos españoles. 

Art. 19. Los extranjeros domiciliados pueden ejercer el 



U) Oorreaponde erteartíonla al art. 966 del Oódiffo penal de IdTQ. 
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comercio x)or mayor y meupr^ bajo las condiciones que para 
los españoles establecen las leyes y reglamentos^ y tendrán 
derecho á disfrutar de todos los aprovechamientos comunes 
del pueUo en donde tengan domicilio. 

Art. 20. Los transeúntes podrán hacer el comercio por 
mayor, con sujeción á las leyes y disposiciones que rigen en 
el reino. 

Art. 21. Asi los domiciliados como los transeúntes, están 
obligados al pago de los impuestos y contribuciones de todas 
clases, que correspondan á los bienes raíces de su propiedad, 
y al comercio ó industria que ejercieren, con arreglo á las dis- 
posiciones y leyes generales del reüio. 

Art. 22. Los domiciliados estarán sujetos además al pago 
de los préstamos, donativos y toda clase de contribución ex- 
traordinaria ó personal, de que estarán exceptuados los tran- 
seúntes, asi como á los impuestos municipales, vecinales y 
provinciales. 

Art. 23. Unos y otros estarán. exentos de las cargas con- 
cejiles personales. Pero los domiciliados que tengan casa 
abierta por si, estarán sujetos á las cargas de alojamiento y 
bagajes. 

Art. 24. Asi los domiciliados como los transeúntes y sus 
hijos, cuando no hayan optado por la nacionalidad española, 
estarán exentos del servicio militar. Esta excepción no alcan- 
za á los nietos, cuando sus padres han nacido ya en territorio 
español, aunque conserven la nacionalidad extranjera. 

Art. 25. Ningún extranjero podrá profesar en £spaña otra 
religión que no sea la Católica, Apostólica, Bomana. 

Art. 26. No podrán tampoco participar de los derechos 
políticos pertenecientes á los españoles, ni obt^er beneficios 
eclesiásticos de ninguna clase, ni pescar en las costas de Es- 
paña, ni hacer con sus buques el comercio de cabotaje. 

Art. 27. Tampoco podrán los extranjeros ejercer los de- 
rechos municipales en las elecciones para los Ayuntamien* 
tos. ni obtener cargos municipales, ni empleo en las diversas 
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carreras d/^^^^ ^ ^^ renundan expresamente por sí y por 
sus hiioa ^^^^^^^^ del servicio militar, y á toda protección 
«ortraña* "^^ relativo al servicio de sus cargos. 

p.. nacer esta renuncia, que se veri&cará ante la autori- 
^^ Jerior dvil de la provincia, y de la cual se harán las 
¿^^^ones correspondientes en las matriculas respectivas, 
^ hallarse inscrito con antelación en la clase de extranjero 
jmiciliado. 

Art. 28. En los abintestatos de los extranjeros domicilia- 
dos y transeúntes, la autoridad locaL de acuerda con él Con- 
8ul de la nación del finado, formará el inventario de los bienes 
y efectos, y adoptará las disposiciones convenientes para que 
estén en segura custodia hasta que se presente el heredero 
legítimo ó la persona que legalmente le represente. 

Así en este caso como en las sucesiones testamentarias, 
solo cpnocerán les tribunales de las reclamaciones que ocur- 
ran sobre embargo de bienes de acreedores, y cualquiera otra 
que tenga por objeto el cumplimiento de las obligaciones ó 
responsabilidades contraidas en España ó á favor de subditos 
españoles. 

Art. 29. Los extranjeros domiciliados y transeúntes, es- 
tán sujetos á las leyes de España y á los tribunales españoles 
por los delitos que cometan en el territorio español, y para 
el cumplimiento de las obligaciones que contraigan en Espa- 
ña, siempre que sean á favor de subditos españoles. 

Art. 30. Mientras que una nueva organización de los Juz- 
gados y Tribunales del reino, y de l^s diversas jurisdicciones 
no lo impida, conocerán en primera instancia de los pleitos y 
cansas contra los extranjeros domiciliados y transeúntes, los 
Qobemadores de las plazas marítimas y los Capitanes gene- 
rales en los demás puntos; y en las segundas y demás instan- 
cias sucesivas, el Tribunal Supremo de Guerra y Marina y de 
Extranjería. 

Art. 31. El fuero de extranjería de que habla el artículo 
anterior, es meramente pasivo, y no gozarán de él los ex- 
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tranjeros domiciliadoB y transeirntes en los ca «^^«teB: 

1.** En los delitos de oontrabaado. 

2.* En los delitos de sedición, y los demás q^i^ijen ser 
juagados con arreglo á la ley de 17 de Abril de 1821. 

3.° En los juicios que procedan de operadont ^_ 
cantiles. 

4.'' En los delitos cometidoB á bordo y en alta mar, ¿^^^ 
los juicios de presas. 

5.^ En las causas por tráfico de negros. . 

6.*^ En los juicios por faltas que, según el Código penid, 
no lo gozan los españoles de ninguna condición ni estado. 

En todos estos casos, serán competentes para juzgar á los 
expresados extranjeros los Tribunales y Jueces establecidos 
respectivamente por las leyes. 

Art. 32. Los extranjeros domiciliados y transeúntes tie- 
. nen derecho á que por los tribunales españoles se les admi*^ 
nistre justicia, con arreglo á las leyes, en las demandas que 
entablen para el cumplimiento de las obligacio;aes contraidas 
en Esx>aña, ó que deban cumplirse en España, ó cuando ver- 
sen sobre bienes sitos en territorio español. 

Art. 33. En los negocios entre extranjeros ó contra ex- 
tranjeros, aunque no procedan de acción real, ni de acdou 
personal, por obligaciones contraidas en España, serán, sin 
embargo, competentes los jueces españoles cuando se trate de 
evitar un fraude ó adoptar medidas urgentes y provisionales 
para detener á un deudor que intente ausentarse, á fin de elu- 
dir el pago, ó para la venta de efectos expuestos á i)erder8e 
en almacenes, ó para proveer interinamente de guardador á 
un demente ú otros análogos. 

Art. 34. A los exhortes de los jueces extranjeros, se dará 
\ cumplimiento en todo aquello que puede y debe ejecutarse en 

el reino, con arreglo á las leyes, cuando vengan por el Minis- 
\ terio de Estado, con las formalidadss y requisitos de costum* 

j; bre. Por el mismo Mioisterio, se remitirán los exhortoe para 

'^ las Autoridades extranjeras. Estos exhortes, cuyo cumpli- 
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imento no ha de hacerse por los Cónsules españoles, se diri- 
girán precisamente álos Tribunales, Jueees y Autoridades 
extranjeras, que deban ejecutar las diligencias que se en- 
carguen. 

Art. 35. Son válidos, y causan ante los tribunales espa- 
ñoles los efecto» que procedan en justicia, los contratos y de- 
más actos públicos celebrados fuera del reino, cuando con- 
curran ha circunstancias que expresa el Eeal decreto de 17 de 
Octubre de 1851. 

CAPÍTULO IV. 

De las buques extranjeros, 

Art. 36. Los buques pertenedentes á cualquiera de las 
naciones ó potencias extranjeras, podrán acogerse á los puer- 
tos españoles. 

Cuando lleguen por aribada forzosa, serán auxiliados por 
laa autoridades españolas, sin más restricciones que las nece« 
sarias para evitar el fraude ó contagio» 

No se privará á los buques de sus tripulaciones, antes bien 
serán restituidos á su bordo los desertores, cuando fuere posi- 
ble su aprehensión. 

Art. 37. Los buques mercantes extranjeros no podrán 
4wrvi? de asilo á los criminales españoles; y cuando se refu- 
giaren á bordo, la^ autoridades españolas, de acuerdo, con el 
Cónsul respectivo, podrán proceder á la extradición. 
. Art. 38. Respecto del asilo tomado por los criminales es- 
pañolea en los buques de guerra extranjeros, se procederá á 
reclamar la extradición por la vía diplomática, con sujeción 
á las leyes y tratados vigentes. 

Art. 39. Cuando á bordo de un buque mercante anclado 
en puerto español ocurra algún exceso que pueda perturbar 
la tranquilidad pública ó atentar contra la seguridad interior 
ó extmor del Estado, la autoridad local comi)etente tendrá 
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derecho á intervenir y conocer para precaver y reprimir aque- 
llos excesos. Si estos atacan exclusivamente la disciplina in- 
terior del buque, su capitán procederá según estime conve* 
niente, y obtendrá auxilio de las autoridades españolas, si 
lo reclama. 

Art. 40. En los casos de naufragio de un buque extnui- 
jero, las autoridades de Marina, sin que por ninguna otra 
deba suscitarse competencia y dar ocasión á entorpecimien- 
tos^ daños y reclamaciones transcendentales, antes bien red-p 
biendo aquella autoridad el auxilio de todas las demás, pro- 
veerán á todo cuanto fuere necesario para el salvamento de 
las personas, del buque y de su carga, procediendo en todo 
de acaerdo con el capitán del buque y eLCónsol de la nación 
respectiva, si en aquel punto lo hubiere. A falta de Cónsul 
en el punto del naufragio, podrá el más inmediato enviac 
persona que con poder bastante lo represente. 

Los extranjeros están exentos, asi como los subditos es^ 
pañoles en la actualidad, de pagar cantidad alguna por raeon 
de costas ó derechos procesales en las actuaciones, expedid-* 
tes ó procedimientos que se formen con motivo del naufragio 
y salvamento. Deberán satisfacer únicamente, como los sub- 
ditos españoles, los gastos que se causen por razón del salva^ 
mentó mismo. 

En el caso de que se altere la legislación y disposiciones 
vigentes, ni en ningún otro, los extranjeros no tendrán obli- 
gación de pagar nunca, por razoude salvamento, derechos 
más creddos que aquellos que paguen los subditos españoles; 
pero podrá detenerse la entrega de los efectos salvados hasta 
que se satisfagan los derechos correspondientes ó se asegure 
el reintegro por medio de fianza bastante. 
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CAPÍTULO V. 

Disposiciones generales, 

Art. 41. Todas las disposiciones deí presente decreto son 
únicamente aplicables á la Península é Islas adyacentes, sub- 
sistiendo en su fuerza y vigor en las provincias de Ultramar 
las disposiciones que allí rigen sobre extranjeros. 
' Art. 42. No alteran tampoco las leyes respecto de los 
Embajadores, Ministros plenipotenciarios y demás indivi- 
duos dependientes de las legaciones extranjeras. 

Art. 43. Los subditos de la Sublime Puerta, los moros 
de Marruecos y los de las Regencias berberiscas, serán juzga- 
dos por los respectivos Cónsules en los negocios que entre 
ellos ocurran, con arreglo á los tratados y disposiciones vi- 
gentes. 

Art. 44. Los derechos de los extranjeros que adquieran 
nacionalidad española para obtener carta de naturaleza ó 
ganar vecindad con arreglo á la Constitución, asi como las 
formalidades y condicionéis para obtenerla, se fijarán en una 
disposición especial. 

Art. 45. El extranjero que obtuviere naturalización en 
España, asi como el español que la obtuviere en el territorio 
de otra Potencia, sin el conocimiento y autorización de du 
€{obiemo respectivo, no se libertará de las obligaciones que 
eran consiguientes á su nacionalidad primitiva, aunque el 
subdito de España pierda en otro concepto la calidad de es- 
pañol, con arreglo á lo dispuesto en el párrafo 5.^, art. 1.^ de 
la Constitución de la Monarquía. 

En consecuencia de esta declaración, cuando un extran- 
jero se haya naturalizado en España sin autorización de su 
Gh>biemo, y pretenda por este medio eximirse de las obliga- 
ciones del servicio militar ú otros que le corresponderían en 
su patria primitiva, el Gk>bierno español no sostendrá la 
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exención, así como no la reconocerá en un español qne ale- 
gase cambio de nadonalicUd sin haber obtenido la autoriza- 
ción expresada. 

Palacio, 17 de Noyiembre de 1852. — ^Está rubricado de la 
Real mano.— £1 Ministro de Estado, Manuel Bertrán de Lis. 




Para conocer qaé derechos civiles han sido reconocidos 
expresamente á los españoles en Alemania, Bélgica» Francia, 
Italia y Portugal y los que se han de poder ejercitar por tanto 
en España, los ciudadanos que procedan de dichas naciones, 
deben ser consultados los tratados celebrados con aquellos 
paises respectivamente en 30 de Marzo de 1868, 12 de Febre- 
ro de 1870 y 6 de Junio de 1875, 4 de Marzo de 1862 y 21 de 
Febrero de 1870, que por su mucha extensión no insertamos. 



APÉNDICE TERCERO. 



Para completar la doctrina relativa al cumplimiento de sen- 
tencias apoyada en el prinó^itkde reciprocidad , tomamos 
del Tratado histórico crítico filosófico de los procedimien- 
tos judiciales en materia ciril por D. José Vicente j Ca- 
rayantesi lo que puede rerse á continuación. 

«En algunos Estados se han adoptado varias prescrip- 
ciones especiales que deben tenerse presentes y son las si- 
guientes: 

»En los Estados ParUifieios, cuando la parte interesada en 
el fallo presenta un documento auténtico, que no se produjo 
en el tribunal extranjero, y que destruye total ó parcialmente 
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hk' aodon, .se suspende la ejecución y se comunica aquel ^1 
tribunal sentenciador. I^otíñcacion de 11 de Marzo de 1820; 
^confirmada por el art. 1148 del Eeglamento de 10 de Noviem* 
bredel834. ' 

>£n Gerdeña se atiende también á si la sentencia pontiene 
•en el fondo alguna grave ó evidente injusticia. Si el Senado 
encuentra la sentencia defectuosa, dispone el emplazamiento 
■ante él de la parte que ha sido vencida en el extranjero, para 
que deduzca sus excepciones y medios de defensa. 

)>£n Diriamarca, la competencia del tribunal sentenciador, 
¿ae regula por la ley danesa, y no por la del Estado de aquel. 

»En Francia, háse consignadoy prevalecido en la juris- 
prudencia, el rigor del principio de la independencia de los 
JBstados, desechando el principio de reciprocidad, y rehu- 
sando á las sentencias extranjeras, la autoridad de cosa juz- 
gada; de suerte que todas las sentencias dictadas fuera de 
Pranda, bien sea en perjuicio de un francés, bien contra un 
extranjero, carecen por sí mismas de autoridad en el reino, y 
la parte emplazada ante un tribunal francés, para el efecto 
de ejecutarse la sentencia pronunciada por tribunales extran- 
jeros, puede defenderse por todos los medios de derecho sobre 
la cuestión, objeto de aquel fallo, y atacar este, bien sea en el 
fondo, bien en la forma, como sino se hubiera dictado, pues 
no tiene autoridad hasta que el tribunal francés la adopta ó 
jsfttifíca, por un nuevo fallo, que es el. que recibe ejecución. 
Esta jurisprudencia se ha fundado principalmente en el ar- 
ticulo 121 de la Ordenanza de 15 de Enero de 1629, según el 
enal, las ejecutorias y contratos procedentes de soberanías ex- 
tranjeras, no causarán hipoteca ni ejecución en Francia... y 
no obstante dichas ejecutorias, podrán los subditos franceses, 
•eontra quienes s^ hubieren dado, debatir nuevamente sus de- 
xechos por considerarse íntegros ante los jueces del país. 

»En vano respetables y numerosos jurisconsultos france- 
«es, han tratado de demostrar y distinguir, que si bien, según 
la letra y el espíritu de esta disposición, no procedía la ejecu- 

19 
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don de las sentencias 'extranjeras pronunciadas contra uá 
francés, era admisible según otras disposiciones, el principio 
de reciprocidad, y debian ejecutarse las sentencias dictada» 
en el extranjero, contra un individuo que no fuera subdito 
francés, debiendo en este caso limitarse él tribunal de Francia 
á examinar si la sentencia extnuijera contenia alguna dispo-' 
sidon contraria á la soberanía, ó á los intereses, ó al derecho 
público de Francia, y no siendo asi, á declarar ejecutoria la- 
sentenda por un simple pareatis á ordenanza de ejecudon^ 
sin entrar en el examen del fondo ó del derecho de las partes 
que fué objeto del juido sostenido ante el tribunal extranjeros- 
porqué en último resultado, ha prevalecido contra este siste-r 
ma, la opinión de otros autores y la jurisprudencia en sentido 
contrario. Véanse los fallos del Tribunal de Casadon de 19 da 
Abrü de 1819 y de 1.** de Abril de 1839. 

»Como quiera que sea, no cabe duda, de que respecto 
de las sentendas pronunciadas en España, no se admite so, 
ejecudon en Francia, puesto que existe ua fallo dictado en. 
Pau en 13 de Didembre de 1836, en que se consigna dará y 
terminante que las sentendas dictadas en España no son eje— 
cutorias en Francia, sino después de haberse procedido á. 
revisar el pleito en el fondo (1). 

«Consecuencia natural de no admitirse en Francia la eje- 
cutoria de los sentencias extrai^eras, parece ser, que tam— 
poco se admite en las nadónos que han adoptado la legisla— 
don francesa. Tales son la Bélgica^ la Prusia, la Bcmera y la 
Hesse Rhiníana^ las Dos SicUias^ los PaUesrBajos. d Ghran^ 
DvLcado de Toscana^ el GamJbon de Ginebra, la Grecia y la Be— 
púMica de HaiU. 

»Sin embargo, algunos de estos países no han admitido 
todas las disposiciones francesas sobre esta materia, ó la» 



(1) Paeden consnltarse nuestros apéndices números 5.** y 6.% y en elloa 
se verá qne no pnede afirmarse ya tan rotundamente lo que el Sr* Cara* 
yantes consigrna. 
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han iaterpretaáo en el sentido de ser ejecutables dichos fa- 
llos. Asi en Bélgica^ se interpreta y aplica la legislación 
francesa en el sentido que hemos indicado, de ser ejecutables 
las sentencias extranjeras en pleito entre extranjeros, por el 
tribunal belga, examinando únicamente siesta contiene algu- 
na disposición contraria á la soberanía, á los intereses ó al 
derecho público de la nadon belga, y no conteniéndolos, la 
declara el Tribunal ejecutoria, sin previa revisión del fondo 
de la cuestión litigiosa. Esta regla "admite una excepción 
aplicable únicamente á las sentencias dictadas en Francia en 
perjuicio de un belga, pues la parte vencida puede ventilar 
nuevamente sus derechos ante los tribunales belgas. 

» Asimismo, en la PrusiaRhd^niana, que comprende el Du- 
cado de Berg, se aplica este sistema más generalmente, si 
bien existen fallos judiciales que parecen contradecirlo. 

»En la Bcmera Rhiniana, hay una disposición que declara 
no ser ejecutorias las sentencias de los tribunales extranjeros 
en el territorio de aquella administración; pero no siendo aná- 
loga esta disposición con la del art. 121 de la ordenanza fran- 
cesa de 15 de Enero de 1627, se ha deducido, que los tribuna- 
les de Baviera pueden declarar ejecutoria una sentencia ex- 
tranjera, sin entrar en el examen previo del fondo de la cues- 
tión, y asi se ha decretado por el tribunal de apelación de 
Deux Fonts en fallo de 1816. 

»En cuanto á la ffeise Rhiniqma, aunque se ha declarado 
por ordenanza de 21 de Junio de 1827, que por regla general, 
las sentencias extranjeras no tienen fuerza ejecutoria en sus 
dominios, háse sentenciado también, que cuando ha recaído 
en pleito entre idos r^nicolas ó entre regnícolas y extranje- 
ros, en los territorios en que no está vigente el 9xí, 14 del 
Código civil francés, serán declaradas ejecutorias después de 
citación de la parte, sin que el demandado sea admitido k 
discutir de nuevo sobre el fondo. 

»En Toaoana, aunque se ha declarado que las sentencias 
extranjeras no tienen preparada ejecución, salvas las reglas 
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contrarías contenidas en las leyes políticas y en los tratados^ 
como no se ha reproducido el' precepto del art. 121 dé la 
ordenanza de 1629, se sigue el principio adoptado en Bélgica. 

»£n Grecia, según el Código de procedimientos, art. 858, 
las sentencias dictadas por los tribunales extranjeros, y los 
actos públicos autc»rizados por sus fundonaríos, no se ejecutan 
hasta que hayan sido declarados ejecutorios por los tribuna- 
les del reino donde se pretfflide su ejecución.' Según el articu- 
lo 859, en este caáo se expedirá la orden de ejecución: 1.*^ Por 
el presidente del tribunal de primera instancia dd lugar don- 
de ha de verilearse, y sin otro examen del fondo de la sen- 
tencia ó del acto, cuando todas las partes son extranjeras. 
2.° Por este mismo tribunal y solo para el examen préyio del 
contenido, cuando una de las partes es regnícola, s^un el ar- 
tículo 860; en este último caso, no se podrá negar la ejecu- 
ción, más que cuando las sentencias se hallen en contradic- 
ción con los hechos probados, y sean contrarias, lo mismo qué 
los actos públicos á las leyes prohibitivas del reino. Por últi- 
mo, conforme al art. 861, cuando en el caso del artículo ante- 
rior haya sido denegada la ejecución. 1.° Las sentencias ex- 
tranjeras no tendrán ningún ^ecto, y deberá conocerse nue- 
vamente del negocio por los tribunales del reino. 2.^ Los actos 
públicos extranjeros, cuando hayan sido firmados por las 
partes, tendrán la consideración y fuerza de actos privados 
en todo aquello que esté conforme con las leyes del reino. 

»Hay otros países, que aunque no se rigen por la legisla- 
ción francesa, tampoco admiten el principio de reciprocidad 
para la ejecución de las sentencias extranjeras. Tales son, 
Portugal, Rusia, Svecia y Noruega. 

^Bespecto de Portugal, debe tenerse presente, que para que 
se revise y confirme por los tribunales una sentencia extran- 
jera, es necesario que se presente suplicatorio librado por el 
tribunal que la dictó, por la parte que solicita la revisión, 
pues de lo contrario, solo se considera la sentencia como un 
documento de prueba de que puede hacerse uso en un nuevo 
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juicio entablado ante el tribonal portugués. Presentando el 
suplicatorio, se examina la forma de este, las observadas en 
el procedimiento que precedió á la sentencia» y el fondo de 
esta. 

^Finalmente, existen países en los que se ha admitido 
un tercer sisten^a, que deja á los tribunales la facultad de 
ardeaaar la ejecución de las sentencias pronunciadas en los 
Estados que no profesan el principio de redprocidad. Tales 
son Inglaterra y Escocia y los Esbados-UnidoSé 

»En Inglaterra y Escocia^ no se exige para la ejecución de 
las sentencias extrai^jeras, la reciprocidad como condición 
indispensable, sino solo que la sentencia emane de un tribu- 
nal competente. Sin embargo, los tribunales ingieres no pro- 
ceden á su ejecudon por un simple exequátur. El que la obtu- 
vo, debe entablar ante el tribunal inglés competente, una 
nueva demanda para que se le adjudique lo que fué efecto 
del fallo extranjero. Esta sentencia se considera por el tribu- 
nal inglés como un titulo que hace prueba completado la 
deuda, mientras la parte contraria no la impugne, justifican- 
do que se dio el fallo irregularmente, por haberse dictado con 
iüjuatida 6 fraude, ó sin que la parte vencida tuviese conoci- 
miento del juicio, ó fundándose el tribunal en premisas fal- 
sas ó razones insuficientes, ó violando la ley local ó extran- 
jera. A falta de esta justificación, el tribunal dicta una nueva 
sentencia condenatoria, ó declara la existencia de aquella, 
disponiendo las medidas necesarias de ejecución. 

»En los Estados-Unidos de America^ se admite también la 
jurisprudencia respecto á la ejecución de los fallos y senten- 
cias dictadas por tribunales de un Estado extraño ala Union. 
Puede consultarse, el Tratado sobre derecho internacional pri- 
vado de M*. Fodlix, la disertación de M. Mittermayer que con- 
tiene un análisis comparado de las diversas legislaciones so- 
bre este punto, y el Repertorio de legislación y jurisprudencia 
de M, Dalloz, articulo Droüs cimls^ que nos han servido de 
principal guia en la exposición de esta materia.» 
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APÉNDICE CUARTO. 



Conyenio celebrado entre España j Gerdena en 30 de Juiio 
de i85i, drcalado para su complimiento en 23 de Ag^os- 
to siguiente. 

Artículo 1.^ Las sentencias ó acuerdos en^nateria civil 
ordinaria ó comercial, expedidos por los juzgados ó tribuna- 
les de S. M. Católica, y por los de S. M. el rey de Cerdeña, y 
debidamente l^alizados, serán reciprocamente cumplim^ita- 
dos en los de ambos países, con sujeción á lo que se dispone 
en los artículos siguientes. 

Art. 2.° £1 cumplimiento de estas sentencias ó acuerdos, 
se pedirá de un juzgado ó tribunal á otro por medio de un 
exhorto. Cuando se trate de sentencias definitivas, acompaña- 
rá al exhorto la ejecutoría correspondiente. 

Cuando se trate de autos no definitivos, antes de decretar 
la expedición del exhorto, el exhortante se asegurará, y lu^go 
hará mención motivada en su providencia, de que han causa- 
do estado, si por su naturaleza requieren esta circunstancia 
para poder ser ejecutados. 

Art. 3.^ Para que puedan cumplimentarse por los juaga- 
dos ó tribunales competentes de cada país las sentencias ó 
acuerdos de los del otro, deberán ser declarados previamente 
ejecutivos por el tribunal superior, en cuya jurisdicción ó 
territorio haya de tener lugar el cumplimiento. No se acce- 
derá, sin embargo, á esta declaración en los casos siguientes: 

1.° Cuando la sentencia ó acuerdo adolezca de injusticia 
notoria. 

2.^ Cuando sea nulo por falta de jurisdicción, auto ó em- 
plazamiento. 
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3.** Cuando sea contrario á, las leyes prohibitiyas del rei- 
no donde se requiera el cumplimiento, 

Art. 4.^ Las sentencias dictadas por los tribunales de S. M. 
Católica, tendrán fuerza para hipotecar los bienes situados en 
los Estados de S. M. el rey de Cerdeña, y reciprocamente, 
<niando hayan sido declarados ejecutables de la manera arriba 
indicada. . 

Art. 5.^ Los testimonios auténticos expedidos en los Esta- 
dos de S. M. Católica, tendrán fuerza para hipotecarlos bienes 
situados en los Estados de S. M. el rey de Cerdeña, siempre 
<ine los bienes hay&n sido especialmente designados en el con- 
trato y viceversa. 

Art. 6.*^ La hipoteca de que se trata en los artículos pre- 
<cedentes (4.^ y 5.**), no pesará más que sobre los bienes que 
«ean susceptibles de dUa, conforme á las leyes del país donde 
^stén situados. 

£1 eumpHmiento de todas hs f orpoaUdades prescriptas por 
la ley para que la hipoteca surta su efecto, quedará á cargo 
del individuo en cuyo favor haya sido adquirida ó acordada. 
Art. 7.° Los actos de jurisdicción voluntaria expedidos 
'Cn los Estados de S. M. Católica, surtirán sus efectos en los 
Estados de S. M. Sarda y viceversa, siempre que el tribunal 
43ai)erior en cuya jurisdicción deban cumplimentarse, haya 
declarado que nada se opone á la ejecución de los mismos. 

Art. 8.^ Queda ajustado por cinco años el presente con- 
venio: trascurridos los cuales, sin que una de las altas partes 
contratantes haya declarado á la otra, seis meses antes de 
«espirar dicho término, que quiere hacer cesar sus efectos, 
continuará en vigor durante un laño, y sucesivamente, mien- 
tras no sea denunciado en la forma expresada. 
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APÉNDICE QUINTO. 



Extracto de las diligencias sustanciadas en el Tribunal Su- 
premo para el camplimiento de la sentencia dictada por ek 
Tribunal de Comercio del Sena, en los autos promoyídos 
por el Vizconde de Kervegnieny contra la CompaEia espa- 
ñola del ferro -carril de Sevilla á Jerez j Cádiz, sc^re- 
cumplimiento de un contrato. 

4 

Hallándose en Fftrís éí administrador de la Compañía de. 
loB caminos de hierro de Sevilla á Jerez y á Cádiz, oontrat^ 
con el Vizconde de Kerv^aen la constroccion de didia linea ^ 
con aajecdon á dertas condiciones, entre las cuales fué la 8/» 
que toda contestación relativa á la interpretación ó ejecución, 
del contrato, seria juzgada por el Tribunal de Comercio del 
Sena. Interpuesta apelación contra la sentencia dictada por 
dicbo tribunal, y sustanciada la segunda instancia en la Sala 
tercera del Tribunal imperial deParis, fueron condenados los. 
Directores y Administradores de dicho ferro-cairil, á pagar 
al demandante varias cantidades. 

Kerv^uen acudió en España al Tribunal Supremo, pidien— 
do la ejecución de dicho fi&llo, ante el cual se hici^x^n exten— 
sas alegaciones, tanto x)or las partes como por el Ministerio 
público, al cual se debió el que el Tribunal acordare dirigirr- 
se al Ministro de Gracia y Justicia para que excitando al d^ 
Estado, se hicieran las prevenciones convenientes al Emba- 
jador de España en Paris, con objeto de que por medio del 
Ministerio de Justicia francés, se informase con toda s^^— 
ridad acerca de las prácticas que en los tribunales de aque— 
lia nación se siguirian sobre el camplimiento de las sentea^ 
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cías procedentes de tribunales espaiSoIee. Y respondiendo el 
citado Ministro á dicha excitación, informó lo siguiente: 

«París 20 de Koidembre de 1866.a»Sr. Embajador : En 
nota del 10 del corriente Y. E. me ha manifestado deseo de 
■ver fijada una cuestión de derecho, cuya aplicación ocur- 
re muy frecuentemente: se trata de saber, qué yalor se 
atribuye en cada uno de los dos países á sentencias conten- 
ciosas dictadas por los tribunales del otro. 

»Con este objeto Y. £. ha formulado la siguiente pregunta: 
Cuando á un ^tribunal francés se le presenta una sentencia 
dictada por la vía contenciosa por un tribunal español, con- 
tra un subdito francés ó español, íse limita á examinar si el 
fallo español contiene alguna disposición contraria á la sobe- 
ranía, á los intereses, al derecho público de Francia, de suer^ 
te que en el caso contrario, el fallo español sea declarado eje- 
cutorio, sm entrar en el examen del fondo, es decir, de loa 
dei'echos de las partes, que han sido objeto del pleito Ueyado 
ante los tribunales españoles, ó bien el defensor llamado ante 
un tribunal francés para oir declarar ejecutorio un fallo dic- 
tado en España, puede defenderse por todos los medios lega- 
les, bien sea enia forma, bien sea en el fondo, como si no se 
hubiera dictado fallo alguno en España, puesto que dicha 
fallo no tiene fuerza en Francia, hasta tanto que el tribunal 
francés no lo haya eonfírmado, lo que en último resultado» 
nos obliga á dedr, que es un fallo francés, y no un fallo es- 
pañol el que recibe su ejecndon en Francia ?» 

«Nueslara legislación en este punto, dice el Ministro de la 
Justada, se reduce á las disposidones de los artículos 212d 
del Código Napoleón y 646 del Código de Procedimiento dvil» 
eoncebidos en estos términos: 

»Art. 2123. La hipoteca no puede resultar igualmente de 
las sentendas dictadas en país extranjero, sino en tanto que 
hayan sido declaradas ejecutorias por un tribunal francés, sin 
peijuido de las disposidones contrarias, que puedan hallarse 
en*las leyes políticas ó en los tratados. 
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» Aii. 546. (C6digo de procedimientos.) Las sentencias dic- 
tadas por tribunales ezlaranjeros,. no serán susceptibles de eje- 
cución en Francia, más que del modo, y q1 caso previsto, por 
el 2urt. 2123 del Código Napoleón. 

)>Lale7francesa no ha determinado, por tanto, de una ma- 
nera imperatiya y absoluta,, las reglas que han de seguir los 
tribunales franceses, cuando son Uamados á declarar ejecuto- 
ríaslas sentencias dictadas en país extranjero. Por la jurispru- 
dencia de los tribunales, y por los comentarios de los autores 
más acreditados, ha debido formarse la jurisprudencia en este 
punto. Es desde luego fácil de comprender, que las circuns* 
tandas han debido influir muchas veces en la decisión de los 
magistrados, y distinciones importantes, han venido á preva- 
lecer ante la justicia francesa, 

»Por esto diré desde luego, que la cuestión presentada por 
el Sr. Mon (l), no permite en el estado actual de la jurispru- 
xlencia una solución simpl* y directa, y que no puede por el 
contrario, ser resuelta sino por una distinción capital. 

» A. Si el fallo español ha sido dado contra un francés, 
llevado ante el tribunal español por aplicación de las reglas 
de competencia y de procedimientos españoles, y sin que el 
francés haya contraído anteriormente obligación de compare- 
cer ante la justicia española, y someterse á su decisión, pue- 
de decirse, que la jurisprud^icia francesa se inclina visible- 
mente á dar á los tribunales franceses, á los cuales se pidiera 
que declarasen ejecutoria una sentencia extranjera, el derecho 
de revisar el fondo mismo de la causa. Esta es una tradición 
de nuestro antiguo derecho, que el interés de nuestros nacio- 
nales ha hecho introducir en el moderno. Debo dedr, ^in em- 
bargo, que esta tesis juridiea no está admitida hasta el punto 
que pueda proclamarse la unanimidad de la jurisprudencia. 
Hace muy poco tiempo que el Tribunal imperial de Paria 



(l) Era el Embajador de Eáp^&^ 
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dictó en 26 de Febrero de 1866 un auto p<M* el cual negaba á 
los tribunales el derecho de revisar el fondo, y juzgar nueva:- 
mente la causa, aun en el caso en que un francés sea parte 
interesada en el litigio. Todavía menos acordes se hallarían 
los tribunales en la solución, si se tratase de una sentencia 
de un tribunal extranjero sobré pleitos extranjerosr decretos 
bastante numerosos determinan, que en este caso no há, lugar 
á la revisión del fondo: y d Tribunal de Angers en auto de 4 
de Julio de 1866 (Dalloz, 1866-2-pág. 156), ha proclamado 
que no habrá lugar á examinar en tal hipótesis, si la senten- 
cia ha sido en di fondo bien ó mal juzgada; buenos aut(»:es 
sostienen igualmente esta doctrina. 

»B. Como quiera que sea, y suponiendo fijada la jurispru- 
dencia francesa, sobre la necesidad de la revisión en el fondo/ 
y unánime bajo este punto de vista, en la hipótesis que acabo 
de proveer, de un francés ó de un extranjero, llamado ante xm 
tribunal español, sin que anticipadamente haya aceptado 
esta jurisdicción, me parece s^^ro que la solución seria otra 
enteramente, si un convenio hubiere ligado á las partes, y 
atribuida jurisdicción, bien sea á arbitros, biená un tribu- 
nal extranjero. 

>En semejantes casos, los tribunales de Francia han juz- 
gado frecuentemente, que el mismo francés que habia acep- 
tado, por una cláusula compromisoria, sea un arbitraje, sea 
un tribunal extranjero, no podia citar de nuevo á su adver- 
sario ante un tribunal francés para hacer estatuir sobre el li- 
tigio ya juzgado por el tribunal ó el arbitro extranjero. Esto 
ha sido juzgado particularmente por el Tribunal imperial de 
Fáris en dos autos de 11 de Enero y 26 de Junio de 1866. 

>En el momento que ha sido dictada una sentencia por un 
tribunal extranjero, incautado del litigio por par acuerdo de 
las partes^ habiendo sido soberanamente juzgado lo que con- 
viniere al interés privado, no queda á la parte más que obte- 
ner de los tribunales franceses la fórmula ejecutoría x>ara que 
los agentes públicos puedan ejecutar Qn el territorio francés» 
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7 á nombre del sobwano del país, 1» sentencia dictada por 
jueces, cnya competencia y poderes han sido detenninados 
IK>r las partes. 

»£n este caso el tribunal francéS) no tendría que fflranrinar 
sino los siguientes puntos: 

»1 .® Si la decisión emana de la jurisdicción elegida por h^ 
cláusula compromisoria. 

>2.° Si ha sido dictada siendo debidamente citadas las par-r 
tes, y estando legalmente re{»resentadas, ó si no han compa- 
recido aunque llamadas regularmente, y 

^S.** Si la sentencia no infringe ninguno de los principios 
geneíales y esenciales de la legislación francesa, y. no contie- 
ne ninguna disposición contraria á nuestro derecho público, 
óálos intereses del orden público y b nenas costumbres.^-r 

£1 fiscal del Tribunal Supremo, que encontraba conforme 
á los principios de justicia, la sentencia que favorecía al Vis- 
conde de Kerveguen, y que en el notable dictamen que ce». 
este motivo emitió, encuentra muy digno de ^ar la atención 
del Gk)biemo el informe dado por el Ministro de la Justicia 
de Francia, se opone al cumplimiento de la sentencia pofque 
la ley de Enjuiciamiento civU, que no permite ]& sumisión de 
las partes á un juez especial del propio país, menos ha de ad- 
ndtir la que pretendiera hacerse á un t^bunal extranjero (1^. 

Después de haberse dictado par el Tribunal Supremo autoc 
«A más Señores,» la representación del Vizconde de Kerve- 
guen, presentó un escrito^ rogando se tuviera presente al fa- 
llar el decreto dado por el Gk>biemo francés, á consecuencia 
de negociaciones entabladas por el nuestro de 5 de Agosto 



(1) No partidpaikios de eeta opinión, porqne si bien dentM> del paia 
oonviene no oonfondir las atríbaoiones do los tribiinaies establecidos» no 
bay la misma causa paca negax la sumisión de las partes á los que tmf^JMn 
on el extranjero, y en prueba de ello la ley de Enjuiciamiento cnvil, na 
exige ese requisito para que puedan cumplirse las sentencias dictadas 
por tribunales extranjeros. 
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de 1861, por el que se aujborizó á las sociedades anónimaSi y 
demás asociaciones comerciales, industriales y financieras es- 
pañolas, que hubieran obtenido la autorización del Gobierno 
para ejercitar sus derechos y presentarse en juicio en Francia, 
sujetándose á las leyes del Imperio; asi como la ley que por 
f edproddad. y en elmisono sentido fué dada por España en 20 
de Julio de 1862, con relación á las sociedades francesas de 
igual clase. 

£1 Tribunal Supremo en este estado, dio con fecha 22 de 
Octubre de 1867 el siguiente decreto: 

«Considerando que el espíritu y letra de las prescripciones 
de la ley de Enjuidainiento dvil, sobre cumplimiento de sen- 
tencias dictadas por jueces ó tribunales extranjeros, tiende 
yisiblemente á establecer el principio de reciprocidad entre 
España y las demás naciones, pues según los artículos 923 
y 924, procede el exequátur á las sentencias extranjeras, si se 
dá á las españolas la misma fuerza por la legislación del país 
en que estas se hayan pronunciado, ó cuando por jurispru- 
dencia se cumplan las dictadas por los tribunales de España: 

^Considerando que ha sido constante y uniforme la jurís- 
prudaida de este Tribunal Supremo, en su oposidon á que 
se diera cumplimiento á las sentendas de Franda, porque ni, 
por su legislación, ni por la jurisprudenda de sus tribunales, 
se aceptaba el principio de redprocidad con España, ni exis- 
tía tratado alguno intemadonal sobre punto tan importante: 

^Condderando qae en respuesta del Ministro de Jostida 
del mismo Imperio, á las preguntas que estimó la Sala, de- 
bían dirígirsele por conducto de nuestro Embajador, relati- 
▼as al valor que se atribuye en cada uno de los dos países, á 
eentendas de carácter contendoso dictadas por los respecti- 
TOS tribunales; distinguiendo dicho Ministro los casos de que 
nn subdito francés haya sido llevado á un tribunal extranjero 
por aplicación de sus reglas de competencia y su procedimien- 
to, ó de que hayan comparecido voluntariamente y á virtud de 
ana cláusula compromisona, manifiesta respecto al primer 
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punto, que no siendo unánime la jurisprudencia francesa, se 
mclina visiblemente á conceder á los tribunales de su país, el 
derecho de revisar el fondo mismo de la causa; y en cuanto al 
segundo, que es precisamente el de que se trata, y motivó la 
constdta, que á su parecer es seguro será distinta la solución, 
porque así lo han juzgado frecuentemente aquellos tribuna- 
les, citando en su comprobación dos fallos pronunciados re- 
cientemente por el Imperial de Paris en 11 de En^ro y 26 de 
Junio de 1866: que en este caso, añade, solo queda á la parte 
que ganó la ejecutoria, obtener de los tribunales franceses la 
fórmula de su ejecución, para que los agentes públicos pue- 
dan cumplimentar á nombre del soberano de la nación el 
fallo dictado por jueces, cuya competencia* y poderes han sido 
determinados por las partes; deduciéndose de estos datos, que 
la jurisprudencia francesa ha relajado su antigua severidad, 
en cuanto á ejecución de sentencias de tribunales estranjeros: 

^Considerando que aun prescindiendo de lo expuesto, sin 
tener en cuenta si las sentencias que cita el jefe de la magia- 
tratura francesa y las traídas á los autos por el Vizconde 
de Eerveguen, son bastantes para apreciar que ha Variado la 
jurisprudencia de aquel país, y ~pgf^ (consiguiente para que 
tenga aplicación el principio de rédp^cidad, es lo cierto que 
la legislación de ambas naciones ha sufrido un cambio esen- 
cial, aunque concreto á detaminadas ejecutorias por el de- 
creto de 5 de Agosto de 1861 y la ley española de 20 de Julio 
de 1862, estableciéndose en estas disposiciones- en virtud del 
compromiso empeñado en el curso de la negodacicm, y de un 
deber de natural reciprocidad, que las sociedades anónimas y 
demás asociaciones comerciales, industriales ó de crédito 
banca y giro de las mismas, que están sometidas á la autori- 
zación de los Gobiernos respectivos, puedan ejercitar sus 
acciones y comparecer en juido ante los tribunales de uno y 
otro país, sin otra condición que la de sumisión y oonfonni- 
dad á sus leyes: 

^Considerando que autorizada la Compañía del ferro-carril 
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éb Sevilla á Jerez y Cádiz, para ejercitar sus aociones y pre- 
sentarse en juicio ante los tribunales franceses, á los que vo- 
luntariamente se sometió por la cláusula 8.^ del contrato ce~ 
lebrado con su colitigante el Vizconde de Eerveguen, es pro- 
cedente que la sentencia pronunciada por el Tribunal de Co- 
mercio del Sena, donde ha defendido sus derechos la citada 
Compañía, sin al^ar la incompetencia del mismo, se lleve á 
debida ejecución, porque en otro caso seria completamente 
ineficaz la autorización concedida por el Gobierno español á 
los subditos franceses, y por el de Francia á los españoles, si 
terminado el juicio ante tribunales de uno ú otro país, no 
fuere reciproca la obligación de cumplimentar las ejecutorias 
obtenidas al amparo de esa misma reciprocidad, que estable- 
cen las disposiciones citadas, y constituyen im verdadero con- 
merdo entre las dos naciones en los casos concretos que eUas 
determinan: 

^T considerando, por último, que la ejecutoria de cuyo 
cumplimiento se trata reúne las cúrcunstancias que exije el 
articulo 925 de la citada ley de Enjuiciamiento civil, se decla- 
ró báber lugar á la ejecución de la sentencia indicada.» 



APÉNDICE SEXTO. 



Ley de 20 de Julio de 1862. 

Articulo 1.^ Las sociedades anónimas y demás asodado- 
nes comerciales, industríales ó de crédito, banca y giro de 
Frauda que están sometidas álaautorizadon del Gobierno, y 
la han obtenido, pueden ejercitar sus acciones y comparecer 
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€Q juicio ante Iob tribnnalea de Bspafía, con i^^lo á. las le- 
yes del reino. 

Art. 2.* Por Real decreto expedido á consulta del Con* 
Acjo de Estado, y con acuerdo del de Ministros, podrá apli- 
carse á otras naciones el beneficio del art. I."" 



APÉNDICE SÉTIMO. 



Conrenios celebrados con España sobre extradición 
de delincuentes y desertores. 

Puede sentarse como regla general, que todos cuantos 
convenios sé ban celebrado con España, consignan como deli- 
tos que producen la extradición, el parricidio, asesmato, 
envenenamiento, bomiddio, infanticidio, aborto, violación, 
estupro, incendio voluntario, robo con violencia ó con escala- 
miento, estafa, falsificación de valores y documentos, falso 
testimonio, quiebra fraudulenta y sustracciones cometidas 
por depositarios constituidos por autoridad pública : delitos 
todos que por su gravedad indudable, y por altas razones de 
orden público, no difrutan del asilo que en otro caso propor- 
ciona el becbo de pisar tierra extraña, á los cuales bay que 
agregar alguno especial, según puede verse en el convenio 
€on Austria, que señala la profanación del culto, y en el de 
Cerdeña, que también consigna la profanación deliberada de 
la Sagrada Eucaristía, y maltrato de obra á un Ministro de la 
Eeligion, cuando se baila ejerciendo las funciones de su 
ministerio. 

Mas como para bacer innecesaria la consulta de los mis- 
mos tratados, cuando se presentare algún caso de extradición, 
«eria preciso que los copiáramos integramente, limitaremos 
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nuestro trabajo, á mendonar los convenios existentes sobre 
esta materia, tomando por guia la nueva edición reformada 
del IHcwmario de legidadan y jurispritdencia del Sr. Bscri- • 

che, completándola con los celebrados posteriormente, é in- 
dicando además en los más principales, las fechas de su pu- 
blicación, á fin de simplificar su consulta. 

Han celebrado tratados con España para la extradición 
ya de delincuentes ó ya de desertores, las siguientes naciones: 

Alenumia, En 2 de Mayo de 1878, ratificado en 25 de Ju- 
nio siguiente. (Gaceta 23 de Noviembre de 1878.) 

Argel, En 14 de Junio de 1786. 

Atistria. En 17 de Abril de 1861, ratificado en 4 de Junio 
del mismo año. {Gaceta 25 de Julio de 1861.) 

JBaden. En 24 de Diciembre de 1860, ratificado en 20 de 
Febrero de 1861. (Gaceta 6 de Abril de 1861.) 

Bomera, En 28 de Junio de 1B60, ratificado en 20 de 
Agosto siguiente. (Gaceta 28 de Febrero de 1861.) 

Bélgica. Notas diplomáticas cambiadas en 7 de Febrero 
de 1855, para la entrega de desertores; convenio de 17 de Ju- 
nio de 1870 para la extradición de malhechores (Gaceta 20 de ^ 
Agosto de 1870), adicionado también por nota diplomática 
de 28 de Enero de 1876. (Gaceta 7 de Marzo 1876.) 

Brasil, En 16 de Marzo de 1872. (Gaceta 8 de Agosto 
de 1872.) 

Gerdeña. En 6 de Setiembre de 1857. 

Costa-Rica, En 10 de Mayo de 1850, sobre entrega de de- 
sertores. 

ZHnamarca, En 21 de Julio de 1767. 

DosSicUias. Declaración cangeada en 11 de Marzo de 1854 
para la entrega de desertores, mandada observar por Beal 
decreto de 27 de Abril del mismo año. 

Ecuador, En 29 de Octubre de 1860, sobre entrega de ma- 
rineros desertores, mandado observar por Real decreto^de 30 
de Diciembre de 1861 . 

Estados-Unidos de América, En 5 de Enero de 1877, rati- 

20 
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ficsdo en 21 de Febrero del mismo ano. (¿Gaceta 13 de Marzo 
de 1877.) 

Francia, Convenio para la eoctradidon de desertores que 
aparece en la ley 7/, tít. 36, lib. XU de la Nov^ima Becopi- 
adon, y los tratados para la de malhechores de 26 de Agosto 
de 1850, 12 de Abril de 1859, 31 de Marzo de 1867 y 14 de 
Diciembre de 1877. (Gaceta 29 de Junio de 1878.) 

Genova. En 1.° de Mayo de 1745, 2 de Mayo de 1772 y 5 
de Jnnio de 1799. 

Gran Bretaña, Sc^on el tratado de paz de Amiens de 27 de 
Marzo de 1802, celebrado entre esta nación, Francia, España 
y la república de Batavia, contrajeron las altas partes con- 
tratantes la obligación de «otregar en justicia Las personas 
acusadas de loe crímenes de falsifícacion ó bancarrota frau- 
dulenta. (Foelix, tomo 11, núm. 612.) 
^ En 21 de Abril de 1838, fué ajustado un convenio entre el 
Gobernador del Campo de San Eoque y el de la plaza de Gi- 
braltar, para la entrega de desertores del ejercito y armada, 
y en 19 de Abril de 1860, se dio un Eeal decreto mandando 
cumplir y observar la declaración firmada por España y la 
Gran Bretaña en 27 de Dici^nbre de 1859, sobre entrega r^ 
dproca de marineros desertores de buques mercantes de am- 
bos Estados. 

En 4 de Junio de 1878, se ha celebrado un tratado con 
dicha nadon, que fué ratificado en 21 de Noviembre del mis- 
mo año. (Gaceta 15 de Diciembre de 1878, rectificado en la 
de 3 de Enero de 1879.) 

ffannover. En 13 de Mayo de 1863, ratificado en 15 de 
Junio del mismo ano. (Gaceta 22 de Setiembre de 1863.) 

Eeue, £n 17 de Febrero de 1862. 

Holanda, En 23 de JuUo de 1791, para la entrega de deser- 
tores y fugitivos de las colonias : debe consultarse el tratado 
con los Países-Bajos. 

Italia, En 3 de Junio de 1868, ratifieado en 13 de Eaero 
de 1869. (Gaceta 17 de Enero de 1869.) 
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Morrwtcoé. En I."" de Marzo de 1799. 

M^MLCO, En 16 de Jonio de 1869 para la entrega recíproca 
de marineros desertores de buques mercantes, mandado ob- 
servar por Beal decreto de 19 de Abril de 1860. 

Nasau. En 23 de Octubre de 1861. 

Nicaragua. En 26 de Julio de 1860, ratificado en 20 dé 
Marzo de 1861 para extradición de desertores. 

Oldemimrgo, En 3 de Junio de 1864, cuyas ratificaciones 

fueron cangeadas en 10 de Agosto siguiente. 

Paisei-Bajos, En 6 de Noviembre de 1860 y en 6 de Marzo 
de 1879. 

Portugal. En 8 de Marzo de 1823, derogado en 26 de Junio 
de 1867, adicionado en 27 de Mayo de 1868, y artículos adi- 
cionales al convenio de 26 de Junio de 1867, pactados en 7 
de Febrero de 1873. {Gaceta 9 de Enero de 1876) (l). 

Prusia. En 6 de Enero de 1860. (Gaceta 21 de Abril de 1860.) 

Rusia, En 21 (9) de Marzo de 1877, ratificado en 14 (26) 
de Julio siguiente. {Gaceta 16 de Octubre de 1877.) 

Sajorna. En 8 de Enero de 1866. 

SarUo Donrdngo, Tratado de reconocimiento, paz, amistad, 
navegación y extradición firmado en la Habana en 14 de Oc- 
tubre de 1874. {Gaceta de 6 de Febrero de 1876). 

Sveda Y Noruega. En 28 de Febrero de 1871, tratado de 
comercio en que se convino la entrega de marinos desertores. 

Turm. En 19 de Julio de 1791. 

Turqyia, En 14 de Setiembre de 1782, confirmado |en 14 
de Marzo de 1840. 

Wurt&mherg. En 14 de Mayo de 1864 (2). 



(1) Existen otros oonyenios de fechas anteriores, pero carecen de inte- 
rés después de haberse ajustado los que indicamos. 

(2) Hemos citado los convenios celebrados con algunas naciones, no 
obtante haber desaparecido por causas recientes para venir á formar par- 
te de otras nacionalidades, á fin de que sea posible su consulta si en al- 
irnn caso pudiera interesar. 
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EXPOSICIÓN 



PRESENTADA AL 



EXCMO. SR. MINISTRO DE GRACIA Y JUSTICIA 

POR 

EL AUTOR DE ESTA OBRA 

INDICANDO LAS BASES EN QUE DEBE APOYARSE LA REFORMA 
DEL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO (1). 



ExCMO. Sr. 

La iniciativa que disting-ue á V. E. en todo 
cuanto á la reforma de nuestro derecho se refiere, 
y la ilustrada perseverancia con que acomete y 
lleva á feliz términp el mejoramiento de las insti- 
tuciones legales, tan necesitadas de que una mano 

(1) Con la . ^>i^r satisfacción consigrnamos aquí nuestro agrade- 
cimiento al Sr; j^ %allal, por la favorable y cortés acogida que nos 
ha dispensado el día 31 de Octubre próximo pasado, al entregarle 
esta exposición, acompañada de la siguiente instancia: 

«Excmo. Sr.: D. Vicente Olivares Biec, Doctor en Derecho y 
Abogado de este Ilustre Colegio, á V. E. respetuosamente expone: 
Que el deseo de coadyuvar al mejoramiento de las instituciones pa- 
trias, entre las que figuran como más necesitadas de reforma, las rela- 
tiyas al d^vecho internacional privado, á cuya rama de la ciencia tiene 
el que suscribe grande inclinación, le ha impulsado á dirigir la re- 
verente y brevísima Memoria adjunta, por considerar que es de la 
competencia de V. E. el asunto & que se -refiere, más bien que del 
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competente deje sentir su influencia sin apasio- 
namiento, pero con energía, para salvar toda cla- 
se de obstáculos que no -tengan su asiento en ra- 
zones apoyadas por la ciencia ó exig^idas por la 
justicia y equidad, impulsan al que suscribe este 
reverente informe, escrito sin más objeto que lla- 
mar la atención de V. E. hacia una materia in- 
teresante, cuya reforma exige imperiosamente la 
frecuente comunicación entre los pueblos; trabaja 
que con sólo emprenderlo, cubriría de gloría al 
Ministro que lo aconsejase, así como al Monarca 
de quien fuera responsable. Este punto es, Exce- 
lentísimo Señor, el Derecho internacional privado. 
Permítame, pues, V. E. algunas ligeras reflexio- 
nes sobre esta rama de los estudios jurídicos, tan 
descuidada como importante, y á la cual pueden 
prestarse desde ese Ministerio servicios que quizás 
tuvieran su reflejo en toda nación civilizada. 



Ministerio de Estado. Las cortas disposiciones relativas á esta mate- 
ria, dictadas en tiempos pasados, han sido aconsejadas, es cierto, por 
el centro administrativo encargado de las relaciones exteriores; pero 
parece más propio del qae V. E. tan sabiamente jige, todo lo referen^ 
te á los efectos jurídicos del ejercicio de los derechos civiles, y así lo 
demuestran los varios preceptos de dicha índole consignados en 
la ley del Registro civil principalmente., 

Dígnese V. E. acoger benévolamente este trabajo, que le suplico 
acepte como expresión de mi deseo de contribuir, en la modesta me- 
dida de mis fuerzas, al perfeccionamiento de nuestras leyes. 

Dios guarde á V. E. muchos años. Madrid 12 de Octubre de 1880. 
Vieenie Olivares Bieci» 
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Como si nos hallásemos separados de los roma- 
nos primitivos á tanta distancia por los pasos de 
avance que hubiera dado el derecho, así lanza- 
mos, Excmo. Sr., el estigma de nuestra indigna- 
ción sobre el famoso principio consignado en la 
ley de las Doce Tablas adversus hostis (eterna 
auctoritas esto, á impulsos del cual el extranjero 
se veia excluido de participar en multitud de ac- 
tos trascendentales de la vida y aun propios de la 
muerte, pues negábase al sepulcro en que descan- 
saban sus restos, la consideración de lugar reli- 
gioso, que amparaba aun al del mismo esclavo. 
Creado más tarde el Pretor peregrino para admi- 
nistrar justicia, según las reglas del Derecho de 
gentes, á los que no tenian el honroso título de 
ciudadanos, siempre conservó la legislación del 
pueblo-rey un tinte exclusivista, imposibilitando 
la participación en aquellos actos tegitimos que 
sólo podían vivir dentro de los muros de Roma y 
entre personas que ostentaban íntegro su estado, 
compuesto del conjunto armónico de los tres de- 
rechos, libertad, ciudadanía y familia, ya que al- 
terándose cualquiera de ellos se disminuía la per- 
sonalidad. 

La extensión de los dominios romanos en pri- 
mer término, la influencia del cristianismo más 
tarde, y por último, la comunicación entre los 
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hombres, debida ya á la brújula que marca la di- 
rección de la nave, ó al vapor ante cuyo poder las 
distancias desaparecen, los abismos se ciegan y los 
montes más encumbrados abren sus entrañas, han 
sido, entre otros hechos no menos trascendenta- 
les, las causas de que las fronteras se franqueasen 
con grande facilidad, ya por motivos en que se 
halla interesada la vida, ó por la fuerza hoy tan 
poderosa de adquirir bienes de fortuna, ó por fú- 
tiles pasatiempos, hijos de vana curiosidad. 

Los legisladores y los poderes todos, conser- 
vando no obstante algunos restos de la descon- 
fianza con que antiguamente se miraban los pue- 
blos, no han seguido aquel movimiento expansivo, 
creyendo ver en cualquiera concesión, una herida 
mortal á la existencia autonómica de las nacio- 
nes, á lo cual no es fácil que haya quien se atreva 
á suscribir, mientras la patria sea, como aun lo 
es por fortuna, un sentimiento que agite suave- 
mente las más estimadas afecciones del alma, una 
entidad que encierre recuerdos nunca evocados 
sin éxito, ó una institución que identificada con 
nuestras creencias, garantice las personas, la pro- 
piedad, los derechos de la familia y todo cuanto 
existe de más simpático y noble en la vida moral 
y aun material del hombre. Por esto, rindiendo 
culto, sin duda exagerado , á esta idea, hemos 
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vuelto á los tiempos que tan duramente censura- 
mos en los antigruos, y las naciones son asilo para 
el crimen si no hay tratados de extradición, am- 
paro para deudores hasta los que no llegan los 
dardos de las más respetables sentencias dictadas 
en nombre déla justicia, siendo, por último, des- 
preciados los derechos civiles del extranjero, si por 
medio de convenios internacionales no fueron 
previamente reconocidos. 

No es posible, Excmo. Sr., que situación tan 
violenta pueda apoyarse en ning'un principio de 
derecho. Estas consecuencias exag'eradas que, eñ 
nuestro dictamen, carecen de todo apoyo científi- 
co, son hijas de confundirse lastimosamente los 
campos propios del derecho internacional público 
y privado. 

Ármense, enhorabuena, flotas y huestes in- 
vencibles para conservar la integfridad del territo- 
rio, sostener la independencia de los Estados ó la- 
var la más ligera ofensa al lienzo que lanzado á 
los vientos simboliza la dignidad del pueblo á que 
sirve de insignia, y en cuyos colores encierra toda 
la grandeza de sus gloriosos recuerdos: que no es 
posible, aunque lamentemos los horrores de la 
guerra, armonizar la dignidad de un Estado con 
la tolerancia siquiera en alguno de estos puntos, 
que principiando por rebajar á los pueblos ante la 
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consideración de los dánás , los convierte bien 
pronto en tributarios, para concluir por hacerlos 
desaparecer. Porque si bien no ignoramos que hay 
en el campo de la política, en cuya abrasada arena 
no arraiga por cierto con facilidad la ciencia, 
quienes quisieran ver convertida la humanidad en 
una gfran federación, á cuyo impulso, borrándose 
las fronteras, desapareciesen los tronos y los po- 
deres, nosotros, que reconocemos los estrechos la- 
zos de amor, que debían unir á los hombres del 
Norte y del Septentrión, de la ciudad culta y de 
la tribu salvaje, pues tenemos hermandad por la 
naturaleza, en Dios, que es su autor, y por la gra- 
cia, en la persona de Jesucristo de quien esta 
procede, ya que por todos vertió su sangre en el 
Calvario, no podemos, sin embargo, acompañar- 
los en sus delirios, y aun tenemos coronas para 
Numancia y Sagunto en la España antigua y para 
Zaragoza, Gerona y los héroes del Dos de Mayo en 
la moderna. Si los hombres se diferencian por el 
idioma que emplean para expresar el pensamien- 
to; si la variedad de climas influye tanto en la in- 
numerable diversidad de productos, necesidades, 
aptitudes y aun desarrollo físico é intelectual; si 
la posición topográñca del terreno en que se vive 
hace agrestes hasta la ferocidad, ó inclina á las 
ciencias, artes é industria que dulcifican las eos- 
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tumbres comunicándolas delicada cortesanía; si 
aun el tinte que colorea la tez es diverso, según 
€l punto en que se vio la luz al tiempo de nacer, 
no debe extrañar qué juzg^uemos imposible se bor- 
re el límite providencial de las nacionalidades, 
€on tanta más razón, cuanto que á su sombra se 
mantienen recuerdos de pasadas giorias, de los 
primeros años de nuestra vida, del pueblo que nos 
guarda la memoria de objetos nunca olvidados y 
por los que ofrece el hombre generosamente la 
sangre cuando teme su profanación por mano ex- 
traña, ó vierte lágrimas de alegría si después de 
larga ausencia, recibe sus impresiones tan espon- 
táneamente sentidas, como difícil es explicarlas. 
Pero é.qué relación tiene, Excmo. Sr., el hecho 
"de rendir fervoroso culto á la idea de la naciona- 
lidad independiente, con la mayor latitud que de- 
seamos se emplee al resolver las cuestiones relati- 
vas al Derecho internacicmal privado'^ ¿Qué lesión 
resultaría inferida al sentimiento de dignidad más 
susceptible en los Estados, porque estos reconocie- 
ran, sin mediar pacto alguno, el ejercicio de los 
derechos civiles del hombre, sea cual fuere la na- 
ción de su procedencia? ¿Por qué ha de ser necesa- 
rio un convenio diplomático para ser propietario 
de bienes muebles ó inmuebles en otro país dis- 
tinto del propio, para adquirir por testamento ó 
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abintestato, para ejercer una industria ó comercio 
ó para otra multitud de actos que vemos consig- 
nados en los tratados internacionales, cuyo objeto 
es fijar los derechos civiles, ya que en la mayor 
parte de los casos no son otra cosa que medios de 
manifestarse la personalidad humana? Es verdad 
que la fuerza- de los hechos, sobreponiéndose á la» 
doctrinas, hace que sea respetada la propiedad en 
manos de extraños lo mismo que su capacidad 
para contratar, aunque no procedan de países con 
los que medien aquellas solemnes estipulaciones; 
pero su existencia demuestra que no es legalidad 
admitida la de reconocer aptitud en el extranjero 
para ejercitar esos derechos, sin los que la existen- 
cia del hombre es, por otra parte, imposible, legal 6 
materialmente considerado. ¿Se temen acaso con- 
flictos si se procede con latitud en la aplicación de 
los principios propios del Derecho internacional 
privado"^ No los adivinamos, y más bien supone- 
mos que podrían originarse alguna vez del criterio 
mezquino con que son entendidas generalmente 
sus doctrinas; pues aunque es delicado cuanto 
dice relación á esta rama del derecho por la ne- 
cesidad de distinguir con mucho aplomo y parsi- 
monia lo propiamente privado, y aquello que tenga 
algún contacto con los derechos majestaticos del 
Estado, con su organización política ó con elórdeu 
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y policía de las naciones, ya que con respecto á 
estos puntos no hay nada que pueda autorizar el 
que los pueblos dejen de ser enérgicos é inflexi- 
bles, no consintiendo la más pequeña intrusión en 
esferas que constituyen su autonomía; de aquí no 
podrá deducirse la consecuencia de que en abso- 
luto se salve la dificultad, si es que la hay, cer- 
rando las puertas al extranjero, que no otra cosa 
seria negarle capacidad para el ejercicio de los 
derechos de carácter civil, de los que no puede el 
hombre prescindir sin caer en una condición de- 
gradante y humillada. 

No aplaudimos, en verdad, las leyes romanas» 
que inspirándose en inquebrantable exclusivismo, 
y por suponer adherido el ciudadano á su domicilio, 
le consideraban peregrino cuando dejaba, siquiera 
fuese por graves causas y aun momentáneamente, 
los lares y su fortuna hasta que volvía á él; pero 
peor nos parece alardear de mayor comunicación y 
generalidad en las reglas de derecho, para hallar 
desmentidas en la práctica esas enfáticas afirma- 
ciones, sustituyendo al criterio que debe presidir 
para juzgar de la validez y consecuencias de las re- 
laciones jurídicas entre hombres civilizados de di- 
ferentes nacionalidades, una mutua desconfianza y 
constante recelo, que erizando de obstáculos cual- 
quier cuestión por sencilla que sea, principia por 
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producir vacilaciones y vaguedad en el letrado, para 
obligar á que los tribunales más tarde crucen sus 
brazos por el temor de que una sentencia orig'ine re- 
clamaciones diplomáticas, verdadero fantasma que 
siempre se presenta rodeado de los más pavoro- 
sos colores cuando se pronuncian las palabras De- 
recho internacional, 

íQué servicio tan importante podria prestar 
V. E. al derecho patrio, si haciendo uso de la ener- 
gía que siempre comunica una noble causa, em- 
prendiera con el infatigfable é ilustrado tesón em- 
pleado para otras reformas, la de esta parte de la 
ciencia! Causa rubor que cuantas veces se presen- 
ta cualquier cuestión de derecho internacional, si- 
quiera sea privado, se ha de buscar en autores ex- 
tranjeros ó en sentencias dictadas por tribunales 
de otros países, los arg^umentos que apoyen nues- 
tro dictamen, como si asi estuviera más afianzada 
nuestra debilidad. 

Teng^amos resolución, Excmo. Sr., para pro- 
ceder en esta rama del derecho con criterio pro- 
pio, desarrollando los principios que la ciencia ad- 
mite sin controversia. Levantemos en alguna oca- 
sión por primera vez nuestra voz llamando á los 
pueblos para que nos sigan en el camino empren- 
dido, y lo que todavía es más importante, prescín- 
dase de si las demás naciones cultas nos acompa- 
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fian ó no en tan justo empeño: que no hay detri- 
mento para la dig'nidad y amor propio de nadie 
por haber acog'ido con entusiasmo una noble cau- 
sa, siquiera hubiese de quedar más tarde en el aban- 
dono de un vacio desconsolador. La ciencia lo re- 
clama imperiosamente, y la justicia así lo exig^e 
como una necesidad. 



Cuatro reg-las ó bases podrían tenerse en cuen- 
ta al reformar nuestro derecho en la parte relati- 
va á la materia que comprende este trabajo: 1.*, ab- 
soluta independencia del poder político de cada 
Estado; 2.*, reconocimiento de la capacidad legal 
y fines jurídicos en los extranjeros, con arreg'lo á 
la leg'islacion del país de su procedencia; 3.*, re- 
gulación de los actos del extranjero por el derecho 
propio del pueblo en que tienen lugar ó en que 
han de ser cumplidos; y 4.*, olvido absoluto del 
principio de reciprocidad. 

PRIMERA BASE. 

ABSOLUTA INDEPENDENCIA DEL PODER POLÍTICO DE 

CADA ESTADO. 

Si el progreso del Derecho internacioTial priva- 
do exigiese el sacrificio en una tilde siquiera, de 
la independencia absoluta con que los Estados tie- 
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nen facultad de regirse, no nos habríamos decidi- 
do á solicitar su reforma, que llevaría implícito el 
olvido de tantos sacrificios como las naciones se 
han impuesto siempre, á fin de conservar su exis- 
tencia autonómica, en lo cual no hay razón algu- 
na para que España ceda el honroso puesto que la 
historia le ha otorgado por diferentes hechos he- 
roicos en todos tiempos acaecidos. Mas como na- 
die niega al poder político de cada nación el dere- 
cho de valerse, dentro del territorio, de los medios 
que considere más á propósito para conseguir los 
fines aceptados Ubérrimamente, sin que ninguna 
otra pueda invocar razón alguna apoyada en justi- 
cia para hacer tolerable la más ligera ingerencia^ 
por esto al establecer las doctrinas del Derecho in-^ 
úernacional privado^ hay que respetar siempre los 
principios que se refieran á la organización políti- 
ca de los pueblos, entre los cuales figuran además 
la conservación del orden y su policía, ya que si 
alguna vez son estos puntos objeto de reclamacio- 
nes , que en la mayor parte de los casos quedan 
ocultas en el secreto de conferencias diplomáticas,^ 
no es porque hayan podido invocarse en ellas los 
principios de derecho, sino por motivos de conve- 
niencia ó de otra clase, en los cuales no interna cier- 
tamente el escalpelo dé la ciencia de las leyes. 
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SEGUNDA BASE. 

EBCONOCIMIENTO DE LA. CAPACIDAD LEGAL Y FINES JU- 
BÍÜICOS EN LOS EXTRANJEROS CON ARREGLO Á LA 
LEGISLACIÓN DEL PAÍS DE SU PROCEDENCIA. 

La observación y la propia experiencia demues- 
tra, que asi como el hombre trae á la vida condi- 
ciones que caracterizan sus aptitudes físicas y mo- 
rales, con las que por larg'a que sea su existencia 
ha de bajar al sepulcro, como lo dice con gráfico 
aticismo un adagio tan exacto como vulgar, del 
mismo modo desarrolla su existencia á la sombra 
de instituciones, costumbres y climas diversos, 
que principiando por enseñarle un idioma, con di- 
ficultad olvidado, acostumbra su naturaleza á mo- 
dos especiales de satisfacer las primeras necesida- 
des, concluyendo por formar la inteligencia que 
discurre y el corazón que siente de tan distinta 
manera, como que más de una vez esa sola causa 
hace explicables que en unos puntos se consideren 
virtudes, actos que en otros se miran como inmun- 
dos vicios, y que hasta el paladar reciba con pía - 
cer lo que hombres de otros países rechazan con 
repugnancia. 

Si las condiciones de la personalidad humana 
encaman de tal modo en la propia naturaleza, ló- 



XIV EXPOSICIÓN. 



gico es que los lazos que por su permanencia im- 
primen un sello, si no siempre perpetuo, de larga 
duración al menos en los períodos de la vida, acom- 
pañen al ciudadano, cualquiera que sea el punto en 
que se hallare, siendo por tanto natural que las 
naciones reconozcan en los extranjeros esos dere- 
chos personales de su procedencia, que forman la 
condición jurídica, del mismo modo que se distin- 
guen las razas por su color, y los que proceden de 
regiones diversas, hasta por su constitución orgá- 
nica, por su idioma, pronunciación, giro, ó modis- 
mos, que con dificultad perderán por larga que sea 
su permanencia en otro punto diferente de aquel 
que los retuvo en su recinto, hasta que su persona- 
lidad se hubo formado. Por esta razón los derechos 
que le son constitutivos deben hallarse adheridos 
al individuo y regirse por las leyes del país de su 
origen, de igual modo que los relativos á esas otraa 
instituciones directamente relacionadas con aque- 
lla, y que pueden considerarse como una extensión 
de la misma. La familia, por ejemplo, y los dere- 
chos y obligaciones que produce , se hallan tan ínti- 
mamente relacionados con cada uno de los que la 
constituyen, que todos consideran como propio lo 
que á sus diferentes individuos pertenece, partici- 
pando lo mismo del honor que de la infamia, de la 
fortuna ó de la desgracia que nunca llegan á par- 
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ticularizarse en el que directamente experimenta 
tan contrarias consecuencias, sin venir á producir 
algún resultado con respecto á los demás que in- 
tegran en dicha entidad. 

La mayor edad, la autoridad del marido sobre 
su mujer, la patria-potestad, la tutela y curaduría 
como instituciones que á la sombra de aquellas 
germinan, tienen que regirse, v. gr., por las leyes 
vigentes en la nacionalidad de origen correspon- 
diente á su jefe, pues nada puede admitirse que 
destruya la imprescindible unidad del hogar do- 
méstico; no se compaginarían de otro modo las di- 
vergencias en las facultades y obligaciones del 
marido y su mujer, de los padres y sus hijos, si 
por ser distinta la nacionalidad de unos y otros re- 
sultase truncado el concepto de la relación jurídi- 
ca, existiendo derechos sin deberes, ó estos sin 
aquellos, lo cual juzgamos imposible. 

Tan sencillas reflexiones, que muy bien podrían 
dar origen á más extensos comentarios, prueban 
la necesidad de que desterrando antiguas doctrinas 
se consigne inflexiblemente el principio que com- 
prende esta iasej tan conforme con el respeto jus- 
tamente debido á la dignidad y personalidad hu- 
manas. 

Posible es que haya quien encuentre obstáculo 
para admitir estas doctrinas, principalmente con 



XVi EXPOSIClOíS. 



relación á los derechos familiares, al observar que 
eu muchos casos existen diversos criterios en las 
naciones para apreciarla extensión de las facul- 
tades por medio de las que se manifiesta la subor- 
dinación del hijo al padre ó de la mujer al marido, 
lo cual podria producir el resultado, si el respeto á 
tales derechos ha ser inñexible, que nos viéramos 
obligados á tolerar en el extraño, actos quizás 
contrarios á nuestra organización y modo de ser. 
La primera iase y la siguiente, destruyen este 
argumento. 

TERCERA BASE. 

REGULACIÓN DE LOS ACTOS DEL EXTRANJERO POR EL 
DERECHO PROPIO DEL PUEBLO EN QUE TIENEN LU- 
GAR Ó EN QUE HAN DE SER CüMPLroOS. 

Ni los deberes de la más franca hospitalidad, ni 
el deseo de entender ampliamente las relaciones 
entre los hombres, ni las deferencias que por cor- 
tesía se guardan pueblos extraños, son causas su- 
ficientemente poderosas para que el extranjero in- 
voque su condicionado tal, pretendiendo el respeto 
de actos que dentro de un determinado territorio 
lesionarían sus sentimientos, afecciones ó manera 
de ser particular. Porque ninguna razón habrá ja- 
más bastante fuerte para exigir el cumplimiento 
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de derechos incompatibles con la organización y 
manera de ser de un Estado^ haciendo cómplices 
en cierto modo á las autoridades ó tribunales de lo 
que, según el criterio social, sea considerado como 
inmoralidad ó prueba de barbarie: pues si bien 
los pueblos cultos otorgan afectuosa protección 
al extranjero, como si de esta manera quisieran 
hacerle menos sensible su separación de la madre 
patria^ esto mismo le debia obligar á ser más so- 
licito en el respeto del derecho existente en el pais 
que quizás accidentalmente pisa, con lo cual se 
hará tanto más digno del amparo que se le dispon* 
sa, y no se vendrá á sentir, hasta hacerse insopor- 
table, aquella hospitalidad. ¿Qué son los Estados, 
Excmo. Sr., sino entidades fo];madas por la ex- 
tensión de los lazos de la familia, cuya institución 
pudieran tomar como modelo para aprender la 
manera de desenvolverse en las diferentes esferas 
de su acción? ¿T qué hace el hombre cuando ocu- 
pa por cualquier causa lares que no le son propios? 
Acomodarse en cuanto es posible á las costumbres 
y prácticas de la familia en cuya compañía vive, 
procurando — si un sentimiento egoista no le hace 
prescindir de deberes que la educación exige re- 
cordar—que su presencia no altere 1» manera de 
ser de aquel hogar. El extranjero estarla, pues, 
obligado á proceder de igual modo, aunque no fue* 
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ra este un principio de Derecho iaitemacimal pri- 
vado; que no es razonable ni justo se le permita 
practicar lo que se halla prohibido aun á los mis- 
mos naturales. 

La nación en que se encuentra una persona ex- 
traña, pone también á su disposición las autorida- 
des y funcionarios que tiene para otorgar los actos 
jurídicos que le interese acreditar con las condi- 
ciones de autenticidad establecidas; y ni era posi- 
ble por una parte exigir más, ni tampoco se puede 
prescindir por otra de que en este caso se absten- 
gan aquellos de intervenir en los actos considera- 
dos como inmorales en el punto en que ejercen 
sus funciones: por cuya razón, y para salvar esta 
dificultad práctica, pero en nuestro juicio insu- 
perable, pues antes que toda consideración al ex- 
tranjero se halla la dignidad del pais representada 
en este caso por la de sus funcionarios, que nunca 
pueden ser convertidos en instrumentos automá- 
ticos, los cónsules tienen en muchos casos la con- 
sideración de jueces ó de notarios llamados á in- 
tervenir en las relaciones jurídicas de sus compa- 
triotas. 

Nuestra opinión en estos puntos es tan inñexi- 
ble, como que no comprendemos el motivo para 
que casi unánimemente se sostenga el perfecto de- 
recho de las naciones á sujetar al extranjero á la 
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lég^alidad del lug*aT en que radican los bienes in- 
muebles, por considerarlos parte integrante del 
territorio nacional (1), y 1e vacilación que sé obser- 
va para proceder con igual criterio relativamente á 
los actos que ejecute en otra nación que la propia, 
6 que en estas condiciones hubieran de cumplirse: 
porque si permitir que una legislación extraña re- 
gule, no la capacidad personal para ser propieta- 
rio, sino el ejercicio de los derechos con que el 
dominio se exterioriza, equivaldría á suponer des- 
gajada aquella parte del territorio, del país en que 
se hallare enclavada, no lastimarla menos la dig- 
nidad de los pueblos si autorizasen á extranjeros 
actos prohibidos á los naturales ó se respetasen 
derechos que, si bien permitidos en el país de su 
origen, fueran ilícitos en el que debían cumplirse. 
Por esto aplaudimos la Ley de Enjuiciamiento ci- 
vil, que al señalar en su art. 925 las condiciones 
que deben reunir las sentencias dictadas por tri- 
bunales extranjeros para que sean cumplidas en 

nuestro país, señala entre otras circunstancias el 
que la obligación para cuyo cumplimiento se haya 



0.) Tan arraifiTftda 8o encuentra esta doctrina, que aplicando 
ígnales principios, se sostiene hoy en los tribunales, la resrla de que el 
propietario de bienes sitos en Arasron, dispone, sea ó no aragonés, ya 
Ínter vivos ó mortU causa, según las leyes yiRentes en aquel territorio; 
de lo cual resulta que pueden tenerse dos 6 más testomentifacciones» 
dos ó más daaes de derechos de patria potestad, etc.; conflecnencia 
que basta indicarla para comprender que es absurda. 



XX EXPOSICIÓN. 



procedido sea licita ea España, y que la ejecutoria 
reúna los requisitos necesarios en la nación en que 
se haya dictado, para ser considerada como au- 
téntica; doctrina que se halla perfectam^te de 
acuerdo con los principios que ligeramente defen- 
demos en esta iase (1)» con la que también se halla 
conforme la Ley de 26 de Julio de 1878 sobre pro- 
tección & los niños: todo lo cual demuestra, Exce- 
lentísimo Señor, que nos hallamos en el camino 
que conduce á la perfección del Derecho interna- 
cional privado ^ no necesitándose para recorrerlo 
todo él, sino que Y. E. dedique & esta materia su 
ilustración al mismo tiempo que su energía, para 
hacerse superior al círculo de hierro que á im mis- 
mo tiempo aprisiona, y sin razón plausible, á la 
ciencia y la justicia, ó sea el principio de recipro- 
cidad, del cual nos ocuparemos en la siguiente 

CUARTA BASE. 

OLVIDO ABSOLUTO DEL PBINCIPIO DE RECIPROCIDAD. 

Cómodo es ciertamente para la autoridad, para 
los tribunales y para el jurisconsulto, tomar en el 
Derecho internacional privado^ como pauta de lo 
que deba hacerse al dar el correspondiente valor 



' (I) Los antores modernos explican Ift doctrina comprendida en 
esta base por medio del principio Iceut regU aetum. 
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á las relaciones jurídicas con extranjeros, el prin* 
cipio de la más estricta reciprocidad; pero no por 
eso es menos cierto que con este estrecho criterio 
se dificulta su progreso y la ciencia se hace impo- 
sible. Porque si cuando existen convenios entre los 
Estados, lo mismo con respecto á estas materias 
que con relación á otras cualesquiera, hay qué to- 
marlos como puntos de inflexible aplicación, sin 
cuidarse de si es justo ó no lo en ellos pactado, el 
abstenerse de obrar en un sentido i^ otro cuando 
no los hay, aguardando que los dem&s pueblos 
principien, para seguir por mutua corresponden- 
cia su misma conducta, es condenarse & la inac- 
ción más completa, de la cual será imposible sa- 
lir si todas las naciones se colocan en la misma 
situación espectante. ¿Quién romperá el hielo de 
esa indiferencia con que miran hasta hoy los pue- 
blos la orfandad en que se hallan los derechos de 
los hombres cuando se han de hacer efectivos en 
otro país diferente de aquel en que nacieron, y tan- 
to más si proceden de sentencias dictadas por tri- 
bunales extranjeros á consecuencia del ejercicio 
de una acción personal? ¿Quién principia para que 
los demás sigan? Fácil seria la contestación á esta 
pregunta, si hubiéramos llevado al ánimo de Y. E. 
con esta excitación reverente, la prueba de que la 
reciprocidad en el crimen mancha á todos los que 
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en él toman parte; y crimen social es favorecer el 
escarnio de las leyes. España seria la que tuviese 
el honor de inaugurar esta nueva era en los estu- 
dios jurídicos, si convencida de que al devolver 
ofensa por agravio se satisface un impulso quizás 
irresistible y muy propio de sentimientos, aunque 
no los más nobles del corazón, se penetrase tam- 
bién de que se confunde con el delincuente el que 
cree que la mala acción del que injuria disculpa 
al que contesta infamando. ¿Existe alguna razón 
para que los pueblos cultos consideren insupera- 
ble ese dique que aprisiona las relaciones entre 
los hombres y que impide el cumplimiento de las 
sentencias dictadas en el extranjero , ajunque se 
observen determinadas circunstancias, sin que se 
averigüe si esa conducta hallarla la natural y por 
otra parte debida correspondencia? Supongatnos 
que uno de esos seres desgraciados á cuya inteli- 
gencia no ha llegado la luz de la civilización, sa- 
liera de entre las hordas salvajes en que vive y 
pisase el territorio de una de las modernas nacio- 
nalidades, ¿se le trataría de la manera inhospitala- 
ria con que él habria recibido al europeo, v. gr., y 
peligraría su vida como es probable hubiera suce- 
dido con la del desgraciado investigador que, qui- 
zás por amor á la ciencia, tomase tierra en las pla- 
yas á cuya inmediación tenia su cabana? Sin va- 
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cilacion aseguramos que nadie se atreverla á de- . 
fender taa monstruosa reciprocidad. ¿Por qué, 
puesy decimos nosotros, se ha de considerar lasti- 
mada la dignidad y soberanía de un pueblo, si 
cumpliera las sentencias que proviniesen de na- 
ciones que no respetasen las que, procedentes de 
países extraños, penetrasen dentro de su territo- 
rio (1)? Porque si bien es cierto que constituidas 
hasta hace poco tiempo las nacionalidades sobre 
bases exclusivistas, y encerrada por regla general 
la vida del hombre en el recinto, no tan sólo de su 
patria, sino hasta de la misma localidad en que 
vio por primera vez la luz, muy pocas veces aban- 
donaba su hogar, hoy, por el contrario, la mutua 
y frecuente comunicación entre los hombres, les 
da un carácter cosmopiolita que exige, en nuestra 
opinión, una reforma completa de los principios 
de Derecho internacional privado^ sobre bases que, 
respirando una mayor latitud, armonicen la exis- 
tencia de las nacionalidades independientes, con el 
respeto que sin duda exigen la dignidad de la per- 
sonalidad humana y los derechos civiles, que son 
sin duda su complemento. 

Tan imperiosa es esta necesidad según nuestro 
dictamen, que si Y. E.se resolviera ¿ dar tan hon- 



(1) Esta doctrina merece estudiarse al reformar la Ley de Eiuoi- 
ciamiento civil. 
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roBb paso, no sólo hallarla r^sonaacia en todos los 
pneblos cultos, sino que se envidiarla ¿ España la 
gloria de haber iniciado tan codiciada evolución 
en las relaciones jurídicas, que la piencia anhela 
por instantes ver convertida en hechos prácticos. 

Dichoso se considerará el que suscribe, si aco- 
giéndose con benevolencia este mal hilvanado es- 
crito, producto de estudios hechos hace ya algún 
tiempo sobre el Derecho internacional privado ^ 
fuese como pequeña chispa que encendiera pode- 
rosa llama, á cuyo calor depurase sus imperfeccio- 
nes esta rama de los conocimientos jurídicos. 

Sirva, por último, de disculpa á cuantos defec- 
tos encuentre Y. E. en este trabajo, la causa noble 
que lo impulsa. Dios guarde á V. E. muchos años. 
Madrid 12dé Octubre de 1880. 
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